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TERCER INFORME SOBRE IMPACTO COVID EN LOS SISTEMAS 

LABORALES Y PREVISIONALES DE LA REGION.  BRASIL Y ESPAÑA. 

 

I INTRODUCCION. 

 

En esta tercera entrega, dividiremos el informe en tres capítulos.  En el 

presente a modo de introducción reseñaremos algunas ideas sobre el contexto 

latinoamericano, y unas posibles herramientas para el período que se alumbra 

como posterior al primer impacto pandémico.  

 

En los capítulos II y III reseñaremos medidas en dos países completamente 

diferentes, España y Brasil, pero que entendemos que son muy útiles para 

entender la complejidad que tiene el fenómeno tanto a nivel social, como en la 

agenda política. 

 

Brasil es nuestro principal socio comercial, y España con una estructura federal 

de gobierno, y una similar población a la argentina, puede ilustrarnos sobre el 

fenómeno conocido como “segunda ola” y las sofisticadas problemáticas que 

puede traer esa instancia. 

 

Dentro de la Introducción señalaremos algunas cuestiones que hacen a una 

posible guía sobre la calidad de los esfuerzos conjuntos para salir de las crisis 

superpuestas que confiere la pandemia a las economías latinoamericanas, y 

además, indicaremos algunos elementos técnicos de las finanzas  públicas que 

habría que tener en cuenta. 

 

OISS ha venido trabajando en coordinación con todos los países comparando 

experiencias y fruto de este trabajo puede abrevar en distintas fuentes para 

ofrecer conocimiento en esta coyuntura. 
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Desde esa mirada regional, está claro que la pandemia de la enfermedad por 

coronavirus (COVID-19) llegó a América Latina y el Caribe en un momento 

difícil desde el punto   de vista económico, social y medioambiental.  

 

En su informe de Respuesta Covid número 8, CEPAL indica que “Para hacer 

frente a la crisis  sanitaria  —cuya  duración  ha  sido mayor de lo que se había 

previsto— y a sus graves efectos económicos      y sociales, se necesitarán 

pactos políticos y sociales que se construyan con la participación de una amplia 

variedad de actores, que permitan universalizar la protección social y la salud, 

y, sobre todo, que reorienten el desarrollo sobre la base de la igualdad y las 

políticas fiscales, industriales y ambientales para la sostenibilidad.” 

 

Este organismo internacional manifiesta que “Los pactos deberán tener por 

objeto sentar las bases para construir un Estado de bienestar que, entre otros 

objetivos, asegure el acceso universal a la salud, una fiscalidad redistributiva, 

un incremento de la productividad, una mejor prestación de bienes y servicios 

públicos, un manejo sostenible de los recursos naturales, y un aumento y una 

diversificación de la inversión pública y privada.” 

 

Aunque en nuestro país no han tenido generalmente buena prensa, y a la vez, 

han sido poco practicados, (tal vez el más exitoso en su realización inicial pero 

no tanto en su praxis posterior fue el conocido como Pacto de Olivos que 

permitió una reforma constitucional que incorporó una enorme cantidad de 

Tratados Internacionales de Derechos Humanos a nuestro derecho) resulta 

indudable a esta altura que tiene que haber acuerdos de largo alcance. 

 

El contexto regional habla por sí solo en cierto sentido: todos los organismos 

internacionales confirman que se está retrocediendo en la lucha por no dejar a 

nadie atrás y combatir las peores formas de pobreza y exclusión.  
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Si en la década de los 80 y 90 se dieron reformas estructurales que luego 

permitieron en las siguientes décadas con mejor contexto internacional para los 

productos latinoamericanos distintas rachas de crecimiento, está claro que esto 

no es lo que viene sucediendo en los últimos diez años. 

 

Es decir, a las crisis superpuestas de oferta y de demanda que causó la 

pandemia, se le suman interrogantes sobre la posibilidad de que la 

recuperación una vez superado el fenómeno sanitario sea realmente un 

recobrar un estado virtuoso de la economía. 

 

Hay múltiples factores que lo explican, y tal como lo hemos visto en los 

distintos escenarios reseñados en los anteriores informes, hay una ebullición 

de conflictos acelerados con la aptitud de producir más crisis que recuperación. 

 

Así las cosas, se requieren pactos, y como surge de la ciencia política, para 

que existan pactos es preciso que existan liderazgos políticos para convocar la 

participación de la más amplia y diversa gama de actores que, si bien suelen 

expresarse mediante el voto popular y participar a través de organizaciones 

políticas y sociales, han ampliado su rol y su influencia cada vez más para que 

las instituciones democráticas, el Gobierno y los parlamentos lleven adelante 

una acción efectiva.  

 

Tanto el Banco Mundial, como la propia OISS, e incluso como surge de las 

últimas cumbres de organismos tan disímiles como CEPAL y el FMI coinciden 

en que este proceso, la solidaridad regional e internacional será fundamental 

para reconstruir mejor, con base en valores comunes y responsabilidades 

compartidas en favor de un progreso para todos. 

 

Ahora bien, es evidente que con agendas totalmente disímiles en cuanto a su 
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orientación ideológica, todos los gobiernos latinoamericanos han vivido, y 

probablemente vivirán tensión en la arena política, el espacio en que las 

distintas políticas, programas y proyectos se llevan a cabo, donde se 

encuentran e interactúan los diversos actores de la vida en comunidad y las 

organizaciones políticas y sociales que sustentan las acciones.  

 

Tal como lo reseña CEPAL con maestría “Los Gobiernos de la región se están 

viendo obligados a actuar a través de una compleja red de toma de decisiones. 

La magnitud de la crisis ha puesto de relieve, más que antes, la necesidad de 

que la autoridad actúe en las diferentes escalas territoriales (mundial, nacional 

y local) y de que lo haga de manera integral y coordinada.” 

 

Tal vez uno de los pocos fenómenos positivos asociados a la crisis del COVID-

19 es que se han visibilizado lo que hacen las autoridades locales como líderes 

comunitarios, autoridades de salud pública, autoridades educativas, 

empleadores, socios de otros actores del sector público y privado, o 

proveedores de servicios.  

 

Los municipios y determinados gobiernos estaduales o provinciales han debido 

afrontar numerosos desafíos: escasez de mano de obra, presiones adicionales 

sobre la salud  y la asistencia social, y dificultades financieras y repercusiones 

económicas en las empresas   y los empleadores locales, entre otros.  

 

Este fenómeno de escala local puede ser un faro respecto de hacia dónde y 

cómo orientar las acciones posteriores al tiempo más devastador de la 

pandemia, si es que –como pareciera por los distintos desarrollos científicos- 

pronto contamos con vacunas o tratamientos asequibles que permitan reducir 

el impacto. 

 

Como veremos más adelante en los capítulos dos y tres, países con una 
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compleja trama de autoridades locales y federales o incluso con un desarrollo 

integral de nivel europeo han demostrado que, para lograr eficacia, se debe 

actuar de forma rápida e incluir la escala local.  

 

Como surge de nuestra duramente adquirida experiencia en Argentina es 

indudable que los gobiernos locales tradicionalmente se han tenido que situar 

siempre en la primera línea de contención de  los conflictos sociales y políticos 

y en este sentido, la pandemia los encontró de igual modo, dialogando con las 

autoridades nacionales, suprimiendo algunos servicios o modificando la 

manera en que estos se prestan, y gestionando el uso de los espacios 

públicos, todo esto favorecido por el contacto cercano con las organizaciones 

sociales y la ciudadanía. 

 

Como era de esperar, en este proceso ha habido encuentros y desencuentros 

entre las autoridades locales y nacionales ya que resulta obvio por la estructura 

democrática que siempre hay distintas visiones e incluso distintas posibilidades 

técnicas para enfrentar responsabilidades diversas que  se deben cumplir.  

 

En muchos países ha habido autoridades subnacionales que han cuestionado 

la velocidad y la base de las decisiones, y han recurrido a su autonomía 

legislativa y ejecutiva para dictar medidas más restrictivas o de relajamiento, 

conforme en esas instancias las fuerzas vivas de las ciudades les iban 

cuestionando las acciones o las inacciones, o bien, marcando a través del 

diálogo directo cuáles eran las posibles soluciones.  

 

Esa es una experiencia a rescatar.  Por supuesto, en el ámbito nacional 

muchas veces no es tan sencillo.  La propia dinámica de un gobierno nacional 

que está obligado a contemplar escenarios tanto en el espacio como en el 

tiempo puede que haga que estos acuerdos de largo alcance sean de una 

complejidad notable. 
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Sin embargo, pareciera que no hay otro camino que construir alianzas entre los 

Gobiernos, el sector privado y la sociedad civil de los países de la región.  

 

En palabras de CEPAL, “Estas alianzas inclusivas deberán construirse sobre la 

base de la visión compartida y los objetivos comunes presentes en los pactos 

sociales, fiscales, productivos y de sostenibilidad ambiental. El sector público 

tendrá la responsabilidad de convocar y orientar la alianza, así como de velar 

por el libre funcionamiento de los marcos de examen, vigilancia y fiscalización 

democrática de los procesos.” 

 

En el mismo sentido indica que “Las autoridades de la región deberán abrir 

espacios para que la sociedad civil participe y se exprese con el fin de 

estructurar acciones colectivas coordinadas en el ámbito local, nacional y 

regional, que sean precisas en cuanto a los tiempos y oportunas respecto a la 

toma de decisiones. Al favorecer la inclusión social, se harán innecesarias las 

acciones disruptivas que expresan descontento, rabia o malestar, provocan 

desorganización e interrumpen los procesos económicos y políticos, así como 

la vida cotidiana de nuestros países.” 

 

Ahora bien, es lógico e inherente a la democracia que exista una lucha 

partidaria.  En ese escenario agonal de enfrentamiento por el voto, con 

frecuencia la conversación pública se polariza.  Ninguna fuerza política suele 

admitir errores, más bien atribuye sus desventuras a la acción de fuerzas 

exógenas o bien, directamente al accionar de otros partidos.  

 

Esta característica requiere entonces que en eventuales acuerdos se salde la 

cuestión de la responsabilidad presunta sobre cómo llegamos a este estado de 

cosas.   
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Sin dudas, si un país como Argentina posee digamos para acordar un 

guarismo, más de un tercio de pobres en su estructura social, y ese número ha 

generalmente crecido durante el período democrático, esto quiere decir que el 

país entero es pobre, pues lo mismo que una casa familiar, si un tercio o más 

no se sientan a la mesa algo está fallando. 

 

Empero, si los partidos políticos en esta coyuntura se empeñan en atribuirse 

culpas entre sí o a determinados sectores como estrategia para considerarse 

indemnes de responsabilidad, se dificulta llegar a acuerdos de largo alcance.  

Más bien pareciera que la gravedad de la situación ofrece en este sentido una 

oportunidad única.   No es necesario apuntar a nadie en particular, los 

acuerdos pueden lograrse basados en la apuntada seriedad de los problemas 

estructurales que ha agravado la crisis pandémica. 

 

Bien mirado el problema, nuestro país posee una vasta experiencia en crisis, 

de tal modo hay una población resiliente.  Esta es una característica muy 

positiva para enfrentar el fenómeno actual. 

 

Por otro lado, si bien existe un evidente deterioro de la educación, aún existen 

vastos sectores populares con instrucción adquirida, y otros que fácilmente 

podrían incorporarla en términos de adquirir habilidades para las complejas 

tramas de nuevos oficios que el siglo XXI alumbra. 

 

Algo que ha sido tradicionalmente una amarga característica de nuestro tejido 

económico social que es cierta tendencia a la concentración económica, hoy en 

día  podría reseñarse como algo circunstancialmente positivo, es decir, hay 

relativamente pocos actores entre los cuales se puede llevar adelante una 

conversación económica y social. 

 

Los partidos políticos si bien han seguido la tendencia mundial a la 
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fragmentación hoy se encuentran mayoritariamente reunidos en dos 

coaliciones, lo cual, en el mismo sentido al apuntado más arriba favorece la 

posibilidad de sentar en una misma charla a los actores más relevantes. 

 

Por último, la evidencia más contundente indica que esta crisis no dejó a nadie 

a salvo.  Esto por supuesto, es algo negativo.  Pero puede tener un uso 

positivo. Puede favorecer el pragmatismo, puesto que tal como afirma el Banco 

Mundial, las pruebas de que esta sucesión de crisis aceleradas por el COVID-

19 ha generado nuevos pobres de un perfil diferente al crónico tanto como que 

se está afectando a personas que vivían en bandas cercanas a ingresos dignos 

son cada vez mayores. 

 

Es decir, esta generalización de la crisis y su rapidez, puede servir como un 

acicate para que circunstancialmente se depongan o pospongan ciertas 

banderías en pos de lograr dotar a la democracia de herramientas útiles y de 

largo alcance para que la recuperación económica no quede como un mero 

rebote al punto cero, desde que ese punto cero anterior al COVID, en todas las 

regiones del mundo ha demostrado ser frágil e insuficiente. 

 

En su informe sobre la prosperidad compartida y la pobreza, el Banco Mundial 

llega a similares conclusiones a las que aportamos desde OISS Regional en 

este informe.  

 

La emergencia de estos “nuevos pobres tienen consecuencias importantes en 

las políticas, sobre todo a la hora de diseñar redes de seguridad social y  

formular  medidas para volver a generar empleo y fortalecer el capital humano 

en la etapa de recuperación. Actualmente, si bien muchos países enfrentan 

desafíos relacionados con la focalización y la cobertura de las redes de 

protección social existentes, el apoyo a los hogares pobres que ya son 

beneficiarios de esos programas puede movilizarse con relativa rapidez. En 
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cambio, es probable que las medidas de emergencia que se están adoptando a 

modo de respuesta no incluyan a los trabajadores del sector urbano informal 

afectados por la pérdida de empleo y de ingresos ni a otros grupos como los 

migrantes estacionales y los refugiados”. 

 

En este sentido tenemos un doble desafío como contenido de los eventuales 

acuerdos a generarse para la recuperación.  En los programas de protección 

social, se deberán adoptar mecanismos innovadores de selección de 

destinatarios y prestación de servicios, en particular para beneficiar a los 

trabajadores informales de las zonas rurales y urbanas (Sánchez‑Páramo, 

2020; Bowen y otros, 2020).  

 

 

A   medida   que   la   recuperación   cobre impulso, los países también deberán 

tener en cuenta el perfil cambiante de la pobreza y la vulnerabilidad al invertir 

en puestos de trabajo.  

 

Esto no puede ser más crítico puesto que el espacio fiscal para sostener 

subsidios por siempre es muy angosto y menguante.   En tal sentido muchos 

organismos internacionales están expresando entre sus preocupaciones no 

sólo otorgar subvenciones y subsidios salariales a las empresas para minimizar 

los despidos, sino también baja de impuestos a nivel generalizado y en 

particular para aquellos sectores que aún tienen capacidad de producir un 

rápido incremento de producción, y a la vez, de incorporar o mantener plantillas 

laborales. 

 

En suma, es necesario comenzar a reducir la brecha entre las aspiraciones y 

los logros en materia de políticas si se quiere llegar a acuerdos sostenibles en 

el tiempo. 
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Como hemos comprobado no suele servir de mucho los grandes enunciados, 

como “queremos la paz en el mundo”, algo con lo que naturalmente todos 

estaremos de acuerdo, sino trabajar en las políticas que cotidianamente 

puedan arrimar instancias de paz.  

 

Del mismo modo, obviamente nadie estará en contra de que la población de un 

país viva mejor, que es una aspiración general, pero además de ese noble y 

loable fin, hay que trabajar en los acuerdos concretos que permita ir 

aumentando la cantidad de gente que colectiva e individualmente viva mejor. 

 

Para ello es necesario ampliar los aprendizajes, mejorar los datos y construir 

políticas basadas en la evidencia, y no tanto en las aspiraciones.  

 

 

Asimismo, entendemos que será preciso invertir en preparación y prevención y 

en ellos involucrar a toda la población, en especial a los empleados públicos 

que por la naturaleza de sus prestaciones quedaron imposibilitados de prestar 

sus tareas.  

 

Trabajando en la materia de prevención se pueden crear programas para que 

el grueso de los empleados públicos se conviertan en agentes de la lucha 

contra desastres, que consigan habilidades para emplearlas por cortos tiempos 

en tareas alternativas a las que desarrollan habitualmente.  

 

Esto permitiría un factor de unidad entre la población además de ahorrar costos 

y lograr que las respuestas sean más contundentes para la ayuda a sectores 

vulnerables. 

 

En definitiva, y para resumir lo expresado en esta introducción, vemos en esta 

triple crisis que conjuga las que traemos de arrastre crónico con las que causa 
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la pandemia y las medidas para mitigarla, una oportunidad para trabajar en 

acuerdos políticos y sociales que permitan que las medidas laborales, de 

protección social, y de seguridad social alcancen consensos para que pueda 

llevarse a nuestra población no sólo al punto cero previo a la pandemia, sino 

encarar mejores caminos para un bienestar general que sea sólido y perenne. 

 

II MEDIDAS EN ESPAÑA. LA SEGUNDA OLA. 

 

España fue golpeada por la primera ola de COVID 19 hasta convertirse en uno 

de los países epicentro entre marzo y junio de 2020.   No nos extenderemos 

demasiado sobre el relato de los hechos puesto que aquellos días estuvieron 

en el foco de todas las miradas del mundo y es bien conocida la situación. 

 

Por aquel momento se tomaron las medidas más duras, confinamientos, toques 

de queda, suspensión total de actividades.  Incluso así los números de España 

espantaron a la sociedad argentina, teniendo en cuenta la fuerte ligazón con la 

antigua metrópoli, y la identidad cultural que nos aúna. 

 

En lo que se denominó “primera ola” se cuentan los casos de febrero, marzo, 

abril y mayo, ya que en junio el país salió del Estado de Alarma.  Con la llegada 

del verano se relajaron los controles y pareció estabilizarse la situación.  

Incluso en determinadas comunidades se volvió a las clases en todos los 

niveles, luego interrumpidas por el receso estival, y terminado éste, retomadas. 

 

Este punto es interesante para la reseña contenida en este informe ya que si 

bien con una situación diferente por la esperanza de la llegada de distintas 

vacunas, se diría que Argentina entra en una zona similar a la que causó el fin 

del confinamiento en España y otros países europeos. 

 

Esto es, se producen en nuestro país, al menos en la mayoría de los distritos 
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bajas o amesetamientos lo cual conlleva la elevación de reclamos sociales por 

una liberalización, o bien directamente, la autoliberación de sectores a los 

cuales les resultó imposible seguir aguantando con éxito los confinamientos. 

 

En el análisis de los casos notificados a la RENAVE con fecha de inicio de 

síntomas y fecha de diagnóstico posterior al 10 de mayo, y hasta las 14:00 h 

del 30 de julio de 2020, se identifican 50.724 casos de COVID19 en España. 

Un 6 % de los casos han sido hospitalizados, un 0,4% han sido admitidos en 

UCI y un 0,5% han fallecido. 

 

La mayor proporción de casos de COVID-19 se producen en el grupo de 15 a 

59 años (70% del total). El porcentaje de hospitalizaciones y defunciones con 

COVID-19 aumenta con la edad. alcanzando un 21,8% y 3,9% en mayores de 

80 años, respectivamente. 

 

La incidencia acumulada a 14 días de casos de COVID-19 presenta una 

tendencia creciente desde la primera semana de julio. Por CCAA el aumento se 

manifiesta fundamentalmente en Aragón, Cataluña, Navarra y País Vasco. 

 

A nivel nacional, la incidencia acumulada de COVID-19 ha experimentado un 

aumento significativo del 84% desde la semana 28 (6-12 julio) a la semana 29 

(13-19 julio) y del 21% desde esta a la semana 30 (20-26 julio). El incremento 

se observa en todos los grupos de edad, y es relativamente mayor, entre las 

semanas 29 y 28, en el grupo de 15-29 años, y en las dos últimas semanas, en 

los menores de 15 años. 

 

Por CCAA se observan una mayor razón de tasa acumulada en Aragón, 

Canarias, Cantabria, Comunidad Valenciana, Murcia, Navarra y País Vasco y 

La Rioja, entre las semanas 29 y 28, y en Asturias, Madrid y Ceuta, entre las 

semanas 30 y 29. 
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La evolución diaria de los casos y las hospitalizaciones de COVID-19 muestra 

una tendencia descendente hasta el 14-15 de junio. Desde mediados de junio, 

se aprecia un aumento en el número de casos, y en las hospitalizaciones a 

partir de primeros de julio, mientras los ingresos en UCI y defunciones 

mantienen una tendencia a la estabilidad. 

 

El 51% de los casos de COVID-19 son mujeres y la mediana de edad de los 

casos es de 40 años, siendo mayor en mujeres que en hombres (41 vs 39 

años). 

 

Con respecto a la distribución por sexo y edad de la población española, los 

casos de COVID-19, están sobrerrepresentados en las mujeres en edad laboral 

(20-49 años) y en las mayores de 84 años. La presentación de casos de 

COVID-19 en menores de 15 años de ambos sexos es relativamente baja. 

 

El 48% de los casos presentó síntomas. 

 

El 95% de los diagnósticos se realizaron con técnicas de PCR. 

 

Un 44% no refería contacto conocido con un caso diagnosticado de COVID-19. 

 

El ámbito más frecuente de exposición se da en el entorno del domicilio (27%). 

 

Un 9 % de los casos son personal sanitario o sociosanitario. Siendo 

significativamente mayor este porcentaje entre las mujeres que entre los 

hombres (12% vs 4%). El 77% del personal sanitario con COVID-19 notificado 

desde el 11 de mayo son mujeres. 

 

El porcentaje de casos importados es de 1,8%. 
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En el análisis del tiempo transcurrido entre los distintos eventos. Se observa 

que la mediana de tiempo entre el inicio de síntomas y el primer contacto con el 

sistema sanitario es de 3 días (RIC: 1-5 días), hasta el diagnóstico es de 3 

(RIC: 1-5) y hasta el aislamiento de 1 días (RIC 0-3). 

 

Se estima una mediana de 3 contactos (RIC 1-5) identificados por caso. 

 

Para el 27 de agosto de 2020, se identifican 194.044 casos de COVID-19 en 

España. Un 4,7 % de los casos han sido hospitalizados, un 0,3% han sido 

admitidos en UCI y un 0,4% han fallecido. 

 

La mayor proporción de casos de COVID-19 se producen en el grupo de 15 a 

59 años (71% del total). 

 

Para el 30 de septiembre los casos notificados a la RENAVE con fecha de 

inicio de síntomas y fecha de diagnóstico posterior al 10 de mayo, y hasta las 

21:06 h del 30 de septiembre de 2020, se identifican 533.857 casos de COVID-

19 en España.  

 

Un 5% de los casos han sido hospitalizados, un 0,4% han sido admitidos en 

UCI y un 0,7% han fallecido. 

 

A nivel nacional, la incidencia acumulada de COVID-19 permanece estable de 

la semana 37 (7 - 13 de septiembre) a la semana 38 (14 - 20 de septiembre). 

Por grupos de edad, se observa un incremento significativo en el grupo de 

menores de 15 años (13%) y de mayores de 80 (5%). 

 

Para el 28 de octubre de 2020, se identifican 899.246 casos de COVID-19 en 

España. Un 5,4% de los casos han sido hospitalizados, un 0,4% han sido 
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admitidos en UCI y un 0,8% han fallecido. 

 

A nivel nacional, la incidencia acumulada de COVID-19 aumenta un 20% de la 

semana 41 (5 - 11 de octubre) a la semana 42 (12 - 18 de octubre). Este 

aumento se observa en todos los grupos de edad. 

 

Por CCAA, las tasas acumuladas semanales más altas en la semana 41 se 

observan en Navarra, Melilla, Castilla y León, Aragón, La Rioja y Madrid, y para 

la semana 42 en Melilla, Navarra, Aragón, La Rioja y Castilla y León. En 

relación a la tendencia, entre las semanas 41 y 42 se observa un incremento 

significativo de la incidencia acumulada en casi todas las CCAA, siendo 

superior al 50% en Cantabria y País Vasco. Entre las semanas 42 y 43, a pesar 

del posible retraso diagnóstico, también se observa un incremento significativo 

en varias CCAA, especialmente en Extremadura, Cataluña, Galicia y Aragón. 

 

Llegado este punto comienzan a tomarse medidas excepcionales nuevamente, 

tales como el Real Decreto 900/2020, de 9 de octubre, por el que se declara el 

estado de alarma para responder ante situaciones de especial riesgo por 

transmisión no controlada de infecciones causadas por el SARS-CoV-2. 

 

Dicha medida sería ampliada por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, 

por el que se declara el estado de alarma para más regiones y con mayor 

dureza con idéntico fin. 

 

El  29 de octubre de 2020, el Congreso de los Diputados dicta una resolución 

por la que se ordena la publicación del Acuerdo de autorización de la prórroga 

del estado de alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de 

octubre, por el que se declara el estado de alarma y hace pocos días, el  3 de 

noviembre, se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 

926/2020, de 25 de octubre.  
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Llegado este punto es preciso señalar que se desatan desde fines de 

septiembre de 2020 hasta hoy distintos conflictos políticos y sociales ante el 

dictado de estas normas.  

 

Hacia la llegada del otoño europeo, nuestra primavera,  los españoles miran a 

Madrid con preocupación.   

Aunque el tránsito de vehículos es casi normal en muchos sectores de la 

capital, los controles policiales también son intensos y se registran como 

trasfondo  enfrentamientos políticos entre el gobierno, formado por la coalición 

progresista de PSOE y Podemos, y el conservador Partido Popular, que lidera 

la oposición y gobierna en la capital.  

 

La clave es que tras el fin del estado de alarma de junio el traspaso de 

responsabilidad fue del gobierno federal hacia las comunidades que son las 

que naturalmente tienen las competencias en materia de sanidad. 

 

Sin embargo y pese a que ha habido críticas cruzadas y protestas sociales la 

crisis en la sanidad pública amenaza con repetirse lo cual forzó a que el 

Presidente del Gobierno español dijera en un mensaje al país que no 

contemplaba “un confinamiento del país” tal vez consciente de que la población 

estaba ya sin reservas de paciencia y energía, asfixiada por el parate de la 

actividad comercial en la primera mitad del año y con unas perspectivas 

catastróficas para los próximos meses con el desempleo disparado (en torno al 

20% para finales de 2020). 

 

El Gobierno local de Madrid al igual que el de otras comunidades en un reflejo 

de la protesta social intentó focalizar las restricciones,  sin embargo, los 
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rebrotes forzaron a un nuevo estado de alarma, con lo cual las 

responsabilidades políticas volvieron en parte al Gobierno federal. 

Ahora mismo las restricciones para las 45 “zonas básicas de salud” en la 

Comunidad de Madrid impiden las entradas y salidas de ese perímetro con 

algunas excepciones: para trabajar, ir a centros sanitarios, educativos o al 

banco, por citaciones judiciales, para tramitar documentos, cuidar de personas 

mayores y dependientes y alguna otra razón “de causa mayor”. 

En esos barrios además están cerrados los parques y jardines, los comercios 

deben cerrar a las 10 horas de la noche y en la hostelería se ha reducido el 

aforo al 50% (dentro de los locales y en las terrazas) y no se puede consumir 

en las barras. 

Para el conjunto de la Comunidad de Madrid se han prohibido las reuniones 

(privadas y en la calle) de más de seis personas, a no ser que sea por trabajo o 

porque vivan juntas. Más allá de eso, en las zonas que no están afectadas el 

día a día sigue siendo en apariencia normal, pese a la creciente preocupación 

de la población. 

El transporte público está lleno en las horas pico, en las arterias comerciales 

hay aglomeraciones de gente y tan sólo las terrazas se han ido vaciando 

porque desde hace un par de semanas se adelantó el otoño, con una bajada 

de las temperaturas y algunas lluvias. 

Es cierto que ahora hay muchas más personas que están teletrabajando: la 

cifra de los españoles que trabajan desde casa (al menos, más de la mitad de 

los días de la semana) se ha triplicado respecto al año pasado por causa de la 

pandemia.  
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Muchas empresas han comprobado durante los últimos meses que el trabajo 

sale adelante pese a no estar de forma presencial y prefieren evitar un foco de 

contagios entre sus trabajadores. 

Las guarderías y escuelas son otro ejemplo de esta aparente nueva 

normalidad: desde principios de septiembre abrieron tanto las públicas como 

las privadas, y si bien algunas han tenido que cerrar provisionalmente al 

localizarse un foco de contagio, la mayoría siguen funcionando.  

Sin embargo, pareciera que las recomendaciones de los profesionales 

sanitarios son claras: “un confinamiento más agresivo es lo único que podría 

frenar ahora mismo la curva ascendente”. 

Aún con el esfuerzo político realizado por el gobierno español en materia 

económica, y la ayuda proveniente de la Unión Europea, pareciera que nada es 

suficiente en términos laborales, de protección social y de seguridad social. 

Las medidas adoptadas incluyen el Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, 

de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del trabajo 

autónomo y de competitividad del sector industrial a las que le siguió el Real 

Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para apoyar la 

reactivación económica y el empleo 

Posteriormente se dictó el Real Decreto-ley 26/2020, de 7 de julio, incorporó 

medidas focalizadas de medidas de reactivación económica para hacer frente 

al impacto del COVID-19 en los ámbitos de transportes y vivienda. 

 

Varias medidas de orden fiscal se adoptaron como por ejemplo el Real Decreto 

1165/1995, de 7 de julio, sobre marcas fiscales previstas para bebidas 
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derivadas o el marco regulatorio de subsidios para industrias emblemáticas 

españolas como el sector porcino ibérico en el año 2020. 

 

Hacia fines de julio se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 21 de 

julio de 2020, por el que se establece el funcionamiento del Fondo de apoyo a 

la solvencia de empresas estratégicas.  

 

Una semana después la Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la 

Empresa,  publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de julio de 2020, 

por el que se establecen los términos y condiciones del primer tramo de la línea 

de avales a financiación concedida a empresas y autónomos con la finalidad 

principal de financiar inversiones y se autorizan límites para adquirir 

compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros, en aplicación de lo 

dispuesto en el artículo 47 de la Ley 47/2003, General Presupuestaria 

 

También en esa fecha se conoce el Real Decreto 703/2020, por el que se 

aprueban las bases reguladoras de las ayudas a la paralización temporal de la 

actividad pesquera. 

 

Durante agosto y septiembre se dictan distintas medidas como el Real Decreto-

ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales en defensa del empleo 

y posteriormente el 6 de octubre llega el Real Decreto 883/2020, por el que se 

establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones por la 

crisis sanitaria. 

 

Más tarde el 15 de octubre se desarrolla el programa de renovación del parque 

circulante español en 2020 (Plan Renove 2020) y se modifica el Anexo II del 

Real Decreto ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para apoyar la 

reactivación económica y el empleo 

Ante los nuevos confinamientos y restricciones operados por la reinstauración 
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del Estado de Alarma se dicta el Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre 

pasado, por el que se aprueban medidas sociales complementarias para la 

protección por desempleo y de apoyo al sector cultural y en la misma norma se 

adoptan medidas urgentes de apoyo a entidades del Tercer Sector de Acción 

Social de ámbito estatal. 

 

Con todo, los datos de Sanidad han registrado hasta el viernes 6 de noviembre, 

fecha en la cual redactamos los últimos aspectos de este informe,  22.516 

nuevos contagios desde el jueves y 347 muertes más.  

 

Por segundo día consecutivo, se han superado los 300 fallecimientos con lo 

cual se llega a un nuevo récord en el número de fallecidos durante los últimos 

siete días, que ascienden a 1.088. Este parámetro lleva dos días seguidos por 

encima del millar y batiendo sucesivas marcas para esta segunda ola del virus. 

 

Las cifras en el resto del continente son igualmente negativas, un buen número 

de países europeos parecen estar bloqueados ante el avance de la pandemia 

de covid, que de momento no hay forma de detener y que ya causado casi 

doce millones de contagios y casi 300.000 muertos en el continente europeo. 

 

Como podemos observar se trata de una crisis extremadamente sofisticada 

también en el continente europeo que además tiene una lógica de fronteras 

abiertas dentro de la Unión Europea, por primera vez vulnerada desde su 

creación. 

 

Esto repercute en el comercio y particularmente sobre pilares insignia de la 

economía española, por ejemplo el turismo que es uno de los grandes 

sostenes de su economía y del empleo. 

 

Por otro lado, la economía española estuvo cinco años en recesión pese a 
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medidas de austeridad tomadas por el anterior gobierno al actual, que solo 

dieron resultado positivo cinco años después de haber sido adoptadas.    

 

En efecto, se habían producido duras reformas fiscales, laborales y se estaba 

discutiendo en el campo que más preocupación lleva a los españoles que es el 

previsional, habida cuenta de que la cuestión demográfica no favorece el actual 

sistema de reparto.  Volveremos sobre este punto más adelante. 

 

La legislación en el ámbito laboral es en principio parecida a la prevaleciente en 

otros países europeos, si bien existen previsiones específicas en materia de 

indemnización con ocasión de las jubilaciones.  

 

En cualquier caso, toda la normativa se mantiene sujeta a cambios como 

consecuencia de la situación financiera actual, pero en general lo que podemos 

decir es que existe un sistema normativo similar al de la LCT, que sufrió 

reformas fundamentalmente en el año 2012, y que a grandes rasgos es en 

general,  obligatoria la formalización de contrato escrito.  

 

El principio general es el contrato por tiempo indeterminado con 

indemnizaciones plenas pero existen formas de contratos de trabajo atenuadas 

y más flexibles dependiendo de ciertas características de la prestación y 

asimismo algunos tipos de beca que se complementan con una muy variada 

cantidad de medidas de protección social.  

 

Según el informe trimestral de la secretaría general del Ministerio de Trabajo, 

La evolución de la economía y del mercado de trabajo en los dos primeros 

trimestres de 2020 se ha visto gravemente afectada por el fuerte impacto de la 

crisis originada por la pandemia, en un entorno de elevada incertidumbre tanto 

en el ámbito europeo como a nivel mundial. 
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En el segundo trimestre de 2020 se ha producido una caída sin precedentes 

del PIB como consecuencia de las medidas de confinamiento adoptadas para 

hacer frente a la crisis sanitaria. Después de seis años ininterrumpidos de 

crecimiento elevado del PIB, en el entorno del 2,5%, interrumpido en el primer 

trimestre de 2020, en el segundo trimestre el PIB ha descendido un 17,8%, de 

acuerdo con los datos de  los  principales  agregados  del  PIB  del  Instituto  

Nacional  de  Estadística, publicados el pasado 23 de septiembre.  

 

La dimensión general de la crisis española se ubica, en términos interanuales, 

en que el PIB ha descendido un 21,5%. 

 

En términos medios del año 2019, el PIB aumentó un 2%, tasa inferior a la 

alcanzada en 2018, cuando en cifras medias del año el PIB registró un 

incremento del 2,4%. En 2020, sin embargo, se estima que el PIB 

experimentará un descenso próximo o superior al 10%. 

 

El empleo, expresado en puestos de trabajo equivalentes a tiempo completo 

según los datos de la Contabilidad Nacional Trimestral del segundo trimestre 

de 2020, habría descendido en términos interanuales un 18,4%, lo que implica 

una pérdida de 3.383.000 empleos en el último año, en línea con el descenso 

mostrado por la población ocupada de la Encuesta de Población Activa, como 

consecuencia de la reducción del número de horas trabajadas que, en términos 

interanuales, descienden un 24,9%.  

 

Este descenso del empleo se produce en un contexto de caída de la 

productividad aparente del factor trabajo, que desciende un 3,8%, mientras que 

los costes laborales unitarios nominales aumentan un 7,0%, 6 pp por encima 

del deflactor implícito del PIB, en un marco de inflación negativa. En el conjunto 

del año 2019, el empleo equivalente a tiempo completo aumentó un 2,3%, 0,3 

% por encima del crecimiento del PIB. 
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Como han puesto de manifiesto las estadísticas mensuales de paro registrado 

y afiliación, fue a partir del 12 de marzo cuando se refleja el fuerte impacto de 

la crisis, como consecuencia de la declaración del estado de alarma y el 

consiguiente cese de la actividad en la mayoría de los sectores y actividades 

de la economía, para observarse a partir de mayo una leve mejora, si bien 

incierta ante los nuevos rebrotes registrados a partir de agosto e intensificados 

en estos momentos. 

 

Según viene destacando el INE, la declaración del estado de alarma ha tenido 

importantes repercusiones sobre la EPA del primer y segundo trimestre de 

2020, tanto en lo relativo a la realización de las entrevistas como en las 

variables medidas, viéndose afectados diversos aspectos de la encuesta. 

 

En términos anuales, se destruye empleo de forma intensa y aumenta el 

desempleo, si bien a ritmos sensiblemente más moderados, a la vez que la 

población activa experimenta una fuerte caída: en el último año se han perdido 

1.197.700 empleos y el paro ha aumentado en 137.400 personas, mientras que 

la población activa desciende en 1.060.300 activos. Un año antes, se habían 

creado 460.800 empleos, el paro se reducía en 259.500 personas y la 

población activa aumentaba en 201.300 personas. 

 

El mercado de trabajo en la Unión Europea en 2019 mantuvo una evolución 

favorable, manteniendo niveles altos de empleo y de reducción del paro, en un 

contexto económico de crecimiento más moderado. 

 

Sin embargo en la primera mitad de 2020, sin embargo, en el contexto de la 

crisis sanitaria, de acuerdo con los datos avance de las Cuentas Nacionales, 

durante el segundo trimestre de 2020 se produce una fuerte caída del PIB: 

trimestralmente desciende un 11,8% en la Eurozona y un 11,4% en la UE-27, la 

caída más intensa de la serie histórica iniciada en 1995.  
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En cuanto al empleo, trimestralmente descendió un 2,9% en la Zona euro y un 

2,7% en la UE-27. 

 

Las Previsiones de Verano 2020 de la Comisión de la UE para los dos 

próximos años, publicadas el pasado 7 de julio, prevén una recesión profunda 

sin precedentes, como consecuencia de la paralización de la actividad 

económica y del confinamiento derivada del Covid-19, en línea con lo previsto 

por los diversos Organismos. Para la Zona euro se prevé una caída del PIB del 

8,7% en 2020, seguida de una recuperación en 2021 con un crecimiento del 

PIB del 6,1%, en un contexto de baja inflación. 

 

Para España las previsiones de crecimiento de la Comisión son algo más 

desfavorables que para el conjunto de la UE: se prevé que la caída en 2020 

será del 10,9% y la recuperación en 2021 del 7,1%, acompañada de una caída 

del empleo en 2020 del 8,7%, para aumentar un 6,1% en 2021, junto con una 

subida de la tasa de paro hasta el 18,9% en 2020, para bajar al 17%. 

 

Las previsiones económicas de los diversos servicios de estudios nacionales 

sobre la evolución de la economía española en el medio plazo, en el contexto 

de la crisis sanitaria, apuntan en la misma dirección, hacia una gradual 

recuperación a partir de 2021, tras la fuerte caída experimentada en 2020, en 

un marco, no obstante de elevada incertidumbre. 

 

Las últimas previsiones del Ministerio de Asuntos Económicos y 

Transformación Digital para la economía española, de 1 de mayo, en el marco 

del nuevo escenario macroeconómico 2020/2021 diseñado para la elaboración 

del Programa de Estabilidad 2020, prevén una caída del PIB para 2020 del 

9,2% junto con una caída del  empleo del  9,7% y una tasa de paro del  19%, 

estimando que en 2021  la economía se recuperaría, previendo un crecimiento 
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del PIB del 6,8% y del 5,7% para el empleo, estimando que la tasa de paro 

bajará al entorno del 17%. 

 

Estos datos que resultan alarmantes de por sí, se conjugan con la discusión 

pública que existe alrededor del sistema de seguridad social en España. 

 

El sistema de pensiones públicas en España funciona bajo cinco principios: 

 

1. Principio de reparto: las cotizaciones de los trabajadores en activo financian 

las prestaciones existentes en ese momento. 

 

2. Principio de proporcionalidad contributiva: la cuantía de las prestaciones 

guardará relación directa con las cantidades aportadas al sistema público y al 

periodo de cotizaciones efectuadas. 

 

3. Principio de universalidad: Aquellos que no hayan contribuido al sistema 

podrán acceder al nivel no contributivo de prestaciones para poder cubrir las 

necesidades más básicas. 

 

4. Principio de gestión pública: El sistema de la Seguridad Social estará 

gestionado y financiado por entidades públicas. 

 

5. Principio de suficiencia de prestaciones: La cuantía de las prestaciones debe 

ser suficiente para asegurar las necesidades protegidas. 

 

El organismo encargado de gestionar este sistema es la Seguridad Social, que 

además, salvaguarda la asistencia para los trabajadores que hayan perdido su 

empleo o causen baja por enfermedad o discapacidad. Veamos más en detalle 

de qué manera se organizan y reparten las pensiones en España. 
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Las prestaciones sociales, como la pensión pública por jubilación, 

están protegidas y reconocidas por la Constitución española en su artículo 41: 

“Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social 

para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales 

suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de 

desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres”. 

 

Para sostener este derecho, a diferencia de otros países en los que cada 

trabajador cotiza y aporta dinero para su plan de pensiones privado e 

individual, en España el sistema público de pensiones se nutre de 

las aportaciones de todos los trabajadores; estos contribuyen, a través de sus 

cotizaciones a la Seguridad Social, a una denominada ‘Caja Única’ de la que 

sale el dinero para pagar las pensiones públicas por jubilación del nivel 

contributivo de los trabajadores ya retirados.  

 

Es la anteriormente citada solidaridad intergeneracional, a la que hay que 

sumar la solidaridad interregional, que garantiza que todos los ciudadanos del 

Estado español tengan derecho a su pensión por jubilación, 

independientemente de la región en la que vivan. 

 

En el momento de la jubilación, que en España y de manera ordinaria se 

produce en promedio a los 65 años y 4 meses (65 años para quienes hayan 

cotizado al menos 36 años) , el trabajador accede a una pensión mensual 

de carácter vitalicio cuya cuantía depende de las bases por las que haya 

cotizado los últimos años de vida laboral (se calcula que se usarán los últimos 

25 años en 2022 y años sucesivos), así como de los años que haya cotizado y 

del tipo de jubilación al que acceda (ordinaria, anticipada o diferida). 

 

Esto ocurre siempre y cuando cumpla los requisitos de acceso a esta pensión: 
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1. Acreditar al menos quince años de cotizaciones. 

 

2. Acreditar un mínimo de dos años de cotizaciones en el intervalo de quince 

años inmediatamente anteriores al acceso a la jubilación. 

 

Es importante señalar que la edad ordinaria de jubilación va a cambiar en los 

próximos años a raíz de una reforma legislativa, por lo que esos 65 y 4 meses 

años se irán incrementando poco a poco hasta alcanzar los 67 años en 2027.  

 

Podrán seguir jubilándose sin penalización a los 65 años quienes acrediten al 

menos 38 años y 6 meses de cotizaciones. 

 

El motivo tiene que ver con la sostenibilidad del sistema que se basa, como 

hemos visto anteriormente, en el número de trabajadores activos, en el número 

de beneficiarios de prestaciones y en las cuantías tanto de las cotizaciones 

como de las prestaciones, entre otros. 

 

De manera simplificada, para que el sistema público de pensiones sea 

sostenible debe haber más trabajadores activos que número de pensionistas, 

es decir, que la continuidad del sistema tiene una fuerte dependencia de 

la pirámide poblacional.  

 

Sin embargo, en los últimos años el número de trabajadores ha descendido 

como consecuencia de la elevada tasa de paro, mientras que el número de 

pensionistas se ha visto incrementado; esto, unido a una evolución de la 

población en la que la tendencia indica que habrá cada vez más personas 

mayores y que estas vivirán más años, ha puesto en duda la sostenibilidad del 

sistema. 

 

Paralelamente, los nuevos jubilados acceden a una pensión media más 
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elevada, dado que han cotizado por bases mayores, mientras que los nuevos 

cotizantes se incorporan con salarios y por tanto con bases de cotización 

menores. 

 

Sin embargo se ha recurrido mucho a los distintos fondos de la Seguridad 

Social en los últimos cinco años debido a que el sistema gasta más de lo que 

ingresa, es decir, a que los trabajadores activos ya no pueden sostener por sí 

solos las pensiones públicas. 

 

Ante esta realidad, a los trabajadores actuales se les plantea un futuro en el 

que su nivel de vida en la jubilación en base a su pensión pública puede ser 

menor de lo esperado, situación que causa que en estos momentos haya una 

álgida conversación pública acerca de la sostenibildad de los regímenes de la 

Seguridad y la Protección Social.  

 

Como hemos visto, la crisis producto del COVID se encuentra en desarrollo por 

lo que dependiendo de cómo se resuelva, y sobre todo cuándo, tendremos 

seguramente mucho más contenido para analizar. 

 

 

CAPITULO III. BRASIL. 

 
Nuestro hermano país, la República Federativa do Brasil, es uno de los países 

más grandes del mundo, tiene una superficie de 8.515.770 Km2, y a menudo 

se lo suele mencionar como un continente en sí mismo, debido a la variedad de 

su población y geografía, además de su extensión.  

 

Brasil, con una población de 209.469.333 personas estimados, es uno de los 

países más poblados del mundo 25 habitantes por Km2. Su capital es Brasilia y 

su moneda los Reales brasileños, situándose como una de las 10 economías 
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más importantes del mundo por volumen de PIB.  

 

La deuda pública de Brasil se sitúa en torno a los 1.600.520 millones de 

dólares, con una proporción respecto deuda-PIB  del 87,89%. Su deuda per 

cápita es de aproximadamente 7000 dólares por habitante 

 

La última tasa de variación anual del IPC publicada en Brasil es de diciembre 

de 2019 y fue del 4,5% de inflación. 

 

En cuanto al Índice de Desarrollo Humano o IDH, que elabora las Naciones 

Unidas para medir el progreso de un país y que en definitiva nos muestra el 

nivel de vida de sus habitantes, indica que los brasileños se encuentran en el 

puesto 79. 

 

Desde el año 2016 se viene analizando un proceso de reforma del sistema 

previsional fundamentado en el actual déficit previsional y en la proyección del 

país en materia de envejecimiento poblacional que si bien ha encontrado 

fuertes resistencias sociales, los especialistas consideran necesaria. 

 

 

La actual configuración, aunque posiblemente configuración del sistema de 

Seguridad Social brasileño es la resultante de una vasta historia, cuyas  raíces 

se  remontan a comienzos del siglo XX, con ocasión de la promulgación de la 

denominada  Ley Eloy Chaves  (Decreto – Ley 4682) de 1923.  

 

La misma se considera, por lo general, como el inicio del sistema de protección 

social brasileño. Esa ley surgió como iniciativa de Eloy de Miranda Chaves, 

diputado federal por el Partido Republicano Paulista que, en ese año, consigue 

instituir la Caja de Jubilaciones y Pensiones de los Ferroviarios, el antecedente 

más lejano de lo que vendría a ser el Instituto Nacional de Seguridad Social 
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(INPS).  

 

Esa caja de jubilaciones y pensiones contemplaba beneficios para el caso de 

invalidez, jubilación ordinaria, pensión por muerte y asistencia médica.  

 

Tales cajas estaban vinculadas a las empresas, y después de la Ley Chaves su 

crecimiento fue exponencial (se crearon para los puertos, minas, transporte 

aéreo, energía, agua, etc.).  

 

En total surgieron 183, que fueron unificadas en la denominada Caja de 

Jubilaciones y Pensiones de los Ferroviarios y Empleados de Servicios 

Públicos. 

 

 A su vez, la Constitución de 1988 garantiza los derechos sociales a la salud, el 

trabajo el descanso, la seguridad, la previsión social y la protección de la 

maternidad son derechos sociales. 

 

El sistema de la Seguridad Social brasileño abarca el derecho relativo a la 

salud, la previsión social y la asistencia social.  

 

Sus  principios rectores son la universalidad en la cobertura y la atención, 

uniformidad y equivalencia entre beneficios y servicios de poblaciones rurales y 

urbanas, selectividad y solidaridad en la prestación de los beneficios y 

servicios, irreductibilidad del valor de los beneficios, equidad en el 

financiamiento  y diversidad en la base de financiamiento, carácter democrático 

y descentralización de la gestión administrativa con la participación de la 

comunidad, en especial, los trabajadores, empresarios y jubilados. 

 

Por otra parte, la República Federativa de Brasil es parte de la Convención 

Multilateral Iberoamericana de Seguridad Social y del Acuerdo Multilateral de 
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Seguridad Social del Mercosur.  

 

Asimismo, mantiene Acuerdos bilaterales de Seguridad Social con Alemania, 

Bélgica, España, Francia, Grecia, Italia, Luxemburgo y Portugal. Y también con 

naciones no europeas como  Canadá, Chile, Corea del Sur, Japón y Cabo 

Verde; mientras se trabaja en otros acuerdos oportunamente suscritos con 

Bulgaria, Estados Unidos, Suiza, Mozambique y la Comunidad de Países de 

Lengua Portuguesa. 

 

La trayectoria de la cobertura y protección social brasileña viene teniendo una 

tendencia a la permanente ampliación de la cobertura previsional. La misma 

viene siendo acompañada de un proceso de unificación institucional y de 

armonización de las prestaciones, por contraposición a la diversidad de 

Institutos de jubilación y de pensiones, organizados por categorías 

profesionales y de prestaciones aseguradas en los orígenes del sistema. 

 

La aprobación de la Ley 3.807 o Ley Orgánica de Previsión Social (LOPS) de 

1960, que homogenizó el conjunto de riesgos cubiertos por los diferentes 

planes, y la creación del Instituto Nacional de Previsión Social (INPS), en 1966, 

resultado de la fusión de los institutos corporativos entonces existentes. 

 

La previsión social comprende el Régimen General de Previsión Social y el 

Régimen Optativo Complementario de Previsión Social. 

 

El Instituto Nacional de Asistencia Médica de la Previsión Social (INAMPS), el 

Sistema Nacional de Previsión y Asistencia Social (SiNPAS) creados por la Ley 

6439 creó un sistema al cual se transfirió las funciones hasta entonces 

ejercidas por el Instituto Nacional de Previsión Social (INPS) para dos nuevas 

instituciones.  
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La asistencia médica a los asegurados fue atribuida al INAMPS y la gestión 

financiera, al Instituto de Administración Financiera de la Previsión y Asistencia 

Social (IAPAS), permaneciendo en el INPS sólo la competencia para la 

concesión de beneficios. 

 

El INAMPS fue extinto en 1993, por la Ley 8.689, y sus competencias 

transferidas a las instancias federal, estadual y municipal gestoras del Sistema 

Único de Salud (SUS), creado por la Constitución de 1988, que consagró el 

derecho universal a la salud y la unificación / descentralización para los 

estados y municipios de la responsabilidad por la gestión de los servicios de 

salud. 

 

Sus años de existencia corresponden al período en que el país transita de un 

sistema de salud segmentado, orientado principalmente a la prestación de 

servicios médico-hospitalarios a clientelas previsionales, en los marcos de la 

idea meritocrática de seguro social, para un sistema de salud diseñado para 

garantizar el acceso universal a los servicios y acciones de salud, sobre la base 

del principio de la seguridad social.  

 

En ese período, representó también un espacio institucional privilegiado donde 

se ensayaron propuestas de cambio del sistema, convirtiéndose en una de las 

principales arenas sectoriales donde se disputó y decidió la agenda de 

reformas que movilizó el país a lo largo de la década del 80, dándole una 

nueva configuración institucional y nuevo patrón de políticas sociales, 

especialmente en el área de la salud. 

 

En la actualidad, la protección social en salud en Brasil es universal y gratuita 

en el acto de la utilización, garantizada por el SUS en sus servicios propios o 

servicios privados contratados.  
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Los avances logrados por el SUS repercutieron de forma significativa sobre los 

niveles de salud de la población y en la gestión del sistema. La expansión de la 

atención básica, la eliminación y el control de enfermedades de gran impacto 

sobre la salud de la población y la reducción de la mortalidad infantil son 

ejemplos que demuestran las conquistas obtenidas.  

 

La creación de un sistema básico y público de seguro social, resultado de la 

sistematización normativa y la unificación institucional, generó las condiciones  

precisas para la incorporación gradual de nuevos grupos sociales a la 

cobertura del sistema previsional.  

 

En la actualidad, existen dos tipos de beneficiarios del Régimen General de 

Previsión Social: los asegurados y los dependientes.  

 

Se incluyen como asegurados a los empleados rurales y urbanos, los 

empleados domésticos, los contribuyentes individuales, los trabajadores 

independientes (quienes prestan servicio a diversas empresas sin vínculo 

contractual), los asegurados especiales (incluyendo productores agropecuarios 

e ictícolas) y los afiliados voluntarios, con excepción del Régimen Propio de 

Previsión social para empleados públicos. 

 

El SUS dispone de un amplio conjunto de unidades y equipamiento de salud 

mediante los cuales se presta un conjunto diversificado de servicios y acciones.  

 

Sin embargo, continúan existiendo desigualdades en el acceso, como 

resultado, entre otros factores, de la concentración de servicios en 

determinadas regiones, así como también de la carencia de servicios en 

muchos municipios.  

 

El reordenamiento y la implantación de acciones y servicios de salud de 
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acuerdo con las necesidades regionales constituyen asuntos prioritarios según 

lo ha hecho saber el gobierno actual de Brasil. 

 

Previamente a la asunción de las actuales autoridades el Plan Nacional de 

Salud 2012-2015, presentado al Consejo Nacional de Salud, definía entre sus 

prioridades la organización de redes de atención que articulen servicios de 

atención básica y especializada, para garantizar el acceso de la población a 

servicios de calidad, con equidad y de forma oportuna para atender las 

necesidades de la salud.  

 

La implementación de las redes tiene por objetivo alcanzar la integralidad de la 

atención y la calificación de las prácticas y la gestión del cuidado, de modo tal 

que se asegure la capacidad de resolución de los servicios prestados.  

 

El acceso universal e igualitario a las acciones y servicios de salud dentro de 

aquel plan en general mantenido por el gobierno actual está ordenado por la 

atención primaria.  

 

La organización de las redes tiene en cuenta las necesidades y diversidades 

regionales para asegurar el acceso con equidad, tal como lo define el Decreto 

Presidencial nº 7508, del 28 de junio de 2011, que dispuso en su momento 

sobre la organización del Sistema Único de Salud (SUS), el planeamiento de la 

salud, la asistencia a la salud y la articulación intergubernamental y federativa. 

 

El conjunto de las acciones incluidas en la Seguridad Social –previsión social, 

salud y asistencia social– posee un presupuesto específico, diferente del 

presupuesto fiscal, financiado por toda la sociedad, de forma directa o indirecta, 

mediante recursos provenientes de los presupuestos de la Unión, de los 

Estados, del Distrito Federal y de los Municipios, y –en caso de las 

prestaciones sociales– de las siguientes aportaciones en régimen de reparto: 
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Trabajadores, inclusive los domésticos y los independientes, contribuyen sobre 

el salario sujeto a cotización recibido en el mes, con alícuotas del 8%, 9% y 

11%, dependiendo de la escala salarial (2). 

 

Otros trabajadores: 

 

a. 11% para el contribuyente individual que presta servicio en una empresa, 

incluyendo cooperativas de trabajo, a partir de abril de 2003. 

 

(2) Los montos vigentes a enero de 2018 son los que figuran en la siguiente 

tabla: 

Salario de contribución (R$) Alícuota aplicada para el INSS 

 

Hasta 1.693,72 8% 

 

de 1.693,73 hasta 2.822,90 9% 

 

de 2.822,91 hasta 5.645,80 11% 

 

b. 20% para el contribuyente individual que presta servicio a otra persona 

física, a otro contribuyente individual, a entidad que se beneficia de la 

asistencia social exenta de cuota patronal, a misiones diplomáticas o a 

repartición consultar de carrera extranjera. 

 

c. 20% del salario declarado, para los asegurados voluntarios, observados los 

límites mínimos y máximos del salario contributivo (3). 

 

d. En estos casos, se prevé una reducción hasta el 5%, si el contribuyente 

optase por la exclusión del derecho a la jubilación por tiempo de contribución y 
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en determinadas condiciones (e.g. micro emprendedores individuales). 

 

e. El productor rural y el pescador aportan el 1,2% de los ingresos brutos 

provenientes de la comercialización de su producción y un 0,1% de los 

ingresos brutos para el financiamiento de prestaciones por accidentes de 

trabajo. Pueden realizar contribuciones voluntarias adicionales. 

 

Las empresas contribuyen con el 20% sobre el total de las remuneraciones 

pagadas o acreditadas en el mes a trabajadores a su cargo, sin aplicación de 

ningún tope. En caso de contratados por intermedio de cooperativas de trabajo, 

la contribución es del 15%. 

 

Asimismo, conforme el artículo 23 de la Ley 8.212, deben abonar 

contribuciones provenientes de su facturación y lucro, a saber: 2% sobre sus 

ingresos brutos; 10% sobre el beneficio neto del periodo base, antes de la 

provisión para el ajuste a la renta. En caso de instituciones financieras, el 

porcentaje sobre el beneficio neto asciende a 15%. 

 

• Para el financiamiento de jubilaciones especiales y otros beneficios 

concedidos en razón del grado de incidencia de la capacidad laboral, dispone 

del 1% al 3% adicional de aportes para empresas en cuya actividad 

preponderante el grado de riesgo de accidentes de trabajo sea considerado 

leve, medio o grave 

 

• Las instituciones financieras contribuyen con una cotización adicional del 

2,5% sobre el total de las remuneraciones pagadas o acreditadas en el mes. 

 

• Las asociaciones deportivas que mantienen equipos de futbol profesionales 

contribuyen con el 5% de sus ingresos brutos. 
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• Las entidades religiosas quedan exceptuadas. 

 

(3) A partir de 1º de enero de 2018, el salario beneficio y el salario contributivo 

no podrán ser inferiores a R$ 954,00 ni superiores a R$5.645,80. 

 

• Los pequeños productores rurales aportan el 2,5% para la concesión de 

jubilaciones especiales y 0,1% adicional por el grado de incidencia de la 

incapacidad para el trabajo ocurrente por riesgos ambientales. 

 

Los empleadores domésticos aportan el 8% y un 0,8% adicional para el 

financiamiento del seguro contra accidentes de trabajo. 

 

Las agencias de apuestas aportan en virtud de su renta líquida, exceptuados 

los valores destinados al Programa de Crédito Educativo. 

 

• Otros ingresos de la Unión destinados a la Seguridad Social son: multas, 

remuneración por servicios de arrendamiento, fiscalización o cobranza para 

terceros, otros servicios, otros ingresos patrimoniales, industriales o 

financieros, donaciones y otros ingresos eventuales, 50% de lo obtenido por la 

confiscación de los ingresos del delito el tráfico de estupefacientes, cultivos 

ilegales y trabajo esclavo, 40% de subastas, entre otros ingresos que disponga 

la legislación. 

 

La prestación por desempleo se financia de modo particular. 

 

El sistema de salud brasileño garantiza acceso universal e igualitario, 

independientemente de la contribución, con una atención integral que 

comprende, incluso, actividades preventivas. 

 

En el ámbito de la asistencia social, además de las políticas de amparo o 
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cobertura  familiar, a la maternidad, a la infancia, a la adolescencia, a la vejez y 

a las personas con discapacidad, existe la garantía de una renta mínima, 

independientemente de cualquier contribución, para los ancianos respecto de 

los que se compruebe que no poseen medios para su sustento. 

 

Los beneficios y servicios previsionales dan cobertura al asegurado las 

siguientes prestaciones: jubilación por invalidez, jubilación por edad avanzada, 

jubilación por tiempo de contribución y especial, auxilio por enfermedad, 

ingreso por maternidad, prestaciones familiares y auxilios por accidentes 

laborales.  

 

También se reconoce un seguro de desempleo e indemnización compensatoria 

por despido. 

 

A los dependientes se les reconocen: pensión por fallecimiento, auxilio por 

reclusión. 

 

Asimismo, se garantiza para ambos según corresponda el servicio social para 

las familias de rentas bajas y la rehabilitación profesional. 

 

Más allá de estas prestaciones pertenecientes al Régimen General de 

Previsión Social, legislación específica que abarca beneficios asistenciales 

para: 

 

Adultos mayores a 65 años de baja renta 

 

Personas con deficiencias; 

 

Trabajadores portuarios independientes mayores a 60 años que no cumplan 

con los requisitos de aportes como para jubilarse; 
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Personas con síndrome de Talidomida, nacidas entre los años 1957 y 1963  

 

Personas enfermedad de Hansen que fueran compulsivamente  internadas en 

hospitales hasta el año 1986; 

 

Seguro de desempleo para pescadores artesanales. 

 

En cuanto a su Organización administrativa la creación del Ministerio de 

Previsión y Asistencia Social –MPAS– en 1964 y la institución del Sistema 

Nacional de Previsión y Asistencia Social –SINPAS– en 1977, tuvieron como 

objetivos básicos la centralización de la responsabilidad de la elaboración y 

ejecución de las políticas de previsión, de salud y de asistencia social, así 

como una mayor coordinación entre los diversos órganos involucrados. 

 

La reforma administrativa, llevada a cabo por el Gobierno Collor de Melo, en 

1990, transfirió las áreas de asistencia social y de salud hacia los Ministerios de 

Acción Social y de Salud, respectivamente.  

 

También en esa época (1990-1992) fueron sancionadas las Leyes  8.080, 

8.212 y 8.213, que reglamentan la Constitución Federal y disponen sobre la 

organización de la Seguridad Social, su financiación, la organización del 

Sistema Único de Salud y los beneficios de la asistencia social. 

 

En una etapa siguiente (Gobierno Itamar Franco –1992/1994–) fue aprobada la 

Ley Orgánica de asistencia social (). Posteriormente (Gobierno Henrique 

Cardoso), fue restablecido el Ministerio de Previsión y Asistencia Social, al cual 

se vinculó el Instituto Nacional del Seguro Social –INSS– y la empresa de 

informática DATAPREV. 
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La puesta en marcha y el reconocimiento de los derechos de los asegurados al 

Régimen General de Previsión Social, que en 2017 comprendió a más de 50 

millones de asegurados y aproximadamente a 33 millones de beneficiarios, 

compete al Instituto Nacional de Seguridad Social (INSS), organización pública 

prestadora de servicios previsionales para la sociedad brasilera. 

 

Actualmente, la entidad se encuentra vinculada al Ministerio de Desarrollo 

Social. 

 

Respecto a la gestión, en ningún momento, se imponen restricciones a la 

actuación de la sociedad, de forma conjunta o complementaria a la acción 

estatal, sea a través de la iniciativa privada empresarial, con fines lucrativos, o 

sea por medio de organizaciones no gubernamentales –ONG–, de diferentes 

tipos. 

 

En términos de participación de la sociedad civil en la gestión de la Seguridad 

Social, es importante señalar la existencia de Consejos, de naturaleza 

consultiva, con representación de trabajadores, empleadores, beneficiarios y de 

los órganos gubernamentales. Estos Consejos son el Consejo Nacional de 

Previsión Social, el Consejo Nacional de Salud y el Consejo Nacional de 

Asistencia Social. 

 

El beneficiario de la Previsión Social en el Brasil puede solicitar la revisión 

administrativa de su prestación, en el plazo de los 5 días siguientes a la 

notificación de la oportuna resolución o, en su caso, del día en que se tenga 

conocimiento de la decisión denegatoria de la prestación. 

 

Si el asegurado no está conforme con la decisión del Instituto Nacional del 

Seguro Social –INSS– puede interponer recurso ante el Consejo de Recursos 

de Previsión Social –CRPS–, compuesto, en primera instancia, de 29 Juntas de 
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Recursos –JR– situadas en los estados de la Federación y, en segunda, por 4 

Cámaras de Enjuiciamiento –CAJ– ubicadas en la ciudad de Brasilia.  

 

El CRPS puede actuar también en Pleno, con competencia para unificar la 

jurisprudencia previsional, mediante decisiones que deben ser acatadas y 

aplicadas por sus órganos Inferiores (JR y CAJ). 

 

El plazo de interposición de los recursos ante los JR y las CAJ es de 30 días. 

 

Contra la resolución definitiva del CRPS el asegurado, si no estuviera conforme 

con la decisión adoptada, puede solicitar la revisión judicial de aquella. En este 

caso, la demanda sigue los trámites comunes de la justicia brasileña. 

 

La decisión judicial es soberana y deberá ser aplicada por la Previsión Social, 

sin perjuicio de los recursos legales previstos, que culminan, en última 

instancia, ante el Tribunal Supremo Federal. 

 

La Coalición gobernante es poco clásica para Brasil, a grandes rasgos se trata 

de un conservadurismo social en línea con el que fuera uno de los gobiernos 

militares más extensos de la región, con apoyo en sectores de religión 

pentecostal, nucleados en un pequeño partido llamado Partido Social Liberal. 

 

Sin embargo, a poco de comenzar el gobierno se vio un reparto de poder que 

entregó mayormente la gestión a un conjunto de ministros liberales clásicos 

entre quienes se destaca el Ministro Paulo Guedes que ha impulsado reformas 

económicas centralmente requeridas por los inversores en la mayor economía 

de América Latina.  

 

Las acciones brasileñas se convirtieron así en 2019 en un boom superando a 

los de otros grandes mercados emergentes como China, México y Corea del 
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Sur 

 

Brasil encaró entonces tres reformes que parecieran ser la columna vertebral 

económica, una reforma laboral que fue aprobada en 2018, una reforma de la 

seguridad social, que introdujo cambios en 2019, y en estos días se apresta a 

efectuar una dura reforma impositiva.  

Para entender un poco más la reforma previsional se  realizó aumentando la 

edad de jubilación y recortando una serie de beneficios. El gobierno gasta el 

12% del PBI en jubilaciones, comparado a un promedio del 8% en los países 

ricos de la OCDE (Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económico). 

 

Las pensiones han contribuido en gran medida a que la relación entre la deuda 

pública y el PBI pasara del 52% a finales de 2013 al 78% actual.  

 

Con una población cada vez más envejecida, pronto podría superar el 90%. 

Había ocho trabajadores por cada jubilado en el año 2000; para 2060, sólo 

habrá dos, según afirma el gobierno.  

 

El sistema se ha dicho en la presentación pública de las reformas que no es 

siquiera progresivo: el 41% de los beneficios previsionales se destinarían a la 

quinta parte más rica de los brasileños, y sólo el 3% al quintil más pobre, según 

datos del Tesoro. 

 

En la actualidad, si los trabajadores han aportado al sistema durante al menos 

15 años, la edad mínima de jubilación de los hombres es de 65, y de 60 para 

las mujeres.  

 

Pero los hombres pueden jubilarse a cualquier edad si han contribuido al 

sistema durante al menos 35 años, y las mujeres si han aportado durante 
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30. Esto permite en los hechos que los trabajadores se jubilen a partir de los 

53 y 48 años, respectivamente, dada la temprana edad a la que suelen 

comenzar sus carreras laborales los brasileños.  

 

Los viudos además perciben los beneficios de sus cónyuges. En consecuencia, 

Brasil gasta siete veces más en sus ciudadanos de tercera edad que en 

programas para los más jóvenes, como la educación. El promedio regional es 

de cuatro. 

La propuesta del Congreso que ha obtenido aprobación prevé un ahorro 

de USD 251.000 millones de dólares en 10 años elevando la edad de jubilación 

de la mayoría de los trabajadores -a 65 años para los hombres y 62 para las 

mujeres-, aumentando las contribuciones y colmando las lagunas legales. 

 

Es más generoso con los pensionistas más pobres y de mayor edad y con los 

trabajadores rurales. Además, descarta la idea de pasar gradualmente de un 

sistema de reparto a uno basado en cuentas de ahorro individuales. 

 

En cuanto al Sistema impositivo, la reforma es bastante simple, pero implicaría 

un giro copernicano en la fiscalidad brasileña.  Actualmente tiene un sistema 

bastante difícil de comprender desde el extranjero.  

 

Se dice que hay reformas impositivas cada treinta segundos, en virtud de las 

normas aplicativas que los distintos entes con capacidad normativa fiscal 

emiten.  Se calcula alrededor de 5000 impuestos diferentes en Brasil, lo cual 

genera una burocracia fiscal enorme desde que municipios hasta gobierno 

federal imponen sobre la realidad económica. 

 

En este sentido el Gobierno ha planificado y  llevado al Congreso Federal una 

reforma para simplificar los impuestos, privatizar las empresas estatales y 

combatir la corrupción para abrir la economía a la inversión extranjera. 
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Sobre este clima de reformas laborales, de seguridad social y fiscales aterriza 

una de las peores catástrofes sanitarias de la historia de Brasil constituida por 

la epidemia COVID 19. 

 

Indudablemente, hemos contemplado un tratamiento sustancialmente diferente 

al del resto de la región latinoamericana por parte del gobierno federal de 

Brasil, cuyo propio Presidente llegó a contraer la enfermedad del COVID 19. 

 

En una apretadísima síntesis debido a la extensión de este documento y para 

no volver farragosa su lectura, podemos decir que el gobierno federal brasileño 

se dedicó casi exclusivamente a combatir las consecuencias socioeconómicas 

del virus y en cuanto a medidas de prevención o sanitarias pareció conformarse 

con que las autoridades locales o regionales se enfrentaran con la pandemia. 

 

Esto causó no pocos escándalos políticos y hasta el momento en su última 

actualización 5 millones seiscientos treinta mil infectados de COVID 19, poco 

más de ciento sesenta mil muertos por esta enfermedad, cinco millones de 

recuperados en esta primera ola, y el resto de los infectados hasta completar el 

total, en acompañamiento sanitario.    

 

El último parte diario del Ministerio de Salud indica unos 18 mil casos diarios, 

un número bastante lejano al pico de casos que llegó a establecerse en finales 

de julio.  Para entender la relación el número actual es el 36% del número 

máximo alcanzado. 

 

Desde el primer contagio, el 26 de febrero, y de la primera muerte, el 12 de 

marzo, ambos en Sao Paulo, el país suma ahora 5,612,319 casos confirmados 

y totaliza 161,736 óbitos. 
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A pesar de la reducción ahora más consistente en el promedio diario de 

muertes y contagios en la comparación móvil de 14 días, Brasil se mantiene 

como uno de los tres países más afectados en el mundo por el coronavirus 

SARS-CoV-2 junto a Estados Unidos e India. 

 

Según el informe, en la nación de poco más de 210 millones de habitantes se 

han recuperado 5,064,344 pacientes de COVID-19, lo que supone el 90.6% del 

total de infectados. 

 

Otros 364,575 pacientes se encuentran en acompañamiento médico en 

hospitales o en sus residencias después de haber dado positivo en las pruebas 

clínicas. 

 

Así, hasta el miércoles, última contabilidad completa de datos, el país 

registraba una tasa de mortalidad de 76.7 decesos y una incidencia de 2,660.1 

personas infectadas por cada 100,000 habitantes. 

 

El estado de Sao Paulo (1,125,936 casos confirmados y 39,717 muertes), en la 

región Sudeste y el más poblado del país con 46 millones de habitantes, sigue 

a la vanguardia como el más afectado por el patógeno. 

 

Precisamente este Estado fue quien lideró la mayor rebelión con respecto a las 

normas sanitarias permisivas del Estado Federal, e incluso cierto fomento 

federal a que no se interrumpieran actividades.   

 

Ahora bien, como contrapartida de esa actividad sanitaria menos restrictiva que 

la del resto de los países al menos en el nivel federal, se adoptaron distintas 

medidas socioeconómicas de fomento y ayuda, tal vez las más audaces de la 

Región. 
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Se calcula que el gobierno federal de Brasil destinará alrededor del 12 % de su 

PBI en gastos, incentivos y ayudas para la población brasileña. 

 

En el aspecto más directo de ayudas, y con el desempleo ascendiendo por 

primera vez en el gobierno de Jair Bolsonaro, este lanzó un plan de alrededor 

de 40 mil millones de dólares que se ha focalizado sobre personas, cuenta 

propistas y en general empresas medianas y chicas, lo que serían las PYMES 

brasileñas. 

 

Casi un tercio de los fondos de ese paquete de ayuda fue directo al BEM, un 

programa de conservación del Empleo que se instrumentó sobre finales de 

septiembre de este año. 

 

Alrededor de unas 600 mil empresas se hicieron beneficiarias en la primera 

tanda del BEM por el cual sustancialmente lo que se permiten son 

suspensiones o reducciones salariales para trabajadores y empresas 

haciéndose cargo el Gobierno Federal a fin de que los trabajadores no 

registren una merma y las empresas sean liberadas de los costos laborales 

asociados. 

 

Inicialmente se beneficiaron de esa medida unos cinco millones de 

trabajadores formales pero el Gobierno ha anunciado que podría ampliar la 

medida tal como hizo con los trabajadores informales. 

 

Respecto de estos se dedicó aproximadamente 18 mil millones de dólares una 

ayuda directa que alcanzaba al 53% de la población económicamente activa de 

Brasil, esto es alrededor de 50 millones de trabajadores informales, en el que 

probablemente sea uno de los planes más ambiciosos de la Región. 

 

Por este plan, se pueden obtener alrededor de 1200 reales para una familia 
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constituida por dos trabajadores informales, a los que deben sumarse las 

asignaciones por hijos que actualmente se perciben.- 

 

También el gobierno brasileño instrumentó una serie de créditos para que las 

empresas pudieran pagar los sueldos de un volumen de aproximadamente 6 

mil millones de dólares aportando el sector privado bancario otros mil millones 

de dólares. 

 

Indudablemente se trata de toda una política que requiere en su análisis 

apartarse de los habituales condicionamientos ideológicos puesto que sin duda 

ha causado un daño irreparable por el lado de cuantiosas vidas humanas 

perdidas, pero por otro lado, en relación a la población brasileña ha cubierto 

prácticamente a la mayoría. 

 

En tanto, Brasil ha cerrado acuerdos con la mayoría de las naciones y 

empresas privadas que están produciendo o aprobando vacunas por lo que se 

calcula que su población será una de las primeras en alcanzar estos diseños 

científicos de forma tal que sin lugar a dudas deberemos volver sobre el 

análisis de esta nación en la medida en que la dinámica de los acontecimientos 

permita establecer un comparativo de cuál fue el desarrollo antes durante y 

después del impacto pandémico. 
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ANEXO NORMATIVO ESPAÑA. MAS RELEVANTES. 

 

REAL DECRETO LEY 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para apoyar 

la reactivación económica y el empleo. 

REAL DECRETO LEY 30/2020 de 29 de septiembre, de medidas sociales en 

defensa del empleo. 

REAL DECRETO 900/2020, de 9 de octubre, por el que se declara el estado de 

alarma para responder ante situaciones de especial riesgo por transmisión no 

controlada de infecciones causadas por el SARS-CoV-2. 

REAL DECRETO 926/2020 de 25 de octubre, por el que se declara el estado 

de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-

CoV-2. 

REAL DECRETO 956/2020 de 3 de noviembre, por el que se prorroga el 

estado de alarma declarado por el Real Decreto  926/2020, de 25 de octubre, 

por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de 

infecciones causadas por el SARS-CoV-2. 

 

 

REAL DECRETO LEY 25/2020 

 

I 

La crisis sanitaria provocada por el COVID-19 ha cambiado por completo el 

escenario económico mundial. Las medidas de distanciamiento físico y 

limitaciones a la movilidad, necesarias y efectivas para controlar la transmisión 

del virus, tienen un enorme impacto en la actividad productiva y el bienestar de 

los ciudadanos. Estos efectos se han dejado notar tanto en la oferta, con 

severas dificultades para las cadenas de suministros y el cierre temporal de 

negocios, como en la demanda doméstica y externa, con una importante 

repercusión sobre algunos sectores como el turismo, esenciales para la 
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economía española. El cierre temporal de negocios, las restricciones a la libre 

circulación o la suspensión de actos públicos tienen un inevitable impacto sobre 

las empresas, que desempeñan un papel central en la creación de empleo y 

riqueza para el conjunto del país. En tan críticas circunstancias, preservar el 

tejido productivo y atender a las dificultades transitorias de las empresas es 

una prioridad para superar las consecuencias de esta pandemia. 

La magnitud del impacto de este shock exógeno sobre la economía no tiene 

precedentes en la historia reciente. La contracción económica afecta a un gran 

número de países, tanto en la zona euro como en el conjunto de la UE y el 

resto del mundo, con caídas de la actividad global que el Fondo Monetario 

Internacional, en sus previsiones económicas actualizadas para el mes de 

junio, estima en el –4,9 % en 2020. Todo apunta a una intensa caída del 

Producto Interior Bruto de España en la primera parte del año, especialmente 

en el mes de abril, en el contexto de fuertes medidas de limitación de la 

movilidad para lograr contener la expansión del virus. 

Para hacer frente a esta situación, el Gobierno ha puesto en marcha una 

batería de medidas sin precedentes desde el mes de marzo para apoyar el 

tejido productivo y social, minimizar el impacto negativo y lograr sostener una 

base sobre la que impulsar al máximo la actividad económica una vez 

finalizada la alarma sanitaria. Mediante los Reales Decretos-ley 7/2020, de 12 

de marzo, 8/2020, de 17 de marzo, 11/2020, de 31 de marzo, y 15/2020, de 21 

de abril, se ha implementado un conjunto de medidas de apoyo a la liquidez, 

laborales y de sostenimiento de rentas, con especial atención a los autónomos. 

Entre otras actuaciones, cabe destacar el establecimiento de una línea de 

avales por cuenta del Estado por un importe total de 100.000 millones de 

euros, que se ha ido liberando en el periodo de abril a junio para cubrir las 

necesidades de liquidez de empresas y autónomos para hacer frente a la 

gestión de facturas, necesidad de circulante o vencimientos de obligaciones 

financieras o tributarias. Esta línea de avales se sumaba a la ampliación de la 

línea Thomas Cook a 400 millones de euros para el sector turismo y 
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actividades conexas y a la creación de una línea de cobertura aseguradora de 

CESCE de hasta 2.000 millones de euros con cargo al Fondo de Reserva de 

los Riesgos de la Internacionalización. 

Estas medidas de apoyo al tejido productivo, alineadas con las del resto de 

países europeos, están cumpliendo de manera eficiente su objetivo 

fundamental de permitir que las empresas sigan satisfaciendo sus pagos 

ordinarios, convirtiéndose así en la primera línea de defensa de nuestro 

sistema productivo. España está entre las grandes economías de la zona euro 

con mayor empleo de los avales públicos, lo que sin lugar a dudas ha permitido 

mitigar las consecuencias económicas negativas derivadas del confinamiento. 

De las operaciones concedidas hasta la fecha de aprobación de este real 

decreto-ley, en torno al 98 por ciento han ido destinadas a la cobertura de las 

necesidades de pequeñas y medianas empresas y autónomos. 

Un segundo grupo de medidas se han dirigido a la protección del empleo, 

mediante el establecimiento de un mecanismo de ajuste interno alternativo a la 

destrucción de empleo a través de un nuevo régimen de Expedientes de 

Regulación Temporal de Empleo (ERTE), con un fuerte apoyo público a las 

retribuciones de los trabajadores e importantes exoneraciones en las 

cotizaciones a la seguridad social. Más de 3 millones de trabajadores y 550.000 

empresas se han beneficiado de este nuevo instrumento durante el estado de 

alarma, para reducir sus costes fijos ante la paralización derivada del COVID-

19. 

Estas medidas de liquidez y laborales se unen a casi un centenar de medidas 

destinadas a apoyar las rentas empresariales y familiares, con el fin de contar 

con una base sólida para la recuperación, entre las que cabe destacar el 

establecimiento de una prestación extraordinaria para los trabajadores 

autónomos por cierre de actividad o caída significativa de los ingresos. Más de 

1 millón de personas han podido beneficiarse de esta renta compensatoria, 

dirigida a uno de los colectivos más vulnerables y más afectados por la 

emergencia sanitaria. 
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En conjunto, para hacer frente al impacto del confinamiento en la actividad 

económica se han adoptado medidas con impacto presupuestario por casi el 4 

% del PIB y medidas de apoyo a la liquidez por cerca del 11 % del PIB. 

En paralelo con las acciones nacionales, la Unión Europea ha desplegado un 

conjunto de instrumentos destinados a reforzar la red de seguridad para las 

empresas, los Estados y los trabajadores. A lo largo de mayo y junio, se han 

aprobado los correspondientes Reglamentos y cambios normativos para poner 

en marcha tres nuevos instrumentos de financiación a corto plazo, mediante el 

nuevo programa de garantías para inversión empresarial del Banco Europeo de 

Inversiones, el nuevo mecanismo comunitario de apoyo a los esquemas de 

protección temporal del empleo (SURE) y una nueva facilidad precautoria del 

Mecanismo Europeo de Estabilidad (MEDE) para financiar los gastos sanitarios 

directos e indirectos derivados de la lucha contra la pandemia. 

Tras la finalización del estado de alarma y las consecuentes restricciones a la 

actividad y la movilidad, se ha puesto en marcha una segunda fase de medidas 

económicas y sociales para impulsar la reactivación. Una vez protegida la 

resistencia de la economía durante la fase de hibernación, es esencial adaptar 

y complementar los distintos instrumentos con el fin de consolidar lo logrado en 

términos de protección del tejido productivo y el empleo, orientando el apoyo 

público hacia el refuerzo de la solvencia empresarial y el impulso de la 

inversión necesaria para la reconstrucción de la economía. Hay que evitar que 

los problemas de liquidez provocados por el confinamiento se transformen en 

problemas de solvencia. 

En esta línea, ha sido preciso abordar programas sectoriales que respondan a 

las especiales necesidades de aquellos sectores más afectados por la caída de 

actividad derivada de la pandemia, con carácter estratégico para nuestro país 

por su peso en el PIB y el empleo y su impacto tractor sobre el conjunto de la 

economía. 

Así, los pasados 15 y 18 de junio se han presentado el Plan de Impulso de la 

cadena de valor de la industria de la automoción y el Plan de Impulso para el 
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Sector Turístico. Parte de las medidas económicas y fiscales contempladas en 

estos planes ya han sido incorporadas al ordenamiento jurídico mediante el 

Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, por el que se aprueban medidas en 

materia de energía y en otros ámbitos para la reactivación económica. 

Asimismo, mediante este real decreto-ley se han adoptado un conjunto de 

medidas para reactivar el mercado de las energías renovables, aprovechando 

todo su potencial en términos de generación de empleo, y mediante Real 

Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del 

empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector 

industrial se han reforzado las medidas de apoyo al sector industrial intensivo 

en el uso de la energía eléctrica, creando el Fondo Español de Reserva para 

Garantías Electrointensivas para apoyar la suscripción de contratos bilaterales 

de largo plazo de compra de energía con el fin de proporcionar un marco de 

costes estable a las empresas con un alto consumo eléctrico, en particular en 

el ámbito industrial. 

Además de las medidas sectoriales, se han ido adaptando los diferentes 

instrumentos de apoyo de carácter horizontal a las necesidades de la fase de 

reactivación económica. Así, el régimen extraordinario de apoyo y facilitación a 

los Expedientes de Regulación Temporal de Empleo (ERTE) por causas de 

relacionadas con el COVID-19, aprobado por el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 

de marzo, fue prorrogado hasta el 30 de junio y adaptado al proceso de 

transición a la nueva normalidad, incentivando la reactivación de trabajadores, 

mediante el Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, que recoge los términos 

del Acuerdo Social en Defensa del Empleo entre los agentes sociales y el 

Gobierno. Una vez alcanzada la nueva normalidad, con el fin de incentivar la 

reincorporación de los trabajadores y la reactivación empresarial, el Real 

Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, ha supuesto un paso más en el apoyo a 

los ERTE como instrumento de reactivación económica, prorrogando el 

régimen extraordinario hasta el 30 de septiembre y contando de nuevo con el 

consenso de los agentes sociales, a través del II Acuerdo en Defensa del 
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Empleo. Este marco de apoyo sostenido a los ERTE ha permitido un 

importante ritmo de reincorporación de trabajadores a partir del fin de las 

medidas de hibernación de la economía, acompañando así la fase de 

reactivación, y facilitando la reincorporación de más de un millón y medio de los 

trabajadores afectados por ERTE. Asimismo, el Real Decreto-ley 24/2020, de 

26 de junio, ha extendido hasta el 30 de septiembre el régimen de protección 

especial para los trabajadores autónomos. 

Como complemento de estas medidas, es necesario extender los mecanismos 

de apoyo financiero al tejido productivo, con el fin de no solo garantizar la 

liquidez del sistema sino también impulsar la inversión productiva y la 

adaptación de las empresas, apoyando la solvencia de aquellas de carácter 

estratégico para evitar que las dificultades transitorias que padecen acaben 

teniendo un impacto social o económico contrario al interés general. El proceso 

debe garantizar que los recursos públicos de apoyo a la solvencia se destinan 

a actividades viables y estratégicas para el país y que se optimiza el retorno 

para el contribuyente y para el conjunto de la sociedad de las inversiones 

realizadas en este ámbito. 

Para luchar contra la crisis, potenciar la reconstrucción económica y social y 

fomentar el crecimiento futuro, no basta con la conservación del tejido 

productivo, sino que es necesario adaptarlo a los cambios estructurales que se 

van a acelerar como consecuencia de la crisis sanitaria, para lo que serán 

necesarias inversiones tanto públicas como privadas. Por lo tanto, resulta 

primordial establecer las facilidades pertinentes para la realización de estas 

inversiones que se deberán centrar en sectores que fomenten el crecimiento 

potencial de la economía, así como su sostenibilidad en el largo plazo, en 

particular, en la transición digital y medioambiental. 

En esta misma línea, la Comisión Europea ha propuesto la creación de un 

nuevo instrumento de apoyo a la solvencia (Solvency Support Mechanism), 

destinado a financiar a través del BEI la toma de participaciones en el capital 

de empresas solventes a medio plazo que puedan necesitar un refuerzo ante la 
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caída extraordinaria de actividad. 

En esta misma línea de incrementar la resiliencia de la economía española, es 

vital impulsar la internacionalización de las empresas, con el fin de amortiguar 

la caída de las exportaciones en un contexto de importante choque negativo 

sobre el comercio internacional y las cadenas de producción. 

Las dificultades que atraviesan nuestra economía y el tejido empresarial exigen 

una concentración de esfuerzos, respaldando con fondos públicos la 

reactivación en el segundo semestre de 2020, para apoyar la creación de 

empleo y la inversión y lograr recuperar un crecimiento robusto y sostenible en 

el periodo 2021-2022. Con estos objetivos, el presente real decreto-ley aprueba 

un conjunto de medidas de apoyo al sector productivo, al empleo y a las rentas, 

que implican una destacada movilización de recursos públicos con efecto 

inmediato en 2020. 

En concreto, en cuanto al apoyo a la solvencia y la inversión, se extienden y 

adaptan las medidas de apoyo financiero mediante la aprobación de una nueva 

línea de avales ICO de 40.000 millones de euros, orientada principalmente a 

financiar inversiones productivas. Además, se crea un nuevo fondo gestionado 

por la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI) de 10.000 

millones de euros para dar apoyo financiero a las empresas no financieras 

estratégicas solventes que se hayan visto especialmente afectadas por el 

COVID-19 y que así lo soliciten. Por otra parte, con el fin de reforzar el apoyo a 

la internacionalización de las empresas, en un contexto internacional más 

complejo marcado por la caída de la actividad en nuestros mercados de 

exportación, se extiende a empresas cotizadas el acceso a la línea 

extraordinaria de garantías públicas de la Compañía Española de Seguro de 

Crédito a la Exportación (CESCE) aprobada mediante el Real Decreto-ley 

8/2020. En la misma dirección se dirige el refuerzo del Fondo de Inversiones en 

el Exterior (FIEX), gestionado por COFIDES ampliando de 10 a 100 millones de 

euros la dotación de este Fondo. 

El real decreto-ley incluye asimismo disposiciones necesarias para la puesta en 
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marcha de los Planes de apoyo al sector turístico y de automoción. En primer 

lugar, prevé la adopción de una medida dirigida a asegurar la protección de los 

deudores hipotecarios cuyo inmueble se encuentre afecto a una actividad 

hotelera, de alojamientos turísticos y agencias de viajes, a través del 

otorgamiento de un periodo de moratoria de hasta doce meses para las 

operaciones financieras suscritas entre los referidos deudores hipotecarios y 

las entidades de crédito. 

En segundo lugar, se prevé la creación de los planes de sostenibilidad turística 

en destinos, al objeto de fomentar la sostenibilidad de los mismos y se 

establecen disposiciones relativas a la transformación digital de las empresas 

turísticas que se hayan visto afectados por esta crisis sanitaria. 

En tercer lugar, para los trabajadores fijos discontinuos del sector turístico, se 

dispone la extensión de bonificaciones y su compatibilidad con exoneraciones 

de cotizaciones a la Seguridad Social. 

En cuarto lugar, se establecen bases precisas para la concesión de ayudas 

para la puesta en marcha del programa RENOVE de apoyo a la renovación del 

parque automovilístico, presentado el pasado 15 de junio por el Gobierno. 

Por otro lado, con el objetivo de reforzar la solvencia de las empresas para 

afrontar la recuperación económica se extiende el plazo de suspensión del 

derecho de separación de los socios. 

Asimismo, se incluye una disposición de refuerzo de los mecanismos de I+D+I, 

a través del establecimiento de unas reglas para arbitrar los mecanismos de 

colaboración público-privada de los proyectos sanitarios relacionados con el 

coronavirus SARS-coVID-2. 

Por último, mediante otra disposición final se procede a modificar el Real 

Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo 

vital. 

Por un lado, se añade un nuevo apartado 4 al artículo 20, con el fin de dar la 

cobertura legal necesaria al Instituto Nacional de Seguridad Social para facilitar 

a comunidades autónomas y entidades locales la información necesaria para el 
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reconocimiento y control de las prestaciones que son de su competencia, así 

como la comunicación a cualquiera de las administraciones de las resoluciones 

relativas a las prestaciones del ingreso mínimo vital para la gestión y el control 

de la citada prestación y a las instituciones y organismos públicos que lo 

soliciten para que puedan realizar, dentro del ámbito de sus competencias, 

actuaciones derivadas de la aplicación del ingreso mínimo vital. Por otro lado, 

con la adición de un nuevo párrafo en el apartado 3 de la disposición transitoria 

primera, se habilita la transmisión de información entre el Instituto Nacional de 

la Seguridad Social y las Haciendas Forales en idénticos términos que los 

previstos en relación con la Agencia Estatal de Administración Tributaria, lo que 

resulta necesario para la aplicación de la citada disposición transitoria en los 

territorios forales. 

En definitiva, todas estas medidas implican la movilización de más de 51.000 

millones de euros. 

El presente real decreto-ley se estructura en una exposición de motivos, dos 

capítulos, 52 artículos, cinco disposiciones adicionales y nueve disposiciones 

finales. 

II 

En primer lugar, se aprueba una línea de avales que tiene por objetivo fomentar 

la financiación dirigida a la inversión, a diferencia de la anterior línea que se 

dirigía principalmente a hacer frente a las necesidades de liquidez provocadas 

por el confinamiento. Durante el confinamiento, la prioridad de los avales 

públicos se centró en atajar los problemas de liquidez derivados de la falta de 

actividad económica y que habrían acabado generando fuertes externalidades 

negativas y efectos en cadena sobre el conjunto de la cadena productiva, al 

repercutir sobre proveedores, trabajadores y clientes. Ahora que las empresas 

y los autónomos retornan a sus actividades cotidianas, podrán cubrir las 

necesidades de liquidez por sus propios medios sin que haya un apoyo público 

extraordinario. No obstante, para que la economía española pueda crecer, es 

fundamental que se impulse la actividad inversora, para lo que se crea esta 
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nueva línea de avales. Al igual que la anterior línea de avales, esta permitirá la 

liberación de recursos del sector privado, facilitando cubrir la caída de la 

inversión estimada y fomentarla allá donde genere mayor valor añadido, 

especialmente en torno a dos ejes principales: la sostenibilidad medioambiental 

y la digitalización. La línea de avales tendrá un importe máximo de 40.000 

millones de euros y se otorgará por el Ministerio de Asuntos Económicos y 

Transformación Digital para favorecer la financiación concedida por entidades 

financieras supervisadas a empresas y autónomos para la realización de 

inversiones. En la medida en que el funcionamiento de la línea de avales 

prevista en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, ha sido muy 

satisfactorio, en este caso se prevé replicar la misma operativa, mediante la 

aprobación de sucesivos Acuerdos de Consejo de Ministros, que determinarán 

las condiciones exactas en las que se irán liberando los distintos tramos de 

avales. 

En segundo lugar, se establece la creación del Fondo de apoyo a la solvencia 

de empresas estratégicas, con el objetivo de compensar el impacto de la 

emergencia sanitaria en el balance de empresas solventes consideradas 

estratégicas para el tejido productivo y económico. Se crea el Consejo Gestor 

del Fondo de apoyo a la solvencia de empresas estratégicas, cuya composición 

y funcionamiento se determinará mediante Acuerdo de Consejo de Ministros. El 

Fondo de apoyo a la solvencia de empresas estratégicas será gestionado por 

el Consejo Gestor a través de la Sociedad Estatal de Participaciones 

Industriales (SEPI), tendrá un carácter temporal y dispondrá de una dotación 

inicial de 10.000 millones de euros para la toma de instrumentos financieros, 

incluyendo deuda, instrumentos híbridos o participaciones en el capital social 

de las empresas anteriormente referidas. Las ayudas en forma de 

recapitalización tienen como objetivo dar respuesta a aquellas situaciones en 

las que el crédito o las medidas de liquidez no fuesen suficientes para asegurar 

el mantenimiento de la actividad de empresas que atraviesan severas 

dificultades de carácter temporal a consecuencia de la pandemia del COVID-
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19. Se trata de una medida de intervención de último recurso y temporal a 

aplicar, previa solicitud de los beneficiarios, exclusivamente para empresas 

consideradas estratégicas para el tejido productivo nacional o regional, entre 

otros motivos, por su sensible impacto social y económico, su relevancia para 

la seguridad, la salud de las personas, las infraestructuras, las comunicaciones 

o su contribución al buen funcionamiento de los mercados. Las operaciones 

con cargo al Fondo se llevarán a cabo previa solicitud por parte de la empresa 

interesada. 

Las ayudas canalizadas a través del Fondo de apoyo a la solvencia de 

empresas estratégicas deben cumplir con la normativa de la Unión Europea en 

materia de ayudas estatales, en particular con la modificación adoptada el 

pasado 8 de mayo por la Comisión Europea con respecto al «Marco Temporal 

relativo a las medidas de ayuda estatal destinadas a respaldar la economía en 

el contexto del actual brote de COVID-19». Este Marco Temporal revisado 

establece las condiciones de compatibilidad de las ayudas en forma de 

aportaciones de capital o instrumentos híbridos de deuda con la normativa de 

la Unión Europea. Las ayudas en forma de recapitalización han de estar 

sujetas a planes de desinversión de la participación estatal que, en todo caso, 

será remunerada en línea con lo dispuesto en el referido Marco Temporal y 

cumplirán con el resto de los requisitos establecidos en este. 

Para finalizar, en aras de hacer frente a los efectos económicos 

desencadenados por el COVID-19 y con el fin de facilitar el acceso a la 

financiación para el comercio internacional para aquellas empresas que puedan 

verse más afectados por las restricciones de liquidez, el reciente Real Decreto-

ley 8/2020, de 17 de marzo, contempla la concesión de apoyo a empresas 

exportadoras la articulación de una línea extraordinaria de cobertura de crédito 

circulante gestionada por CESCE. 

Inicialmente la línea extraordinaria de cobertura de crédito circulante por parte 

de CESCE se articuló para PYMEs y empresas no cotizadas, excluyendo las 

empresas cotizadas, al entender que de forma general, tienen un mejor acceso 
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a la financiación. En la actual pandemia, el impacto de la crisis se está dejando 

sentir de igual manera en todos los segmentos empresariales. El sector de 

actividad está siendo más determinante que el tamaño de la empresa. Algunas 

de las empresas cotizadas están encontrando dificultades de acceso a la 

financiación y su exclusión de la línea dificulta además la utilización de sus 

bancos habituales. 

Hay que tener en cuenta el gran impacto en empleo de algunas de estas 

empresas cotizadas, no solo en sus plantillas directas sino en sus efectos 

indirectos que generan a su alrededor. Por esta razón, se considera adecuado 

extender la posibilidad de uso de la línea a las empresas cotizadas, quedando 

la Línea extraordinaria de CESCE frente a los efectos del COVID-19 destinada 

a las empresas internacionalizadas, cualquiera que sea su tamaño o estructura 

corporativa o societaria. Sin perjuicio de lo anterior, y para asegurar una 

adecuada diversificación del uso de la línea por empresas, las empresas 

cotizadas solo podrán ser beneficiarias de hasta un máximo del 35 % del 

importe de la línea. 

III 

La cadena de valor del turismo es una de las actividades económicas más 

afectadas por la actual crisis sanitaria del coronavirus. En efecto, la crisis 

sanitaria derivada de la pandemia del COVID-19 ha tenido un impacto 

importante sobre la movilidad y sobre el sector turístico, que desarrolla su 

actividad en un entorno económico globalizado, profundamente cambiante, en 

el que una epidemia como la actual ha provocado un importante cambio en el 

comportamiento de la demanda, en función de la incertidumbre que genera y 

su expansión y contagio. 

Más allá de los efectos que pueda tener en muchos sectores económicos y en 

su cadena de producción, el brote de COVID-19 está teniendo un impacto muy 

directo y extraordinario sobre el turismo mundial. El pasado día 7 de mayo, la 

Organización Mundial del Turismo revisó sus perspectivas para 2020, 

estimando una caída en las llegadas de turistas internacionales ente el 60 y el 
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80 % en relación con 2019, lo que supondría una pérdida de entre 910.000 

millones y 1,2 billones de dólares de los EE.UU. en ingresos por exportaciones 

del turismo. En España, solo en el mes de abril se han perdido más de 7 

millones de turistas internacionales y un gasto asociado de 7.000 millones de 

euros (datos de FRONTUR o EGATUR correspondientes a abril de 2019, INE). 

Por estas razones, el Gobierno presentó un Plan de Impulso para el Sector 

Turístico, dotado con 4.262 millones de euros que, entre otras medidas, prevé 

la adopción con carácter urgente de una medida para proteger a los deudores 

hipotecarios cuyo inmueble se encuentre afecto a alguna de las siguientes 

actividades turísticas: hoteles y alojamientos turísticos similares, alojamientos 

turísticos y otros alojamientos de corta estancia, así como agencias de viaje. 

En virtud de dicha moratoria, las entidades financieras procederán, a solicitud 

de los deudores, a la novación de todas aquellas operaciones de financiación 

vinculadas a elementos patrimoniales afectos a la actividad turística, suscritas 

con anterioridad a la declaración del estado de alarma en las que el beneficiario 

sea una persona física o jurídica que no esté en concurso de acreedores desde 

antes de la declaración del estado de alarma, que experimente dificultades 

financieras como consecuencia del COVID-19 y siempre que el préstamo no 

sea ya beneficiario de una o varias moratorias legal, sectorial o voluntaria que 

alcancen conjuntamente los doce meses. Durante la moratoria se abonarían 

solo intereses de la deuda hipotecaria, no amortizándose el capital. Asimismo, 

la obligación financiera se extendería hasta un máximo de doce meses más o 

el importe aplazado se redistribuiría entre las cuotas restantes sin modificar la 

fecha pactada de vencimiento. 

La carencia recaería sobre préstamos hipotecarios que tienen como garantía 

un bien inmueble que se encuentre afecto al desarrollo de una actividad 

económica del sector turístico ejercida en territorio nacional. Los beneficiarios 

serían hoteles y alojamientos turísticos similares, alojamientos turísticos y otros 

alojamientos de corta estancia, así como agencias de viaje. 

Por otra parte, se bonifica el pago de los aranceles notariales y del Registro de 
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la Propiedad a que dieran lugar las operaciones de implementación de esta 

medida, así como de cualquier tipo de impuesto o gravamen. 

Junto a lo anterior, a la parálisis e incertidumbre del sector turístico, se unen las 

necesarias inversiones que han de realizar para reabrir cumpliendo los 

protocolos higiénico sanitarios establecidos para la «nueva normalidad». En 

este escenario, en el que se producirá una caída sin precedentes del turismo 

internacional, el Programa de Planes de Sostenibilidad Turística en Destinos 

pretende contribuir a que la recuperación sea más responsable y sostenible. 

Por otro lado, como parte del mencionado Plan de Impulso del sector turístico, 

la Secretaría de Estado de Turismo va a instrumentar de manera excepcional 

en 2020 una línea de préstamos de 216 millones de euros para cubrir, las 

necesidades de inversión en materia de transformación digital de empresas 

turísticas y trabajadores autónomos afectados por la crisis del COVID-19 con 

tipo de interés bonificado y amplios plazos de carencia que financien proyectos 

que promuevan la transformación digital y la investigación, desarrollo e 

innovación del sector turístico. 

Estas medidas deben acometerse sin demora para evitar la destrucción del 

empleo y pérdida de la competitividad de la industria turística española que 

conduzca a una situación de desventaja en los mercados europeos e 

internacionales. 

Se trata de préstamos de liquidez que cubrirán las necesidades de inversión 

que requieren las empresas turísticas afectadas por la crisis del COVID-19 y 

que necesitan liquidez inmediata para relanzar su competitividad y conseguir su 

reposicionamiento en el mercado, y permitir, de esta manera, una recuperación 

futura más rápida y sostenible, contribuyendo al mantenimiento del empleo tras 

la crisis. A unas necesidades tan específicas la Administración debe responder 

de forma que los plazos y criterios sean idénticos en todo el territorio nacional, 

lo cual únicamente se garantiza con una gestión centralizada podría alcanzar el 

principal objetivo de las mismas, facilitar financiación urgente a las empresas. 

Así, estas circunstancias impiden la previa territorialización de los créditos entre 
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las comunidades autónomas y exigen la intervención de la Administración 

General del Estado para garantizar una cierta igualdad de los posibles 

destinatarios en todo el territorio nacional. 

Desde el punto de vista del empleo, la situación excepcional provocada por el 

COVID-19 está teniendo una especial incidencia en el empleo de los 

trabajadores fijos discontinuos que trabajan en el sector turístico y en los 

sectores vinculados al mismo en todas las comunidades autónomas. Se ha 

constatado en la actual crisis que uno de los principales sectores económicos 

afectados está siendo el sector turístico, y ello por las restricciones a la libre 

circulación de personas y la suspensión de las actividades abiertas al público, y 

particular las de hostelería y restauración, decretadas durante el estado de 

alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. Si bien 

inicialmente por la menor demanda de servicios turísticos por la incertidumbre y 

el efecto precaución por el Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que 

se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del 

COVID-19, se ha ampliado a los meses de febrero a junio de 2020 la aplicación 

de la bonificación por prolongación del periodo de actividad de los trabajadores 

con contratos fijos discontinuos respecto de aquellos trabajadores que pueden 

verse más afectados por la situación excepcional mencionada en todas las 

comunidades autónomas, la prolongación del estado de alarma, así como el 

gradual retorno a las actividades de turismo, y comercio y hostelería vinculados 

al turismo durante el proceso de desescalada de dichas medidas y una vez que 

se entre en la nueva normalidad un vez finalizado dicho proceso, hacen 

necesario la extensión de forma excepcional de dichas bonificaciones en todas 

las comunidades autónomas durante los meses de julio a octubre de 2020, así 

como hacer compatibles las bonificaciones con las exoneraciones de las cuotas 

de la Seguridad Social. 

IV 

En otro orden de cosas, en el caso del sector de automoción español, las 

estimaciones para finales de este año indican que el mercado retrocedería un 
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45 por ciento y la producción podría disminuir en 700.000 unidades. Es por 

tanto, la cadena de valor de la automoción una de las actividades económicas 

industriales y comerciales más afectadas por la actual crisis sanitaria del 

coronavirus. 

En el actual proceso de reconstrucción económica y social que es necesario 

acometer para hacer frente a los efectos negativos derivados de la pandemia, 

el Gobierno ha presentado el 15 de junio de 2020 un Plan de Impulso a la 

Cadena de Valor de la Industria de Automoción, que contiene 21 medidas 

estructuradas alrededor de cinco pilares, uno de los cuales es la renovación del 

parque de vehículos hacia otro más moderno y eficiente. Se presenta así el 

Programa de Renovación de Vehículos 2020 (Programa RENOVE 2020). 

El objetivo de este programa es la sustitución de los vehículos más antiguos 

por modelos más limpios y más seguros, incorporando criterios ambientales. 

Adoptando un enfoque de neutralidad tecnológica, este programa incentiva la 

sustitución de vehículos contaminantes en circulación por vehículos nuevos de 

menores emisiones y de todas las tecnologías disponibles actualmente: 

vehículos eléctricos, híbridos, de hidrógeno, de combustión, GLP y gas natural. 

Con un enfoque amplio, el programa apoya la compra de vehículos 

pertenecientes a las categorías más relevantes, desde turismos y vehículos 

comerciales ligeros, hasta vehículos industriales pesados y autobuses. 

En este sentido, y en lo que respecta al principio de necesidad, en el marco 

internacional hay que resaltar los compromisos fijados colectivamente desde la 

Unión Europea para el 2030 respecto a la mejora de la eficiencia energética, la 

penetración de las energías renovables y las reducciones de gases de efecto 

invernadero. A nivel nacional, el sector del transporte en España es 

responsable en la actualidad del 39 por ciento del consumo de energía final, y 

representa más de la cuarta parte de las emisiones totales de CO2, 

correspondiendo al transporte por carretera el 80 por ciento del consumo 

energético del sector del transporte y el 90 por ciento de sus emisiones de 

CO2. La renovación del parque por sustitución de antiguos vehículos por 
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nuevos modelos supondrá un enorme avance en este sentido. 

V 

A la vista del impacto económico derivado de la crisis sanitaria del COVID-19, 

resulta conveniente extender el plazo de suspensión del derecho de separación 

de los socios, únicamente en el supuesto de separación por falta de 

dividendos, tal y como se establece en el artículo 348 bis.1 y 4 del texto 

refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 1/2010, de 2 de julio. De esta forma, se permitirá la retención del 

dividendo para que las empresas puedan afrontar la recuperación económica 

con una solvencia reforzada. La suspensión del derecho de separación se 

extiende solo lo necesario para conseguir el objetivo descrito, esto es, hasta el 

31 de diciembre de 2020. 

Resulta asimismo fundamental proceder, en el ámbito de la financiación pública 

de proyectos de I+D+I relacionados con la emergencia sanitaria provocada por 

el coronavirus SARS-CoViD-2, a regular la adecuada aplicación de dichos 

fondos, garantizando en todo caso que, cuando el resultado del 

correspondiente proyecto de lugar a un medicamento o un producto sanitario, o 

productos intermedios para su ulterior transformación industrial en 

medicamentos o productos sanitarios, o los equipamientos, modelos, 

prototipos, sistemas o ingenierías de proceso necesarios para su desarrollo, y 

siempre que haya dificultades en la escalada y producción de los mismos que 

puedan dar lugar a su desabastecimiento, se puedan arbitrar mecanismos de 

colaboración para superar estos obstáculos. 

Estos mecanismos, que implican la cooperación entre el agente financiador y la 

entidad que desarrolle el correspondiente proyecto, contemplarán la sujeción 

de la exportación de los productos resultantes de la investigación a la 

autorización previa de la Agencia Española de Medicamentos y Productos 

Sanitarios (AEMPS), habilitando a las autoridades sanitarias a determinar su 

suministro centralizado. 

El acuerdo de colaboración deberá suscribirse bajo cualquier forma permitida 
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en Derecho y, en caso de ser un contrato, habrá de ajustarse a lo dispuesto en 

la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, debiendo 

regirse en todo caso por el principio de proporcionalidad y limitarse a garantizar 

el objetivo de la adecuada protección de la salud pública. 

VI 

El artículo 86 de la Constitución Española permite al Gobierno dictar decretos-

leyes «en caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten 

al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, 

deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I de la 

Constitución, al régimen de las comunidades autónomas ni al Derecho electoral 

general. La adopción de medidas de carácter económico acudiendo al 

instrumento del real decreto-ley ha sido avalada por el Tribunal Constitucional 

siempre que concurra una motivación explícita y razonada de la necesidad, 

entendiendo por tal que la coyuntura económica exige una rápida respuesta, y 

la urgencia, asumiendo como tal que la dilación en el tiempo de la adopción de 

la medida de que se trate mediante una tramitación por el cauce normativo 

ordinario podría generar algún perjuicio. 

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre 

que el fin que justifica la legislación de urgencia, sea, tal como reiteradamente 

ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, 

F 5; 11/2002, de 17 de enero, F 4, 137/2003, de 3 de julio, F 3 y 189/2005, de 7 

julio, F 3), subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos 

gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una acción 

normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal 

o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las 

leyes, máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no depende del 

Gobierno. Es manifiesta la necesidad de acudir a este instrumento normativo 

ante la grave situación que viene soportando nuestro país desde la declaración 

de emergencia de salud pública de importancia internacional, que impuso la 

necesidad de declarar el estado de alarma y que han supuesto a la ciudadanía, 
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trabajadores, empresas y sector público un sacrificio que demanda una 

respuesta adicional de los poderes públicos. 

En definitiva, las circunstancias actuales requieren de una política pública 

destinada a cumplir unos objetivos bien definidos por el Gobierno y cuya 

materialización requieren de una extraordinaria y urgente implementación y de 

su impulso en este momento que motivan la urgente necesidad de aprobar este 

real decreto-ley y que se inscribe en el juicio político o de oportunidad que 

corresponde al propio Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, 

de 11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone una ordenación 

de prioridades políticas de actuación (STC, de 30 de enero de 2019, Recurso 

de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas en el cumplimiento de la 

seguridad jurídica y la salud pública. 

Como el Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de subrayar «el hecho de 

que una materia esté reservada a la ley ordinaria, con carácter absoluto o 

relativo, no excluye eo ipso la regulación extraordinaria y provisional de la 

misma mediante decreto-ley» (SSTC 60/1986, FJ 2; 182/1997, FJ 8; 100/2012, 

FJ 9; 35/2017, de 1 de marzo, FJ 5). 

Los motivos de oportunidad que acaban de exponerse demuestran que, en 

ningún caso, el presente real decreto-ley desborda o constituye un supuesto de 

uso abusivo o arbitrario de este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 

7 de junio, FJ 4; 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, 

FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5). Al contrario, todas las razones 

expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la presente norma 

(SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 

182/1997, de 20 de octubre, FJ 3). 

A su vez, las medidas establecidas por el real decreto-ley no lesionan derechos 

constitucionales y respetan el contenido esencial de la propiedad privada y la 

libre empresa consagrados en el artículo 33 y 38, respectivamente, de la 

Constitución Española. Estas medidas se ajustan a los parámetros de 

constitucionalidad que se han venido estableciendo 
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En relación con el empleo del real decreto-ley como instrumento para la 

introducción de estas modificaciones en el ordenamiento jurídico, se deben 

tener en cuenta dos aspectos referidos a las materias vedadas a este 

instrumento normativo y a la concurrencia de los presupuestos habilitantes que 

justifican la utilización de esta clase de norma. En relación con los primeros, 

como señala el artículo 86.1 de nuestra Constitución, los reales decretos-leyes 

«no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a 

los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el título I, al 

régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general». En 

el caso del presente real decreto-ley no se afecta a ninguna de estas materias. 

En efecto, las regulaciones que se incorporan a la norma no suponen una 

afección del núcleo esencial de ninguno de los anteriores elementos, puesto 

que no se regula ninguna institución básica del Estado, no se afecta a la 

naturaleza de los derechos y deberes de los ciudadanos, no se incorporan 

afecciones al régimen de las comunidades autónomas puesto que no es objeto 

de ninguna de estas medidas, y tampoco tiene relación alguna con el régimen 

electoral, de modo que nada hay en su contenido que obste a su aprobación en 

este punto. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, el presente real decreto-ley se ajusta a los principios de buena 

regulación. 

Así, de acuerdo con los principios de necesidad y eficacia, la iniciativa se 

fundamenta en el interés general que supone atender a las circunstancias 

sociales y económicas excepcionales derivadas de la crisis de salud pública 

provocada por el COVID-19, siendo este el momento de adoptar medidas 

adicionales para subvenir a estas necesidades y constituyendo el real decreto-

ley el instrumento más adecuado para garantizar su consecución. 

La norma es acorde con el principio de proporcionalidad al contener la 

regulación imprescindible para lograr el objetivo de garantizar el bienestar de 
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todos los ciudadanos y de los trabajadores en particular y minimizar el impacto 

en la actividad económica ante la situación excepcional actual. 

Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el 

derecho de la Unión Europea y el resto del ordenamiento jurídico, siguiendo los 

principios rectores de la política social y económica. 

En cuanto al principio de transparencia, se exceptúan los trámites de consulta 

pública y de audiencia e información públicas, conforme el artículo 26.11 de la 

Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. 

Por último, en relación con el principio de eficiencia, este real decreto-ley no 

impone carga administrativa que no se encuentre justificada y resulte la mínima 

y, en todo caso, proporcionada, en atención a la particular situación existente y 

la necesidad de garantizar el principio de eficacia en la aplicación de las 

medidas adoptadas. 

Por tanto, en el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan, 

concurren, por su naturaleza y finalidad, las circunstancias de extraordinaria y 

urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución Española como 

presupuestos habilitantes para la aprobación de un real decreto-ley. 

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª, 

6.ª, 7.ª, 8.ª, 10.ª, 11.ª, 13.ª, 14.ª, 15.ª, 17.ª, 18.ª, 23.ª y 25.ª de la Constitución 

Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre la regulación 

de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles 

en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 

constitucionales; legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación 

procesal, sin perjuicio de las necesarias especialidades que en este orden se 

deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las comunidades 

autónomas; legislación laboral; legislación civil; del régimen aduanero y 

arancelario y comercio exterior; bases de la ordenación de crédito, banca y 

seguros; sobre las bases y coordinación de la planificación general de la 

actividad económica; Hacienda general y Deuda del Estado; fomento y 

coordinación general de la investigación científica y técnica; legislación básica y 
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régimen económico de la Seguridad Social; bases del régimen jurídico de las 

Administraciones Públicas; legislación básica sobre contratos y concesiones 

administrativas; telecomunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor, 

legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las 

facultades de las comunidades autónomas de establecer normas adicionales 

de protección y bases del régimen minero y energético. 

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 

Constitución Española, a propuesta de la Vicepresidenta Tercera del Gobierno 

y Ministra de Asuntos Económicos y Transformación Digital y de los Ministros 

de Justicia, de Hacienda, de Trabajo y Economía Social, de Industria, Comercio 

y Turismo, de Ciencia e Innovación y de Inclusión Seguridad Social y 

Migraciones, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 

día 3 de julio de 2020, 

 

DISPONGO: 

 

CAPÍTULO I 

Medidas de apoyo a la inversión y la solvencia 

 

Línea de avales para inversiones 

Artículo 1. Aprobación de una Línea para la cobertura por cuenta del Estado 

de la financiación otorgada por entidades financieras supervisadas a empresas 

y autónomos con la finalidad principal de financiar inversiones. 

1. Con el fin de fomentar la recuperación económica del país, el Ministerio de 

Asuntos Económicos y Transformación Digital otorgará avales a la financiación 

concedida por entidades financieras supervisadas a empresas y autónomos 

para atender, principalmente, sus necesidades financieras derivadas de la 

realización de nuevas inversiones. 

2. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital podrá 

conceder avales por un importe máximo de 40.000 millones de euros, hasta el 
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31 de diciembre de 2020. Las condiciones aplicables y requisitos a cumplir, 

incluyendo el plazo máximo para la solicitud del aval se establecerán por 

Acuerdo de Consejo de Ministros, sin que se requiera desarrollo normativo 

posterior para su aplicación. 

3. Los avales regulados en esta norma y las condiciones desarrolladas en el 

Acuerdo de Consejo de Ministros cumplirán con la normativa de la Unión 

Europea en materia de Ayudas de Estado. 

4. Los importes correspondientes a la ejecución de los avales otorgados por el 

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital a la financiación 

concedida a empresas y autónomos en virtud de lo establecido en este artículo 

se atenderán desde la partida presupuestaria del Ministerio de Asuntos 

Económicos y Transformación Digital 27.04.923O.351 «Cobertura de riesgos 

en avales prestados por el Tesoro, incluidos los riesgos de ejercicios 

anteriores». Este crédito tiene el carácter de ampliable, según el anexo II 

«Créditos ampliables» de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 

Generales del Estado para 2018, de conformidad con lo previsto en el artículo 

54 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, y le será 

de aplicación lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley 47/2003, de 26 de 

noviembre, General Presupuestaria, en lo relativo a los avales otorgados en 

virtud de este artículo. 

Se autoriza a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera a realizar 

los pagos correspondientes a las ejecuciones del aval mediante operaciones de 

tesorería con cargo a los conceptos específicos que se creen a tal fin. 

Con posterioridad a la realización de los pagos, la Dirección General del Tesoro 

y Política Financiera procederá a la aplicación al presupuesto de gastos de los 

pagos realizados en el ejercicio. Los pagos efectuados en el mes de diciembre 

de cada año se aplicarán al presupuesto de gastos en el trimestre 

inmediatamente siguiente. 

 

Fondo de apoyo a la solvencia de empresas estratégicas 
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Artículo 2. Creación de un Fondo de apoyo a la solvencia de empresas 

estratégicas. 

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 137 de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, se crea el Fondo de apoyo a 

la solvencia de empresas estratégicas, fondo carente de personalidad jurídica» 

(en adelante el «Fondo»), adscrito a la Administración General del Estado, a 

través del Ministerio de Hacienda. Se crea el Consejo Gestor del Fondo de 

apoyo a la solvencia de empresas estratégicas, cuya composición y 

funcionamiento se determinará mediante el Acuerdo de Consejo de Ministros al 

que se refiere el apartado 15. El Fondo será gestionado, a través de la 

Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), por el Consejo Gestor, 

órgano colegiado interministerial adscrito al Ministerio de Hacienda a través de 

la Subsecretaría de Hacienda. 

2. El Fondo tiene por objeto aportar apoyo público temporal para reforzar la 

solvencia empresarial, en particular mediante la concesión de préstamos 

participativos, deuda subordinada, suscripción de acciones u otros 

instrumentos de capital, a empresas no financieras, que atraviesen severas 

dificultades de carácter temporal a consecuencia de la pandemia del COVID-19 

y que sean consideradas estratégicas para el tejido productivo nacional o 

regional, entre otros motivos, por su sensible impacto social y económico, su 

relevancia para la seguridad, la salud de las personas, las infraestructuras, las 

comunicaciones o su contribución al buen funcionamiento de los mercados. Las 

operaciones con cargo al Fondo se llevarán a cabo previa solicitud por parte de 

la empresa interesada. 

3. La dotación inicial del Fondo asciende a 10.000 millones de euros. Se 

integrarán en el Tesoro Público el importe de los dividendos, intereses, 

plusvalías y cualesquiera otras remuneraciones que resulten de las inversiones 

u operaciones que se realicen, de la participación, en su caso, en los órganos 

de administración de las empresas solicitantes, así como los resultados de las 

desinversiones y reembolsos efectuados, minorándose por las minusvalías y 
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gastos. 

Las cantidades a ingresar en el Tesoro Público tendrán la consideración de 

ingresos de derecho público, resultando de aplicación para su cobranza lo 

previsto en la Ley General Presupuestaria. 

A los efectos indicados en el apartado anterior, se concede un crédito 

extraordinario al presupuesto en vigor de la Sección 15 «Ministerio de 

Hacienda», Servicio 01 «Ministerio, Subsecretaría y Servicios generales», 

programa 923M «Dirección y Servicios Generales de Hacienda», capítulo 8 

«Activos Financieros», artículo 87 «Aportaciones patrimoniales», concepto 879 

«Aportación patrimonial al Fondo de apoyo a la solvencia de empresas 

estratégicas », por importe de 10.000 millones de euros. El crédito 

extraordinario que se concede en este apartado se financiará de conformidad 

con el artículo 46 de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales 

del Estado para 2018. 

En el anexo I se incluye el Presupuesto de Explotación y de Capital para el 

ejercicio 2020 del Fondo. 

4. El Fondo de apoyo a la solvencia de empresas estratégicas se rige por lo 

dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público, en el presente real decreto-ley y en el resto de las normas de derecho 

administrativo general y especial que le resulten de aplicación. 

5. El Fondo forma parte del sector público estatal como fondo sin personalidad 

jurídica a los efectos del artículo 2.2.f) de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 

General Presupuestaria, estando sujeto al régimen de presupuestación, 

contabilidad y control previsto en la misma. A los efectos de rendición de 

cuentas ante el Tribunal de Cuentas tendrá la condición de cuentadante el 

Presidente del Consejo Gestor. 

6. La competencia para resolver sobre las solicitudes del apartado 2 de esta 

disposición corresponde al Consejo Gestor, siendo necesaria la autorización 

del Consejo de Ministros para la aprobación de las operaciones. 

7. El plazo máximo para resolver será de seis meses contados desde la 
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presentación de la solicitud de la empresa. Transcurrido el plazo máximo para 

resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa, se entenderá 

que la solicitud ha sido desestimada. Las resoluciones del Consejo Gestor 

ponen fin a la vía administrativa y frente a ellas podrá interponerse recurso 

contencioso-administrativo. 

8. En todas las operaciones y acciones relativas al Fondo, SEPI actuará en 

nombre y representación de la Administración General del Estado, ejerciendo 

de depositario de los títulos y contratos representativos de las operaciones de 

activo realizadas, así como ejerciendo los derechos que como administrador 

pudiera corresponder a la participación de la Administración General del 

Estado. Todas las operaciones efectuadas con cargo al Fondo serán 

registradas en una contabilidad específica, separada e independiente de la de 

los miembros del Consejo Gestor. Las responsabilidades del Fondo se 

limitarán, exclusivamente, a aquellas contraídas por el Consejo Gestor. 

No formarán parte del Patrimonio de la Administración General del Estado las 

participaciones, acciones, títulos y demás instrumentos que se pudieran 

adquirir por aquella con cargo al Fondo no resultándoles de aplicación lo 

previsto en el título VII de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de 

las Administraciones Públicas. 

9. Para el desarrollo de las actuaciones que correspondan a SEPI en ejecución 

del presente real decreto-ley, dicha entidad podrá contratar con cargo al Fondo 

todos aquellos servicios de apoyo externo que sean necesarios para la 

efectividad y puesta en marcha, desarrollo y ejecución del Fondo y de todas las 

operaciones financiadas con cargo al mismo, pudiendo contratar dichos 

servicios que resulten de inaplazable necesidad conforme a la excepción 

prevista en el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 

del Sector Público de concurrir las circunstancias en él previstas. 

10. Anualmente, con cargo al Fondo y previa autorización por Acuerdo de la 

Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, los costes 

incurridos por SEPI en el desarrollo y ejecución de sus funciones de gestión 
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delegada del Fondo en el ejercicio anterior serán objeto de la correspondiente 

compensación económica. 

11. Todas las transmisiones patrimoniales, operaciones societarias y actos 

derivados, directa o indirectamente de la aplicación de esta disposición e, 

incluso, las aportaciones de fondos o ampliaciones de capital, que 

eventualmente se ejecuten para la capitalización y/o reestructuración financiera 

y patrimonial de las empresas participadas con cargo al Fondo, estarán 

exentos de cualquier tributo estatal, autonómico o local, sin que proceda, en 

este último caso, la compensación a que se refiere el artículo 9.2 del Real 

Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales. Igualmente todas las 

transmisiones, operaciones y actos antes mencionados gozarán de exención 

del pago de cualesquiera aranceles y honorarios profesionales devengados por 

la intervención de fedatarios públicos y de Registradores de la Propiedad y 

Mercantiles. 

12. En supuestos de participación en el capital social de la empresa, los votos 

que corresponden al Consejo Gestor, sus consiguientes derechos políticos y su 

incorporación al órgano de administración de la entidad mediante la 

designación del número de consejeros equivalente a su cuota de participación 

redondeada al número entero más próximo, se determinará sin necesidad de 

ningún acto o acuerdo salvo la notificación al Registro Mercantil. 

13. La responsabilidad que en los casos previstos en las leyes le pudiera 

corresponder, en su caso, al empleado público como miembro de los consejos 

de administración de las empresas objeto de participación en su capital social, 

será directamente asumida por la administración. El Consejo Gestor podrá 

exigir de oficio al empleado público la responsabilidad en que hubiera incurrido 

por los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera 

concurrido dolo, o culpa o negligencia grave, conforme a lo previsto en las 

leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial. 

14. La adquisición de las participaciones en el capital social con cargo al Fondo 
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quedará exenta de la obligación de formular oferta pública de adquisición en los 

supuestos previstos en los artículos 128 y 129 del Real Decreto Legislativo 

4/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 

Mercado de Valores. 

15. El funcionamiento, movilización de recursos y liquidación del Fondo, así 

como las condiciones aplicables y requisitos a cumplir en las operaciones del 

apartado 2 de esta disposición se determinarán por Acuerdo de Consejo de 

Ministros, sin requerir ulterior desarrollo normativo. 

16. Las operaciones financiadas por el Fondo se ajustarán a la normativa de 

Ayudas de Estado de la Comisión Europea y en particular, a la Comunicación 

de la Comisión Europea sobre el Marco Temporal relativo a las medidas de 

ayuda estatal destinadas a respaldar la economía en el contexto del actual 

brote de COVID-19. 

17. Los datos, documentos e informaciones que obren en poder del Consejo 

Gestor y de SEPI en virtud de las funciones que le encomienda este real 

decreto-ley tendrán carácter reservado y, con las excepciones previstas en la 

normativa vigente, no podrán ser divulgados a ninguna persona o autoridad, ni 

utilizados con finalidades distintas de aquellas para las que fueron obtenidos. 

Quedarán también obligadas a guardar secreto y a no utilizar la información 

recibida con finalidades distintas de aquella para la que les sea suministrada 

los auditores de cuentas, asesores legales y demás expertos independientes 

que puedan ser designados por el Consejo Gestor y por SEPI en relación con 

el cumplimiento de las funciones que tienen legalmente atribuidas. Este 

carácter reservado cesará desde el momento en que los interesados hagan 

públicos los hechos a los que los datos, documentos e informaciones se 

refieren. 

18. La supresión del Fondo será acordada mediante Orden dictada por la 

Ministra de Hacienda, previo informe de la Comisión Delegada del Gobierno 

para Asuntos Económicos. 

19. En el momento de la supresión del Fondo de apoyo a la solvencia de 
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empresas estratégicas, el saldo será ingresado en el Tesoro. 

 

 

CAPÍTULO II 

Otras medidas de apoyo a la reactivación económica 

 

Moratoria hipotecaria para el sector turístico 

Artículo 3. Moratoria de préstamos hipotecarios otorgados para la financiación 

de inmuebles afectos a una actividad turística. 

1. Los trabajadores autónomos y las personas jurídicas con domicilio social en 

España tendrán derecho a la moratoria sobre el pago del principal de los 

préstamos con garantía hipotecaria sobre un inmueble que cumpla los 

requisitos recogidos en el artículo 4, siempre que: 

a) Experimenten dificultades financieras a consecuencia de la emergencia 

sanitaria ocasionada por el COVID-19, y 

b) el préstamo no haya sido ya objeto de alguna de las siguientes moratorias: 

1.º La prevista en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 

urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19, 

2.º La prevista en el Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se 

adoptan medidas complementarias en materia agraria, científica, económica, 

de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del COVID-

19. 

3.º La que voluntariamente hayan acordado entre el deudor y el acreedor 

después de la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por 

el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 

sanitaria ocasionada por el COVID-19. No obstante, el deudor podrá acogerse 

a la moratoria prevista en este capítulo si renuncia previamente a la moratoria 

voluntaria a que se refiere este número. 

2. Cuando el préstamo haya sido objeto de alguna de las moratorias previstas 
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en la letra b) del apartado 1 durante un plazo inferior a los doce meses, el 

deudor podrá beneficiarse de la moratoria prevista en este capítulo durante el 

tiempo restante hasta alcanzar un total de doce meses. 

3. A los efectos de lo previsto en este capítulo, se entenderá por actividad 

turística aquella que esté incluida en alguno de los códigos de la Clasificación 

Nacional de Actividades Económicas (CNAE) que se recogen en la disposición 

adicional tercera. 

4. Se considera que existen dificultades financieras a consecuencia de la 

emergencia sanitaria, a efectos de lo previsto en el apartado 1.a), cuando los 

deudores hipotecarios a los que se refiere el apartado 1 haya sufrido en el 

promedio mensual de los meses de marzo a mayo de 2020 una reducción de 

ingresos o facturación de al menos un 40% en el promedio mensual de los 

mismos meses del año 2019. 

La acreditación de la reducción de los ingresos o la facturación se realizará 

mediante la aportación de la información contable que lo justifique, pudiendo 

hacerse a través de la copia del libro de registro de facturas emitidas y 

recibidas; del libro diario de ingresos y gastos; del libro registro de ventas e 

ingresos; o del libro de compras y gastos. 

Los trabajadores autónomos que no estén obligados a llevar los libros que 

acreditan el volumen de actividad, deberán acreditar la reducción exigida por 

cualquier medio de prueba admitido en derecho. 

5. No se considerará que existen dificultades financieras a consecuencia de la 

emergencia sanitaria, a efectos de lo previsto en el apartado 1.a), cuando: 

a) el préstamo cuya moratoria se solicita, habiendo sido objeto de impago total 

o parcial de alguna de sus cuotas desde antes del 1 de enero de 2020, a la 

entrada en vigor de este real decreto ley se encuentre en mora. 

b) se hubiera declarado el concurso del deudor con anterioridad a la entrada en 

vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 

estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada 

por el COVID-19. 
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Artículo 4. Ámbito objetivo de aplicación de la moratoria. 

Las medidas previstas en este capítulo se aplicarán a los contratos de 

préstamo sujetos a ley española que cuenten con garantía hipotecaria 

constituida sobre un inmueble que se encuentre afecto al desarrollo de una 

actividad del sector turístico ejercida en territorio nacional de las señaladas en 

la Disposición Adicional tercera de este real decreto-ley, siempre que dichos 

contratos estuvieran suscritos con anterioridad a la entrada en vigor del Real 

Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 

para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

Artículo 5. Solicitud de la moratoria. 

1. Los deudores hipotecarios a los que se refiere el artículo 3 podrán solicitar al 

acreedor un periodo de moratoria de hasta doce meses en el pago del principal 

de la deuda hipotecaria. 

2. La solicitud podrá presentarse desde la entrada en vigor de este real 

decreto-ley hasta el final del plazo fijado en el punto 10 de las Directrices de la 

Autoridad Bancaria Europea sobre las moratorias legislativas y no legislativas 

de los reembolsos de préstamos aplicadas a la luz de la crisis del COVID-19 

(EBA/GL/2020/02) o hasta las ampliaciones de dicho plazo que, en su caso, 

pudieran establecerse. 

3. Los deudores hipotecarios a los que se refiere el artículo 3 deberán acreditar 

en el momento de solicitar la moratoria: 

a) El objeto social, en su caso, 

b) su domicilio fiscal, 

c) el código CNAE de su actividad, y 

d) que el inmueble se halle directamente afecto al desarrollo de una actividad 

del sector turístico de las señaladas en la disposición adicional segunda. 

e) La información señalada en el artículo 3.4. 

Artículo 6. Concesión y efectos de la moratoria. 

1. Una vez que el deudor hipotecario dé cumplimiento a lo previsto en el 

artículo 5, el acreedor procederá a la aplicación de la moratoria, formalizando la 
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novación de conformidad con las reglas generales. Ello no obstante, la 

inscripción de la ampliación del plazo inicial tendrá plenos efectos, en su caso, 

frente a los acreedores intermedios inscritos aunque no cuente con el 

consentimiento de estos. Los efectos de la moratoria se extenderán a los 

avalistas, sin necesidad de que la consientan o puedan oponerse a ella, 

manteniéndose inalterada su posición jurídica. 

2. La moratoria será de aplicación a las cuotas vencidas e impagadas desde el 

1 de enero de 2020 y conllevará la suspensión de los pagos del principal del 

préstamo durante el plazo solicitado por el deudor, permaneciendo inalterado el 

resto del contenido del contrato, pudiendo optar el prestatario por que el 

importe de lo aplazado se abone mediante: 

a) La redistribución de las cuotas sin modificación del plazo de vencimiento y 

sin alterar el tipo de interés aplicable, o 

b) la ampliación del plazo de vencimiento en un número de meses equivalente 

a la duración de la moratoria. 

3. Los importes que serían exigibles al deudor de no aplicarse la moratoria no 

se considerarán vencidos. El principal del préstamo cuyo pago se aplaza 

durante la aplicación de la moratoria devengará los intereses ordinarios 

establecidos en el préstamo. 

4. El reconocimiento de la aplicación de la moratoria prevista en este capítulo 

no estará sujeta a lo dispuesto en la Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora 

de los contratos de crédito inmobiliario. 

5. Las personas jurídicas establecidas en el artículo 3 no podrán distribuir 

beneficios, hacer devoluciones de capital, recomprar acciones propias o 

retribuir el capital en forma alguna hasta que haya finalizado la moratoria. 

Artículo 7. Moratoria en el supuesto de arrendamiento de los inmuebles. 

1. Si el inmueble afecto al desarrollo de una actividad económica del sector 

turístico fuese objeto de un contrato de arrendamiento, el beneficiario de la 

moratoria hipotecaria deberá conceder al arrendatario una moratoria en el pago 

del arrendamiento de al menos un 70 % de la cuantía de la moratoria 
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hipotecaria, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total o parcial de 

la misma no se hubiera conseguido ya por acuerdo entre ambas partes. 

2. Cuando en el deudor hipotecario no concurran dificultades financieras 

previstas en la letra a) del apartado 1 del artículo 3, pero sí en el arrendatario, 

este podrá instar de su arrendador la solicitud de la moratoria hipotecaria, a 

cuyo fin le facilitará la documentación necesaria para acreditar los extremos 

mencionados en el apartado 3 del artículo 5. Una vez concedida la moratoria, 

será de aplicación lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo. 

3. En los supuestos previstos en los apartados anteriores, lo regulado en el 

apartado 5 del artículo 6 (efectos de la moratoria), será de aplicación al 

arrendatario y no al deudor. 

Artículo 8. Consecuencias de la aplicación indebida por el deudor de la medida 

moratoria. 

1. El deudor que se hubiese beneficiado de la moratoria regulada en este 

capítulo sin encontrarse incluido en su ámbito de aplicación será responsable 

de los daños y perjuicios que se hayan podido producir, así como de todos los 

gastos generados por la aplicación de estas medidas, sin perjuicio de las 

responsabilidades de otro orden a que la conducta del deudor pudiera dar 

lugar. 

2. El importe de los daños, perjuicios y gastos no puede resultar inferior al 

beneficio indebidamente obtenido por el deudor por la aplicación de lo 

dispuesto en este capítulo. 

Artículo 9. Régimen de supervisión y sanción. 

1. Las entidades prestamistas supervisadas por el Banco de España le 

remitirán cada día hábil la siguiente información referida al día hábil 

precedente: 

a) Número de solicitudes de moratoria presentadas por deudores. 

b) Número de moratorias concedidas. 

c) Número de solicitudes de moratoria denegadas. 

d) Número de beneficiarios de la moratoria, desagregados por trabajadores 
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autónomos y personas jurídicas. 

e) Número de préstamos cuyo pago se ha beneficiado de la moratoria. 

f) Saldo vivo pendiente de amortización cuyo pago es objeto de moratoria. 

g) CNAE de la actividad que venía realizando el deudor. 

h) Número de préstamos en los que el deudor solicita que se documente la 

moratoria en escritura notarial. 

2. Los artículos 3 a 6 y el apartado 1 de este artículo tendrá la consideración de 

normas de ordenación y disciplina a las que se refiere el artículo 2 de la Ley 

10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades 

de crédito. 

Artículo 10. Planes de Sostenibilidad Turística en Destinos 

1. Se crea el instrumento denominado «Planes de Sostenibilidad Turística en 

Destinos», para la prestación, por parte de la Secretaría de Estado de Turismo, 

de apoyo a la inversión en actuaciones de impulso, adecuación y mejora de los 

destinos turísticos con el fin de aumentar su sostenibilidad. 

2. Por la Conferencia Sectorial de Turismo se aprobará un Programa de Planes 

de Sostenibilidad Turística en Destinos. 

3. Para la ejecución del Programa de Planes de Sostenibilidad Turística, 

anualmente, la Conferencia Sectorial de Turismo aprobará las propuestas de 

planes de sostenibilidad turística presentadas por las entidades locales, que 

mejor cumplan los criterios de selección establecidos en el Programa, y en los 

que se contendrá la designación de los destinos objeto de actuación. 

4. La Secretaría de Estado de Turismo, las comunidades autónomas y, en su 

caso, las entidades locales competentes por razón del territorio firmarán 

convenios en los cuales se determinarán las actuaciones a realizar, el importe 

estimado de la inversión, el plazo de ejecución y el porcentaje de aportación a 

la financiación de las administraciones participantes, que en el caso de la 

Secretaría de Estado de Turismo no podrá superar el cincuenta por ciento del 

total de cada Plan. 

La ejecución material de las actuaciones incluidas en los Planes se llevará a 
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cabo por las entidades locales, a las que corresponderá también la gestión de 

los mismos, incluida la administración de las distintas aportaciones a la 

financiación, que tendrán carácter anticipado. 

5. Cada Plan será estructurado en fases de ejecución de carácter anual a las 

cuales corresponderá un libramiento presupuestario. Con el fin de ajustar la 

financiación del Plan a las necesidades reales en función de la ejecución de las 

actuaciones, la realización de los mencionados libramientos por parte de la 

Secretaría de Estado de Turismo quedará condicionada a la existencia de 

crédito presupuestario suficiente, y a la previa ejecución de conformidad de las 

anualidades precedentes. Las partes firmantes del convenio desembolsarán su 

aportación de manera anticipada en una cuenta bancaria finalista que será 

abierta y gestionada por la gerencia del plan, que pertenecerá a la 

administración local. 

6. El instrumento regulado en los apartados anteriores se financiará con cargo 

a los presupuestos del Ministerio de Industria, Comercio y Turismo. 

Artículo 11. Línea extraordinaria de financiación. 

1. Se establecen las bases reguladoras de la convocatoria correspondiente al 

ejercicio 2020, en régimen de concurrencia competitiva, para la concesión de 

apoyo financiero a empresas privadas y trabajadores autónomos del sector 

turístico afectadas por perjuicios económicos surgidos a raíz del COVID-19, en 

el desarrollo de proyectos de transformación digital e innovación. La finalidad 

de dicho apoyo será favorecer la consolidación de turismo tras la salida de la 

crisis derivada del COVID-19, relanzar su competitividad y conseguir el 

reposicionamiento de las empresas en el mercado, con una recuperación futura 

más rápida y sostenible, contribuyendo al mantenimiento del empleo tras la 

crisis. 

2. La presente línea extraordinaria de financiación será de aplicación a los 

proyectos o actuaciones que se efectúen en cualquier parte del territorio 

nacional. 

3. Este sistema extraordinario solo será de aplicación para las ayudas que se 
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concedan en 2020. 

4. El préstamo cubrirá las necesidades de inversión en materia de 

transformación digital e innovación de las empresas turísticas afectadas por la 

crisis del COVID-19, que se acreditará de acuerdo con lo que se prevea en la 

convocatoria. 

5. Este sistema extraordinario de financiación se establece al amparo del 

«Marco Temporal relativo a las medidas de ayuda estatal destinadas a 

respaldar la economía en el contexto del actual brote de COVID-19», (C(2020) 

1863), y su modificación del 3 de abril (C(2020) 2215), de la Comisión Europea, 

y de los Acuerdos de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 

Económicos de fecha 26 de marzo y 17 de abril de 2020, por los que se 

aprueba la notificación a la Comisión Europea del marco nacional temporal I y 

II. 

Artículo 12. Beneficiarios. 

1. Podrán acogerse a la financiación establecida en estas bases los 

trabajadores autónomos y las sociedades con personalidad jurídica propia, 

legalmente constituidas en España, y debidamente inscritas en el registro 

correspondiente que no formen parte del sector público, según se define en el 

artículo 3 n) la Ley 9/2017, de 8 de noviembre de Contratos del Sector Público, 

afectados por perjuicios económicos surgidos a raíz del brote de COVID-19, y 

que desarrollen una actividad del sector turístico, entendiéndose como tal las 

actividades encuadradas en la Sección I-Divisiones 55 y 56, Sección N-

Subdivisión 7711 y División 79, y Sección R-División 93 de la Clasificación 

Nacional de Actividades Económicas (CNAE 2009), aprobada por Real Decreto 

475/2007, de 13 de abril. 

2. Se entenderá que el solicitante desarrolla una actividad turística si esta ha 

estado, al menos, desde el 1 de enero de 2019 encuadrada en alguna de las 

actividades consideradas en el apartado anterior, aunque sea en una diferente 

de aquella para la que solicita financiación. 

3. Los solicitantes de los préstamos deberán acreditar, en el momento de 
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presentación de su solicitud, un nivel de fondos propios equivalente al 33 % del 

total patrimonio neto y pasivo. 

4. No podrán obtener la condición de beneficiario aquellas sociedades o 

trabajadores autónomos en quienes concurra alguna de las circunstancias 

detalladas en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 

de Subvenciones o que no estén al corriente de pago de las obligaciones de 

reembolso de cualesquiera otros préstamos o anticipos anteriormente 

concedidos con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, ni aquellas 

empresas que se encuentren sujetas a una orden de recuperación pendiente 

tras una Decisión previa de la Comisión Europea que haya declarado una 

ayuda al beneficiario ilegal e incompatible con el mercado común, ni estar en 

crisis, entendiendo la definición de empresa en crisis la que se establece en el 

Reglamento n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, con fecha 31 

de diciembre de 2019. 

Artículo 13. De las obligaciones de los beneficiarios. 

Con carácter general, son obligaciones del beneficiario: 

a) Realizar la actividad y adoptar el comportamiento que fundamenta la 

concesión de la ayuda. 

b) Acreditar, en los plazos estipulados, la realización de la actividad, así como 

el cumplimiento de los requisitos y condiciones que determinaron la concesión. 

c) Colaborar con las actuaciones de comprobación y control, aportando cuanta 

documentación le sea requerida en el ejercicio de las actuaciones anteriores. 

d) Comunicar a la Secretaría de Estado de Turismo la obtención de cualquier 

otra financiación pública concurrente parcial o totalmente con los gastos 

financiables. 

e) Acreditar, en cualquier momento que se solicite, que se encuentra al 

corriente de sus obligaciones fiscales y frente a la Seguridad Social. 

f) Acreditar, en cualquier momento que se solicite, el cumplimiento de 

obligaciones de presentación de cuentas ante el Registro Mercantil. 

Artículo 14. Tipo de proyectos. 
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Serán financiables las siguientes categorías de proyectos: 

a) Proyectos que promuevan la transformación digital de las empresas, los 

cuales, deberán contener una o varias de las siguientes actuaciones: 

i. Digitalización de la base de las empresas turísticas a través del desarrollo de 

herramientas de digitalización masiva, la adopción de soluciones digitales que 

faciliten la venta, soluciones digitales móviles, aplicación de «big data», o 

economía del dato en general. 

ii. Mejora de la competitividad de las empresas turísticas a través del diseño e 

implementación de estrategias digitales. 

iii. Desarrollo del comercio electrónico de los productos y servicios turísticos, en 

particular, aprovechando soluciones de «cloud computing» y la movilidad. 

iv. Diseño e implementación de estrategias de marketing digital, presencia, 

diferenciación y reputación online. 

v. Digitalización a través de la implementación de tecnologías móviles, geo-

referenciación, Turismo 2.0, realidad virtual y aumentada, destinos turísticos 

inteligentes, «smart destinations», domótica y sensorización, captura y análisis 

de datos, plataformas sociales, seguridad de redes y servicios electrónicos, así 

como todas aquellas actividades que complementen proyectos públicos o 

privados ya en marcha en esta área. 

vi. Gestión y promoción del turismo digital, investigación sobre nuevos 

productos, mercados y servicios turísticos, promoción y comercialización 

multicanal y abierta, gestión de la información, percepción y conocimiento del 

cliente, optimización de procesos de gestión, sistemas de gestión de la 

innovación, así como todas aquellas actividades que complementen proyectos 

públicos o privados ya en marcha en esta área. 

b) Proyectos de investigación, desarrollo e innovación turísticos, siempre que 

no comporten una simple aplicación de investigaciones, desarrollos o 

innovaciones ya realizados: 

i. Proyectos de innovación encaminados a adquirir nuevos conocimientos que 

puedan ser útiles para desarrollar nuevos productos, procesos o servicios 
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turísticos o permitan mejorar los ya existentes. 

ii. Proyectos de desarrollo consistentes en la adquisición y empleo de 

conocimientos y técnicas de índole científica, tecnológica, empresarial o de otro 

tipo con vistas a la elaboración de productos, procesos o servicios turísticos 

nuevos o mejorados. 

iii. Proyectos de innovación en materia de organización y procesos dirigidos a 

la aplicación de nuevos métodos organizativos a las prácticas comerciales, la 

organización de los centros de trabajo, los procesos, o las relaciones exteriores 

de las empresas turísticas o la implantación de sistemas de gestión y auditoría 

ambiental como el sistema EMAS Eco-Management and Audit Scheme-

Reglamento comunitario de Ecogestión y Auditoría. 

Los proyectos de esta categoría deberán referirse a alguno de los ámbitos de 

conocimiento del sector turístico relacionados con: 

– Energía: gestión energética, energías renovables, eficiencia energética, 

gestión y control energético. 

– Sostenibilidad: turismo sostenible, reutilización del agua, gestión y control de 

residuos (recogida separada, reducción de productos de un solo uso y de 

envases, reducción desperdicio alimentario), emisiones CO2, huella de 

carbono, adaptación al cambio climático, soluciones multifuncionales basadas 

en la naturaleza y certificaciones. 

– Materiales y construcción: edificación sostenible, arquitectura bioclimática, 

personalización de ambientes, aislamiento térmico y/o acústico de los nuevos 

materiales de construcción, demolición selectiva, reutilización y/o reciclaje de 

materiales, rehabilitación y recuperación de patrimonio, nuevos materiales 

(aislamiento, limpieza, revestimiento, decoración, etc.) incorporación de la 

tecnología BIM. 

– Cambio climático: análisis de riesgos derivados del cambio climático y diseño 

de medidas de adaptación 

– Humanidades, sociedad y ciencias jurídicas: «living labs», conocimiento de 

las necesidades del turista en el ámbito de la accesibilidad, investigación sobre 
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metodologías de certificación de accesibilidad, cadena de valor turística 

totalmente accesible, desarrollo de indicadores para la medición de los destinos 

turísticos o indicadores de posicionamiento y personalización, impacto del 

turismo en el entorno, modelos de previsión de la demanda para la gestión 

integrada con la cadena de suministro redes de proveedores locales y de 

proximidad. 

– Transporte y servicios Asociados: transporte sostenible, investigación sobre 

el usuario de transporte y su papel en los programas de compensación de 

carbono, zonas de bajas emisiones, planes en destinos sobre productos, 

itinerarios y rutas temáticas integrándolo todo con los transportes, desarrollo de 

programas de actuación público-privadas en zonas o comarcas turísticas sobre 

la base de rutas y productos temáticos experienciales, vertebración territorial 

del transporte y los recursos culturales y naturales de alto potencial turístico, 

acciones sobre transporte y movilidad turística, investigación sobre 

externalización de los efectos del transporte, efectos internos de la 

externalización de los efectos del transporte, elaboración de mapas sobre 

intensidad de uso del transporte, intensidad de uso de tecnologías de la 

información y comunicación en transporte turístico y consecuencias en el 

marco de relaciones del partenariado, orientación al usuario de las TIC 

turísticas, colaboración y cooperación de redes de destinos, desarrollo de 

nuevos modelos de negocio y de sistemas de distribución, soluciones 

avanzadas de información para múltiples destinos y dispositivos, generación de 

nuevos servicios y contenidos para los turistas y modelos de previsión de la 

demanda para la gestión integrada con la cadena de suministro. 

– Accesibilidad: Desarrollo de una metodología que permita la certificación 

estandarizada y efectiva de la accesibilidad de la oferta turística, diseño de 

normativas sobre accesibilidad eficientes para conseguir la accesibilidad total 

de los recursos turísticos, desarrollo de mejoras técnicas y tecnológicas de los 

recursos y destinos turísticos para su accesibilidad y adaptabilidad a las 

necesidades de las personas con discapacidad, creación de nuevos programas 
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de formación del personal de los servicios turísticos innovadores, promover la 

concienciación y sensibilización respecto a la accesibilidad por parte de las 

empresas en España. 

Artículo 15. Conceptos de gasto financiable. 

1. Tendrán la consideración de gastos financiables los que satisfagan lo 

establecido el artículo 31.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y se 

encuadren en alguna de las categorías detalladas en los siguientes apartados: 

a) Gastos de personal. Podrán imputarse gastos al proyecto tanto de personal 

con contrato laboral, personal autónomo socio de la empresa y personal 

autónomo económicamente dependiente, según lo establecido en la ley 

20/2007 de 11 de julio, del Estatuto del Trabajador Autónomo. 

b) Costes de instrumental y material inventariable. Solo se admitirán los gastos 

de amortización de ese instrumental o material inventariable, calculados de 

acuerdo con los principios contables generalmente aceptados en la parte y 

durante el período estrictamente necesario para el desarrollo del proyecto 

presentado, y dentro de los límites marcados por la resolución de la concesión. 

El equipamiento físico deberá ir provisto del correspondiente marcado CE o 

Declaración de Conformidad y número de serie. Los equipamientos físicos 

deberán estar identificados con una etiqueta colocada en un lugar visible que 

indique el nombre del programa y el orégano concedente. 

c) Costes de investigación contractual, conocimientos técnicos y patentes 

adquiridas u obtenidas por licencia de fuentes externas en condiciones de 

plena competencia. Se imputarán a este concepto los gastos de colaboración 

externa exclusivamente derivados del proyecto, así como otros gastos 

ocasionados por la prestación de servicios TIC, consultoría para el diseño o 

rediseño de productos o servicios derivados del proyecto por parte de terceros, 

y la adquisición de patentes que contribuyan a la ejecución del proyecto. Queda 

expresamente excluida cualquier forma de consultoría asociada a la gestión y 

tramitación de la financiación solicitada. No se podrán fraccionar las tareas que 

realice un mismo proveedor. 
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d) Gastos generales suplementarios. Gastos destinados a la protección 

mediante propiedad industrial e intelectual de los activos intangibles obtenidos 

durante el desarrollo del proyecto: patentes, modelos de utilidad, diseño 

industrial, marcas u otras figuras; costes de material, suministros y productos 

similares que se deriven directamente de la actividad del proyecto. Se podrán 

imputar a este concepto los gastos de material no inventariable utilizado en la 

realización del proyecto. Se excluye de este concepto el material de oficina y 

otros gastos generales o corrientes de la entidad. 

2. Los conceptos de gasto, para ser considerados financiables, deberán 

detallarse individualmente tanto en la memoria siguiendo el modelo que se 

establezca en la correspondiente convocatoria, como en el cuestionario de 

solicitud. Asimismo, deberán imputarse a la partida correspondiente en el 

cuestionario de solicitud, según la definición establecida en el apartado 

anterior. 

3. Sólo podrán considerarse financiables aquellos conceptos que de manera 

indubitada respondan a la naturaleza de la actividad a financiar y resulten 

estrictamente necesarios, con base en la descripción de las actuaciones 

aportada en la memoria de solicitud. 

4. Son reglas aplicables a los conceptos de gasto financiable, las siguientes: 

a) En el caso de que puedan existir operaciones con personas o entidades 

vinculadas al beneficiario, entendiéndose estas conforme a lo dispuesto en el 

artículo 68 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, aprobado por 

Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, solo serán admisibles aquellas 

inversiones que cuenten con autorización expresa por parte del órgano gestor y 

se realicen de acuerdo con las condiciones normales de mercado, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 29.7 de la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre. 

b) La adquisición de empresas u otras operaciones de fusión corporativa no 

son financiables, así como tampoco la creación de cooperativas o asociaciones 

de compra agregada o servicios comunes. 
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c) En ningún caso se consideran gastos financiables los impuestos indirectos 

cuando sean susceptibles de recuperación o compensación, según establece el 

artículo 31.8 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

d) Cuando el importe del gasto supere las cuantías establecidas en la Ley 

9/2017, para el contrato menor, el beneficiario deberá solicitar como mínimo 

tres ofertas de diferentes proveedores con carácter previo a la contracción del 

compromiso para la obra, la prestación del servicio o la entrega del bien, salvo 

que por sus especiales características no exista en el mercado suficiente 

número de entidades que los realicen, presten o suministren, o salvo que el 

gasto se hubiere realizado con anterioridad a la solicitud. La elección entre las 

ofertas presentadas, que deberán aportarse en la justificación, o, en su caso, 

en la solicitud, se realizará conforme a criterios de eficiencia y economía, 

debiendo justificarse expresamente en una memoria la elección cuando no 

recaiga en la propuesta económica más ventajosa. 

e) Respecto a los bienes inventariables, será de aplicación lo dispuesto en los 

apartados 4 y 5 del artículo 31 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

f) En ningún caso serán financiables los gastos financieros derivados del pago 

aplazado de inversiones o de otros motivos, las inversiones en terrenos, locales 

y obra civil, gastos de despliegue de infraestructuras para prestación de 

servicios, inversiones financiadas mediante arrendamiento financiero, gastos 

de promoción y difusión del proyecto. 

g) Respecto a las subcontrataciones entendidas en los términos que define el 

artículo 29.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, deberá seguirse lo 

establecido en la citada Ley. 

Artículo 16. Tramitación, régimen de concesión y características de 

financiación. 

1. El régimen de concesión será el de concurrencia competitiva, conforme al 

artículo 22.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

2. La convocatoria se realizará por orden de la persona titular del Ministerio de 

Industria, Comercio y Turismo. Corresponderá a la Secretaria de Estado de 
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Turismo, cuando sea necesario, en su caso, dictar las resoluciones para la 

aplicación, tramitación y resolución de los procedimientos de convocatoria y 

concesión, así como el pago de los préstamos y la realización de 

modificaciones y tramitación del reintegro. 

3. En todo lo no previsto en este real decreto-ley y en la resolución de 

convocatoria será de aplicación lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre, y en el Reglamento de desarrollo aprobado por Real Decreto 

887/2006, de 21 de julio. 

Artículo 17. Plazo de realización de las actuaciones. 

1. Serán financiables las inversiones y gastos realizados desde el 1 de febrero 

de 2020 y hasta el 31 de diciembre de 2020. 

2. En el caso de proyectos iniciados antes del 1 de febrero de 2020, se 

considerará solo las actuaciones necesarias realizadas desde esa fecha para 

acelerar o ampliar el alcance el proyecto, en cuyo caso, la solicitud de 

financiación deberá limitarse a los costes adicionales relacionados con los 

esfuerzos de aceleración o la ampliación del alcance del mismo. 

Artículo 18. Importe total del apoyo financiero convocado. 

1. La ayuda que se conceda en el marco de este real decreto-ley revestirá la 

forma de préstamo reembolsable, tendrá una cuantía total máxima en su 

conjunto de 216.000.000 euros, y se imputará a las aplicaciones 

presupuestarias correspondientes del programa 20.04.432A.833 de los 

Presupuestos Generales del Estado para el año 2020, lo que se entiende sin 

perjuicio de la estructura y cuantías que deriven de operar con los 

Presupuestos Generales del Estado Prorrogados de 2018. 

2. La concesión de las ayudas queda condicionada a la existencia de crédito 

adecuado y suficiente en el momento de la resolución de concesión. 

Artículo 19. Presupuesto mínimo financiable. 

El presupuesto financiable mínimo será de 50.000 euros. 

Artículo 20. Régimen de financiación. 

1. La financiación otorgada conforme al presente real decreto-ley se concederá 
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siempre en forma de préstamo reembolsable, con las siguientes características: 

a) Importe del préstamo: El que resulte de la aplicación de los porcentajes y 

límites establecidos en los apartados 2,3 y 4 de este artículo. 

b) Plazo de amortización: Hasta seis años con tres de carencia. Estos plazos 

podrán ser reducidos si así lo expresa el interesado en su solicitud. 

 

c) Tipo de interés de aplicación: El tipo de interés será variable y se establece 

según el siguiente cuadro: 

Tipo de beneficiario 

 

Interés año 1(%) 

 

Interés años 2 y 3 (%) 

 

Interés años 4, 5 y 6 (%) 

 

PYMES. 

 

0,1 

 

0,19 

 

0,69 

 

Grandes Empresas. 

 

0,19 

 

0,69 
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1,69 

d) El método de amortización seguirá el siguiente sistema: Las cuotas de 

amortización de principal serán anuales y de igual cuantía, y deberán 

satisfacerse una vez finalizado el plazo de carencia. La liquidación de los 

intereses será anual, satisfaciéndose junto con la cuota de amortización 

correspondiente al final de cada período, y se calcularán sobre el capital vivo al 

inicio del período. Los intereses se devengarán desde la fecha de entrega del 

principal, entendiéndose como tal la fecha en la que el Tesoro Público realiza la 

transferencia del importe concedido al beneficiario. 

2. El importe máximo de la financiación a conceder según estas bases será del 

75 por ciento sobre el presupuesto del proyecto que haya sido considerado 

financiable según el artículo 15 del presente real decreto-ley. 

3. En cualquier caso, el importe de la financiación no podrá superar el préstamo 

solicitado, y respetará los siguientes límites: 

a) La financiación pública total de la inversión, computada como suma de los 

recursos públicos concedidos por cualquier Administración y/o ente público, no 

podrá exceder del 80 por ciento sobre el total del presupuesto del proyecto de 

inversión que haya sido considerado financiable según el artículo 6 de este real 

decreto ley. 

b) El importe del préstamo a conceder no podrá superar en 5 veces los últimos 

fondos propios acreditables mediante documento público del solicitante en el 

plazo de solicitud. 

c) El importe global de préstamo a conceder por beneficiario no superará: 

i. Los 800.000 euros; ni 

ii. el doble de los costes salariales anuales del beneficiario (incluidas las cargas 

sociales y el coste del personal que trabaje en el recinto de la empresa, pero 

figure formalmente en la nómina de un subcontratista) correspondientes a 2019 

o al último año disponible; o 

iii. el 25 % del volumen de negocios total del beneficiario en 2019. 

4. Estas ayudas podrán acumularse con otras que se encuadren en el Marco 
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temporal nacional, siempre y cuando se respeten los importes máximos y los 

umbrales de intensidad máxima establecidos para cada tipo de ayuda, con la 

excepción de ayudas en forma de garantías que se concedan para idéntico 

principal de préstamo subyacente y el importe global del préstamo supere los 

umbrales establecidos en el punto 25, letra d, o en el punto 27, letra d, del 

marco temporal comunitario. Asimismo, podrán acumularse con las ayudas que 

entren en el ámbito de aplicación de los Reglamentos «de minimis» y con las 

ayudas exentas en virtud del Reglamento General de Exención por Categorías, 

siempre que las reglas de acumulación previstas en los citados Reglamentos y 

en el propio marco temporal, sean respetadas. 

Artículo 21. Régimen de garantías. 

1. Se exigirá antes de la resolución de concesión del préstamo, la presentación 

de resguardo de constitución de garantía ante la Caja General de Depósitos 

bajo la modalidad de «Avales prestados por entidades de crédito o sociedades 

de garantía recíproca», conforme a la normativa de la citada Caja (Real 

Decreto 161/1997, de 7 de febrero por el que se aprueba el Reglamento de la 

Caja General de Depósitos y la Orden por la que se desarrolla, del Ministerio 

de Economía y Hacienda, de 7 de enero de 2000, modificada por la Orden 

ECO/2120/2002, de 2 de agosto) y con los requisitos establecidos para la 

misma. 

2. El importe total de la garantía a constituir será del 20 % del préstamo 

concedido. 

3. Las garantías serán liberadas una vez tenga lugar la acreditación de que se 

ha realizado la actividad objeto de la ayuda conforme al artículo 32 de este real 

decreto-ley y se produzca el ingreso del reintegro que proceda en su caso. El 

régimen de cancelación de las garantías se ajustará a lo establecido en la 

normativa de la Caja General de Depósitos. 

4. Las garantías se incautarán en la cantidad que corresponda cuando se 

produzca el impago del reintegro que proceda por incumplimiento de cualquier 

condición impuesta al beneficiario en este real decreto ley, o en la propia 
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resolución de concesión hasta el momento en que se produzca la citada 

acreditación. También se producirá la incautación por el impago de cuotas del 

principal. 

Artículo 22. Órganos competentes para instruir y resolver el procedimiento de 

concesión y órgano responsable del seguimiento. 

1. Será competente para resolver la concesión de las ayudas reguladas en este 

real decreto-ley, la Ministra de Industria, Comercio y Turismo, sin perjuicio de 

las delegaciones vigentes sobre la materia. 

2. El órgano competente para ordenar e instruir los procedimientos de 

concesión es la Secretaría de Estado de Turismo. 

3. La Secretaría de Estado de Turismo será el órgano responsable del 

seguimiento de las actuaciones financiadas. 

Artículo 23. Tramitación electrónica. 

1. La tramitación electrónica será obligatoria en todas las fases del 

procedimiento. Las solicitudes, comunicaciones y demás documentación 

exigible relativa a los proyectos que concurran a este apoyo financiero, serán 

presentadas en el registro electrónico del Ministerio de Industria, Comercio y 

Turismo (https://sede.serviciosmin.gob.es/registroelectronico). 

2. El solicitante podrá acceder, con el certificado con el que presentó la 

solicitud, a la sede electrónica del Ministerio (https://sede.serviciosmin.gob.es), 

donde podrá consultar los documentos presentados y el estado de tramitación 

del expediente. La práctica de notificaciones electrónicas se ajustará a lo 

previsto en el artículo 43 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. En la sede del 

Ministerio de Industria, Comercio y Turismo los interesados, tras identificarse 

electrónicamente de forma segura, podrán consultar los actos del 

procedimiento que les sean notificados y efectuar la presentación de la 

documentación adicional que pudiera ser requerida por el órgano actuante. 

3. La publicación de las propuestas de resolución, así como la publicación de 

las resoluciones de desestimación, de concesión y sus posibles modificaciones 

y demás actos del procedimiento, tendrán lugar en la sede electrónica del 
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Ministerio (https://sede.serviciosmin.gob.es), y surtirá todos los efectos de la 

notificación practicada según lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre, en relación con los procedimientos de concurrencia 

competitiva. 

4. En aquellos casos en los que tuviera lugar un procedimiento de reintegro, las 

notificaciones relacionadas con dicho procedimiento se realizarán bajo la 

modalidad de notificación por comparecencia electrónica, según lo establecido 

en el artículo 43 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre. 

5. Los formularios, las declaraciones responsables y los demás documentos 

electrónicos a cumplimentar en las diferentes fases del procedimiento, estarán 

disponibles en la sede electrónica y deberán ser obligatoriamente utilizados 

cuando proceda. 

6. En aquellas fases del procedimiento en las que en aras de la simplificación 

administrativa se permita la presentación de declaraciones responsables en 

lugar de determinada documentación, dichas declaraciones deberán 

presentarse en formato electrónico firmado electrónicamente por el declarante. 

7. Los solicitantes no estarán obligados a presentar los documentos que ya 

obren en poder del órgano competente para la concesión, de conformidad con 

lo previsto por el artículo 28.3 y 53.1.d) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

debiéndose cumplimentar específicamente en el cuestionario de solicitud en 

qué momento y ante qué órgano administrativo presentó los citados 

documentos, para lo cual indicará el número del expediente que le fue 

comunicado en aquella ocasión, siempre y cuando no hayan transcurrido más 

de cinco años desde la finalización del procedimiento al que correspondan. En 

cumplimento de la Ley Orgánica 3/2018 de 5 de diciembre de Protección de 

datos personales y garantía de los derechos digitales y del Reglamento (UE) 

2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 

relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento 

de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se 

deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos), se 
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solicitará el consentimiento expreso para el tratamiento por parte del Ministerio, 

de los datos incluidos en el cuestionario por el solicitante. En los supuestos de 

imposibilidad material de obtener el documento o cuando el interesado 

manifestará la negativa para la consulta de sus datos de carácter personal, el 

órgano competente requerirá al solicitante su presentación, o, en su defecto, la 

acreditación por otros medios de los requisitos a que se refiere el documento. 

Artículo 24. Representación. 

1. Las personas físicas que realicen la firma o la presentación electrónica de 

documentos en representación de las entidades solicitantes o beneficiarias de 

apoyo financiero, deberán ostentar la representación necesaria para cada 

actuación, en los términos establecidos en el artículo 5 de la referida Ley 

39/2015, de 1 de octubre. 

2. El firmante de la solicitud de apoyo financiero deberá acreditar que en el 

momento de la presentación de la solicitud ostenta poder bastante en derecho 

para actuar en nombre y representación de la persona jurídica solicitante. El 

incumplimiento de esta obligación, de no subsanarse, dará lugar a que se le 

tenga por desistido de la solicitud, de acuerdo con lo establecido en el artículo 

68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

De la obligación de acreditar representación suficiente estarán exentas las 

entidades inscritas en el Registro de Entidades solicitante de ayudas, habilitado 

en el Portal de Ayudas del Ministerio de Industria, Comercio y Turismo 

(https://www.mincotur.gob.es/PortalAyudas), siempre que el firmante de la 

solicitud esté acreditado en dicho registro como representante de la entidad. 

Artículo 25. Plazo de presentación de solicitudes.1. El plazo de presentación 

de las solicitudes será de un mes y comenzará el día siguiente al de la 

publicación de la convocatoria en el «Boletín Oficial del Estado». 

2. Las solicitudes presentadas fuera del plazo establecido darán lugar a su 

inadmisión. 

Artículo 26. Formalización y presentación de solicitudes. 

1. Las solicitudes para la obtención de ayuda se dirigirán a la Secretaría de 
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Estado de Turismo, órgano competente para instruir el procedimiento, y estarán 

disponibles para su cumplimentación y presentación en el Portal de Ayudas del 

Ministerio de Industria, Comercio y Turismo 

(https://www.mincotur.gob.es/PortalAyudas), donde se dispondrán los medios 

electrónicos de ayuda necesarios. 

2. Cuando los solicitantes sean personas jurídicas, cada solicitud de 

financiación deberá acompañarse de la siguiente documentación: 

a) Formulario de solicitud de financiación y cuestionario electrónico: Fichero 

firmado electrónicamente cumplimentado necesariamente con los medios 

electrónicos disponibles en el Portal de ayudas del Ministerio de Industria, 

Comercio y Turismo (https://www.mincotur.gob.es/PortalAyudas), que incluirá 

una declaración de otras ayudas concurrentes con la inversión presentada. 

b) Memoria descriptiva del proyecto, según la estructura y contenido 

establecido la convocatoria y firmada electrónicamente. En el caso de disponer 

de las licencias, autorizaciones y permisos necesarios para el proyecto, 

deberán aportarse como documento anexo a la memoria. 

c) Acreditación válida del poder del firmante de la solicitud por cualquier medio 

válido en derecho que deje constancia fidedigna de su existencia. 

d) Liquidación del Impuesto de Sociedades correspondiente al ejercicio 2018 y 

del 2019 si la solicitud se presenta finalizado el plazo para la liquidación de 

dicho impuesto; y cuentas del ejercicio 2019, auditadas si está obligado a ello. 

e) Documento público acreditativo de los fondos propios, debidamente inscrito 

en el registro correspondiente. En caso elementos de capital social o 

aportaciones de socios no dinerarias, tasación por experto independiente 

debidamente colegiado. 

f) Declaraciones trimestrales de IVA correspondientes al ejercicio 2019. 

g) Las siguientes declaraciones responsables de: 

– No tener deudas por reintegro de ayudas o préstamos con la Administración, 

ni estar sujeta a una orden de recuperación pendiente tras una Decisión previa 

de la Comisión Europea que haya declarado una ayuda ilegal e incompatible 
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con el mercado común. 

– Estar al corriente de pago de las obligaciones de reembolso de cualesquiera 

otros préstamos o anticipos concedidos anteriormente con cargo a los 

Presupuestos Generales del Estado. 

– No estar incurso en ninguna de las prohibiciones a las que se refiere el 

artículo 13.2 de la Ley General de Subvenciones, en cumplimiento de lo 

establecido en los artículos 26 y 27 del Reglamento de subvenciones, 

aprobado por Real Decreto 887/2006 de 21 de julio. 

– Que cumplirá toda la normativa nacional y de la Unión Europea que resulte 

de aplicación, en particular en materia de competencia, contratación y 

adjudicación de obras y suministros y medio ambiente, y que se compromete a 

presentar en el momento de disponer de ellas, todas las licencias, 

autorizaciones y permisos necesarios para el proyecto. 

– Que entre los gastos para los que se solicita la ayuda no existen operaciones 

con personas o entidades vinculadas al solicitante, o en caso contrario, 

declaración de la citada vinculación y de que la operación cumple los requisitos 

exigidos en el artículo 15.4.a) de este real decreto ley. 

– Que el solicitante pertenece o no a un grupo empresarial y en su caso, que 

ninguna de las entidades pertenecientes al grupo empresarial es deudora por 

reintegro de subvenciones. 

3. Cuando los solicitantes sean trabajadores autónomos, deberán acompañar 

su solicitud de financiación de la documentación señalada en las letras a), b), 

c), g) y h) del apartado anterior. 

4. Los interesados presentarán la solicitud de financiación y el resto de la 

documentación en el registro electrónico del Ministerio de Industria, Comercio y 

Turismo, con firma electrónica de la persona que tenga poder de 

representación suficiente, en su caso. Mediante la firma electrónica de la 

solicitud, se garantizará la fidelidad con el original de las copias digitalizadas de 

los documentos aportados junto a dicha solicitud. 
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En el caso de representación mancomunada, deberá aportarse asimismo una 

copia digitalizada de la solicitud firmada electrónicamente por cada uno de los 

representantes mancomunados. 

5. De conformidad con Ley Orgánica 3/2018 de 5 de diciembre y el Reglamento 

General de Protección de Datos [Reglamento (UE) 2016/649 del Parlamento y 

del Consejo, de 27 de abril de 2016], el solicitante deberá indicar en la solicitud, 

su consentimiento expreso para que el órgano concedente obtenga de forma 

directa la acreditación del cumplimiento de obligaciones tributarias y frente a la 

Seguridad Social a través de certificados electrónicos. En caso de no 

concederlo, deberá aportar dicha certificación junto con la solicitud. 

6. Si la documentación aportada no reuniera los requisitos exigidos, se 

requerirá al interesado, para que, en el plazo de 10 días hábiles desde el 

siguiente al de recepción del requerimiento, subsane la falta o acompañe los 

documentos preceptivos, con advertencia de que, si no lo hiciese, se le tendrá 

por desistido de su solicitud previa resolución, de acuerdo con lo establecido en 

el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre y en el artículo 23.5 de la Ley 

38/2003, de 17 de noviembre. A esos efectos, se tendrá por subsanada la 

omisión documental cuando se presenten documentos cuya existencia, antes 

de expirar el plazo de presentación de las solicitudes, resulte acreditada, pero 

no así en el supuesto de aportación de documentos de fecha posterior a dicho 

vencimiento, aunque tiendan a adverar el cumplimiento de dicho requisito. 

7. El solicitante deberá declarar, en el cuestionario de solicitud, cualquier tipo 

de fondos públicos que haya obtenido o solicitado para financiar las actividades 

para las que solicita la ayuda. Además, deberá actualizar esta declaración si en 

cualquier momento ulterior de la instrucción se produce una modificación de lo 

inicialmente declarado. 

8. A efectos de la práctica de las notificaciones por medios electrónicos, será 

obligación de los solicitantes informar a los órganos actuantes de los cambios 

en la representación de la entidad en cuanto se produzcan. El cambio se hará 

efectivo para aquellas notificaciones que se emitan a partir del día siguiente a 
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la recepción de la comunicación del cambio de representante de la entidad. Se 

considerarán correctamente practicadas las notificaciones anteriores a esa 

fecha dirigidas al representante que figure en el expediente. 

Artículo 27. Criterios de evaluación de las solicitudes. 

1. La evaluación se realizará exclusivamente sobre la información aportada por 

el solicitante en la fase de admisión de solicitudes. Por tratarse de 

procedimientos de concesión en concurrencia competitiva y, como tales 

iniciados de oficio, no se admitirán las mejoras voluntarias de la solicitud. No 

obstante, el órgano instructor podrá requerir aclaraciones sobre aspectos de la 

solicitud que no supongan reformulación ni mejora de esta. 

2. La evaluación se realizará basándose en los criterios que se especifican en 

este artículo. La puntuación total de la evaluación estará distribuida en el rango 

entre 0 y 100 puntos. En los casos en los que se establezcan umbrales de 

puntuación, será necesario alcanzarlos para poder optar a financiación. En 

ningún caso se podrá conceder financiación a aquellos proyectos cuya 

puntuación, en los correspondientes criterios, no alcance los referidos 

umbrales, o en su caso, el criterio excluyente. 

3. En los casos de solicitudes con igualdad de puntuación, tendrá preferencia la 

solicitud que presente un menor porcentaje de contratos temporales en la 

plantilla de cada empresa. 

4. Serán de aplicación lo siguientes criterios de evaluación: 

a) Adecuación de los tipos de proyectos o beneficiarios a la afectación de la 

crisis del COVID-19 (de 0 a 10 puntos). 

b) Carácter innovador del proyecto (de 0 a 30 puntos). Producto, servicio o 

método de producción nuevo u organizativo nuevo o significativamente 

mejorado. En este criterio se tendrá en cuenta: 

1.º Explicación de la innovación planteada (0 a 10 puntos). 

2.º Exposición del problema a resolver (0 a 10 puntos). 

3.º Estado actual del mercado y mejoras, encaje con las tendencias del 

mercado, competencia y factores de diferenciación (0 a 10 puntos). 
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c) Plan de Negocio del proyecto (de 0 a 30 puntos). Para la evaluación de este 

criterio se deberá considerar: 

1.º Objetivos (0 a 5 puntos). 

2.º Esquema de financiación (0 a 5 puntos). 

3.º Antecedentes de la empresa, actividades, socios, trayectoria (0 a 5 puntos). 

4.º Información mercado objetivo (0 a 3 puntos). 

5.º Estudio de la demanda (0 a 2 puntos). 

6.º Estudio de la competencia (0 a 2 puntos). 

7.º Posibles clientes (0 a 3 puntos). 

8.º Posibles proveedores (0 a 3 puntos). 

9.º Descripción del producto o servicio (0 a 10 puntos). 

10.º Cronograma e hitos (0 a 2 puntos). 

d) Impacto socioeconómico previsto. Posibilidades de dinamización regional. 

Creación de empleo (de 0 a 20 puntos). Se valorará: 

1.º Capacidad para resolver problemas comunes (0 a 5 puntos). 

2.º Oportunidad estratégica sectorial y/o regional (0 a 5 puntos). 

3.º Impacto territorial dinamizador (0 a 5 puntos). 

4.º Creación de empleo de I+D (0 a 5 puntos). 

5.º Desarrollo del proyecto en diferentes CC.AA. (0 a 10 puntos). 

e) Viabilidad económica y financiera del proyecto. Cuenta de resultados (de 0 a 

10 puntos). Deberá tenerse en cuenta: 

1.º Relación entre facturación total y presupuesto total del proyecto. 

2.º Análisis del mercado potencial. 

3.º Cuenta de resultados justificada. 

En los supuestos en que la empresa no tenga saldos positivos tanto en el 

circulante como en el margen de explotación por asuntos típicos, los ordinales 

1.º y 3.º no se puntuarán. 

5. El informe de evaluación de las solicitudes será formulado por una comisión 

de evaluación. 

Artículo 28. La Comisión de Evaluación. 
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1. La Comisión de Evaluación funcionará como órgano colegiado y se regirá 

por lo dispuesto en el título preliminar, capítulo II, sección 3.ª, de la Ley 

40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y estará 

integrada por: 

a) Un vocal del Gabinete de la Secretaría de Estado de Turismo (Ministerio de 

Industria, Comercio y Turismo), que presidirá dicha comisión. 

b) Un vocal designado por la Subsecretaría del Ministerio de Industria, 

Comercio y Turismo. 

c) Un vocal de la Subdirección General de Desarrollo y Sostenibilidad Turística 

de la Secretaría de Estado de Turismo. 

d) Un vocal de la Subdirección General de Cooperación y Competitividad de la 

Secretaría de Estado de Turismo. 

e) Un vocal de la Sociedad Estatal para la Gestión de la Innovación y las 

Tecnologías Turísticas, S.A. (SEGITTUR) designado por la Secretaria de 

Estado de Turismo. 

f) Un vocal de la Subdirección General de Inteligencia Artificial y Tecnologías 

Habilitadoras Digitales del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 

Digital. 

g) Un vocal representante del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 

Demográfico. 

Un funcionario de la Subdirección General de Desarrollo y Sostenibilidad 

Turística de la Secretaría de Estado de Turismo, actuará como secretario, con 

voz y voto. 

2. La propuesta de resolución definitiva será elevada a la Secretaría de Estado 

de Turismo por el órgano instructor. 

3. Para la gestión de las subvenciones se podrá contar con entidades 

colaboradoras que podrán evaluar las solicitudes, controlar y recibir de los 

beneficiarios la justificación de los gastos y efectuar los pagos. Las entidades 

colaboradoras podrán desempeñar las funciones previstas en el artículo 15 de 

la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. Podrán actuar 
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como entidades colaboradoras únicamente las entidades públicas 

empresariales y las sociedades mercantiles estatales, que serán seleccionadas 

en los términos previstos por el artículo 16.5 de la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre, General de Subvenciones. 

Artículo 29. Instrucción del procedimiento y resolución 

1. El órgano competente para la instrucción realizará, de oficio, cuantas 

actuaciones estime necesarias para la determinación, conocimiento y 

comprobación de los datos en virtud de los cuales debe formularse la 

propuesta de resolución, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de la 

Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

2. Una vez efectuada la evaluación, el órgano instructor a la vista del 

expediente y del informe del órgano colegiado, formulará la propuesta de 

resolución provisional, debidamente motivada, según lo establecido en el 

artículo 24.4 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

Esta propuesta se notificará a los interesados para que, en el plazo de diez 

días hábiles, formulen las alegaciones que estimen convenientes. 

Junto con la notificación de propuesta de resolución provisional, se concederá 

un plazo de diez días hábiles, para que los solicitantes propuestos como 

beneficiarios actualicen, en su caso, la información aportada en el momento de 

la solicitud de las siguientes condiciones de obligado cumplimiento para poder 

ser beneficiario: 

a) Los certificados que acrediten el cumplimiento de obligaciones tributarias y 

frente a la Seguridad Social, en el caso de que el interesado no hubiera 

concedido expresamente su consentimiento para que el órgano obtenga de 

forma directa la acreditación de tal cumplimiento. 

b) No tener deudas por reintegro de ayudas o préstamos con la Administración, 

ni estar sujeta a una orden de recuperación pendiente tras una Decisión previa 

de la Comisión Europea que haya declarado una ayuda ilegal e incompatible 

con el mercado común. 

c) Estar al corriente de pago de las obligaciones de reembolso de cualesquiera 
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otros préstamos o anticipos concedidos anteriormente con cargo a los 

Presupuestos Generales del Estado. 

d) No estar incurso en ninguna de las prohibiciones a las que se refiere el 

artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, en cumplimiento de lo 

establecido en los artículos 26 y 27 del Reglamento de la Ley General de 

Subvenciones. 

Los párrafos b), c) y d) anteriores, podrán acreditarse por medio de declaración 

responsable del solicitante. 

3. Una vez examinadas las alegaciones aducidas, en su caso, por los 

interesados, el órgano instructor formulará la propuesta de resolución definitiva 

que será notificada a los interesados que hayan sido propuestos como 

beneficiarios para que, en el plazo de 10 días hábiles, comuniquen su 

aceptación o renuncia a la financiación propuesta, y presenten la situación 

actualizada de las inversiones y gastos realizados hasta la fecha siguiendo las 

instrucciones y formulario indicado en la Guía de Procedimiento que se 

encontrará disponible en el Portal de Ayudas del Ministerio de Industria, 

Comercio y Turismo (https://www.mincotur.gob.es/PortalAyudas). 

Transcurrido dicho plazo sin que se haya comunicado la aceptación expresa o 

se presente la justificación de inversiones y gastos realizados, se entenderá 

que el solicitante renuncia a la ayuda. 

4. En cualquier momento del procedimiento, el solicitante deberá comunicar al 

órgano instructor, en su caso y tan pronto como tengan conocimiento de ello, la 

obtención de otra financiación pública para la ejecución de las actividades para 

las que se solicita ayuda. 

5. Una vez elevada la propuesta de resolución definitiva al órgano competente 

para resolver, este dictará en el plazo de quince días hábiles la correspondiente 

resolución, que será motivada y pondrá fin a la vía administrativa, según lo 

establecido en el artículo 63 del Reglamento de subvenciones, aprobado por 

Real Decreto 887/2006 de 21 de julio. 

La resolución de concesión, además de contener los solicitantes a los que se 
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concede la ayuda y la desestimación expresa de las restantes solicitudes, 

podrá incluir una relación ordenada de todas las solicitudes que, cumpliendo 

con las condiciones administrativas y técnicas establecidas en las bases 

reguladoras para adquirir la condición de beneficiario, no hayan sido estimadas 

por rebasarse la cuantía máxima del crédito fijado en la convocatoria, con 

indicación de la puntuación otorgada a cada una de ellas en función de los 

criterios de valoración previstos en la misma 

6. Las propuestas de resolución provisional y definitiva y la resolución del 

procedimiento de concesión de ayuda se publicarán en el Portal de Ayudas del 

Ministerio de Industria, Comercio y Turismo. Adicionalmente, cada beneficiario 

recibirá aviso de tales publicaciones mediante correo electrónico, según los 

datos consignados en el formulario de solicitud. 

7. El plazo máximo para la resolución del procedimiento y su notificación es de 

seis meses contados desde la publicación de la convocatoria en el «Boletín 

Oficial del Estado». Si transcurrido dicho plazo el órgano competente para 

resolver no hubiese notificado dicha resolución, los interesados estarán 

legitimados para entender desestimada la solicitud. 

8. La ayuda concedida se publicará en la Base de Datos Nacional de 

Subvenciones, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 30 del Reglamento 

de subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio. 

9. Las propuestas de resolución provisional y definitiva no crean derecho 

alguno a favor del beneficiario propuesto frente a la Administración mientras no 

se le haya notificado la resolución de concesión. 

10. La resolución del procedimiento de concesión de financiación pone fin a la 

vía administrativa y podrá ser recurrida en los plazos y formas señalados en el 

artículo 35 de este real decreto-ley. 

Artículo 30. Pago. 

1. El pago de la financiación quedará condicionado a que exista constancia por 

parte del órgano gestor de que el beneficiario cumple los requisitos 

establecidos en este real decreto-ley, así como los señalados en el artículo 34 
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de la Ley General de Subvenciones, entre ellos: estar al corriente en el 

cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social, 

realizar sus correspondientes obligaciones de presentación de cuentas ante el 

Registro Mercantil y la liquidación del Impuesto de Sociedades, no ser deudor 

por resolución de procedencia de reintegro y estar al corriente de reembolso de 

cualesquiera otros préstamos o anticipos concedidos anteriormente con cargo 

a los Presupuestos Generales del Estado, así como no estar sujeto a una 

orden de recuperación pendiente tras una Decisión previa de la Comisión 

Europea que haya declarado una ayuda ilegal e incompatible con el mercado 

común. 

2. En el caso de que no conste la situación del beneficiario respecto a las 

obligaciones reseñadas en el apartado anterior, se le requerirá para que, en el 

plazo máximo de 10 días hábiles, desde el día siguiente a la notificación del 

requerimiento, aporte los oportunos documentos certificados o declaraciones 

responsables, según proceda. La no aportación o aportación fuera de plazo de 

los mismos, conllevará la pérdida del derecho al cobro de la ayuda, conforme a 

lo dispuesto en el título I, capítulo V de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, así 

como el artículo 89 de su Reglamento. 

3. La ayuda regulada en este real decreto-ley se realizará en un solo pago, y 

dicho pago se realizará anticipadamente a la justificación. 

Artículo 31. Modificación de la resolución de concesión. 

1. Los gastos financiados deberán ejecutarse en el tiempo y forma que se 

recojan en la resolución de concesión. No obstante, cuando surjan 

circunstancias concretas, debidamente justificadas, que alteren las condiciones 

técnicas o económicas recogidas en la resolución de concesión de la ayuda, el 

beneficiario podrá solicitar la modificación de la citada resolución de concesión, 

siempre que dicha modificación no afecte a los objetivos perseguidos con la 

ayuda concedida, a sus aspectos fundamentales, ni dañe derechos de terceros. 

2. Se podrá alegar como circunstancias que han alterado las condiciones 

técnicas o económicas las siguientes: 
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a) Que las modificaciones obedezcan a causas sobrevenidas que no pudieron 

preverse en el momento de la solicitud, y que no fuesen previsibles con 

anterioridad, aplicando toda la diligencia requerida de acuerdo con una buena 

práctica profesional en la elaboración del proyecto o en la redacción de las 

especificaciones técnicas. 

b) Necesidad de ajustar la actividad a especificaciones técnicas, de salud, 

medioambientales, urbanísticas, de seguridad o de accesibilidad identificadas o 

aprobadas con posterioridad a la adjudicación de la ayuda. 

c) Fuerza mayor que hiciese imposible la ejecución de la actuación o proyecto 

en los términos inicialmente definidos. 

3. Cualquier modificación requerirá la previa solicitud del interesado. El plazo 

para la presentación de solicitudes concluirá quince días hábiles antes de que 

finalice el plazo de ejecución de la inversión inicialmente previsto y deberá ser 

aceptado de forma expresa por el órgano que dictó la resolución de concesión, 

notificándose al interesado. 

4. No se podrán modificar las resoluciones de concesión cuando se hayan 

producido las siguientes alteraciones de las condiciones técnicas o 

económicas: 

a) Prórrogas del plazo de ejecución de los proyectos. 

b) La aprobación de condiciones que no hubieran superado la evaluación 

inicial, o que hubieran afectado a la determinación del beneficiario. No 

obstante, serán alegables las alteraciones relacionadas con la fusión, absorción 

y escisión de sociedades, siempre y cuando se garantice un nivel de protección 

de la ejecución del proyecto. 

c) Reducciones del presupuesto financiable de la actuación en un porcentaje 

igual o superior al establecido en el artículo 34 para entender el incumplimiento 

total de los fines para los que se concedió la ayuda. 

d) Dar autorización de nuevas condiciones a expedientes cuyos préstamos no 

estén al corriente de los pagos con este órgano gestor, ni cumplan sus 

obligaciones de presentación de cuentas en el Registro Mercantil o de 
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liquidación del Impuesto de Sociedades. 

5. La sustitución de elementos del presupuesto financiable por otros con 

funcionalidad equivalente dentro de las siguientes categorías no requerirá la 

solicitud de modificación de la resolución de concesión, siempre que se 

cumplan las condiciones que se especifican: 

1.º En el caso de colaboraciones externas, podrá sustituirse el colaborador 

inicialmente previsto por otro, siempre y cuando las actividades en las que 

colabore sean las originales, y el nuevo colaborador tenga capacidad de 

acometerlas. 

2.º En todos los casos, el importe financiable de la categoría de gasto 

considerado debe permanecer igual que en la resolución de concesión. 

Además, deberán justificarse las sustituciones efectuadas en la documentación 

justificativa que se exige en el artículo siguiente. 

6. Si se hubiera realizado el pago de la ayuda con anterioridad a la 

modificación de concesión, y como resultado de la misma se tuviera un exceso 

de ayuda permitida, según los límites establecido en el artículo 10, se 

procederá de manera inmediata a iniciar el procedimiento de reintegro del pago 

anticipado más los intereses de demora desde el momento del pago hasta la 

fecha en que se acuerde el reintegro, por importe del citado exceso. 

Artículo 32. Justificación, seguimiento y control de la realización de las 

actuaciones. 

1. El beneficiario deberá presentar la documentación justificativa de las 

actividades financiadas en el marco de estas bases en los tres meses 

siguientes a la finalización de la actuación, según la resolución de concesión y 

las sucesivas de modificación que pudieran existir. 

Transcurrido el plazo establecido sin haberse presentado la documentación 

justificativa ante el órgano competente, este requerirá al beneficiario para que 

en el plazo improrrogable de quince días hábiles sea presentada, con 

apercibimiento de que la falta de presentación dará lugar a la exigencia del 

reintegro y demás responsabilidades establecidas en la Ley 38/2003, de 17 de 
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noviembre. 

2. La justificación de la realización de las actuaciones financiadas se realizará 

según lo establecido en el capítulo II del título II del Reglamento de 

subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006 de 21 de julio y de 

acuerdo con el capítulo IV del título I de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

3. La justificación documental de la realización de las actuaciones financiadas 

se realizará según la modalidad de cuenta justificativa con aportación de 

justificantes de gasto y justificantes de pago. 

4. Toda la documentación de justificación de la realización de las actividades 

del proyecto se deberá presentar por vía electrónica y con firma electrónica, de 

acuerdo con lo establecido en la Orden EHA/2261/2007, de 17 de julio, por la 

que se regula el empleo de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en 

la justificación de las subvenciones. 

La presentación electrónica de la documentación justificativa, se entenderá que 

comprende tanto a la presentación inicial, en el plazo indicado anteriormente, 

como a las posibles subsanaciones que sean solicitadas a los beneficiarios por 

el órgano gestor. 

La presentación electrónica no exime a los beneficiarios de conservar los 

originales de los justificantes de gasto y pago, informes de auditoría, etc., por si 

les fueran requeridos posteriormente por el órgano gestor y responsable del 

seguimiento o, al realizar las actividades de control legalmente previstas, por la 

Intervención General de la Administración del Estado o el Tribunal de Cuentas. 

5. Tras la correspondiente comprobación técnico-económica, el órgano 

responsable del seguimiento emitirá una certificación acreditativa del 

cumplimiento de los fines que justificaron la concesión de la financiación. Dicha 

certificación determinará, en su caso, el acuerdo de la procedencia de reintegro 

a los efectos establecidos en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre. 

6. El beneficiario estará sometido a las actuaciones de comprobación a 

efectuar por el órgano gestor y responsable del seguimiento de las actuaciones 
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financiadas, así como al control financiero de la Intervención General de la 

Administración del Estado y al control fiscalizador del Tribunal de Cuentas y a 

cualquier otra normativa aplicable. 

Artículo 33. Incumplimientos, reintegros y sanciones. 

1. El incumplimiento de los requisitos establecidos en estas bases y en las 

demás normas aplicables, así como de las condiciones que, en su caso, se 

hayan establecido en la correspondiente resolución de concesión, dará lugar a 

la pérdida del derecho al cobro de la ayuda o, en su caso, previo el oportuno 

procedimiento de reintegro, a la obligación de devolver la ayuda percibida más 

los intereses de demora correspondientes, en el momento de detectarse el 

incumplimiento, conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Ley 47/2003, de 

26 de noviembre, General Presupuestaria. 

2. Serán causa de reintegro total las siguientes: 

a) Obtención de la ayuda falseando las condiciones requeridas para ello u 

ocultando aquéllas que lo hubieran impedido. 

b) Incumplimiento total del objetivo, de la actividad, del proyecto que 

fundamentan la concesión de la ayuda. 

c) Incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación insuficiente, 

en los términos establecidos en el artículo 32 de este real decreto-ley. 

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de publicidad 

contenidas en este capítulo. 

e) La no satisfacción de dos cuotas consecutivas de amortización del principal 

o de los intereses debidos en dos periodos consecutivos. 

f) Las descapitalizaciones o disminuciones de aportaciones de socios de la 

empresa beneficiaria, durante los ejercicios correspondientes al año del pago 

del préstamo y los dos siguientes, que hagan que el préstamo concedido 

incumpla los límites establecidos en el artículo 20 de este real decreto-ley, 

exigiéndose el reintegro del exceso de préstamo concedido para cumplir con 

los citados límites de financiación. 

g) La resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones intermedias 
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de comprobación que pueda realizar el centro gestor desde el momento de la 

resolución de concesión de la financiación hasta que se produzca el cierre 

administrativo del expediente, a las actuaciones de comprobación definidas en 

este real decreto ley, así como del control financiero previsto en el título VI de 

la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, así como el 

incumplimiento de las obligaciones contables, registrales o de conservación de 

documentos cuando de ello se derive la imposibilidad de verificar el empleo 

dado a los fondos percibidos, el cumplimiento del objetivo, la realidad y 

regularidad de las actividades financiadas, o la concurrencia de ayudas, 

ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera 

Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea 

o de organismos internacionales. 

h) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a los 

beneficiarios, así como de los compromisos por estos asumidos, con motivo de 

la concesión de la ayuda, siempre que afecten o se refieran al modo en que se 

han de conseguir los objetivos, realizar la actividad, ejecutar el proyecto o 

adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de la ayuda. 

i) La adopción, en virtud de lo establecido en los artículos 87 a 89 del Tratado 

de la Unión Europea, de una decisión de la cual se derive una necesidad de 

reintegro. 

j) En los demás supuestos previstos en la normativa reguladora de la ayuda. 

3. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho 

público, resultando de aplicación lo previsto en la Ley General Presupuestaria. 

4. El acuerdo por el que se inicie el procedimiento de reintegro deberá indicar la 

causa que determina su inicio, las obligaciones incumplidas y el importe de la 

ayuda afectada. 

Recibida notificación del inicio del procedimiento de reintegro, el interesado 

podrá presentar las alegaciones y documentación que estime pertinentes, en 

un plazo de quince días hábiles. 

Corresponderá dictar la resolución del expediente al órgano concedente, 
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debiendo ser notificada al interesado en un plazo máximo de doce meses 

desde la fecha del acuerdo de iniciación. La resolución indicará quién es la 

persona obligada al reintegro, las obligaciones incumplidas, la causa del 

procedimiento entre las previstas en el apartado segundo de este artículo y el 

importe a reintegrar junto a los intereses de demora. 

5. De conformidad con el artículo 90 del Reglamento por el que se desarrolla la 

Ley General de Subvenciones, se entiende por devolución voluntaria aquella 

que es realizada por el beneficiario sin el previo requerimiento de la 

Administración. 

Para poder realizar el ingreso correspondiente, será de aplicación lo 

establecido en la Modificación de la orden del Ministerio de Economía y 

Hacienda de 1 de febrero de 1996, por la que se aprueba la Instrucción de 

operatoria contable a seguir en la ejecución del gasto del Estado, aprobada 

mediante la Orden HAP/336/2014, de 4 de marzo, por la que se modifican 

diversas instrucciones de Contabilidad en el ámbito de la Administración 

General del Estado. 

El interesado deberá informar de su intención de practicar una devolución 

voluntaria y su importe al servicio gestor concedente, y esperar la recepción del 

correspondiente documento de ingreso 069, para hacer efectivo el pago. 

Artículo 34. Criterios de graduación de los posibles incumplimientos. 

1. El incumplimiento total de los fines para los que se concedió la ayuda, de la 

realización de los gastos financiables, o de la obligación de justificación, dará 

lugar al reintegro del pago anticipado más los intereses de demora desde el 

momento del pago hasta la fecha en que se acuerde el reintegro. 

2. Cuando el cumplimiento por el beneficiario se aproxime de modo significativo 

al cumplimiento total y se acredite por este una actuación inequívocamente 

tendente a la satisfacción de sus compromisos y de las condiciones de 

otorgamiento de la ayuda, se tendrá en cuenta el siguiente criterio: 

El incumplimiento parcial de los fines para los que se concedió la ayuda, de la 

realización de la inversión financiable, o de la obligación de justificación, dará 
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lugar al reintegro del pago anticipado más los intereses de demora, en el 

porcentaje correspondiente a la inversión no efectuada o no justificada. 

3. A los efectos de lo dispuesto en los apartados anteriores se considerará 

incumplimiento total el equivalente a un porcentaje inferior al 60 por ciento de 

realización del gasto financiable, y cumplimiento aproximado de modo 

significativo al total el equivalente a un 60 por ciento o superior. 

A efectos de calcular el anterior porcentaje, se entiende como gasto no 

realizado el que no esté acreditado documentalmente, el que acredite 

conceptos no financiables, el que no respete el desglose de partidas de la 

resolución de concesión, y el gasto no facturado y/o pagado. 

4. En todo caso, el alcance del incumplimiento será total en los siguientes 

casos: 

a) El falseamiento, la inexactitud o la omisión en los datos suministrados por el 

beneficiario que hayan servido de base para la concesión. 

b) Incumplimiento de la finalidad para la que la ayuda fue concedida. 

c) La no inscripción en los registros oficiales exigidos por la legislación para el 

desarrollo de la actividad financiada. 

Artículo 35. Recursos. 

1. De acuerdo con lo dispuesto en los 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, contra las resoluciones del procedimiento regulado en el presente real 

decreto-ley, que pondrán fin a la vía administrativa, podrá interponerse 

potestativamente recurso de reposición ante el órgano que la dictó, en el plazo 

de un mes contado a partir del día siguiente al de su notificación. Sin perjuicio 

de lo anterior, contra dichas resoluciones cabe interponer recurso ante la Sala 

de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional, en el plazo de dos 

meses a contar desde el día siguiente a la fecha de notificación de las mismas. 

2. La interposición de recursos de reposición deberá realizarse ante el 

Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, a través del Registro Electrónico 

del mismo. 

Artículo 36. Publicidad. 
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1. Toda referencia en cualquier medio de difusión a las inversiones aprobadas 

deberán incluir que han sido financiadas por el Ministerio de Industria, 

Comercio y Turismo, tal como establece el artículo 18 de la Ley 38/2003, de 17 

de noviembre. 

2. El incumplimiento de esta obligación se considerará infracción leve de 

acuerdo con el artículo 56.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y se 

sancionará con una multa fija en los términos previstos en el artículo 59 de la 

misma ley. 

Artículo 37. No incremento del gasto público en el funcionamiento de la 

comisión de evaluación y normativa aplicable. 

1. El funcionamiento de la comisión de evaluación a la que se refiere el artículo 

28 será atendido con los medios personales, técnicos y presupuestarios 

asignados al órgano en el que se encuentra integrado. 

2. En todo lo no previsto en este real decreto-ley y en la correspondiente 

resolución de la convocatoria será de aplicación lo establecido en la Ley 

38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y en su Reglamento 

de desarrollo aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, así como 

en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas, en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 

Régimen Jurídico del Sector Público, en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 

General Presupuestaria y en el Reglamento de desarrollo parcial de la Ley 

11/2007, de 22 de junio, aprobado por Real Decreto 1671/2009, de 6 de 

noviembre y demás disposiciones que resulten de aplicación. 

3. De acuerdo con lo establecido en la disposición adicional sexta de la Ley 

38/2003, de 17 de noviembre, los préstamos que se otorguen al amparo de 

este real decreto ley se regirán por su normativa específica, y, en su defecto, 

por las prescripciones de la citada ley que resulten adecuadas a la naturaleza 

de estas operaciones. 

Artículo 38. Objeto y ámbito de aplicación. 

1. Constituye el objeto de los artículos 38 a 52 la regulación del procedimiento 
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para la concesión directa de ayudas, en forma de subvenciones, 

correspondientes al «Programa de Renovación del parque circulante español 

en 2020 (PLAN RENOVE 2020)», consistente en incentivar la adquisición en 

España de vehículos con las mejores tecnologías disponibles, que permita la 

sustitución de los vehículos más antiguos por modelos más limpios y más 

seguros, incorporando al mismo tiempo criterios ambientales y sociales. 

2. A tal fin, las subvenciones a que se refiere este real decreto-ley se 

concederán por la adquisición en España de vehículos a los que se refieren las 

categorías detalladas en el anexo II. 

3. Las ayudas se destinarán a la adquisición directa o a la adquisición por 

medio de operaciones de financiación por leasing financiero o arrendamiento 

por renting (también llamado leasing operativo) de un vehículo nuevo, que 

deberá adquirirse y estar matriculado en España a partir del 15 de junio de 

2020, inclusive. 

4. Las ayudas también se destinarán a la adquisición directa a partir de esa 

misma fecha de un vehículo seminuevo, que deberá ser previamente titularidad 

de un concesionario y matriculado en España a su nombre con fecha posterior 

al 1 de enero de 2020. 

5. La tipología de vehículos subvencionables, la distribución del presupuesto, el 

importe de las ayudas, la formalización de las solicitudes y la documentación a 

presentar se recogen en el anexo II. 

Artículo 39. Características, compatibilidad y concurrencia de las 

subvenciones. 

1. Las subvenciones se otorgarán a las solicitudes que cumplan con todos y 

cada uno de los requisitos establecidos, y por orden de presentación de las 

solicitudes, hasta agotarse el presupuesto disponible, o bien, si ocurriera antes, 

hasta que se alcance la fecha límite de vigencia del presente programa 

especificada en el artículo 42. 

2. Las subvenciones se otorgarán por una sola vez, sin que quepa duplicidad 

en caso de sucesivas transmisiones de un mismo vehículo. 
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3. Las subvenciones no serán compatibles con otras subvenciones, ayudas, 

ingresos o recursos vigentes para la misma finalidad, procedentes de la 

Administración General del Estado o sus Entes públicos o privados. Tampoco 

serán compatibles con aquellas subvenciones o ayudas gestionadas por las 

comunidades autónomas si los fondos o recursos provienen de la 

Administración General del Estado. 

4. En el caso de que el solicitante sea una empresa, estas subvenciones 

estarán sometidas a los requisitos y límites establecidos en el Reglamento (UE) 

n.º 1407/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo a la 

aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de funcionamiento de la Unión 

Europea a las ayudas «de minimis» (DO L 352, de 24 de diciembre de 2013), 

así como por cualquier otra disposición que pudiera resultar aplicable y ser 

aprobada durante la vigencia del PLAN RENOVE 2020, respetándose las 

reglas de acumulación que impiden que se sobrepasen los límites de ayuda 

establecidos en dicho Reglamento. 

A estos efectos, los solicitantes deberán declarar responsablemente las ayudas 

«de minimis» recibidas durante los dos ejercicios fiscales anteriores y durante 

el ejercicio fiscal en curso, conforme con lo dispuesto en el cuestionario de 

solicitud de ayuda correspondiente. 

Artículo 40. Beneficiarios. 

1. Podrán ser beneficiarios de las subvenciones previstas en el PLAN RENOVE 

2020: 

a) Los profesionales autónomos. 

b) Las personas físicas mayores de edad residentes en España no incluidas en 

el apartado a). 

c) Las empresas privadas, que tengan un establecimiento válidamente 

constituido en España en el momento de presentar la solicitud, y otros tipos de 

personas jurídicas tal que su número de identificación fiscal (NIF) comience por 

las letras A, B, C, D, E, F, G, J, N, R o W. 

2. No podrán ser beneficiarios de las subvenciones previstas en este programa 
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para la adquisición de vehículos, los concesionarios o puntos de venta cuyo 

epígrafe del Impuesto sobre Actividades Económicas sea 615.1 o 654.1. En 

caso de que el solicitante desarrolle varias actividades económicas distintas, 

entre las que se encuentre alguna de las citadas anteriormente, deberá 

declarar responsablemente en el cuestionario de solicitud que los vehículos 

para los que se solicita ayuda no serán empleados en ninguna de las 

actividades excluidas. 

3. El solicitante deberá encontrarse al corriente en el cumplimiento de sus 

obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social en el momento de la 

concesión de la subvención. 

Asimismo, no deberá tener pendiente obligación alguna por reintegro de 

ayudas con la Administración General del Estado y sus organismos y entidades 

públicas dependientes o vinculados. Igualmente, el beneficiario no deberá estar 

sujeto a una orden de recuperación pendiente tras una Decisión previa de la 

Comisión Europea que haya declarado una ayuda ilegal e incompatible con el 

mercado común. 

4. No podrán ser beneficiarias de las subvenciones previstas en este programa 

las empresas en crisis, según se define esta situación en el artículo 2, apartado 

18 del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, 

por el que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el 

mercado interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado. Dicho 

extremo se acreditará mediante declaración responsable en el cuestionario de 

la solicitud de subvención. 

5. En el caso de adquisiciones directas de vehículos o mediante operaciones 

de financiación por leasing financiero, se entiende por beneficiario, a los 

efectos de este real decreto-ley, el titular de la matriculación registrada en el 

Registro Oficial de Vehículos de la Dirección General de Tráfico. 

En el caso de adquisiciones mediante operaciones de financiación de 

arrendamiento por renting para vehículos, el pago se realizará a la empresa de 

renting si bien el destinatario final de la ayuda será el arrendatario. 
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Artículo 41. Régimen de concesión, financiación y cuantía de las 

subvenciones. 

1. Estas subvenciones se concederán de forma directa, conforme a los 

artículos 22 y 28 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y al capítulo III del 

título I del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, al existir razones 

de interés público, social y económico que no permiten promover la 

concurrencia competitiva. 

2. La financiación de las subvenciones se realizará con cargo al presupuesto, 

por importe total de 250.000.000 de euros, del Ministerio de Industria, Comercio 

y Turismo, Dirección General de Industria y de la PYME. 

El presupuesto total de las ayudas a conceder, así como el régimen de la 

cuantía de las ayudas, se distribuirá de la forma y seguirá las reglas previstas 

en el anexo II. 

3. Se considerará agotado el presupuesto disponible habilitado para la 

ejecución del presente programa, cuando se efectúe la última solicitud de 

ayuda que totalice el importe correspondiente al mismo. 

Con posterioridad a ese momento, los solicitantes de ayuda podrán seguir 

presentando solicitudes en la aplicación informática correspondiente, que 

entrarán a formar parte de una lista de espera, y que serán atendidas por 

riguroso orden de presentación de las mismas, supeditado a que se hayan 

producido anulaciones en solicitudes anteriores que liberen presupuesto. La 

posibilidad de continuar presentando solicitudes finalizará definitivamente con 

la vigencia del programa. En ningún caso, la solicitud presentada y que forme 

parte de la lista de espera señalada en este apartado, generará derecho alguno 

a la percepción de subvenciones. 

Artículo 42. Vigencia del programa y plazos para la presentación de 

solicitudes. 

1. El programa surtirá efectos desde el 15 de junio de 2020, y finalizará el 31 de 

diciembre de 2020, o, si ocurriera antes, cuando se agoten los importes 

disponibles establecidos en el artículo 2 del anexo II del presente real decreto-
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ley. 

2. El plazo de presentación de las solicitudes de ayuda comprenderá desde el 

día de activación del sistema telemático de gestión de ayudas del Programa 

hasta el 31 de diciembre de 2020, ambos inclusive, o hasta que se agoten los 

presupuestos establecidos en el artículo 2 del anexo II del presente real 

decreto-ley, en caso de producirse con anterioridad. 

3. La fecha y hora de activación del sistema telemático de gestión de ayudas 

será convenientemente notificada a través del portal del PLAN RENOVE 2020. 

Artículo 43. Órganos competentes para instruir y resolver el procedimiento de 

concesión y órgano responsable del seguimiento de las subvenciones. 

1. El órgano competente para ordenar e instruir los procedimientos de 

concesión será la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 

Empresa. 

2. El órgano competente para resolver el procedimiento de concesión de 

ayudas será el titular del Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, sin 

perjuicio de las delegaciones existentes sobre la materia. 

3. A efectos de lo previsto en el artículo 88.3 del Reglamento de la Ley General 

de Subvenciones, el órgano encargado del seguimiento de las ayudas será la 

Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa. 

Artículo 44. Gestión de las ayudas. 

1. Para la gestión de las subvenciones podrán intervenir una o varias entidades 

colaboradoras que deberán cumplir los requisitos y las obligaciones y 

desempeñar las funciones establecidas en los artículos 13 y 15 de la Ley 

38/2003, de 17 de noviembre, y será seleccionada con observancia a lo 

dispuesto en el artículo 16 de dicha Ley. En caso de seleccionar entidad 

colaboradora, podrán actuar como tal únicamente las entidades públicas 

empresariales y las sociedades mercantiles estatales. La entidad colaboradora 

entregará y distribuirá los fondos presupuestarios de los pagos a los 

beneficiarios. 

2. La gestión de las ayudas se realizará a través de un sistema electrónico de 
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gestión y con las garantías exigidas en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 

acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos y la restante 

normativa reguladora de la Administración electrónica. 

3. En caso de selección de entidad colaboradora, y de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 17.3.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, esta 

deberá acreditar su solvencia económica y financiera mediante acreditación de 

haber depositado sus cuentas anuales auditadas de los dos últimos ejercicios 

en el Registro Mercantil o en el que le sea de aplicación de acuerdo con su 

naturaleza jurídica. 

La solvencia técnica y eficacia en la gestión se acreditará por los siguientes 

medios: 

a) Relación de los principales trabajos realizados en los tres últimos años cuya 

naturaleza pueda servir para acreditar experiencia en la materia objeto de 

colaboración; especialmente relacionados con las administraciones y entidades 

públicas y con la gestión de ayudas públicas. 

b) Las titulaciones académicas y profesionales del personal responsable de la 

ejecución del objeto de colaboración, así como del responsable de los aspectos 

técnicos del sistema o modelo a implantar en su caso. 

c) Declaración de los medios técnicos de que se disponga para la eficaz 

realización del objeto de colaboración. 

Artículo 45. Formalización y presentación de solicitudes. 

1. La presentación de las solicitudes y de la documentación adicional 

justificativa se efectuará mediante firma electrónica avanzada en la aplicación 

informática que se desarrolle al efecto. Las solicitudes serán atendidas por 

riguroso orden de presentación, en el plazo indicado en el anexo II. 

En el caso de que el solicitante sea una persona física, los puntos de venta 

podrán facilitarle los medios electrónicos que le permitan tramitar la solicitud de 

ayuda. Para ello, deberá contar con certificado de firma electrónica avanzada. 

Asimismo, el interesado podrá nombrar un representante para la realización de 

la solicitud y gestión de la documentación, que deberá estar autorizado a tal 
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efecto 

2. Las solicitudes de ayuda se realizarán cumplimentando el formulario 

disponible en la aplicación informática según las reglas de procedimiento 

previsto en el anexo II. 

Artículo 46. Resolución y pago de las ayudas. 

1. Una vez registrada la solicitud completa y toda la documentación justificativa 

requerida en el sistema electrónico de gestión por el solicitante, se comprobará 

que se cumplen todos los requisitos para la concesión de la subvención. 

2. Una vez que se ha comprobado que se cumplen los requisitos para la 

concesión de la subvención, se validará la solicitud. 

3. El titular del Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, en los términos 

previstos en el artículo 43.2, dictará resolución respecto de las solicitudes 

presentadas. El plazo máximo para dictar y notificarla resolución al interesado 

será de seis meses desde la fecha de formalización de la solicitud completa y 

la aportación de toda la documentación justificativa. En caso de no dictarse y 

notificarse la resolución en el plazo establecido, la solicitud se entenderá 

desestimada por silencio administrativo. 

4. Con posterioridad al dictado de la resolución de concesión, se procederá al 

pago de la ayuda al beneficiario por una cuantía que deberá coincidir con el 

indicado en la solicitud. Los pagos se realizarán mediante transferencia a una 

cuenta bancaria indicada por el beneficiario en el cuestionario de solicitud. 

5. Las resoluciones de concesión de la ayuda serán comunicadas a cada uno 

de los beneficiarios. La comunicación electrónica sustituirá a la notificación de 

los actos del procedimiento y surtirá todos sus efectos. El beneficiario recibirá 

aviso, por cualquier medio que permita tener constancia de su recepción, de 

que la resolución de concesión ha sido publicada en la web del Ministerio de 

Industria, Comercio y Turismo (www.mincotur.gob.es). 

6. Contra la resolución, que pondrá fin a la vía administrativa, se podrá 

interponer recurso potestativo de reposición en el plazo de un mes ante el 

mismo órgano que la ha dictado, o bien recurrir directamente ante el orden 
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jurisdiccional contencioso-administrativo, en la forma y plazos previstos en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, y en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 

de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 

Artículo 47. Obligaciones esenciales de los solicitantes y beneficiarios. 

Serán obligaciones esenciales de los solicitantes y beneficiarios: 

a) Seguir la metodología y el procedimiento establecidos en el presente real 

decreto-ley, así como el cumplimiento de los requisitos exigidos, la realización 

de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determina la concesión de 

la ayuda, y la conservación de los justificantes y documentación 

correspondiente acreditativa de tales extremos, en los términos previstos por el 

anexo II. 

b) El beneficiario de la ayuda estará obligado a facilitar las comprobaciones 

encaminadas a garantizar la correcta realización de la actuación objeto de la 

misma. Asimismo, estará sometido a las actuaciones de comprobación, al 

control financiero de la Intervención General de la Administración del Estado, al 

control fiscalizador del Tribunal de Cuentas y, en su caso, a lo establecido en la 

normativa aplicable a la gestión de ayudas cofinanciadas con Fondos 

comunitarios de la Unión Europea. 

c) El beneficiario deberá cumplir con los requisitos exigidos en los apartados 2 

y 3 del artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre y lo establecido en el 

artículo 40 del presente real decreto ley. Igualmente, y en su caso, no deberá 

estar definida como empresa en crisis, según se define en el artículo 2, 

apartado 18 del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio 

de 2014. A estos efectos el solicitante suscribirá, junto con la respectiva 

solicitud de ayuda, las declaraciones responsables pertinentes, sin perjuicio de 

lo dispuesto en el artículo 5.1.a) del anexo II. 

d) El beneficiario de la ayuda deberá mantener la titularidad del vehículo y su 

matriculación en España al menos durante dos años desde el momento de la 

concesión de la subvención, excepto para operaciones de renting, para las que 

el contrato de arrendamiento deberá establecer una duración mínima de dos 
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años desde la fecha de su entrada en vigor y su formalización tendrá fecha 

igual o posterior al 15 de junio de 2020. 

Artículo 48. Seguimiento y control de las ayudas. 

1. El Ministerio de Industria, Comercio y Turismo realizará las pertinentes 

actuaciones de seguimiento y control de las ayudas concedidas al amparo de 

este real decreto-ley, sin perjuicio de las que correspondan realizar en virtud de 

lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

2. El Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, podrá comunicar, 

telemáticamente, al Registro de Vehículos, a través del procedimiento 

establecido por la Dirección General de Tráfico, el nombre de los titulares y los 

vehículos beneficiarios de las subvenciones, con la finalidad de realizar el 

control de las obligaciones recogidas en el artículo 47.d) de este real decreto-

ley. 

Artículo 49. Causas de anulación o de reintegro de las ayudas. 

1. Con independencia de las devoluciones a que hubiere lugar de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 36 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 

procederá el reintegro, total o parcial, y la exigencia del interés de demora 

desde la fecha del pago de la subvención hasta que se acuerde la procedencia 

del reintegro de la misma, en los supuestos regulados en el artículo 37 de la 

citada ley, así como en los demás previstos expresamente por el presente real 

decreto-ley. 

2. En el caso de incumplimientos parciales, se determinará la cantidad a 

reintegrar por el beneficiario con arreglo al principio de proporcionalidad y en 

función de los costes justificados y de las actuaciones acreditadas, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 37.2 de la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre, en relación con el artículo 17.3.n) de dicha ley. 

Artículo 50. Publicidad. 

En todas las referencias que realicen los beneficiarios, en cualquier medio de 

difusión, a las ayudas reguladas en este real decreto-ley, deberá figurar que 

han sido financiadas por el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, tal 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

como establece el artículo 18.4 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

Artículo 51. Confidencialidad y protección de datos de carácter personal. 

1. De conformidad con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 

Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales la 

información y datos de carácter personal que reciba en su caso el Ministerio de 

Industria, Comercio y Turismo por parte de cualquier solicitante, beneficiario o 

interesado, en general, también tendrá carácter confidencial, y serán recogidos 

por el mismo para ser incorporados, respectivamente, a los ficheros 

automatizados titularidad y responsabilidad del mismo, con la finalidad de 

verificar el cumplimiento, control y seguimiento de las obligaciones establecidas 

por el presente real decreto-ley. Los interesados podrán ejercer personalmente 

sus derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición mediante 

escrito. 

2. No obstante lo anterior, y con la formalización de su adhesión al presente 

programa, en la forma establecida por este real decreto-ley, los beneficiarios 

aceptan la publicación de aquellos datos de la ayuda concedida que permitan 

garantizar la publicidad, objetividad y concurrencia de estas ayudas. 

3. La información sobre las concesiones de subvenciones realizadas al amparo 

de este real decreto-ley se comunicará a la Base de Datos Nacional de 

Subvenciones en los términos en que se establece dicha obligación por el 

artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

Artículo 52. Régimen jurídico. 

Las subvenciones cuya concesión se regula en los artículos 38 a 52 de este 

real decreto-ley, se regirán, además de por lo que en él se dispone, en lo que 

corresponda, por lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, en su 

Reglamento, y en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en el Reglamento (UE) n.º 

651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, en el Reglamento (UE) n.º 

1407/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, y en las demás 

disposiciones que resulten de aplicación. 

Disposición adicional primera. Crédito extraordinario en el Ministerio de 
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Industria, Comercio y Turismo para atender el Plan Renove del Plan de Impulso 

de la cadena de valor de la Industria de la automoción. Se aprueba la 

concesión de un crédito extraordinario por importe total de 250 millones de 

euros en el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, distribuido por 

aplicaciones presupuestarias como se indica: 

20.09.422B.772. “A empresas privadas. Plan Renove, dentro del Plan de 

impulso de la cadena de valor de la Industria de la Automoción”. 38 millones de 

euros. 

20.09.422B.782. “A familias e instituciones sin fines de lucro. Plan Renove, 

dentro del Plan de impulso de la cadena de valor de la Industria de la 

Automoción”. 212 millones de euros. 

La financiación del crédito extraordinario se realizará de conformidad con el 

artículo 46 de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del 

Estado para 2018. 

Con la aprobación de este real decreto-ley se otorga la autorización a que se 

refieren el artículo 10.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 58.a) de la Ley 47/2003, de 26 

de noviembre, General Presupuestaria los remanentes de crédito que, a la 

finalización del presente ejercicio, se registren en las dos aplicaciones 

presupuestarias señaladas podrán ser incorporados a los créditos del ejercicio 

2021. 

Disposición adicional segunda. Bonificación del pago de aranceles notariales 

y del Registro de la Propiedad. 

1. Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la 

formalización e inscripción de la novación del préstamo hipotecario que incluya 

la moratoria señalada en el artículo 3 serán satisfechos en todo caso por el 

acreedor y se bonificarán en un 50 por ciento en los siguientes términos: 

a) Por el otorgamiento de la escritura se devengará el arancel correspondiente 

a las escrituras de novación hipotecaria, previsto en la letra f) del apartado 1 
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del número 1 del anexo I del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por 

el que se aprueba el arancel de los Notarios, reducidos al 50 por ciento, sin que 

se devengue cantidad alguna a partir del quinto folio de matriz y de copia, sea 

copia autorizada o copia simple. El arancel mínimo previsto será de 30 euros y 

el máximo de 75. 

b) Por la práctica de la inscripción se aplicará el arancel previsto para las 

novaciones modificativas en artículo 2.1.g) del anexo I del Real Decreto 

1427/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el Arancel de los 

Registradores. Al resultado se le aplicará una bonificación del 50 por ciento. El 

arancel mínimo previsto será de 24 euros y el máximo de 50 euros. 

2. Formalizada la escritura pública se remitirá por el notario autorizante al 

Registro de la Propiedad través de cualquiera de los medios de presentación 

que permite la Ley hipotecaria. 

Disposición adicional tercera. Ámbito de aplicación de la moratoria 

hipotecaria en el sector turístico. 

Las actividades económicas del sector turístico a las que se refiere el artículo 3 

serán las encuadradas en el código CNAE 5510 (Hoteles y alojamientos 

similares), 5520 (Alojamientos turísticos y otros alojamientos de corta estancia) 

y 7911 (Actividades de agencias de viajes). 

Disposición adicional cuarta. Medidas de apoyo a la prolongación del periodo 

de actividad de los trabajadores con contratos fijos discontinuos en los sectores 

de turismo y comercio y hostelería vinculados a la actividad turística. 

1. Las empresas, excluidas las pertenecientes al sector público, dedicadas a 

actividades encuadradas en los sectores del turismo, así como los del comercio 

y hostelería, siempre que se encuentren vinculadas a dicho sector del turismo, 

que generen actividad productiva en los meses de julio, agosto, septiembre y 

octubre de 2020, y que inicien o mantengan en alta durante dichos meses la 

ocupación de los trabajadores con contratos de carácter fijos discontinuo, 

podrán aplicar una bonificación en dichos meses del 50 por ciento de las 

cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, así 
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como por los conceptos de recaudación conjunta de Desempleo, FOGASA y 

Formación Profesional de dichos trabajadores. 

Las bonificaciones de cuotas se aplicarán por la Tesorería General de la 

Seguridad Social a instancia de la empresa, previa comunicación de la 

identificación de las personas trabajadoras, y previa presentación de 

declaración responsable, respecto de cada código de cuenta de cotización y 

mes de devengo, sobre su vinculación al sector del turismo. 

Para que las bonificaciones resulten de aplicación las declaraciones 

responsables se deberán presentar antes de solicitarse el cálculo de la 

liquidación de cuotas correspondiente al período de devengo de cuotas sobre 

el que tengan efectos dichas declaraciones. 

La presentación de las declaraciones responsables a las que se refiere este 

artículo se deberán realizar a través del Sistema de remisión electrónica de 

datos en el ámbito de la Seguridad Social (Sistema RED), regulado en la Orden 

ESS/484/2013, de 26 de marzo. 

2. La bonificación regulada en este artículo será de aplicación en todo el 

territorio nacional. 

3. Las bonificaciones previstas para las contrataciones establecidas en el 

Programa de Fomento del empleo regulado en esta Ley, se financiarán con 

cargo a la correspondiente partida presupuestaria del Servicio Público de 

Empleo Estatal. 

4. Las bonificaciones de cuotas de la Seguridad Social se aplicarán por la 

Tesorería General de la Seguridad Social en las correspondientes liquidaciones 

de cuotas sin perjuicio de su control y revisión posterior por la Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social. 

5. Estas bonificaciones serán compatibles con las exenciones de cuotas 

empresariales a la Seguridad Social. El importe resultante de aplicar las 

exenciones y estas bonificaciones no podrán, en ningún caso, superar el 100 

por 100 de la cuota empresarial que hubiera correspondido ingresar. 

Disposición adicional quinta. Explotación de resultados en proyectos 
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relacionados con la emergencia sanitaria COVID-19 que hayan obtenido 

financiación pública. 

Cuando el resultado de un proyecto que haya obtenido financiación pública con 

cargo a los presupuestos de las Administraciones Públicas españolas o de sus 

organismos o entidades de derecho público sea un medicamento o un producto 

sanitario, o productos intermedios para su ulterior transformación industrial en 

medicamentos o productos sanitarios, o los equipamientos, modelos, 

prototipos, sistemas o ingenierías de proceso necesarios para su desarrollo, 

que responda a necesidades derivadas de la emergencia sanitaria ocasionada 

por el coronavirus SARS-CoViD-2 y existan dificultades en la escalada y 

producción de los mismos, que puedan desembocar en situaciones de escasez 

de existencias para satisfacer la demanda interna será necesario concluir 

mecanismos de colaboración público-privada con objeto de superar estos 

obstáculos, de acuerdo con las siguientes reglas: 

a) El acuerdo de colaboración, efectuado bajo cualquier forma permitida en 

Derecho, deberá ser suscrito entre el agente financiador del Sistema Español 

de Ciencia, Tecnología e Innovación y la entidad beneficiaria de tales fondos. 

En el caso de que la forma del acuerdo haya de ser el contrato, por referirse su 

objeto a las prestaciones propias de los mismos definidas en la Ley 9/2017, de 

8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, la contratación deberá 

realizarse conforme a esta Ley. 

b) El acuerdo contemplará, exclusivamente cuando la Agencia Española de 

Medicamentos y Productos Sanitarios (AEMPS) haya determinado que el nivel 

de producción o de existencias de tales medicamentos o productos sanitarios 

no basta para satisfacer la demanda interna, la sujeción de la exportación de 

los mismos a la autorización previa de la AEMPS. Igualmente, la 

Administración Sanitaria del Estado podrá determinar su suministro 

centralizado de conformidad con lo preceptuado por el artículo cuarto de la Ley 

Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud 

Pública. 
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c) En todo caso, el Acuerdo que se suscriba habrá de ajustarse al principio de 

proporcionalidad, debiendo limitarse a garantizar el objetivo de la adecuada 

protección de la salud pública mediante un suministro suficiente de tales 

medicamentos o productos sanitarios, mientras dure el problema de suministro. 

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto Legislativo 1/1993, 

de 24 de septiembre, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley del 

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

Se añade un número 30 al artículo 45.I.B) del texto refundido de la Ley del 

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, con la 

siguiente redacción: 

«30. Las escrituras de formalización de las moratorias de préstamos y créditos 

hipotecarios y de arrendamientos sin garantía hipotecaria que se produzcan en 

aplicación de la moratoria hipotecaria para el sector turístico, regulada en los 

artículos 3 a 9 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de 2020.» 

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 

reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 

Se añade un nuevo apartado 7 a la Disposición adicional cuarta, con la 

siguiente redacción: 

«7. Las resoluciones del Consejo Gestor del Fondo de apoyo a la solvencia de 

empresas estratégicas directamente, en única instancia, ante la Sala de lo 

Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.» 

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de 

Presupuestos Generales del Estado para el año 2018. 

Se modifica el apartado uno de la Disposición adicional sexagésima de la Ley 

6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, 

que queda redactado como sigue: 

«Disposición adicional sexagésima. Dotación de los fondos de fomento a la 

inversión española con interés español en el exterior. 

Uno. La dotación del Fondo para Inversiones en el Exterior se establece en 
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100.000 miles de euros en el año 2020. El Comité Ejecutivo del Fondo para 

Inversiones en el Exterior podrá aprobar durante el año 2020 operaciones por 

un importe total máximo equivalente a 300.000 miles de euros.» 

Disposición final cuarta. Modificación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19. 

Uno. Se modifica el párrafo b) del artículo 31.1 del Real Decreto-ley 8/2020, de 

17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19, que queda redactado como sigue: 

«b) Beneficiarios: las empresas españolas consideradas como Pequeñas y 

Medianas Empresas conforme a la definición del anexo I del Reglamento UE 

651/2014 de la Comisión, así como otras empresas de mayor tamaño, en las 

que concurran las siguientes circunstancias: 

– Que se trate de empresas internacionalizadas o en proceso de 

internacionalización, al cumplir al menos uno de los siguientes requisitos: 

• Empresas en las que el negocio internacional, reflejado en su última 

información financiera disponible, represente al menos un tercio (33 %) de su 

cifra de negocios, o 

• Empresas que sean exportadoras regulares (aquellas empresas que hayan 

exportado regularmente durante los últimos cuatro años conforme a los criterios 

establecidos por la Secretaría de Estado de Comercio). 

 

– Que la empresa se enfrente a un problema de liquidez o de falta de acceso a 

la financiación resultado del impacto de la crisis del COVID-19 en su actividad 

económica.» 

Dos. Se añade un párrafo e) al artículo 31.1 con la siguiente redacción: 

«e) Podrá destinarse hasta un máximo del 35% del importe de la línea a 

entidades cotizadas.» 

Tres. Se añade un párrafo al artículo 40.8, con la siguiente redacción: 

«8. Aunque concurra causa legal o estatutaria, en las sociedades de capital los 
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socios no podrán ejercitar el derecho de separación hasta que finalice el estado 

de alarma y las prórrogas del mismo que, en su caso, se acuerden. 

No obstante, el derecho de separación previsto en los apartados 1 y 4 del 

artículo 348 bis del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, se suspende hasta 

el 31 de diciembre de 2020.» 

Disposición final quinta. Modificación del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de 

mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital. 

Uno. Se añade un nuevo apartado 4 en el artículo 20, en los siguientes 

términos: 

«4. Las resoluciones de las prestaciones de ingreso mínimo vital se 

comunicaran por el Instituto Nacional de la Seguridad Social, sin necesidad del 

consentimiento previo del titular de los datos personales, a las comunidades 

autónomas y entidades locales a través de la adhesión a los procedimientos 

informáticos con los requisitos establecidos por el Instituto Nacional de la 

Seguridad Social, con la finalidad de facilitar la información estrictamente 

necesaria para el reconocimiento y control de las prestaciones competencia de 

dichas administraciones. La información facilitada no podrá ser utilizada con 

ninguna otra finalidad si no es con el consentimiento del interesado. Todo ello 

en aplicación de los artículos 5.1.b) y c) y 6 del Reglamento (UE) n.º 2016/679 

y del artículo 8 de la Ley Orgánica 3/2018 de 5 de diciembre, de Protección de 

Datos Personales y garantía de los derechos digitales. 

En las condiciones establecidas en el párrafo anterior, se comunicaran las 

resoluciones de las prestaciones del ingreso mínimo vital a los órganos 

competentes de la Administración General del Estado, de las comunidades 

autónomas y, en su caso, a las corporaciones locales, para la realización de 

aquellas actividades que, en el marco de la colaboración y cooperación, deban 

realizar dichas administraciones, en materia de gestión y control del ingreso 

mínimo vital que corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad Social. 

Asimismo, en las condiciones establecidas en el primer párrafo, el Instituto 
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Nacional de la Seguridad Social podrá comunicar de forma telemática, sin el 

consentimiento previo del titular de los datos personales, la información que 

resulte necesaria sobre el ingreso mínimo vital a las instituciones y organismos 

públicos que lo soliciten para que puedan realizar, dentro del ámbito de sus 

competencias, actuaciones derivadas de la aplicación del ingreso mínimo 

vital.» 

Dos. Se añade un cuarto párrafo al apartado 3 de la disposición transitoria 

primera, en los siguientes términos: 

«En los supuestos en que la unidad de convivencia descrita en la letra b) del 

apartado 2 tuviera su domicilio en la Comunidad Foral de Navarra o la del País 

Vasco, la referencia a la Agencia Estatal de Administración Tributaria realizada 

en el párrafo anterior se entenderá referida a las Haciendas Tributarias Forales 

de Navarra y de los territorios históricos del País Vasco, respectivamente.» 

Disposición final sexta. Título competencial. 

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª, 

6.ª, 7.ª, 8.ª, 10.ª, 11.ª, 13.ª, 14.ª, 15.ª, 17.ª, 18.ª, 21.ª, 23.ª y 25.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre 

la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos 

los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los 

deberes constitucionales; legislación mercantil, penal y penitenciaria; 

legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias especialidades que en este 

orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las 

comunidades autónomas; legislación laboral; legislación civil; del régimen 

aduanero y arancelario y comercio exterior; bases de la ordenación de crédito, 

banca y seguros; sobre las bases y coordinación de la planificación general de 

la actividad económica; Hacienda general y Deuda del Estado; fomento y 

coordinación general de la investigación científica y técnica; legislación básica y 

régimen económico de la Seguridad Social; bases del régimen jurídico de las 

Administraciones Públicas; legislación básica sobre contratos y concesiones 

administrativas; telecomunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor, 
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legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las 

facultades de las comunidades autónomas de establecer normas adicionales 

de protección y bases del régimen minero y energético. 

Disposición final séptima. Desarrollo reglamentario y ejecución. 

Se habilita al Gobierno y a las personas titulares de los departamentos 

ministeriales, en el ámbito de sus competencias, a dictar cuantas disposiciones 

sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este real 

decreto-ley. 

Disposición final octava. Habilitación normativa para el PLAN RENOVE. 

Se faculta a la Ministra de Industria, Comercio y Turismo para modificar el 

contenido del anexo II: PLAN RENOVE 2020, así como dictar las normas de 

desarrollo que resulten necesarias para la correcta aplicación de las 

disposiciones contenidas en los artículos 38 a 52 relativas al Programa de 

Renovación del parque circulante español en 2020 (PLAN RENOVE 2020). 

Disposición final novena. Entrada en vigor. 

El presente real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su 

publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dado en Madrid, el 3 de julio de 2020. 

 

FELIPE R. 

El Presidente del Gobierno, 

PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN 

 

 

REAL DECRETO LEY 30/2020 RESUMEN 

 

La persistencia de los efectos negativos sobre las empresas y el empleo de la 

situación de emergencia sanitaria causada por la COVID - 19 exige mantener 

las medidas excepcionales previstas en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
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económico y social del COVID-19, en sus artículos 22 y 23, relativos a las 

suspensiones y reducciones de jornada por causa de fuerza mayor y causas 

económicas, técnicas, organizativas y de producción vinculadas con la COVID-

19, así como las medidas extraordinarias vinculadas a las mismas en materia 

de protección por desempleo 

 

En el Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales en 

defensa del empleo se contemplan las siguientes medidas: 

 

Se prorrogan hasta el 31 de enero de 2021 los expedientes de regulación 

temporal de empleo (ERTE) por causa de fuerza mayor tramitados conforme al  

artículo 22 del Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, que estén vigentes a 30 de 

septiembre de 2020 

 

Se prevé la posibilidad de que las empresas que vean impedido el desarrollo 

de su actividad en alguno de sus centros de trabajo, como consecuencia de 

nuevas restricciones o medidas de contención sanitaria adoptadas a partir del 1 

de octubre de 2020, por autoridades españolas o extranjeras, y las empresas 

que vean limitado el desarrollo normalizado de su actividad como consecuencia 

de decisiones o medidas adoptadas por las autoridades españolas a partir del 1 

de octubre de 2020 tramiten un expediente de regulación temporal de empleo 

por causa de fuerza mayor, cuya duración se limitará a las citadas nuevas 

medidas. 

 

Los expedientes de regulación temporal de empleo por causa de fuerza mayor 

derivados de la adopción de nuevas restricciones o medidas de contención a 

partir del 1 de julio de 2020 que impiden el desarrollo de la actividad 

empresarial se mantendrán vigentes de acuerdo a lo recogido en las 

correspondientes resoluciones estimatorias. 
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Se establece la posibilidad de que a partir del 30 de septiembre de 2020 y 

hasta el 31 de enero de 2021, se inicien ERTE por causas económicas, 

técnicas, organizativas o de producción vinculadas al COVID-19 según lo 

establecido en el artículo 23 del Real Decreto ley 8/2020. Podrán iniciarse 

mientras esté vigente un expediente de regulación temporal de empleo 

tramitado en base al artículo 22 del mismo Real Decreto ley 8/2020. Si se inicia 

tras la finalización de este, su fecha de efectos se retrotraerá a la fecha en que 

haya finalizado dicho expediente. 

 

Los expedientes vigentes a 30 de septiembre de 2020 continuarán siendo 

aplicables en los términos previstos en la comunicación final de la empresa 

hasta el término referido en la misma, pero los que finalicen durante la vigencia  

de este Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre podrán prorrogarse, 

siempre que en el periodo de consultas se alcance un acuerdo para ello. 

 

Las personas afectadas por los ERTE  regulados en los artículos 22 y 23 del 

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y las que se hayan visto afectadas a 

partir del día 1 de julio,  o lo sean a partir del día 1 de octubre de 2020 por  

expedientes de regulación temporal de empleo por causa de fuerza mayor 

derivadas del COVID 19 como consecuencia de la adopción de nuevas 

restricciones o medidas de contención (rebrotes) podrán percibir o continuar 

percibiendo hasta el 31 de enero de 2021 la prestación por desempleo prevista 

en el apartado 1 a) del artículo 25 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 

aunque carezcan de cotizaciones suficientes para ello, siempre que el inicio de 

la relación laboral o societaria haya sido anterior al 18 de marzo de 2020. 

 

Las empresas con personas trabajadoras afectadas por expedientes de 

regulación temporal de empleo tramitados conforme a lo previsto en los 

artículos 22 o 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, que estén 

vigentes a 30 de septiembre de 2020, deberán formular una nueva solicitud 
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colectiva de prestaciones por desempleo antes del día 20 de octubre de 2020. 

 

Las empresas que en los procedimientos de regulación temporal de empleo  

por las causas previstas en el artículo 23 del Real Decreto- ley 8/2020, de 17 

de marzo, comuniquen a la autoridad laboral su decisión a partir del 30 de 

marzo de 2020, deberán formular solicitud colectiva de prestaciones por 

desempleo en el plazo de los quince días hábiles siguientes a la fecha  de la 

situación legal de desempleo. A estas personas trabajadoras también se les 

reconocerá la prestación prevista en el artículo 25.1 del Real Decreto-ley 

8/2020 como máximo hasta el 30 de enero de 2021 aunque carezcan de 

cotización suficiente para ello. 

 

A las personas trabajadoras afectadas por ERTE derivados del COVID 19, los 

días que perciban la prestación contributiva  a partir del día 1 de octubre de 

2020 y hasta el 31 de enero de 2021 se les restarán de la duración de las 

prestaciones que se les reconozcan posteriormente cuya fecha de inicio sea 

anterior al 1 de octubre de 2026. 

 

Sin embargo, no se realizará ese consumo a quienes accedan a una nueva 

prestación antes del 1 de enero de 2022 por haber finalizado un contrato de 

duración determinada o  por haber sido despedidos por causas económicas, 

técnicas, organizativas o de producción,  o por cualquier otro motivo si el 

despido es improcedente. 

 

La cuantía de la prestación será el 70% de la base reguladora, sin perjuicio de 

las cuantías máximas y mínimas de las prestaciones por desempleo, y con 

independencia de que se hayan percibido más de 180 días de prestación. 

 

A partir del 30 de septiembre de 2020 no se deducirá de la cuantía de las 

prestaciones reconocidas a las personas afectadas por ERTE la parte 
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proporcional a las horas trabajadas en otros empleos que mantengan en la 

fecha en que fueron afectados por el ERTE. 

 

Las personas trabajadoras afectadas por ERTE a quienes se haya deducido 

del importe de su prestación la parte proporcional al tiempo trabajado en otros 

empleos tienen derecho a una compensación económica en un solo pago, que 

podrán solicitar a través de la sede electrónica del SEPE hasta el 30 de junio 

de 2021, debiendo resolverse dichas solicitudes hasta el día 31 de julio de 

2021. 

 

 

Real Decreto-ley 30/2020 

 

 

I. DISPOSICIONES GENERALES JEFATURA DEL ESTADO 

 

Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales en 

defensa del empleo.  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I  

La persistencia de los efectos negativos sobre las empresas y el empleo de la 

situación de emergencia sanitaria causada por la Covid-19 exige mantener las 

medidas excepcionales previstas en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19, en sus artículos 22 y 23, relativos a las 

suspensiones y reducciones de jornada por causa de fuerza mayor y causas 

económicas, técnicas, organizativas y de producción vinculadas con la COVID-

19, así como las medidas extraordinarias vinculadas a las mismas en materia 

de protección por desempleo y cotizaciones. La posible evolución de la 

pandemia y el ritmo al que la actividad recupere la total normalidad, el daño 
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que pueda haberse producido en el tejido productivo y el potencial de 

crecimiento, son circunstancias a tener en cuenta. Las medidas laborales 

tomadas desde el inicio de esta crisis debido a las medidas de confinamiento y 

restricciones que se adoptaron para hacer frente a la emergencia sanitaria 

provocada por la COVID-19, se han traducido en una menor caída del empleo 

que la que cabía esperar ante la reducción del PIB, atendiendo a la relación 

existente entre ambas cifras en periodos precedentes de crisis. Toda la 

normativa adoptada por causa del COVID-19, cuyo pilar o eje fundamental está 

constituido por las medidas de flexibilidad interna, ha tenido y tiene como 

objetivo estabilizar el empleo, evitar la destrucción de puestos de trabajo y de la 

capacidad productiva del tejido empresarial y flexibilizar los mecanismos 

precisos, evitando cargas adicionales innecesarias. Todo ello, además, 

acompasado con la capacidad de respuesta necesaria ante las medidas 

preventivas necesarias y las decisiones, especialmente en materia sanitaria, 

que pudieran ser acordadas, en su caso, por las autoridades competentes. El 

primer Acuerdo Social en Defensa del Empleo alcanzado entre los agentes 

sociales y el Gobierno el día 8 de mayo de 2020, que se convirtió en el Real 

Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de medidas sociales en defensa del 

empleo, expresaba ese objetivo: facilitar la transición de las empresas de una 

situación de repliegue e hibernación a una situación de restablecimiento 

gradual y paulatino, diferenciado por sectores y zonas geográficas, pero 

permitiendo a un tiempo, a través de un mecanismo de flexibilidad inédito en 

nuestro ordenamiento jurídico laboral, el mantenimiento de una situación con 

capacidad de respuesta ágil y adecuada que permitiese la reversión y evitasen 

impactos desproporcionados e irreversibles en la actividad económica y el 

empleo. El posterior Acuerdo que cristalizó en el Real Decreto-ley 24/2020, de 

26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del 

trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, asumía idénticos 

presupuestos y objetivos. Este real decreto-ley, producto del tercer Acuerdo 

Social en Defensa del Empleo entre agentes sociales y Gobierno (III ASDE), 
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impulsa de nuevo la adopción de medidas ante la crisis sanitaria para 

amortiguar los efectos socioeconómicos provocados por la pandemia y seguir 

salvaguardando el empleo, e incluye, asimismo, los mecanismos necesarios 

para ofrecer una protección que se adecue a diferentes escenarios y entornos 

de crisis, ya sea por la diferente afectación del sector de actividad, por el grado 

de impacto que en determinadas circunstancias pueden provocar las 

decisiones adoptadas por razones sanitarias, o por el tránsito a causas de 

naturaleza distinta que fundamenten el mantenimiento de las medidas de 

suspensión o reducción de jornada. 

II  

El propósito por tanto de este Real Decreto-ley es defender el empleo y 

garantizar la viabilidad futura de las empresas cubriendo diferentes objetivos. 

Inicialmente, prorrogar la aplicación de las medidas excepcionales previstas en 

el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 

urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19, cuya vigencia estaba previsto que terminase el 30 de septiembre de 

2020, así como del procedimiento especial regulado en el artículo 23 de dicha 

norma, dada la persistencia de los factores que llevaron a su adopción y los 

efectos socioeconómicos que la emergencia sanitaria sigue causando en la 

actividad de las empresas y en los contratos de trabajo. Por otro lado, prever 

nuevas medidas de suspensión y reducción de jornada causadas por 

impedimentos o limitaciones en el desarrollo de la actividad de las empresas, 

como consecuencia de medidas restrictivas o de contención adoptadas por las 

autoridades competentes. Presenta también como objetivo prorrogar todas 

aquellas medidas complementarias de protección del empleo que se entienden 

precisas para garantizar la necesaria estabilidad, evitando despidos y 

destrucción de puestos de trabajo, previstas en los artículos 2 y 5 del Real 

Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas 

complementarias, en el ámbito laboral los efectos causados por el COVID-19, y 

en la disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
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en la redacción dada por el Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de 

medidas sociales en defensa del empleo. Asimismo, resulta necesario atender 

de manera adecuada el diferente impacto que la crisis provocada por la 

pandemia está causando en diferentes sectores productivos más directamente 

vinculados con los factores asociados a los riesgos epidemiológicos de la 

COVID-19. Se incluyen en este apartado las empresas pertenecientes a 

sectores con una elevada tasa de cobertura por expedientes de regulación 

temporal de empleo y una reducida tasa de recuperación de actividad por su 

clasificación en un código concreto de la Clasificación Nacional de Actividades 

Económicas, así como aquellas otras que forman parte de la cadena de valor 

de las anteriores o que presentan una dependencia económica acusada de las 

mismas por su volumen de operaciones o el tipo de actividad desarrollada. Este 

concepto de empresa resulta de aquellas que, desde el principio de la crisis 

sanitaria hasta la fecha, no han llegado a recuperar a las personas trabajadoras 

reguladas en porcentajes significativos (menos del 65 por ciento de personas 

trabajadoras recuperadas de los expedientes de regulación desempleo) y que 

además pertenecen a sectores específicos (más del 15 por ciento de personas 

reguladas del total de afiladas al régimen general en un CNAE concreto). 

III  

La pandemia generada por el COVID-19 se está prolongando mucho más y con 

mayor intensidad de lo esperado y cabe prever incluso la necesidad de 

suspender nuevamente determinadas actividades. La situación de los 

trabajadores autónomos, al frente de pequeñas y medianas empresas, es 

especialmente grave, ya que vieron interrumpida su actividad debido a las 

medidas de contención de la pandemia decretadas por el Gobierno y quedaron 

suprimidos sus ingresos e incluso muchos de aquellos que no se vieron 

obligados suspender la actividad, o la han reanudado después del estado de 

alarma, han visto reducida su facturación por la contracción de la demanda y 

las limitaciones impuestas a causa del COVID-19, sin que su situación a día de 

hoy haya mejorado sustancialmente para una buena parte de los trabajadores 
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autónomos. 

El Gobierno ha establecido desde la declaración del estado de alarma por el 

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, medidas excepcionales en materia de 

seguridad social en favor de los trabajadores autónomos más afectados por las 

consecuencias de la crisis del COVID-19, pero el 30 de septiembre finaliza el 

plazo previsto para las últimas medidas adoptadas, que son la exención en la 

cotización regulada en el artículo 8 del Real Decreto Ley 24/2020, de 26 de 

junio, así como la prestación especial por cese de actividad prevista en el 

artículo 9 del mismo real decreto-ley, por lo que se hace preciso adoptar 

nuevas medidas en favor de los trabajadores autónomos que, a pesar de 

haberse beneficiado de las anteriores, siguen sufriendo los efectos económicos 

generados por la crisis del COVID-19, sin que el tiempo transcurrido haya 

mejorado su facturación y los rendimientos de su actividad. Las nuevas 

medidas que se ha considerado conveniente adoptar y que se establecen en 

los artículos trece y catorce, así como en la disposición adicional cuarta, 

consisten en garantizar unos ingresos a aquellos trabajadores que se ven 

afectados por la suspensión de la actividad en virtud de resolución 

administrativa, aquellos otros que no tienen acceso a una prestación ordinaria 

de cese, así como a los trabajadores autónomos de temporada que ven 

reducida su actividad, al tiempo que se mantiene hasta el 31 de enero de 2021 

la prestación especial por cese de actividad prevista en el artículo 9 del Real 

Decreto Ley 24/2020, de 26 de junio, para aquellos autónomos que la hayan 

percibido durante el tercer trimestre de 2020 y mantengan las condiciones para 

su percepción en el cuarto trimestre, y en facilitar el acceso a la misma 

prestación a aquellos otros autónomos que, habiendo percibido la prestación 

extraordinaria por cese de actividad hasta el 30 de junio, no percibieron la 

prestación regulada en el artículo 9 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de 

junio, pero acreditan en el cuarto trimestre las condiciones exigidas por dicho 

artículo para obtener el derecho a la misma. La prestación también en este 

caso se podrá percibir hasta el 31 de enero de 2021.  
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Se considera que las razones aducidas justifican sobradamente el recurso a su 

aprobación mediante real decreto-ley, ya que la urgente necesidad de paliar en 

materia de seguridad social las consecuencias para los trabajadores 

autónomos de la crisis económica producida por el COVID-19, no admite la 

demora que supondría su tramitación mediante un proyecto de ley, por lo que 

es conforme con las previsiones del artículo 86 de la Constitución. Además, y 

con la finalidad de llevar a cabo una valoración de las medidas ahora 

adoptadas, se ha considerado necesario encomendar a la Comisión de 

seguimiento de las medidas de apoyo para la recuperación de la actividad de 

los trabajadores autónomos en el ámbito de la Seguridad, constituida al 

aparado de la disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 

de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del 

trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, el seguimiento y 

evaluación de las medidas que se establecen en este real decreto-ley.  

IV  

La estructura del presente Real Decreto-ley responde a tres títulos, catorce 

artículos, ocho disposiciones adicionales, una disposición transitoria única y 

siete disposiciones finales, acompañándose de un anexo. El III Acuerdo Social 

en Defensa del Empleo queda recogido en el Título I, que se refleja en dos 

capítulos y en las tres primeras disposiciones adicionales. El capítulo I se 

refiere a los expedientes de regulación temporal de empleo vinculados a la 

COVID-19 y las medidas extraordinarias.  

El artículo 1 incluye la prórroga automática de todos los expedientes de 

regulación temporal de empleo basados en el artículo 22 del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, vigentes y aplicables a la fecha de entrada en vigor de 

este real decreto-ley. 

El artículo 2 desarrolla previsiones específicas respecto de aquellas medidas 

temporales de regulación de empleo –suspensiones y reducciones– vinculadas 

de manera directa con impedimentos de la actividad, o con limitaciones en el 

desarrollo de la actividad normalizada de las empresas, cualquiera que sea el 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

sector al que pertenezcan y causadas por nuevas medidas de restricción o 

contención sanitaria adoptadas por autoridades españolas o extranjeras, en el 

primer caso, o que sean consecuencia de decisiones y medidas adoptadas por 

autoridades españolas, en el segundo. Incluye este artículo 2 medidas 

específicas en materia de cotización consistentes en diferentes porcentajes de 

exoneración en las cuotas a la Seguridad Social. 

El artículo 3 prorroga la aplicación del artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, 

de 17 de marzo a los procedimientos de regulación temporal de empleo 

basados en causas económicas, técnicas, organizativas y de producción 

vinculados con la COVID-19 e iniciados tras la entrada en vigor del presente 

real decreto, con idéntico alcance y régimen jurídico que el previsto en el 

artículo 2 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, con la única 

especialidad de la prórroga de los expedientes que finalicen a partir de la 

entrada en vigor de este real decreto-ley, y añade la posibilidad de prorrogar 

estos expedientes siempre que exista acuerdo para ello en el periodo de 

consultas. El artículo 4 reitera los límites en relación con el reparto de 

beneficios y la exigencia de transparencia fiscal ya recogidos en el artículo 5 

del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, aplicándolos a las empresas 

incluidas en el artículo 1. Como cierre y complemento de las medidas 

extraordinarias descritas, el título I vincula los beneficios previstos en materia 

de cotizaciones a la Seguridad Social a la salvaguarda de empleo, 

estableciéndose para las empresas beneficiadas por las medidas en materia de 

cotización un nuevo periodo de compromiso de mantenimiento del empleo. 

Además, prorroga la vigencia de los artículos 2 y 5 del Real Decreto-ley 9/2020, 

de 27 de marzo, relativos a las medidas extraordinarias para la protección del 

empleo y a la interrupción del cómputo de la duración máxima de los contratos 

temporales. El capítulo II, por su parte, recoge un conjunto de medidas 

extraordinarias para la protección por desempleo de las personas trabajadoras, 

incluida la prestación extraordinaria por fin de campaña para personas con 

contrato fijo discontinuo, personas incluidas en expedientes de regulación de 
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empleo que no sean beneficiarias de prestaciones por desempleo, 

compatibilidad de las prestaciones y compensación económica en 

determinados supuestos de trabajo tiempo parcial. Dentro del III ASDE se 

integran, así mismo, las disposiciones adicionales primera, segunda y tercera y 

la disposición transitoria única. La disposición adicional primera establece un 

régimen específico en materia de beneficios en las cotizaciones a la Seguridad 

Social para aquellas empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa 

de cobertura por expedientes de regulación temporal de empleo y una reducida 

tasa de recuperación de actividad. Además, se establece la posibilidad de que 

determinadas empresas dependientes indirectamente o integrantes de la 

cadena de valor de las anteriores puedan acreditar ante la autoridad laboral 

dicha condición y acceder a los mismos beneficios en materia de cotizaciones. 

La disposición adicional segunda prevé la Comisión de Seguimiento tripartita 

laboral, integrada por el Ministerio de Trabajo y Economía social, el Ministerio 

de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y por la Confederación Española 

de Organizaciones Empresariales (CEOE), la Confederación Española de la 

Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), Comisiones Obreras (CC.OO.) y la 

Unión General de Trabajadores (UGT), y que tendrá como funciones, entre 

otras, la valoración de las medidas recogidas en el presente real decreto-ley así 

como el análisis de las eventuales medidas futuras para la protección del 

empleo y del tejido productivo. La disposición adicional tercera establece, por 

su parte, que las personas trabajadoras que se encuentren en situación de 

suspensión de contrato o de reducción de jornada como consecuencia de un 

expediente de regulación temporal de empleo de los referidos en esta norma, 

tendrán la consideración de colectivo prioritario para el acceso a las iniciativas 

de formación del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito 

laboral. La disposición transitoria única prorroga expresamente la vigencia de 

aquellos expedientes autorizados de conformidad con la disposición adicional 

1.ª 2 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio. 

El título II se dedica a las medidas de apoyo a los trabajadores autónomos. El 
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artículo 13 regula una nueva prestación extraordinaria por cese de actividad de 

forma similar a la introducida por el artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 

17 de marzo, para su aplicación durante el estado de alarma declarado por el 

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, en favor de aquellos autónomos que 

se vean obligados a suspender totalmente sus actividades en virtud de la 

resolución que pueda adoptarse al respecto, prestación que se mantendría 

desde el día siguiente a la adopción de la medida de cierre de la actividad 

hasta el último día del mes siguiente en que se acuerde el levantamiento de la 

misma, e introduce la posibilidad de acceder a esta prestación a aquellos 

trabajadores autónomos que no siendo afectado por el cierre de su actividad 

ven reducido sus ingresos y no tienen acceso a la prestación de cese de 

actividad regulada en el del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 

Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. El 

artículo 14 establece una prestación extraordinaria de cese de actividad para 

los trabajadores de temporada que desarrollen su actividad entre los meses de 

junio a diciembre de 2020 siguiendo la línea marcada en el artículo 10 del Real 

Decreto ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del 

empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector 

industrial. La disposición adicional cuarta regula una prórroga de las 

prestaciones ya causadas al amparo del artículo 9 del Real Decreto-ley 

24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y 

protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial y 

extiende el derecho a esta prestación hasta el 31 de enero a aquellos 

trabajadores autónomos en los que concurra los requisitos para su acceso en 

el cuarto trimestre del año en curso. La disposición adicional quinta 

encomienda, a la Comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 

recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la 

Seguridad, constituida al aparado de la disposición adicional sexta del Real 

Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del 

empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector 
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industrial, el seguimiento y evaluación de las medidas que se establecen en 

este real decreto-ley.  

Las disposiciones adicionales sexta y séptima se refieren al derecho a la 

percepción del bono social por parte de determinados colectivos en situación 

de vulnerabilidad económica y a las consecuencias de la aplicación indebida de 

este derecho. Se configura una nueva categorización de consumidor 

vulnerable, a los efectos de la percepción del bono social de electricidad y la 

protección especial frente a la interrupción del suministro, para aquellas 

unidades familiares en las que alguno de sus miembros se encuentre en 

situación de desempleo, Expediente Temporal de Regulación de Empleo 

(ERTE), o haya visto reducida su jornada por motivo de cuidados, en caso de 

ser empresario, u otras circunstancias similares que supongan una pérdida 

sustancial de ingresos, de manera que los ingresos totales se encuentren por 

debajo de unos determinados umbrales. La percepción del bono social bajo 

esta nueva modalidad tendrá una duración limitada, hasta el 30 de junio de 

2021, pudiendo a partir del entonces solicitarse el bono social bajo el resto de 

supuestos regulados en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre. 

La disposición adicional octava establece una bonificación del pago de los 

derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e 

inscripción de la novación del préstamo, leasing y renting que incluya la 

moratoria señalada en los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 

de julio de 2020. Esta moratoria supone una continuación a otras anteriores 

establecidas desde el inicio del Estado de Alarma para aliviar la situación de 

liquidez de las empresas y autónomos afectadas por la crisis de la COVID-19.  

Por otra parte, la disposición final primera modifica la disposición adicional 

quinta de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada por el Real Decreto de 

14 de septiembre de 1882, con la finalidad de que las resoluciones judiciales 

firmes por la comisión de un delito doloso de homicidio en cualquiera de sus 

formas, en que la víctima fuera ascendiente, descendiente, hermano, cónyuge 

o excónyuge del investigado, o estuviera o hubiese estado ligada a él por una 
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relación de afectividad análoga a la conyugal tengan su reflejo a la hora de 

reconocer la prestación de ingreso mínimo vital. Asimismo, la disposición final 

segunda prevé la modificación del número 30 del artículo 45.I.B) del texto 

refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 

Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 

24 de septiembre, declarando exentas del impuesto sobre Transmisiones 

Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados las escrituras de formalización 

de las moratorias de préstamos y créditos hipotecarios y de arrendamientos, 

préstamos, leasing y renting sin garantía hipotecaria que se produzcan en 

aplicación de la moratoria hipotecaria para el sector turístico, y de la moratoria 

para el sector del transporte público de mercancías y discrecional de viajeros 

en autobús. La disposición final tercera introduce modificaciones en la 

regulación de las prestaciones familiares de la Seguridad Social, en su 

modalidad no contributiva, prevista en el texto refundido de la Ley General de la 

Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 

octubre. La disposición final cuarta modifica el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 

de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el 

ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, a fin de ampliar 

hasta el 31 de enero de 2021 el plazo máximo de suspensión del procedimiento 

de desahucio y de los lanzamientos para hogares vulnerables sin alternativa 

habitacional; además, se extiende hasta el 31 de enero de 2021 la posibilidad 

de solicitar la moratoria o condonación parcial de la renta, cuando el arrendador 

sea un gran tenedor o entidad pública, en los términos establecidos en dicho 

real decreto-ley; y se amplían hasta esa misma fecha del 31 de enero de 2021 

los contratos de arrendamiento de vivienda que pueden acogerse a la prórroga 

extraordinaria de seis meses, en los mismos términos y condiciones del 

contrato en vigor, siempre que el propietario, persona física, no haya 

comunicado la necesidad de la vivienda para sí, en cumplimiento de los plazos 

y condiciones establecidos en el artículo 9.3 de la Ley 29/1994, de 24 de 

noviembre, de Arrendamientos Urbanos.  
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Por otra parte, la disposición final quinta prevé una modificación del Ingreso 

Mínimo Vital. En concreto, a través de este real decreto-ley se completa la 

reforma iniciada con el Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre, de 

trabajo a distancia, publicado el pasado 23 de septiembre, que se presenta 

como imprescindible en la puesta en marcha de los procedimientos de 

reconocimiento de la prestación no contributiva de Ingreso Mínimo Vital, 

regulada en el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se 

establece el ingreso mínimo vital, garantizándose con esta reforma que quedan 

corregidos aquellos puntos oscuros de la norma que provocaban inseguridad 

jurídica y aquellos otros que obligaban a desestimar el reconocimiento de las 

prestaciones, causando la desprotección de aquellos que son acreedores de la 

misma. Al mismo tiempo se completa la mejora en la redacción del texto que 

permite una mejor comprensión de la población, lo que repercute positivamente 

en agilizar el acceso a la misma, facilitando la tramitación de la prestación.  

Por otro lado y a través de la modificación de la disposición transitoria tercera 

se corrige la necesidad de otorgar la prestación a aquellos que, como 

consecuencia de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19, ven o van a ver 

afectado sus ingresos de forma inmediata en el año en curso, obligando al 

Gobierno a hacer frente, no solo durante el año 2020 sino también durante el 

año 2021, a una realidad que se nos impone como necesaria, anticipándonos 

así a la protección de aquellos, que si bien antes de la crisis sanitarias no 

estaban en situación de vulnerabilidad, tras la misma se han visto abocados a 

unas condiciones que ni ellos mismo hubieran podido prever.  

Por ello se considera imprescindible introducir el conjunto de modificaciones de 

la regulación del ingreso mínimo vital que esta norma contiene con el fin de 

reforzar la agilidad del procedimiento a través del cual se reconoce esta 

prestación, reforzar la seguridad jurídica y completar las disfuncionalidades 

detectadas en los meses de vigencia, logrando así que las personas y 

unidades de convivencia en situación de vulnerabilidad económica puedan 

acceder a la prestación cuanto antes. A la vista de ello, puede considerarse 
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concurrente el presupuesto de extraordinaria y urgente necesidad que el 

artículo 86 de la Constitución exige para la aprobación de un decreto-ley. 

Para completar las necesidades puesta en evidencia durante el tiempo de 

vigencia de la prestación de Ingreso Mínimo Vital y garantizar una mayor 

protección, se lleva a cabo la modificación del texto refundido de la Ley General 

de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 

de octubre, dando nueva redacción a determinados artículos destinados a 

regular las prestaciones familiares de la Seguridad Social, corrigiendo de esta 

manera los inconvenientes ocasionados con la reforma llevada a cabo con el 

Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo.  

Por último, las disposiciones finales sexta y séptima recogen el título 

competencial y la entrada en vigor del real decreto-ley, respectivamente.  

V  

Respecto del supuesto habilitante de extraordinaria y urgente necesidad 

establecido en el artículo 86.1 CE, el contenido del real decreto-ley se 

fundamenta en motivos objetivos, de oportunidad política y extraordinaria 

urgencia que requieren su aprobación inmediata, entre otros la situación grave 

y excepcional que persiste como consecuencia de la situación de crisis 

sanitaria provocada por el COVID-19, lo que hace indispensable dar una 

respuesta adecuada a las necesidades que se plantean en el ámbito laboral. El 

artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar reales decretos-leyes 

«en caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al 

ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes 

y libertades de los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución, al 

régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.  

El real decreto-ley constituye, de esta forma, un instrumento 

constitucionalmente lícito, siempre que, tal como reiteradamente ha exigido 

nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 

11/2002, de 17 de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3, y 189/2005, de 7 

julio, F. 3; 68/2007, F. 10, y 137/2011, F. 7), el fin que justifica la legislación de 
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urgencia sea subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos 

gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una acción 

normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal 

o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las 

leyes, máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no depende del 

Gobierno.  

En definitiva, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar el presente real 

decreto-ley se inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al 

Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, 

FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades políticas 

de actuación (STC, de 30 de enero de 2019, Recurso de Inconstitucionalidad 

núm. 2208-2019), centradas en dar una respuesta adecuada que permita 

restablecer el funcionamiento normal de la actividad económica y productiva de 

las empresas, la necesaria seguridad jurídica y la protección de los colectivos 

que pudieran resultar vulnerables ante la concurrencia de la situación descrita y 

que se definen por su condición extraordinaria y urgente. Todas las razones 

expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la presente norma 

(SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 

182/1997, de 20 de octubre, FJ 3), existiendo la necesaria conexión entre la 

situación de urgencia expuesta y la medida concreta adoptada para subvenir a 

ella, sin que constituya un supuesto de uso abusivo o arbitrario del referido 

instrumento constitucional. En suma, en las medidas que se adoptan en el 

presente real decreto-ley concurren las circunstancias de extraordinaria y 

urgente necesidad previstas en el artículo 86 de la Constitución, considerando, 

por otra parte, que los objetivos que se pretenden alcanzar con el mismo no 

pueden conseguirse a través de la tramitación de una ley por el procedimiento 

de urgencia.  

Asimismo, debe señalarse que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento 

de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de 

los ciudadanos regulados en el título I de las Constitución Española, al régimen 
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de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general. Este real 

decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1. 7.ª, 8.ª, 13.ª, 

17.ª y 25.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado las 

competencias exclusivas en las materias de legislación laboral; de legislación 

civil y sobre ordenación de los registros e instrumentos públicos; de bases y 

coordinación de la planificación general de la actividad económica; de 

legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social; así como de 

bases del régimen energético.  

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 

Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Trabajo y Economía 

Social y del Ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y previa 

deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 29 de septiembre 

de 2020,  

DISPONGO:  

TÍTULO I 

III Acuerdo Social en Defensa del Empleo  

CAPÍTULO I  

De los expedientes de regulación temporal de empleo vinculados a la COVID-

19 y sus medidas extraordinarias  

Artículo 1. Prórroga de los expedientes de regulación temporal de empleo 

basados en las causas recogidas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, 

de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 

impacto económico y social del COVID-19. Los expedientes de regulación 

temporal de empleo vigentes, basados en el artículo 22 del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, se prorrogarán automáticamente hasta el 31 de enero 

de 2021.  

Artículo 2. Expedientes de regulación temporal de empleo por impedimento o 

limitaciones de actividad. 

 1. Las empresas y entidades de cualquier sector o actividad que vean 

impedido el desarrollo de su actividad en alguno de sus centros de trabajo, 
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como consecuencia de nuevas restricciones o medidas de contención sanitaria 

adoptadas, a partir del 1 de octubre de 2020, por autoridades españolas o 

extranjeras, podrán beneficiarse, respecto de las personas trabajadoras que 

tengan sus actividades suspendidas, en los centros afectados, por los periodos 

y porcentajes de jornada afectados por la suspensión, de los porcentajes de 

exoneración previstos a continuación, previa autorización de un expediente de 

regulación temporal de empleo, en base a lo previsto en el artículo 47.3 del 

Estatuto de los Trabajadores, cuya duración quedará restringida a la de las 

nuevas medidas de impedimento referidas: a) El 100 % de la aportación 

empresarial devengada durante el periodo de cierre, y hasta el 31 de enero de 

2021, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta personas 

trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad 

Social a 29 de febrero de 2020. b) Si en esa fecha la empresa hubiera tenido 

cincuenta o más personas trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación 

de alta, la exención alcanzará el 90 % de la aportación empresarial durante el 

periodo de cierre y hasta el 31 de enero de 2021. 

En este caso, la exoneración se aplicará al abono de la aportación empresarial 

prevista en el artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la 

Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 

octubre, así como del relativo a las cuotas por conceptos de recaudación 

conjunta. 

 2. Las empresas y entidades de cualquier sector o actividad que vean limitado 

el desarrollo normalizado de su actividad a consecuencia de decisiones o 

medidas adoptadas por las autoridades españolas, podrán beneficiarse, desde 

la entrada en vigor del presente real decreto-ley y en los centros afectados, 

previa autorización de un expediente de regulación temporal de empleo de 

fuerza mayor por limitaciones, de acuerdo con lo previsto en el artículo 47.3 del 

Estatuto de los Trabajadores, de los porcentajes de exoneración siguientes: a) 

Respecto de las personas trabajadoras de estas empresas que tengan sus 

actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de jornada afectados 
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por la suspensión, la exención respecto de la aportación empresarial 

devengada en los meses de octubre, noviembre, diciembre de 2020 y enero de 

2021, alcanzará el 100 %, 90 %, 85 % y 80 %, respectivamente, cuando la 

empresa hubiera tenido menos de cincuenta personas trabajadoras o 

asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de 

febrero de 2020. b) Respecto de las personas trabajadoras de estas empresas 

que tengan sus actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de 

jornada afectados por la suspensión, la exención respecto de la aportación 

empresarial devengada en los meses de octubre, noviembre, diciembre de 

2020 y enero de 2021, alcanzará el 90 %, 80 %, 75 % y 70 %, respectivamente, 

cuando la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas trabajadoras o 

asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de 

febrero de 2020. En este caso, la exoneración se aplicará al abono de la 

aportación empresarial prevista en el artículo 273.2 del texto refundido de la 

Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a las cuotas por conceptos de 

recaudación conjunta. 

 3. Las exenciones en la cotización se aplicarán por la Tesorería General de la 

Seguridad Social a instancia de la empresa, previa comunicación de la 

identificación de las personas trabajadoras y periodo de la suspensión o 

reducción de jornada, y previa presentación de declaración responsable, 

respecto de cada código de cuenta de cotización y mes de devengo. Esta 

declaración hará referencia tanto a la existencia como al mantenimiento de la 

vigencia de los expedientes de regulación temporal de empleo y al 

cumplimiento de los requisitos establecidos para la aplicación de estas 

exenciones. En concreto y, en cualquier caso, la declaración hará referencia a 

haber obtenido la correspondiente resolución de la autoridad laboral emitida de 

forma expresa o por silencio administrativo. Para que la exención resulte de 

aplicación las declaraciones responsables se deberán presentar antes de 

solicitarse el cálculo de la liquidación de cuotas correspondiente al periodo de 
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devengo de cuotas sobre el que tengan efectos dichas declaraciones. La 

renuncia expresa al expediente de regulación temporal de empleo determina la 

finalización de estas exenciones desde la fecha de efectos de dicha renuncia. 

Las empresas deberán comunicar a la Tesorería General de la Seguridad 

Social, así como a la autoridad laboral que hubiese dictado la resolución 

expresa o tácita en el mismo, esta renuncia expresa al expediente de 

regulación de empleo. La presentación de las declaraciones responsables y la 

renuncia a las que se refiere este artículo se deberá realizar a través del 

Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social 

(Sistema RED), regulado en la Orden ESS/484/2013, de 26 de marzo. 

 4. A los efectos del control de estas exenciones de cuotas, será suficiente la 

verificación de que el Servicio Público de Empleo Estatal, o en su caso, el 

Instituto Social de la Marina, proceda al reconocimiento de la correspondiente 

prestación por desempleo por el periodo de suspensión o reducción de jornada 

de que se trate, con las particularidades a las que se refiere el apartado 5 del 

artículo 8 de este real decreto-ley. No obstante, en el caso de las personas 

trabajadoras a las que no se haya reconocido la prestación por desempleo será 

suficiente la verificación del mantenimiento de la persona trabajadora en la 

situación asimilada a la de alta a la que se refiere el artículo 10. El Servicio 

Público de Empleo Estatal y, en su caso, el Instituto Social de la Marina, 

proporcionarán a la Tesorería General de la Seguridad Social la información de 

las prestaciones de desempleo reconocidas a las personas trabajadoras 

incluidas en los expedientes de regulación temporal de empleo a los que se 

refieren los apartados 1 y 2. A tal efecto, la Tesorería General de la Seguridad 

Social podrá establecer los sistemas de comunicación necesarios con el 

Servicio Público de Empleo Estatal para el contraste con sus bases de datos de 

los periodos de disfrute de las prestaciones por desempleo. 

 5. Las exenciones en la cotización a que se refiere este artículo no tendrán 

efectos para las personas trabajadoras, manteniéndose la consideración del 

periodo en que se apliquen como efectivamente cotizado a todos los efectos, 
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sin que resulte de aplicación lo establecido en el apartado 1 del artículo 20 del 

texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 6. Las exenciones 

reguladas en este artículo serán a cargo de los presupuestos de la Seguridad 

Social, de las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, del Servicio 

Público de Empleo Estatal y del Fondo de Garantía Salarial, respecto a las 

aportaciones que financien las prestaciones cubiertas por cada uno de ellos. 7. 

Las exenciones previstas en los apartados 1 y 2 se aplicarán, respecto de las 

personas trabajadoras que tengan sus actividades suspendidas, y de los 

periodos y porcentajes de jornada afectados por la suspensión, al abono de la 

aportación empresarial prevista en el artículo 273.2 del texto refundido de la 

Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a las cuotas por conceptos de 

recaudación conjunta. 

Artículo 3. Procedimientos de suspensión y reducción de jornada por causas 

económicas, técnicas, organizativas y de producción vinculadas a la COVID-19. 

 1. A los procedimientos de regulación temporal de empleo basados en causas 

económicas, técnicas, organizativas y de producción vinculadas a la Covid-19 

iniciados tras la entrada en vigor del presente real decreto-ley y hasta el 31 de 

enero de 2021, les resultará de aplicación el artículo 23 del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, con las especialidades recogidas en este precepto. 

 2. La tramitación de estos expedientes podrá iniciarse mientras esté vigente un 

expediente de regulación temporal de empleo de los referidos en el artículo 1. 

 3. Cuando el expediente de regulación temporal de empleo por causas 

económicas, técnicas, organizativas o de producción vinculadas a la COVID-19 

se inicie tras la finalización de un expediente de regulación temporal de empleo 

basado en la causa prevista en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 

17 de marzo, la fecha de efectos de aquel se retrotraerá a la fecha de 

finalización de este. 

 4. Los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes a la fecha de 

entrada en vigor del presente real decreto-ley seguirán siendo aplicables en los 
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términos previstos en la comunicación final de la empresa y hasta el término 

referido en la misma. No obstante, cabrá la prórroga de un expediente que 

finalice durante la vigencia del presente real decreto-ley, en los términos 

previstos en este apartado, siempre que se alcance acuerdo para ello en el 

periodo de consultas. Esta prórroga deberá ser tramitada ante la autoridad 

laboral receptora de la comunicación final del expediente inicial, de acuerdo 

con el procedimiento previsto en el Real Decreto 1483/2012, de 29 de octubre, 

con las especialidades a las que hace referencia el artículo 23 del Real 

Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo. 

Artículo 4. Límites relacionados con reparto de dividendos y transparencia 

fiscal. 1. Los límites para la tramitación de expedientes de regulación temporal 

de empleo respecto de las empresas y entidades que tengan su domicilio fiscal 

en países o territorios calificados como paraísos fiscales, así como los 

establecidos en relación al reparto de dividendos para empresas y sociedades 

acogidas a determinadas medidas de regulación temporal de empleo, 

recogidas en el artículo 5 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de 

medidas sociales de reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo 

y de competitividad del sector industrial, seguirán vigentes en los términos 

establecidos en dicho precepto. 2. Estos límites resultarán aplicables a todos 

los expedientes autorizados en virtud de lo dispuesto en el artículo 2 de esta 

norma, desde su entrada en vigor.  

Artículo 5. Salvaguarda del empleo. 1. Los compromisos de mantenimiento del 

empleo regulados en la disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, y en el artículo 6 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 

de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del 

trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, se mantendrán 

vigentes en los términos previstos en dichos preceptos y por los plazos 

recogidos en estos. 2. Las empresas que, conforme a lo previsto en esta 

norma, reciban exoneraciones en las cuotas a la Seguridad Social, quedarán 

comprometidas, en base a la aplicación de dichas medidas excepcionales, a un 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

nuevo periodo de seis meses de salvaguarda del empleo, cuyo contenido, 

requisitos y cómputo se efectuará en los términos establecidos en la 

disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo. No 

obstante, si la empresa estuviese afectada por un compromiso de 

mantenimiento del empleo previamente adquirido en virtud de los preceptos a 

los que se refiere el apartado 1, el inicio del periodo previsto en este apartado 

se producirá cuando aquel haya terminado.  

Artículo 6. Prórroga de los artículos 2 y 5 del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 

de marzo, por el que se adoptan medidas complementarias, en el ámbito 

laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19. Los artículos 2 y 5 del 

Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, permanecerán vigentes hasta el 31 

de enero de 2021.  

Artículo 7. Horas extraordinarias y nuevas externalizaciones de la actividad 

durante la aplicación de los expedientes de regulación temporal de empleo 

regulados en esta norma. No podrán realizarse horas extraordinarias, 

establecerse nuevas externalizaciones de la actividad, ni concertarse nuevas 

contrataciones, sean directas o indirectas, durante la aplicación de los 

expedientes de regulación temporal de empleo a los que se refiere este 

artículo. Esta prohibición podrá ser exceptuada en el supuesto en que las 

personas reguladas y que prestan servicios en el centro de trabajo afectado por 

las nuevas contrataciones, directas o indirectas, o externalizaciones, no 

puedan, por formación, capacitación u otras razones objetivas y justificadas, 

desarrollar las funciones encomendadas a aquellas, previa información al 

respecto por parte de la empresa a la representación legal de las personas 

trabajadoras. Estas acciones podrán constituir infracciones de la empresa 

afectada, en virtud de expediente incoado al efecto, en su caso, por la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

CAPÍTULO II  

De las medidas extraordinarias de protección de las personas trabajadoras  

Artículo 8. Medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo. 
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 1. Las medidas de protección por desempleo previstas en los apartados 1.a), 2 

y al 5 del artículo 25 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, resultarán 

aplicables hasta el 31 de enero de 2021 a las personas afectadas por los 

expedientes de regulación temporal de empleo regulados en los artículos 22 y 

23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y a los referidos en el artículo 

2 de la presente norma y en la disposición adicional primera del Real Decreto-

ley 24/2020, de 26 de junio. Las medidas extraordinarias en materia de 

protección por desempleo reguladas en el artículo 25.6 del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, resultarán aplicables hasta el 31 de diciembre de 

2020. 

 2. Las empresas afectadas por las prórrogas reguladas en el artículo 1 y 

aquellas que estén aplicando un expediente de regulación temporal de empleo 

basado en el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, a fecha 

de entrada en vigor de la presente norma, deberán formular una nueva solicitud 

colectiva de prestaciones por desempleo, en los términos regulados en el 

párrafo anterior, antes del día 20 de octubre de 2020. Las empresas que 

desafecten a alguna o a todas las personas trabajadoras, deberán comunicar a 

la Entidad Gestora la baja en la prestación de quienes dejen de estar afectadas 

por las medidas de suspensión o reducción con carácter previo a su 

efectividad. Las empresas que decidan renunciar con carácter total y definitivo 

al expediente de regulación temporal de empleo deberán igualmente efectuar la 

comunicación referida. 

 3. En el caso de procedimientos de regulación temporal de empleo por las 

causas previstas en el artículo 23 del Real Decreto ley 8/2020, de 17 de marzo, 

en los que la decisión empresarial se comunique a la Autoridad Laboral tras la 

entrada en vigor del presente real decreto-ley, la empresa deberá formular 

solicitud colectiva de prestaciones por desempleo, en representación de las 

personas trabajadoras, en el modelo establecido al efecto en la página web o 

sede electrónica del SEPE. El plazo para la presentación de esta solicitud será 

el establecido en el artículo 268 del texto refundido de la Ley General de 
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Seguridad Social. A las personas trabajadoras afectadas por estos nuevos 

expedite les serán de aplicación las medidas previstas en el artículo 25.1 del 

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, sin perjuicio de lo establecido en el 

apartado 7 de este artículo. La duración de la prestación reconocida se 

extenderá como máximo hasta el 31 de enero de 2021. 

 4. La cuantía de la prestación por desempleo reconocida a las personas 

trabajadoras afectadas por los procedimientos de suspensión de contratos y 

reducción de jornada referidos en este real decreto-ley, se determinará 

aplicando, a la base reguladora de la relación laboral afectada por el 

expediente, el porcentaje del 70 por ciento hasta el 31 de enero de 2021, sin 

perjuicio de la aplicación de las cuantías máximas y mínimas previstas en el 

artículo 270.3 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 

 5. En los casos previstos en los apartados 1 y 2, a efectos de la regularización 

de las prestaciones por desempleo, cuando durante un mes natural se alternen 

periodos de actividad y de inactividad, así como en los supuestos de reducción 

de la jornada habitual, y en los casos en los que se combinen ambos, días de 

inactividad y días en reducción de jornada, la empresa deberá comunicar a 

mes vencido, a través de la comunicación de periodos de actividad de la 

aplicación certific@2, la información sobre los días trabajados en el mes natural 

anterior. En el caso de los días trabajados en reducción de jornada, las horas 

trabajadas se convertirán en días completos equivalentes de actividad. Para 

ello se dividirá el número  total de horas trabajadas en el mes entre el número 

de horas que constituyesen la jornada habitual de la persona trabajadora con 

carácter previo a la aplicación de la reducción de jornada. 

 6. La comunicación prevista en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de 

la obligación de la empresa de comunicar a la Entidad Gestora, con carácter 

previo, las bajas y las variaciones de las medidas de suspensión y reducción de 

jornada, en los términos legalmente establecidos. La Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social tendrá dichos datos a su disposición. 
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 7. La medida prevista en el artículo 25.1.b) del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 

de marzo, se mantendrá vigente hasta el 30 de septiembre de 2020. La 

reducción de las prestaciones consumidas a partir del 1 de octubre de 2020 en 

los expedientes de regulación temporal de empleo en los que hasta ahora se 

aplicaba dicha medida, no obstante, no afectará a las nuevas prestaciones que 

se inicien a partir del 1 de octubre de 2026. Sin perjuicio de lo previsto en los 

párrafos precedentes, con el objetivo proteger a las personas afectadas en sus 

empleos por la crisis, especialmente a las más vulnerables, no se computarán 

en ningún momento como consumidas las prestaciones por desempleo 

disfrutadas, durante los expedientes referidos en el apartado 1 de este artículo, 

por aquellas que accedan a un nuevo derecho, antes del 1 de enero de 2022, 

como consecuencia de la finalización de un contrato de duración determinada o 

de un despido, individual o colectivo, por causas económicas, técnicas, 

organizativas o de producción, o un despido por cualquier causa declarado 

improcedente.  

Artículo 9. Prestación extraordinaria para personas con contrato fijo 

discontinuo o que realicen trabajos fijos y periódicos que se repitan en fechas 

ciertas. 

 1. La prestación extraordinaria se reconocerá a las personas trabajadoras con 

contrato fijo discontinuo y a aquellas que realizan trabajos fijos y periódicos que 

se repiten en fechas ciertas que hayan estado afectadas, durante todo o parte 

del último periodo teórico de actividad, por un expediente de regulación 

temporal de empleo basado en las causas recogidas en los artículos 22 y 23 

del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, cuando dejen de estar afectados 

por el expediente de regulación temporal de empleo por alcanzarse la fecha en 

que hubiera finalizado el periodo de actividad. 

 2. Igualmente la prestación extraordinaria se reconocerá a las personas 

trabajadoras con contrato fijo discontinuo y a aquellas que realizan trabajos 

fijos y periódicos que se repiten en fechas ciertas que, por haberse encontrado 

en alguno de los supuestos previstos en las letras b) a d) del artículo 25.6 del 
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Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, hayan sido beneficiarias de 

cualquiera de estas medidas, siempre que, una vez agotadas, continúen 

desempleadas y sin derecho a percibir prestaciones por desempleo de nivel 

contributivo ni asistencial, o las agoten antes del día 31 de enero de 2021. 

 3. El reconocimiento de esta prestación, para las personas incluidas en el 

apartado 1, exigirá la presentación por parte de la empresa de una solicitud 

colectiva de prestaciones extraordinarias, que incluirá a todas las personas con 

contrato fijo discontinuo o para la realización de trabajos fijos y periódicos que 

se repitan en fechas ciertas que dejen de estar afectadas por el expediente de 

regulación temporal de empleo. Cuando se trate de supuestos del apartado 2, 

serán las propias personas trabajadoras afectadas quienes deberán solicitar la 

prestación extraordinaria regulada en este artículo. 

 4. El plazo para la presentación de esta solicitud será el establecido en el 

artículo 268 del texto refundido de la Ley General de Seguridad Social con 

carácter general. Para las situaciones producidas antes de la fecha de entrada 

en vigor de esta norma el plazo será de 15 días desde la entrada en vigor de 

este real decreto-ley. 

 5. La duración de esta prestación extraordinaria se extenderá desde la 

finalización de la medida prevista en el artículo 25.6 del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, de la que se haya sido beneficiario, hasta el 31 de 

enero de 2021. No obstante, la prestación podrá interrumpirse por la 

reincorporación temporal de la persona trabajadora a su actividad, debiendo en 

este caso la empresa comunicar a la Entidad Gestora la baja de la persona 

trabajadora en la prestación extraordinaria. Será la persona trabajadora la 

obligada a comunicar su baja a la entidad gestora si inicia un trabajo por cuenta 

propia o por cuenta ajena en empresa distinta de aquella con la que tiene 

suscrito el contrato fijo discontinuo. En todos los casos, la prestación 

extraordinaria podrá reanudarse previa solicitud de la persona trabajadora que 

acredite el cese involuntario en el trabajo por cuenta propia o encontrarse 

nuevamente en situación legal de desempleo, siempre que aquella se presente 
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antes del día 31 de enero de 2021. Esta prestación será compatible con el 

trabajo por cuenta ajena a tiempo parcial que se mantenga en la fecha del 

nacimiento del derecho o que se adquiera con posterioridad, previa deducción 

en su importe de la parte proporcional al tiempo trabajado. 6. Esta prestación 

se abonará por periodos mensuales y en idéntica cuantía que la última 

prestación contributiva por desempleo que la persona afectada hubiera 

percibido o, en su caso, la cuantía mínima de la prestación contributiva.  

Artículo 10. Personas trabajadoras incluidas en expedientes de regulación 

temporal de empleo que no sean beneficiarias de prestaciones de desempleo. 

 1. Las personas trabajadoras incluidas en los expedientes de regulación 

temporal de empleo a los que se refieren el artículo 2 y la disposición adicional 

primera de este real decreto-ley que no resulten beneficiarias de prestaciones 

de desempleo durante los periodos de suspensión de contratos o reducción de 

jornada y respecto de las que la empresa no está obligada al ingreso de la 

aportación empresarial a la que se refiere el artículo 273.2 del texto refundido 

de la Ley General de la Seguridad Social, se considerarán en situación 

asimilada al alta durante dichos periodos, a los efectos de considerar estos 

como efectivamente cotizados. 

 2. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, la base de cotización a 

tener en cuenta durante los periodos de suspensión o reducción de jornada 

será el promedio de las bases de cotización de los seis meses inmediatamente 

anteriores al inicio de dichas situaciones. 

 3. Lo establecido en esta disposición será aplicable, únicamente, durante los 

periodos de aplicación de las exenciones en la cotización contemplados en 

este real decreto-ley.  

Artículo 11. Compatibilidad de las prestaciones por desempleo con el trabajo a 

tiempo parcial en determinados supuestos. A partir de la entrada en vigor del 

presente real decreto-ley, cuando las prestaciones por desempleo reconocidas 

en el ámbito de los expedientes de regulación temporal de empleo a los que se 

refieren los artículos 1, 2 y 3 y la disposición adicional primera del presente real 
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decreto-ley se compatibilicen con la realización de un trabajo a tiempo parcial 

no afectado por medidas de suspensión, no se deducirá de la cuantía de la 

prestación la parte proporcional al tiempo trabajado. 

Artículo 12. Compensación económica en determinados supuestos de 

compatibilidad de la prestación contributiva por desempleo con el trabajo a 

tiempo parcial. 

 1. Las personas beneficiarias de la prestación por desempleo regulada en el 

artículo 25.1 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 

urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19, cuya cuantía se haya visto reducida en proporción al tiempo 

trabajado, en aplicación del artículo 282.1 del texto refundido de la Ley General 

de la Seguridad Social, por mantener en el momento del reconocimiento inicial 

una o varias relaciones laborales a tiempo parcial no afectadas por 

procedimientos de regulación temporal de empleo, tendrán derecho a percibir 

una compensación económica cuyo importe será equivalente a lo dejado de 

percibir por la deducción efectuada.  

 2. Dicha compensación se abonará en un solo pago previa solicitud del 

interesado formalizada en el modelo establecido al efecto. La solicitud se 

presentará necesariamente a través de la sede electrónica del SEPE, en el 

plazo que media desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y hasta el 

día 30 de junio de 2021. La presentación de la solicitud fuera de este plazo 

implicará su denegación. 

 3. El plazo máximo para que el Servicio Público de Empleo Estatal resuelva las 

solicitudes presentadas se extenderá hasta el día 31 de julio de 2021. 

Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolución expresa, la persona 

solicitante podrá entender desestimada su solicitud. 

TÍTULO II  

Medidas de apoyo a los trabajadores autónomos  

Artículo 13. Prestación extraordinaria de cese de actividad para los 

trabajadores autónomos afectados por una suspensión temporal de toda la 
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actividad como consecuencia de resolución de la autoridad competente como 

medida de contención de la propagación del virus COVID-19 y para aquellos 

trabajadores autónomos que no puedan causar derecho a la prestación 

ordinaria de cese de actividad prevista en la disposición adicional cuarta de 

este real decreto-ley o a la prestación de cese de actividad regulada en los 

artículos 327 y siguientes de la Ley General de la Seguridad Social, aprobada 

mediante Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 

 1. A partir del 1 de octubre de 2020, los trabajadores autónomos que se vean 

obligados a suspender todas sus actividades como consecuencia de una 

resolución adoptada por la autoridad competente como medida de contención 

en la propagación del virus COVID-19, tendrán derecho a una prestación 

económica de cese de actividad de naturaleza extraordinaria en los términos y 

requisitos que se establecen a continuación. a) Son requisitos para causar 

derecho a esta prestación: 1.º Estar afiliados y en alta en el Régimen Especial 

de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, 

en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 

del Mar, al menos 30 días naturales antes de la fecha de la resolución que 

acuerde el cese de actividad. 

2.º Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No 

obstante, si en la fecha de la suspensión de la actividad no se cumpliera este 

requisito, el órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo para que en 

el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La 

regularización del descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del 

derecho a la protección. b) La cuantía de la prestación será del 50 por ciento de 

la base mínima de cotización que corresponda por la actividad desarrollada. 

Esta cantidad se incrementará en un 20 por ciento si el trabajador autónomo 

tiene reconocida la condición de miembro de una familia numerosa y los únicos 

ingresos de la unidad familiar o análoga durante ese periodo proceden de su 

actividad suspendida. No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio 

personas unidas por vínculo familiar o unidad análoga de convivencia hasta el 
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primer grado de parentesco por consanguinidad o afinidad, y dos o más 

miembros tengan derecho a esta prestación extraordinaria de cese de 

actividad, la cuantía de cada una de las prestaciones será del 40 por ciento, no 

siendo de aplicación la previsión contemplada en el apartado anterior para 

familias numerosas. c) El derecho a la prestación nacerá desde el día siguiente 

a la adopción de la medida de cierre de actividad adoptada por la autoridad 

competente y finalizará el último día del mes en que se acuerde el 

levantamiento de la misma. d) Durante el tiempo que permanezca la actividad 

suspendida se mantendrá el alta en el régimen especial correspondiente 

quedando el trabajador autónomo exonerado de la obligación de cotizar. La 

exoneración del ingreso de las cuotas se extenderá desde el primer día del 

mes en el que se adopta la medida de cierre de actividad hasta el último día del 

mes siguiente al que se levante dicha medida. El periodo durante el cual el 

trabajador autónomo esté exento de la obligación de cotizar se entenderá como 

cotizado y las cotizaciones que correspondan al mismo serán asumidas por las 

entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente 

prestación. La base de cotización aplicable durante todo el periodo de 

percepción de esta prestación extraordinaria será en todo caso la establecida 

en el momento de inicio de dicha prestación. La duración máxima y resto de 

condiciones de aplicación de las deducciones en la cotización a las que pueda 

tener derecho el trabajador beneficiario de esta prestación extraordinaria por 

cese en la actividad no se modificará por el percibo de esta última. Las mutuas 

colaboradoras y el Instituto Social de la Marina, proporcionarán a la Tesorería 

General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los 

procedimientos que establezca esta última, para la aplicación de lo establecido 

en este apartado, tanto en el momento del reconocimiento provisional de la 

prestación como en la revisión posterior, conforme a lo establecido en la letra i). 

e) El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una 

retribución por el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, salvo que los 

ingresos del trabajo por cuenta ajena sean inferiores a 1,25 veces el importe 
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del salario mínimo interprofesional; con el desempeño de otra actividad por 

cuenta propia; con la percepción de rendimientos procedentes de la sociedad 

cuyo actividad se haya visto afectada por el cierre; así como con la percepción 

de una prestación de Seguridad Social salvo aquella que el beneficiario viniera 

percibiendo por ser compatible con el desempeño de la actividad que 

desarrollaba. Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia 

incluidos en el Régimen Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por 

cese de actividad será además incompatible con las ayudas por paralización de 

la flota. f) Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que 

hayan optado por su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en 

el régimen especial que corresponda tendrán derecho igualmente a esta 

prestación extraordinaria, siempre que reúnan los requisitos establecidos en 

este apartado. g) La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas 

colaboradoras con la Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina. h) El 

tiempo de percepción de la prestación no reducirá los periodos de prestación 

por cese de actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho en el futuro. 

i) El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo deberá 

solicitarse dentro de los primeros quince días siguientes a la entrada en vigor 

del acuerdo o resolución de cierre de actividad. En el caso de que la solicitud 

se presente fuera del plazo establecido, el derecho a la prestación se iniciará el 

día de la solicitud. No obstante, el trabajador quedará exento de la obligación 

de cotizar desde el primer día del mes en el que la autoridad gubernativa haya 

determinado la prohibición de la actividad, si bien en ese caso el periodo 

anterior a la fecha de solicitud no se entenderá como cotizado, no asumiendo la 

cotización las entidades que cubran las respectivas prestaciones. Las 

entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la 

solicitud presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la 

resolución provisional que sea procedente, estimando o desestimando el 

derecho. Finalizada la medida de cierre de actividad se procederá a revisar 

todas las resoluciones provisionales adoptadas. En el supuesto de que se 
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desprenda que el interesado no tiene derecho a la prestación, se iniciarán los 

trámites de reclamación de las cantidades indebidamente percibidas, debiendo 

además en estos casos ingresar las cotizaciones correspondientes a todo el 

periodo de percepción indebida de la prestación, aplicándose el procedimiento 

de gestión recaudatoria del sistema de la Seguridad Social en todos sus 

términos. 

j) En la solicitud de la prestación el interesado deberá comunicar a la mutua o a 

la entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar 

y si alguno de ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de 

actividad o si cuentas con alguno otro tipo de ingresos. Junto con la solicitud se 

aportará una declaración jurada de los ingresos que se perciben, en su caso, 

como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, sin perjuicio de la obligación 

que asiste al perceptor de la prestación de presentar un certificado de empresa 

y la declaración de la renta a la entidad gestora de la prestación cuando así se 

le requiera. 2. A partir del 1 de octubre de 2020, podrán acceder a una 

prestación económica de cese de actividad de naturaleza extraordinaria en los 

términos que se definen a continuación aquellos trabajadores autónomos que 

reúnen los requisitos establecidos en este apartado. a) Los requisitos que 

deben concurrir para causar derecho a la prestación son los siguientes: 1.º 

Estar dado de alta y al corriente en el pago de las cotizaciones en el Régimen 

Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen Especial de 

Trabajadores del Mar como trabajador por cuenta propia desde antes del 1 de 

abril de 2020. No obstante, si en la fecha de la presentación de la solicitud no 

se cumpliera el requisito de estar al corriente en el pago de las cotizaciones, el 

órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo para que en el plazo 

improrrogable de treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La 

regularización del descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del 

derecho a la protección. 2.º No tener derecho a la prestación de cese de 

actividad que se regula en la disposición adicional cuarta de esta norma o a la 

prestación de cese de actividad regulada en los artículos 327 y siguientes del 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado mediante 

Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por no reunir los requisitos 

de carencia exigidos en la norma. 

 3.º No tener ingresos procedentes de la actividad por cuenta propia en el 

último trimestre del ejercicio 2020 superiores al salario mínimo interprofesional. 

 4.º Sufrir, en el cuarto trimestre del 2020, una reducción en los ingresos de la 

actividad por cuenta propia de al menos el 50% en relación a los ingresos 

habidos en el primer trimestre del 2020. Para el cálculo de la reducción de 

ingresos se tendrá en cuenta el periodo en alta en el primer trimestre del año 

2020 y se comparará con la parte proporcional de los ingresos habidos en el 

cuarto trimestre por el mismo tiempo. b) La cuantía de la prestación será del 50 

por ciento de la base mínima de cotización que corresponda por la actividad 

desarrollada. No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas 

unidas por vínculo familiar o unidad análoga de convivencia hasta el primer 

grado de parentesco por consanguinidad o afinidad, y dos o más miembros 

tengan derecho a esta prestación extraordinaria de cese de actividad, la 

cuantía de cada una de las prestaciones será del 40 por ciento. c) Esta 

prestación extraordinaria por cese de actividad podrá comenzar a devengarse 

con efectos de 1 de octubre de 2020 y tendrá una duración máxima de 4 

meses, siempre que la solicitud se presente dentro de los primeros quince días 

naturales de octubre. En caso contrario, los efectos quedan fijados en el primer 

día del mes siguiente al de la presentación de la solicitud y su duración no 

podrá exceder del 31 de enero de 2021. d) El percibo de la prestación será 

incompatible con la percepción de una retribución por el desarrollo de un 

trabajo por cuenta ajena, salvo que los ingresos del trabajo por cuenta ajena 

sean inferiores a 1,25 veces el importe del salario mínimo interprofesional; con 

el desempeño de otra actividad por cuenta propia; con la percepción de 

rendimientos procedentes de una sociedad; con la percepción de una 

prestación de Seguridad Social salvo aquella que el beneficiario viniera 

percibiendo por ser compatible con el desempeño de la actividad que 
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desarrollaba. Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia 

incluidos en el Régimen Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por 

cese de actividad será además incompatible con las ayudas por paralización de 

la flota. e) Durante el tiempo de percepción de la prestación se mantendrá el 

alta en el régimen especial correspondiente quedando el trabajador autónomo 

exonerado de la obligación de cotizar. El periodo durante el cual el trabajador 

autónomo esté exento de la obligación de cotizar se entenderá como cotizado y 

las cotizaciones que correspondan al mismo serán asumidas por las entidades 

con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación. La 

base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta 

prestación extraordinaria será en todo caso la establecida en el momento de 

inicio de dicha prestación. La duración máxima y resto de condiciones de 

aplicación de las deducciones en la cotización a las que pueda tener derecho el 

trabajador beneficiario de esta prestación extraordinaria por cese en la 

actividad no se modificará por el percibo de esta última. Las mutuas 

colaboradoras y el Instituto Social de la Marina, proporcionarán a la Tesorería 

General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los 

procedimientos que establezca esta última, para la aplicación de lo establecido 

en este apartado, tanto en el momento del reconocimiento provisional de la 

prestación como en la revisión posterior, conforme a lo establecido en los 

apartados i) y j). f) Los trabajadores autónomos que perciban esta prestación y 

no estuvieran cotizando por cese de actividad vendrán obligados a cotizar por 

este concepto a partir del mes siguiente en que finalice la percepción de la 

prestación. g) Se extinguirá el derecho a la esta prestación si durante la 

percepción de la misma concurren los requisitos para causar derecho a la 

prestación de cese de actividad contemplada en la disposición adicional cuarta 

de esta norma o a la prestación de cese de actividad regulada en los artículos 

327 y siguientes del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 

aprobado mediante Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, sin 

perjuicio del derecho que asiste al interesado a solicitar la prestación 
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correspondiente. h) Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo 

asociado que hayan optado por su encuadramiento como trabajadores por 

cuenta propia en el régimen especial que corresponda tendrán derecho 

igualmente a esta prestación extraordinaria en los términos establecidos, 

siempre que reúnan los requisitos de este apartado. i) La gestión de esta 

prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social 

o al Instituto Social de la Marina. Las entidades encargadas de la gestión de 

esta prestación, de acuerdo con la solicitud presentada y los documentos en su 

caso aportados, dictará la resolución provisional que sea procedente, 

estimando o desestimando el derecho. Junto con la solicitud se aportará una 

declaración jurada de los ingresos que se perciben, en su caso, como 

consecuencia del trabajo por cuenta ajena, sin perjuicio de la obligación que 

asiste al perceptor de la prestación de presentar un certificado de empresa y la 

declaración de la renta a la entidad gestora de la prestación. j) A partir del 1 de 

marzo de 2021 se procederá a revisar todas las resoluciones provisionales 

adoptadas. 

 1.º Para ello las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, siempre que 

tengan el consentimiento de los interesados, o el Instituto Social de la Marina 

recabaran del Ministerio de Hacienda los datos tributarios correspondientes al 

año 2020 de los trabajadores autónomos. Si las mutuas colaboradoras con la 

Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no pudieran tener acceso a 

los datos obrantes en las administraciones tributarias, los trabajadores 

autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora: Copia del modelo 390 de 

declaración resumen anual IVA del año 2020. Copia del modelo 130 

correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas (IRPF) del año 2020. Declaración de la renta de 

las personas físicas o certificado de empresas donde consten las retribuciones 

percibidas por cuenta ajena. Los trabajadores autónomos que tributen en el 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) por estimación 

objetiva (modelo 131) deberán aportar la documentación necesaria para 
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acreditar los ingresos exigidos en este precepto. 

 2.º En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a 

la prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades 

indebidamente percibidas. Para ello la entidad competente para el 

reconocimiento de la prestación dictará resolución fijando el importe de la 

cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses o recargo en el plazo 

que se determine en la resolución. Transcurrido el plazo fijado en la resolución 

que al efecto se dicte, la Tesorería General de la Seguridad Social procederá a 

reclamar la deuda pendiente, con los recargos e intereses que procedan 

conforme al procedimiento administrativo de recaudación establecido en el 

Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el 

Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio. k) Al tiempo de solicitar la prestación, 

el interesado deberá comunicar a la mutua o a la entidad gestora de la 

prestación los miembros que integran la unidad familiar y si alguno de ellos es 

o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentan con 

algún otro tipo de ingresos. l) El trabajador autónomo que haya solicitado el 

pago de la prestación regulada en este apartado podrá: Renunciar a ella en 

cualquier momento antes del 31 de enero de 2021, surtiendo efectos la 

renuncia el mes siguiente a su comunicación. Devolver por iniciativa propia la 

prestación por cese de actividad, sin necesidad de esperar a la reclamación de 

la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad gestora, cuando 

considere que los ingresos percibidos durante el cuarto trimestre de 2020 o la 

caída de la facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales 

establecidos en el apartado 2 con la correspondiente pérdida del derecho a la 

prestación.  

Artículo 14. Prestación extraordinaria de cese de actividad para los 

trabajadores de temporada. 

 1. A los efectos de este precepto se consideran trabajadores de temporada 

aquellos trabajadores autónomos cuyo único trabajo a lo largo de los últimos 

dos años se hubiera desarrollado en el Régimen Especial de Trabajadores 
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Autónomos o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar durante los 

meses de junio a diciembre. Se considerará que el trabajador autónomo ha 

desarrollado un único trabajo durante los meses de junio a diciembre de 2018 y 

2019 siempre que, de haber estado de alta en un régimen de seguridad social 

como trabajador por cuenta ajena, esta alta no supere los 120 días a lo largo 

de esos dos años. 

 2. Serán requisitos para causar derecho a la prestación: a) Haber estado de 

alta y cotizado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos o en el 

Régimen Especial de Trabajadores del Mar como trabajador por cuenta propia 

durante al menos cuatro meses en el periodo comprendido entre los meses de 

junio a diciembre de cada uno de los años 2018 y 2019. b) No haber estado en 

alta o asimilado al alta como trabajador por cuenta ajena en el régimen de 

Seguridad Social correspondiente más de 120 días durante el periodo 

comprendido entre el 1 de junio de 2018 y el 31 de julio de 2020. c) No haber 

desarrollado actividad ni haber estado dado en alta o asimilado al alta desde el 

1 de marzo al 31 de mayo de 2020. d) No haber percibido prestación alguna del 

sistema de Seguridad Social durante los meses de enero a junio de 2020, salvo 

que la misma fuera compatible con el ejercicio de una actividad como 

trabajador autónomo. 

e) No haber obtenido durante el año 2020 unos ingresos que superen los 

23.275 euros. f) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad 

Social. No obstante, si no se cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará 

al pago al trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta 

días naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto 

producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a la protección. 

 3. La cuantía de la prestación regulada en este artículo será el equivalente al 

70 por ciento de la base mínima de cotización que corresponda por la actividad 

desempeñada en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen 

Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar. 
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 4. La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en este artículo 

podrá comenzar a devengarse con efectos de 1 de octubre de 2020 y tendrá 

una duración máxima de 4 meses, siempre que la solicitud se presente dentro 

de los primeros quince días naturales de octubre. En caso contrario los efectos 

quedan fijados al día siguiente de la presentación de la solicitud. 

 5. Durante la percepción de la prestación no existirá obligación de cotizar, 

permaneciendo el trabajador en situación de alta o asimilada al alta en el 

régimen de Seguridad Social correspondiente. 

 6. Las cotizaciones por las que no exista obligación de cotizar serán asumidas 

por las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente 

prestación. 

 7. Esta prestación será incompatible con el trabajo por cuenta ajena y con 

cualquier prestación de Seguridad Social que el beneficiario viniera percibiendo 

salvo que fuera compatible con el desempeño de la actividad como trabajador 

por cuenta propia. Asimismo será incompatible con el trabajo por cuenta propia 

y con la percepción de rendimientos procedentes de la sociedad cuya actividad 

se haya visto afectada por el cierre, cuando los ingresos que se perciban 

durante el año 2020 superen los 23.275 euros. Por lo que se refiere a los 

trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen Especial de los 

Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será incompatible 

además con la percepción de las ayudas por paralización de la flota. 

 8. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan 

optado por su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el 

régimen especial que corresponda tendrán derecho, en las mismas 

condiciones, a esta prestación extraordinaria, siempre que reúnan los requisitos 

establecidos en este artículo. 

 9. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras 

con la Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina. 

 10. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo podrá 

solicitarse en cualquier momento durante el periodo comprendido entre la 
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entrada en vigor de la norma y el mes de enero de 2021. Los efectos de la 

solicitud son los determinados en el apartado 4. Las entidades gestoras, de 

acuerdo con la solicitud presentada y los documentos en su caso aportados, 

dictará la resolución provisional que sea procedente, estimando o 

desestimando el derecho. 

 11. A partir del 1 de marzo de 2021 se procederá a revisar todas las 

resoluciones provisionales adoptadas. a) Para ello las mutuas colaboradoras 

con la Seguridad Social, siempre que tengan el consentimiento de los 

interesados, o el Instituto Social de la Marina recabaran del Ministerio de 

Hacienda los datos tributarios correspondientes al segundo semestre del año 

2020 de los trabajadores autónomos. 

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la 

Marina no pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones 

tributarias, los trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua 

colaboradora: Copia del modelo 390 de declaración resumen anual IVA del año 

2020. Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago 

fraccionado del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del 

año 2020. Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) 

deberán aportar la documentación necesaria para acreditar los ingresos 

exigidos en este precepto. b) En el supuesto de que se desprenda que el 

interesado no tiene derecho a la prestación, se iniciarán los trámites de 

reclamación de las cantidades indebidamente percibidas. Para ello la entidad 

competente para el reconocimiento de la prestación dictará resolución fijando el 

importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses o recargo 

en el plazo que se determine en la resolución. Transcurrido el plazo fijado en la 

resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General de la Seguridad Social 

procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e intereses que 

procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación establecido 

en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado 
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por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio. 

 12. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación 

regulada en este artículo podrá: Renunciar a ella en cualquier momento antes 

del 31 de diciembre de 2020, surtiendo efectos la renuncia el mes siguiente a 

su comunicación. Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de 

actividad, sin necesidad de esperar a la reclamación de la mutua colaboradora 

con la Seguridad Social o de la entidad gestora, cuando considere que los 

ingresos que puede percibir por el ejercicio de la actividad durante el tiempo 

que puede causar derecho a ella superarán los umbrales establecidos en el 

apartado 2.e) con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación. 

 Disposición adicional primera. Empresas pertenecientes a sectores con una 

elevada tasa de cobertura por expedientes de regulación temporal de empleo y 

una reducida tasa de recuperación de actividad. Se consideran empresas 

pertenecientes a sectores con una elevada tasa de cobertura y una reducida 

tasa de recuperación de actividad aquellas que tengan expedientes de 

regulación temporal de empleo prorrogados automáticamente hasta el 31 de 

enero de 2021, conforme a lo establecido en el del artículo 1, y cuya actividad 

se clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de 

Actividades Económicas –CNAE-09– previstos en el Anexo de la presente 

norma en el momento de su entrada en vigor. También podrán acceder a las 

exoneraciones previstas en el apartado tercero de esta disposición adicional, 

las empresas que tengan expedientes de regulación temporal de empleo 

prorrogados automáticamente hasta el 31 de enero de 2021, conforme a lo 

establecido en el artículo 1, cuyo negocio dependa, indirectamente y en su 

mayoría, de las empresas a las que se refiere el apartado anterior, o que 

formen parte de la cadena de valor de estas, en los términos establecidos a 

continuación. Se entenderá que son integrantes de la cadena de valor o 

dependientes indirectamente de las empresas a que se refiere el apartado 1, 

las empresas cuya facturación, durante el año 2019, se haya generado, al 

menos, en un cincuenta por ciento, en operaciones realizadas de forma directa 
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con las incluidas en alguno de los códigos de la CNAE-09 referidos en el anexo 

indicado, así como aquellas cuya actividad real dependa indirectamente de la 

desarrollada efectivamente por las empresas incluidas en dichos códigos 

CNAE-09. 

 La solicitud de declaración de empresa dependiente o integrante de la cadena 

de valor deberá ser presentada entre los días 5 y 19 de octubre de 2020 y se 

tramitará y resolverá de acuerdo con el siguiente procedimiento: a) El 

procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa ante la autoridad 

laboral que hubiese dictado la resolución expresa o tácita del expediente de 

regulación temporal de empleo prorrogado, a la que se acompañará de un 

informe o memoria explicativa de la concurrencia, dentro del ámbito de dicho 

expediente, de las circunstancias previstas en el párrafo segundo de este 

apartado y, en su caso, de la correspondiente documentación acreditativa. La 

empresa deberá comunicar su solicitud a las personas trabajadoras y trasladar 

el informe anterior y la documentación acreditativa, en caso de existir, a la 

representación de estas. b) La resolución de la autoridad laboral se dictará en 

el plazo de cinco días a contar desde la presentación de la solicitud, previa 

solicitud de informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y deberá 

limitarse a constatar la condición de empresa integrante de la cadena de valor 

o dependiente indirectamente, en los términos definidos por esta disposición 

adicional. 

 Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolución expresa, y sin 

perjuicio de obligación de dictar resolución conforme a la normativa de 

procedimiento administrativo, la empresa podrá entender estimada la solicitud 

presentada por silencio administrativo. c) El informe de la Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social se evacuará en el plazo improrrogable de cinco 

días. En todo lo no previsto en este apartado resultarán de aplicación las 

normas sobre procedimiento contenidas en el Título II del Reglamento de los 

procedimientos de despido colectivo y de suspensión de contratos y reducción 

de jornada, aprobado por el Real Decreto 1483/2012, de 29 de octubre. 
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 3. Quedarán exoneradas entre el 1 de octubre de 2020 y el 31 de enero de 

2021, del abono de la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad 

Social y por conceptos de recaudación conjunta, en los porcentajes y 

condiciones que se indican en el siguiente apartado, las siguientes empresas: 

a) Empresas a las que se prorrogue automáticamente el expediente de 

regulación temporal de empleo vigente, basados en el artículo 22 del Real 

Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, según lo establecido en el artículo 1.1, y 

que tengan la consideración de pertenecientes a sectores con una elevada tasa 

de cobertura por expedientes de regulación temporal de empleo y una reducida 

tasa de recuperación de actividad, según los apartados 1 y 2 de esta 

disposición adicional. b) Empresas a las que se refiere el artículo 3.3, que 

transiten desde un expediente de regulación temporal de empleo de fuerza 

mayor basado en las causas del artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 

de marzo, a uno de causas económicas, técnicas, organizativas o de 

producción durante la vigencia de esta norma, cuya actividad se clasifique en 

alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 

–CNAE-09– previstos en el Anexo de la presente norma en el momento de su 

entrada en vigor. c) Empresas titulares de un expediente de regulación 

temporal de empleo basado en el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 

17 de marzo, a las que se refiere el artículo 4.2 del Real Decreto-ley 24/2020, 

de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del 

trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, cuya actividad se 

clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades 

Económicas –CNAE-09- previstos en el Anexo de la presente norma en el 

momento de su entrada en vigor. d) Empresas que, habiendo sido calificadas 

como dependientes o integrantes de la cadena de valor, transiten desde un 

expediente de regulación temporal de empleo por causas de fuerza mayor 

basado en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, a uno 

por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, conforme a lo 

establecido en el artículo 3.3. 
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4. Las empresas indicadas en el apartado anterior quedarán exoneradas, 

respecto de las personas trabajadoras afectadas por el expediente de 

regulación temporal de empleo que reinicien su actividad a partir del 1 de 

octubre de 2020, o que la hubieran reiniciado desde la entrada en vigor del 

Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, en los términos de su artículo 4.2.a), 

y de los periodos y porcentajes de jornada trabajados a partir del 1 de octubre 

de 2020, y respecto de las personas trabajadoras que tengan sus actividades 

suspendidas entre el 1 de octubre de 2020 y el 31 de enero de 2021 y de los 

periodos y porcentajes de jornada afectados por la suspensión, en los 

porcentajes y condiciones que se indican a continuación: a) El 85 % de la 

aportación empresarial devengada en octubre, noviembre, diciembre de 2020 y 

enero de 2021, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta 

personas trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta en la 

Seguridad Social a 29 de febrero de 2020. b) El 75 % de la aportación 

empresarial devengada en octubre, noviembre, diciembre de 2020 y enero de 

2021, cuando la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas 

trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta a 29 de febrero de 

2020. 

 5. Las exenciones reguladas en esta disposición adicional serán incompatibles 

con las medidas reguladas en el artículo 2 de la presente norma. Asimismo, les 

resultarán de aplicación los apartados 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 2 de este real 

decreto-ley. 

 6. A efectos de lo establecido en esta disposición adicional, se considerará que 

el código de la CNAE-09 en que se clasifica la actividad de la empresa es el 

que resulte de aplicación para la determinación de los tipos de cotización para 

la cobertura de las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades 

profesionales respecto de las liquidaciones de cuotas presentadas en 

septiembre de 2020, según lo establecido en la disposición adicional cuarta de 

la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 

para el año 2007. 
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 Disposición adicional segunda. Comisión de Seguimiento Tripartita Laboral. 

 1. La Comisión de Seguimiento tripartita laboral, estará integrada por el 

Ministerio de Trabajo y Economía social, el Ministerio de Inclusión, Seguridad 

Social y Migraciones y por la Confederación Española de Organizaciones 

Empresariales (CEOE), la Confederación Española de la Pequeña y Mediana 

Empresa (CEPYME), Comisiones Obreras (CC.OO.) y la Unión General de 

Trabajadores (UGT), y tendrá como funciones, desde la entrada en vigor del 

presente real decreto-ley, la valoración de las medidas recogidas en este y de 

la evolución de la actividad económica y el empleo, así como el análisis de las 

eventuales medidas futuras para la protección del empleo y del tejido 

productivo. 

 2. Para el desarrollo de dichas funciones, la Comisión se reunirá, con carácter 

ordinario, cada 15 días desde la entrada en vigor de la presente norma, previa 

convocatoria remitida al efecto por el Ministerio de Trabajo y Economía Social 

y, con carácter extraordinario, siempre que lo soliciten tres de las cuatro 

organizaciones integrantes de la misma. 

 Disposición adicional tercera. Formación de las personas afectadas por 

expedientes de regulación temporal de empleo. 

 1. Las personas trabajadoras que se encuentren en situación de suspensión 

de contrato o de reducción de jornada como consecuencia de un expediente de 

regulación temporal de empleo de los referidos en esta norma, tendrán la 

consideración de colectivo prioritario para el acceso a las iniciativas de 

formación del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito 

laboral. 

2. Con este objetivo, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de 

esta norma, se adoptarán las siguientes medidas: a) Adaptación, para su 

flexibilización, de la normativa reguladora, particularmente la Orden 

TMS/368/2019, de 28 de marzo, por la que se desarrolla el Real Decreto 

694/2017, de 3 de julio, por el que se desarrolla la Ley 30/2015, de 9 de 

septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el 
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Empleo en el ámbito laboral, en relación con la oferta formativa de las 

administraciones competentes y su financiación, y se establecen las bases 

reguladoras para la concesión de subvenciones públicas destinadas a su 

financiación. b) Integración de estas personas como colectivo prioritario en las 

bases reguladoras de las diferentes iniciativas de formación profesional para el 

empleo. c) Programación de planes específicos de formación adaptados a la 

realidad productiva de estas personas, con especial relevancia en aquellas 

iniciativas relacionadas con la adquisición de competencias para la 

transformación digital, así como en los planes de formación sectoriales e 

intersectoriales. 

Disposición adicional cuarta. Derecho a la prestación de cese de actividad 

compatible con el trabajo por cuenta propia y prórroga de las prestaciones ya 

causadas al amparo del artículo 9 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, 

de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del trabajo 

autónomo y de competitividad del sector industrial. 

 1. Los trabajadores autónomos que vinieran percibiendo a la entrada en vigor 

de esta norma la prestación por cese de actividad prevista en el artículo 9 del 

Real Decreto ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación 

del empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector 

industrial podrán continuar percibiéndola hasta el 31 de enero de 2021, siempre 

que durante el cuarto trimestre del año 2020 mantengan los requisitos que se 

establecieron para su concesión. Asimismo, los trabajadores autónomos que 

no hubieran percibido esta prestación durante el tercer trimestre de 2020 

podrán solicitar la prestación por cese de actividad prevista en el artículo 327 

del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el 

Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, siempre que concurran los 

requisitos establecidos en los apartados a), b), d) y e) del artículo 330.1 de la 

norma y hubieran percibido hasta el 30 de junio, la prestación extraordinaria por 

cese de actividad prevista en el artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 

de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
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económico y social del COVID-19. 

 2. El acceso a esta prórroga de la prestación o, en su caso, a la prestación 

exigirá acreditar una reducción en la facturación durante el cuarto trimestre del 

año 2020 de al menos el 75 por ciento en relación con el mismo periodo del 

año 2019, así como no haber obtenido durante el trimestre indicado de 2020 

unos rendimientos netos superiores a 5.818,75 euros. Para determinar el 

derecho a la prestación mensual se prorratearán los rendimientos netos del 

cuarto trimestre, no pudiendo exceder de 1.939,58 euros mensuales. En el 

caso de los trabajadores autónomos que tengan uno o más trabajadores a su 

cargo, deberá acreditarse al tiempo de solicitar la prestación el cumplimiento de 

todas las obligaciones laborales y de Seguridad Social que tengan asumidas. 

Para ello emitirán una declaración responsable, pudiendo ser requeridos por 

las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o por la entidad gestora para 

que aporten los documentos precisos que acrediten este extremo. 

 3. Esta prestación podrá percibirse como máximo hasta el 31 de enero de 

2021, siempre que el trabajador tenga derecho a ella en los términos fijados en 

el artículo 338 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 

Asimismo, percibirán esta prestación hasta el 31 de enero de 2021 aquellos 

trabajadores autónomos que a 31 de octubre vinieran percibiendo la prestación 

de cese de actividad reconocida al amparo del artículo 9 del Real Decreto-ley 

24/2020, de 26 de junio y vean agotado su derecho al cese previsto en el citado 

precepto antes del 31 de diciembre de 2020, siempre que reúnan los requisitos 

exigidos al efecto. A partir del 31 de enero de 2021 solo se podrá continuar 

percibiendo esta prestación de cese de actividad si concurren todos los 

requisitos del artículo 330 de la Ley General de la Seguridad Social. 

 4. El reconocimiento a la prestación se llevará a cabo por las mutuas 

colaboradoras o el Instituto Social de la Marina con carácter provisional con 

efectos de 1 de octubre de 2020 si se solicita antes del 15 de octubre, o con 

efecto desde el día siguiente a la solicitud en otro caso, debiendo ser 

regularizada a partir del 1 de marzo de 2021. 
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 5. A partir del 1 de marzo de 2021, las mutuas colaboradoras con la Seguridad 

Social, siempre que tengan el consentimiento de los interesados otorgado en la 

solicitud, o el Instituto Social de la Marina recabaran del Ministerio de Hacienda 

los datos tributarios de los ejercicios 2019 y 2020 necesarios para el 

seguimiento y control de las prestaciones reconocidas. Si las mutuas 

colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 

pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, 

los trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los 

diez días siguientes a su requerimiento: Copia del modelo 303 de 

autoliquidación del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), correspondiente a 

las declaraciones del cuarto trimestre de los años 2019 y 2020. Copia del 

modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del segundo y cuarto 

trimestre de los años 2019 y 2020, a los efectos de poder determinar lo que 

corresponde al cuarto trimestre de esos años. Los trabajadores autónomos que 

tributen en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) por 

estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la documentación necesaria 

o cualquier otro medio de prueba que sirva para acreditar los ingresos exigidos 

en este precepto. 

 6. Comprobados los datos por la entidad colaboradora o gestora competente 

para el reconocimiento de la prestación, se procederá a reclamar las 

prestaciones percibidas por aquellos trabajadores autónomos que superen los 

límites de ingresos establecidos en este precepto, o que no acrediten una 

reducción en la facturación durante el cuarto trimestre del año 2020 de al 

menos el 75 por ciento en relación con el mismo periodo del año 2019. La 

entidad competente para la reclamación fijara la fecha de ingreso de las 

cantidades reclamadas que deberán hacerse sin intereses o recargo. 

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería 

General de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con 

los recargos e intereses que procedan conforme al procedimiento 
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administrativo de recaudación establecido en el Reglamento General de 

Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, 

de 11 de junio. 

 7. El trabajador autónomo, durante el tiempo que esté percibiendo la 

prestación, deberá ingresar en la Tesorería General de la Seguridad Social la 

totalidad de las cotizaciones aplicando los tipos vigentes a la base de 

cotización correspondiente. La mutua colaboradora o, en su caso, el Instituto 

Social de la Marina, abonará al trabajador junto con la prestación por cese en la 

actividad, el importe de las cotizaciones por contingencias comunes que le 

hubiera correspondido ingresar de encontrarse el trabajador autónomo sin 

desarrollar actividad alguna, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 329 del 

Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 

 8. En los supuestos de cese definitivo en la actividad con anterioridad al 31 de 

diciembre de 2020, los límites de los requisitos fijados en este apartado se 

tomaran de  manera proporcional al tiempo de la duración de la actividad, a 

estos efectos el cálculo se hará computándose en su integridad el mes en que 

se produzca la baja en el régimen de Seguridad Social en el que estuviera 

encuadrado. 

 9. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación 

regulada en este artículo podrá: Renunciar a ella en cualquier momento antes 

del 31 de enero de 2021, surtiendo efectos la renuncia el mes siguiente a su 

comunicación. Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de 

actividad, sin necesidad de esperar a la reclamación de la mutua colaboradora 

con la Seguridad Social o de la entidad gestora, cuando considere que los 

ingresos percibidos durante el cuarto trimestre de 2020 o la caída de la 

facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales establecidos en el 

apartado 2 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación. 

 10. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, la prestación de 

cese de actividad podrá ser compatible con el trabajo por cuenta ajena, siendo 
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las condiciones aplicables en este supuesto las siguientes: a) Los ingresos 

netos procedentes del trabajo por cuenta propia y los ingresos procedentes del 

trabajo por cuenta ajena no podrá superar 2,2 veces el salario mínimo 

interprofesional. En la determinación de este cómputo, los ingresos 

procedentes del trabajo por cuenta ajena no superarán 1,25 veces el importe 

del salario mínimo interprofesional. b) La cuantía de la prestación será el 50% 

de la base de cotización mínima que le corresponda en función de la actividad. 

c) Junto con la solicitud se aportará una declaración jurada de los ingresos que 

se perciben como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, sin perjuicio de la 

obligación que asiste de presentar un certificado de empresa y la declaración 

de la renta a la entidad gestora de la prestación. d) Será de aplicación lo 

dispuesto en los apartados anteriores siempre que no contradigan lo dispuesto 

en este apartado.  

Disposición adicional quinta. Comisión de seguimiento de las medidas de 

apoyo para la recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el 

ámbito de la Seguridad Social. Se encomienda a la comisión de seguimiento de 

las medidas de apoyo para la recuperación de la actividad de los trabajadores 

autónomos en el ámbito de la Seguridad Social creada al amparo de lo 

dispuesto en la disposición adicional sexta del Real Decreto ley 24/2020, de 26 

de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del 

trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, el seguimiento y 

evaluación de las medidas establecidas en los artículos 13 y 14, así como en la 

disposición adicional cuarta de esta norma. 

 Disposición adicional sexta. Derecho a percepción del bono social por parte 

de determinados colectivos en situación de vulnerabilidad económica. 

 1. Tendrán consideración de consumidores vulnerables en su vivienda habitual 

y en los términos recogidos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por 

el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras 

medidas de protección para los consumidores domésticos, los consumidores 

que acrediten según se establece en esta disposición adicional y presentando 
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la correspondiente declaración responsable incluida en el modelo de solicitud, a 

partir de la fecha de entrada en vigor del presente real decreto ley, que el titular 

del punto de suministro, cumple los requisitos establecidos en el apartado 2 

artículo de esta disposición adicional. Cuando el contrato de suministro de la 

vivienda habitual de un profesional por cuenta propia o autónomo esté a 

nombre de la persona jurídica, el bono social deberá solicitarse para la persona 

física, lo que implicará un cambio de titularidad del contrato de suministro. 

 2. Para que un consumidor de energía eléctrica pueda ser considerado 

consumidor vulnerable a los efectos del presente artículo, este debe acreditar 

conforme al apartado 4, que el titular del punto de suministro, o alguno de los 

miembros de su unidad familiar, se encuentra en situación de desempleo, 

Expediente Temporal de Regulación de Empleo (ERTE), o ha visto reducida su 

jornada por motivo de cuidados, en caso de ser empresario, u otras 

circunstancias similares que supongan una pérdida sustancial de ingresos, no 

alcanzando por ello el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad 

familiar, en el mes anterior al momento en que se presenta la solicitud del bono 

social completa, con toda la documentación requerida, las siguientes 

cantidades: – 1,5 veces la doceava parte del Indicador Público de Renta de 

Efectos Múltiples (IPREM) de 14 pagas, en el caso de que no forme parte de 

una unidad familiar o no haya ningún menor en la unidad familiar; – 2 veces la 

doceava parte del índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya un 

menor en la unidad familiar; – 2,5 veces la doceava parte del índice IPREM de 

14 pagas, en el caso de que haya dos menores en la unidad familiar. A estos 

efectos, se considera unidad familiar a la constituida conforme a lo dispuesto 

en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 

Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio. Estos 

multiplicadores de renta respecto del índice IPREM de 14 pagas se 

incrementarán, en cada caso, en 0,5, siempre que concurra alguna de las 

siguientes circunstancias especiales: a) Que el consumidor o alguno de los 
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miembros de la unidad familiar tenga discapacidad reconocida igual o superior 

al 33%. b) Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad familiar 

acredite la situación de violencia de género, conforme a lo establecido en la 

legislación vigente. c) Que el consumidor o alguno de los miembros de la 

unidad familiar tenga la condición de víctima de terrorismo, conforme a lo 

establecido en la legislación vigente. d) Que el consumidor o alguno de los 

miembros de la unidad familiar se encuentre en situación de dependencia 

reconocida de grado II o III, conforme a lo establecido en la legislación vigente. 

e) Que el consumidor acredite que la unidad familiar está integrada por un 

único progenitor y, al menos, un menor. A los únicos efectos de comprobación 

de esta circunstancia especial, el comercializador comprobará a través del libro 

de familia y del certificado de empadronamiento que no reside en la vivienda a 

cuyo suministro se encuentra ligado el bono social, un segundo progenitor. 

 3. La condición de consumidor vulnerable definida en el apartado anterior y, 

por tanto, el derecho a percibir el bono social en los términos que corresponda, 

se extinguirá cuando dejen de concurrir las circunstancias referidas, estando 

obligado el consumidor a comunicar este hecho al comercializador de 

referencia en el plazo máximo de un mes. En cualquier caso, la condición de 

consumidor vulnerable definida en el apartado anterior y, por tanto, el derecho 

a percibir el bono social en los términos que corresponda, se extinguirá con 

fecha 30 de junio de 2021, sin perjuicio de la posibilidad de acogerse a dicha 

condición en cualquier momento anterior o posterior a esa fecha al amparo del 

resto de supuestos previstos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre. La 

empresa comercializadora de referencia estará obligada a indicar al 

consumidor, en la última factura que emita antes de la fecha prevista en el 

apartado anterior, la fecha de tal vencimiento, informando de que, una vez 

superado dicho plazo, el consumidor pasará  a ser facturado a PVPC por la 

misma comercializadora de referencia, e indicando la posibilidad de que el 

consumidor pueda, alternativamente, contratar su suministro con un 

comercializador en mercado libre. 
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 4. Para acreditar la condición de consumidor vulnerable definida en el apartado 

anterior y solicitar la percepción del bono social, el consumidor debe remitir a 

un comercializador de referencia, a través de la dirección de correo electrónico 

que aparezca en su página web, el modelo de solicitud y declaración 

responsable disponible en la página web del Ministerio para la Transición 

Ecológica y el Reto Demográfico junto con la siguiente documentación 

acreditativa: – En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado 

expedido por la entidad gestora de las prestaciones. – En caso de cese de 

actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante certificado expedido 

por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente 

de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de 

cese de actividad declarada por el interesado. – Copia del NIF o NIE del titular 

del punto de suministro y, en caso de que forme parte de una unidad familiar, 

copia del NIF o NIE de cada uno de los miembros para los que dicho 

documento sea obligatorio. – Certificado de empadronamiento en vigor, 

individual o conjunto, del titular del punto de suministro o de todos los 

miembros de la unidad familiar. – Libro de familia, en el caso de que exista 

unidad familiar. – Declaración responsable del solicitante relativa al 

cumplimiento de los requisitos exigidos en el apartado 2. La comercializadora 

de referencia remitirá al titular del punto de suministro un correo electrónico de 

confirmación de recepción de la solicitud. 

 5. Respecto de la tramitación de las solicitudes de percepción del bono social 

realizadas al amparo del presente artículo, se tendrán en cuenta las siguientes 

consideraciones: a) En el caso de que la solicitud fuera incompleta, el 

comercializador de referencia, en el plazo máximo de cinco días hábiles desde 

la recepción de la solicitud, se dirigirá al consumidor indicando la 

documentación acreditativa que le falta. b) Una vez recibida por el 

comercializador de referencia la solicitud del consumidor completa, 

acompañada de la documentación acreditativa, en el plazo máximo de cinco 

días hábiles, el comercializador de referencia debe comprobar que los 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

requisitos son acreditados conforme se establece en el presente artículo, 

comunicando al consumidor mediante correo electrónico, o mediante canal 

telefónico si el consumidor ha optado por esta opción, el resultado de la 

evaluación. Para la comprobación de la correcta acreditación de los requisitos 

establecidos en el presente artículo, el comercializador de referencia no 

requerirá la utilización de la plataforma informática disponible en la sede 

electrónica del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, a 

la que hace referencia el artículo 8 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre. 

c) En el supuesto de que el resultado de la comprobación de la acreditación 

sea positivo y la solicitud de bono social suponga un cambio de 

comercializador, en el referido plazo de cinco días se deberá haber realizado el 

cambio de comercializador y la formalización del contrato a Precio Voluntario 

para el Pequeño Consumidor. d) El bono social se devengará a partir del primer 

día del ciclo de facturación en el que tenga lugar la recepción de la solicitud 

completa con la documentación acreditativa necesaria. 

 Disposición adicional séptima. Consecuencias de la aplicación indebida del 

derecho a percepción del bono social por parte de determinados colectivos en 

situación de vulnerabilidad económica. 

 1. El titular del contrato de suministro que se haya beneficiado del derecho a 

percibir el bono social por parte de determinados colectivos en situación de 

vulnerabilidad económica sin reunir los requisitos previstos en el apartado 2 de 

la disposición adicional sexta, será responsable de los daños y perjuicios que 

se hayan podido producir, así como de todos los gastos generados por la 

aplicación de estas medidas excepcionales, sin perjuicio de las 

responsabilidades de otro orden a que la conducta de los mismos pudiera dar 

lugar. 2. El importe de los daños, perjuicios y gastos no podrá ser inferior al 

beneficio indebidamente obtenido por el titular del contrato de suministro por la 

aplicación de la norma, la cual incurrirá en responsabilidad, también, en los 

casos en los que, voluntaria y deliberadamente, busque situarse o mantenerse 

en los supuestos de vulnerabilidad económica con la finalidad de obtener la 
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aplicación de las medidas reguladas por este real decreto-ley. 3. La 

administración podrá recabar en cualquier momento toda la información 

acreditativa del cumplimiento de los requisitos, incluidos los de renta, 

correspondientes a todo el periodo durante el que se haya beneficiado del bono 

social. Disposición adicional octava. Bonificación del pago de aranceles 

notariales y del Registro de la Propiedad. 1. Los derechos arancelarios 

notariales y registrales derivados de la formalización e inscripción de la 

novación del préstamo, leasing y renting que incluya la moratoria señalada en 

los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio de 2020, serán 

satisfechos en todo caso por el acreedor y se bonificarán en un 50 por ciento 

en los siguientes términos: a) Por el otorgamiento de la escritura se devengará 

el mismo arancel que, para las escrituras de novación hipotecaria, se establece 

en la letra f) del apartado 1 del número 1 del anexo I del Real Decreto 

1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el arancel de los 

Notarios, reducidos al 50 por ciento, sin que se devengue cantidad alguna a 

partir del quinto folio de matriz y de copia, sea copia autorizada o copia simple. 

El arancel mínimo previsto será de 30 euros y el máximo de 75. b) Por la 

práctica de la inscripción se aplicará el arancel previsto para las novaciones 

modificativas en artículo 2.1.g) del Anexo I del Real Decreto 1427/1989, de 17 

de noviembre, por el que se aprueba el Arancel de los Registradores. Al 

resultado se le aplicará una bonificación del 50 por ciento. El arancel mínimo 

previsto será de 24 euros y el máximo de 50 euros. 

 2. Los derechos arancelarios notariales derivados de la intervención de pólizas 

en que se formalice, en su caso, la suspensión temporal de las obligaciones 

contractuales derivadas de todo préstamo, leasing y renting a los que se 

refieren los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio de 

2020, serán los establecidos en el Decreto de 15 de diciembre de 1950 y se 

bonificarán en un 50 % con un límite mínimo de 25 euros y máximo de 50 

euros, por todos los conceptos incluyendo sus copias y traslados. Los derechos 

arancelarios de los registradores derivados de la constancia registral, en su 
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caso, de la suspensión temporal de las obligaciones contractuales, a que se 

refieren los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020, de 7 de julio de 

2020, se minutarán de conformidad con el artículo 36.9.g de la Ordenanza 

aprobada por Orden de 19 de julio de 1999, por la cantidad fija de 6 euros.  

Disposición transitoria única. Expedientes de regulación temporal de empleo 

basados en el apartado 2 de la disposición adicional primera del Real Decreto-

ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y 

protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial. Los 

expedientes de regulación temporal de empleo autorizados en base a lo 

dispuesto en el apartado 2 de la disposición adicional primera del Real Decreto-

ley 24/2020, de 26 de junio, se mantendrán vigentes en los términos recogidos 

en las correspondientes resoluciones estimatorias, expresas o por silencio. No 

obstante, desde el 1 de octubre de 2020, y hasta el 31 de enero de 2021, 

resultarán aplicables a dichos expedientes los porcentajes de exoneración 

previstos en el artículo 2.1 de esta norma, así como los límites y la salvaguarda 

a la que hacen referencia los artículos 4.2 y 5.2. 

 Disposición final primera. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 

aprobada por el Real Decreto de 14 de septiembre de 1882. Con efectos desde 

la entrada en vigor de este Real Decreto-ley y vigencia indefinida, se modifica 

la disposición adicional quinta de la Ley de Enjuiciamiento Criminal aprobada 

por el Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, que queda redactada del 

siguiente modo:  

«Disposición adicional quinta. Comunicación de actuaciones al Instituto 

Nacional de la Seguridad Social y al Instituto Social de la Marina. Los Letrados 

de la Administración de Justicia de los juzgados y tribunales comunicarán al 

Instituto Nacional de la Seguridad Social y al Instituto Social de la Marina 

cualquier resolución judicial de la que se deriven indicios racionales de 

criminalidad por la comisión de un delito doloso de homicidio en cualquiera de 

sus formas, en que la víctima fuera ascendiente, descendiente, hermano, 

cónyuge o excónyuge del investigado, o estuviera o hubiese estado ligada a él 
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por una relación de afectividad análoga a la conyugal. Asimismo, comunicarán 

a dichos organismos oficiales las resoluciones judiciales firmes que pongan fin 

a los procedimientos penales. Dichas comunicaciones se realizarán, a los 

efectos previstos en los artículos 231, 232, 233 y 234 del texto refundido de la 

Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

8/2015, de 30 de octubre, en los artículos 37 bis y 37 ter del texto refundido de 

la Ley de Clases Pasivas del Estado, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

670/1987, de 30 de abril, y en los artículos 4, 5, 6, 7 y 10 del Real Decreto-ley 

20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital» 

Disposición final segunda. Modificación del texto refundido de la Ley del 

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre. Se 

modifica el número 30 del artículo 45.I.B) del texto refundido de la Ley del 

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, que 

queda redactado del siguiente modo: «30. Las escrituras de formalización de 

las moratorias de préstamos y créditos hipotecarios y de arrendamientos, 

préstamos, leasing y renting sin garantía hipotecaria que se produzcan en 

aplicación de la moratoria hipotecaria para el sector turístico, regulada en los 

artículos 3 a 9 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes 

para apoyar la reactivación económica y el empleo, y de la moratoria para el 

sector del transporte público de mercancías y discrecional de viajeros en 

autobús, regulada en los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 

de julio, de medidas de reactivación económica para hacer frente al impacto del 

COVID-19 en los ámbitos de transportes y vivienda.»  

Disposición final tercera. Modificación del texto refundido de la Ley General 

de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 

de octubre. Se modifica el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 

Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, de 

la siguiente forma: 
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 Uno. Se modifica el artículo 351, que queda redactado como sigue: «Artículo 

351. Enumeración. Las prestaciones familiares de la Seguridad Social, en su 

modalidad no contributiva, consistirán en: a) Una asignación económica por 

cada hijo menor de dieciocho años de edad y afectado por una discapacidad en 

un grado igual o superior al 33 por ciento, o mayor de dicha edad cuando el 

grado de discapacidad sea igual o superior al 65 por ciento, a cargo del 

beneficiario, cualquiera que sea la naturaleza legal de la filiación, así como por 

los menores a su cargo en régimen de acogimiento familiar permanente o 

guarda con fines de adopción, que cumplan los mismos requisitos. El causante 

no perderá la condición de hijo o de menor a cargo por el mero hecho de 

realizar un trabajo lucrativo por cuenta propia o ajena siempre que continúe 

viviendo con el beneficiario de la prestación y que los ingresos anuales del 

causante, en concepto de rendimientos del trabajo, no superen el 100 por cien 

del salario mínimo interprofesional, también en cómputo anual. Tal condición se 

mantendrá aunque la afiliación del causante como trabajador suponga su 

encuadramiento en un régimen de Seguridad Social distinto a aquel en el que 

esté afiliado el beneficiario de la prestación. b) Una prestación económica de 

pago único a tanto alzado por nacimiento o adopción de hijo, en supuestos de 

familias numerosas, monoparentales y en los casos de madres o padres con 

discapacidad. c) Una prestación económica de pago único por parto o adopción 

múltiples.» 

 Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 352, que queda redactado como 

sigue: «2. Serán, asimismo, beneficiarios de la asignación que, en su caso y en 

razón de ellos, hubiera correspondido a sus padres: a) Los huérfanos de padre 

y madre, menores de dieciocho años y que sean personas con discapacidad en 

un grado igual o superior al 33 por ciento o mayores de dicha edad y que sean 

personas con discapacidad en un grado igual o superior al 65 por ciento. b) 

Quienes no sean huérfanos y hayan sido abandonados por sus padres, 

siempre que concurran en ellos las circunstancias señaladas en la letra a) del 

artículo 351 y no se encuentren en régimen de acogimiento familiar 
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permanente o guarda con fines de adopción. c) Los hijos con discapacidad 

mayores de dieciocho años cuya capacidad no haya sido modificada 

judicialmente y conserven su capacidad de obrar serán beneficiarios de las 

asignaciones que en razón de ellos corresponderían a sus padres.» 

 Tres. Se modifica el artículo 354, que queda redactado como sigue: «Artículo 

354. Determinación del grado de discapacidad y de la necesidad del concurso 

de otra persona. El grado de discapacidad, a efectos del reconocimiento de las 

asignaciones por hijo o menor a cargo, así como la situación de dependencia y 

la necesidad del concurso de otra persona a que se refiere el apartado 2 del 

artículo anterior se determinarán mediante la aplicación del baremo aprobado 

por el Gobierno mediante real decreto.» 

Cuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 355, que queda redactado como 

sigue: «1. Todo beneficiario estará obligado a declarar cuantas variaciones se 

produzcan en su familia, siempre que estas deban ser tenidas en cuenta a 

efectos del nacimiento, modificación o extinción del derecho. En ningún caso 

será necesario acreditar documentalmente aquellos hechos o circunstancias, 

tales como el importe de las pensiones y subsidios, que la Administración de la 

Seguridad Social deba conocer por sí directamente.» 

 Cinco. Se da nueva redacción al título de la Sección 3.ª del Capítulo I del 

Título VI, que queda redactado como sigue: «Sección 3.ª Prestación económica 

por nacimiento o adopción de hijo en supuestos de familias numerosas, 

monoparentales y de madres o padres con discapacidad.» 

 Seis. Se modifica el artículo 357, que queda redactado como sigue: «Artículo 

357. Prestación y beneficiarios. 

 1. En los casos de nacimiento o adopción de hijo en España en una familia 

numerosa o que, con tal motivo, adquiera dicha condición, en una familia 

monoparental o en los supuestos de madres o padres que tengan reconocido 

un grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento se tendrá derecho a 

una prestación económica del sistema de la Seguridad Social en la cuantía y 

en las condiciones que se establecen en esta sección. 
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 2. A los efectos de la consideración como familia numerosa, se estará a lo 

dispuesto en la Ley de Protección a las Familias Numerosas. Se entenderá por 

familia monoparental la constituida por un solo progenitor con el que convive el 

hijo nacido o adoptado y que constituye el sustentador único de la familia. 

 3. A efectos de la consideración de beneficiario de la prestación, será 

necesario que el padre, la madre o, en su defecto, la persona que 

reglamentariamente se establezca, reúna los requisitos establecidos en las 

letras a) y c) del artículo 352.1 y, además, no perciba ingresos anuales, de 

cualquier naturaleza, superiores a la cuantía que anualmente establezca la 

correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado. Dicha cuantía 

contemplará un incremento del 15 por ciento por cada hijo a cargo, a partir del 

segundo, este incluido. A los exclusivos efectos de la determinación del límite 

de ingresos, se considerará a cargo el hijo menor de dieciocho años, o mayor 

de dicha edad afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 65 

por ciento, así como por los menores a cargo en régimen de acogimiento 

familiar permanente o guarda con fines de adopción. No obstante lo anterior, si 

se trata de personas que forman parte de familias numerosas de acuerdo con 

lo establecido en la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las 

Familias Numerosas, también tendrán derecho a la prestación si sus ingresos 

anuales no son superiores al importe que a tales efectos establezca la Ley de 

Presupuestos Generales del Estado para los supuestos en que concurran tres 

hijos a cargo según la citada ley, incrementándose en la cuantía que 

igualmente establezca dicha Ley por cada hijo a partir del cuarto, este incluido. 

En el supuesto de convivencia de ambos progenitores, si la suma de los 

ingresos percibidos por ambos superase los límites de ingresos establecidos en 

los párrafos anteriores, no se reconocerá la condición de beneficiario a ninguno 

de ellos. Los límites de ingresos anuales a que se refiere este apartado se 

actualizarán anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, 

respecto de la cuantía establecida en el ejercicio anterior, al menos, en el 

mismo porcentaje que en dicha Ley se establezca como incremento general de 
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las pensiones contributivas de la Seguridad Social.» 

Siete. Se modifica el apartado 2 del artículo 358, que queda redactado como 

sigue: «2. En los casos en que los ingresos anuales percibidos, de cualquier 

naturaleza, superen el límite establecido en el artículo 357.3 pero sean 

inferiores al resultado de sumar a dicho límite el importe de la prestación, la 

cuantía de esta última será igual a la diferencia entre los ingresos percibidos 

por el beneficiario y el resultado de la indicada suma. No se reconocerá la 

prestación en los supuestos en que la diferencia a que se refiere el párrafo 

anterior sea inferior al importe establecido en la Ley de Presupuestos 

Generales del Estado.» Ocho. Se modifica el artículo 359, que queda 

redactado como sigue: «Artículo 359. Beneficiarios. Serán beneficiarios de la 

prestación económica por parto o adopción múltiples producidos en España las 

personas, padre o madre o, en su defecto, quien reglamentariamente se 

establezca, que reúna los requisitos establecidos en las letras a) y c) del 

artículo 352.1. Se entenderá que existe parto o adopción múltiple cuando el 

número de nacidos o adoptados sea igual o superior a dos.» Nueve. Se 

modifica el apartado 3 del artículo 361, que queda redactado como sigue: «3. 

La percepción de las asignaciones económicas por hijo a cargo será 

incompatible con la condición, por parte del hijo, de pensionista de invalidez o 

jubilación en la modalidad no contributiva.» Disposición final cuarta. 

Modificación del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se 

adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. Se modifica el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 

de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el 

ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, en los siguientes 

términos: 

 Uno. El apartado 1 del artículo 1 queda redactado como sigue: «1. Una vez 

levantada la suspensión de todos los términos y plazos procesales por la 

finalización del estado de alarma, en la tramitación del procedimiento de 

desahucio regulado en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
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derivado de contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a la Ley 29/1994, 

de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en los que la persona 

arrendataria acredite ante el Juzgado encontrarse en una situación de 

vulnerabilidad social o económica sobrevenida como consecuencia de los 

efectos de la expansión del COVID-19, que le imposibilite encontrar una 

alternativa habitacional para sí y para las personas con las que conviva, esta 

circunstancia será comunicada por el Letrado de la Administración de Justicia a 

los servicios sociales competentes y se iniciará una suspensión extraordinaria 

del acto de lanzamiento. Si no estuviese señalado, por no haber transcurrido el 

plazo de diez días a que se refiere el artículo 440.3 o por no haberse celebrado 

la vista, se suspenderá dicho plazo o la celebración de la vista hasta que se 

adopten las medidas que los servicios sociales competentes estimen 

oportunas, por un periodo máximo hasta el 31 de enero de 2021.»  

Dos. El artículo 2 queda redactado como sigue: «Artículo 2. Prórroga 

extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual. En los 

contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la Ley 29/1994, de 

24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en los que, dentro del periodo 

comprendido desde la entrada en vigor de este real decreto-ley hasta el 31 de 

enero de 2021, finalice el periodo de prórroga obligatoria previsto en el artículo 

9.1 o el periodo de prórroga tácita previsto en el artículo 10.1, ambos artículos 

de la referida Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, 

podrá aplicarse, previa solicitud del arrendatario, una prórroga extraordinaria 

del plazo del contrato de arrendamiento por un periodo máximo de seis meses, 

durante los cuales se seguirán aplicando los términos y condiciones 

establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga extraordinaria 

deberá ser aceptada por el arrendador, salvo que se hayan fijado otros 

términos o condiciones por acuerdo entre las partes, o en el caso de que el 

arrendador haya comunicado en los plazos y condiciones establecidos en el 

artículo 9.3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos 

Urbanos, la necesidad de ocupar la vivienda arrendada para destinarla a 
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vivienda permanente para sí o sus familiares en primer grado de 

consanguinidad o por adopción o para su cónyuge en los supuestos de 

sentencia firme de separación, divorcio o nulidad matrimonial.»  

Tres. El apartado 1 del artículo 4 queda redactado como sigue: «1. La persona 

arrendataria de un contrato de vivienda habitual suscrito al amparo de la Ley 

29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que se encuentre 

en situación de vulnerabilidad económica, tal y como se define en el artículo 

siguiente, podrá solicitar de la persona arrendadora cuando esta sea una 

empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor, entendiendo por tal la 

persona física o jurídica que sea titular de más de diez inmuebles urbanos, 

excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida de más de 1.500 

m2 , hasta el 31 de enero de 2021, el aplazamiento temporal y extraordinario 

en el pago de la renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total 

o parcial de la misma no se hubiera conseguido ya con carácter voluntario por 

acuerdo entre ambas partes.» 

 Disposición final quinta. Modificación del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de 

mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital. Uno. Se modifica el 

apartado 1 del artículo 4, que pasa a tener la siguiente redacción: «1. Podrán 

ser beneficiarias del ingreso mínimo vital: a) Las personas integrantes de una 

unidad de convivencia en los términos establecidos en este real decreto-ley. b) 

Las personas de al menos 23 años y menores de 65 años o mayores de dicha 

edad cuando no sean beneficiaros de pensión de jubilación, que viven solas, o 

que, compartiendo domicilio con una unidad de convivencia en los supuestos 

del párrafo primero del artículo 6.3, no se integran en la misma, siempre que 

concurran las siguientes circunstancias: 

 1.º No estar unidas a otra por vínculo matrimonial o como pareja de hecho 

salvo las que hayan iniciado los trámites de separación o divorcio o las que se 

encuentren en otras circunstancias que puedan determinarse 

reglamentariamente, a las que no se les exigirá el cumplimiento de esta 

circunstancia. 
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 2.º No formar parte de otra unidad de convivencia, de conformidad con lo 

previsto en el presente real decreto-ley. 

No se exigirá el cumplimiento de los requisitos de edad, ni los previstos en los 

apartados 1.º y 2.º de esta letra, en los supuestos de mujeres víctimas de 

violencia de género o de trata de seres humanos y explotación sexual.» 

 Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 5, que pasa a tener la siguiente 

redacción: «2. Las personas titulares, cuando estén integradas en una unidad 

de convivencia, deberán tener una edad mínima de 23 años, o ser mayores de 

edad o menores emancipados en caso de tener hijos o menores en régimen de 

guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente. En caso de 

no integrarse en una unidad de convivencia, la edad mínima de la persona 

titular será de 23 años, salvo en los supuestos de mujeres víctimas de violencia 

de género o víctimas de trata de seres humanos y explotación sexual, en los 

que se exigirá que la persona titular sea mayor de edad.» 

 Tres. Se modifica el artículo 6, que pasa a tener la siguiente redacción: 

«Artículo 6. Unidad de convivencia. 

 1. Se considera unidad de convivencia la constituida por todas las personas 

que residan en un mismo domicilio y que estén unidas entre sí por vínculo 

matrimonial, como pareja de hecho o por vínculo hasta el segundo grado de 

consanguinidad, afinidad, adopción, y otras personas con las que convivan en 

virtud de guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente. A 

efectos de lo establecido en este artículo, se considerará pareja de hecho la 

constituida con análoga relación de afectividad a la conyugal con al menos dos 

años de antelación, por quienes, no hallándose impedidos para contraer 

matrimonio, no tengan vínculo matrimonial con otra persona y hayan convivido 

de forma estable y notoria con carácter inmediato a la solicitud de la prestación 

y con una duración ininterrumpida no inferior a cinco años. El fallecimiento de 

alguna de las personas que constituyen la unidad de convivencia no alterará la 

consideración de tal, aunque dicho fallecimiento suponga la pérdida, entre los 

supérstites, de los vínculos previstos en el apartado anterior. 
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 2. Como excepción al apartado anterior, también tendrán la consideración de 

unidad de convivencia a los efectos previstos en esta norma: a) La constituida 

por una persona víctima de violencia de género que haya abandonado su 

domicilio familiar habitual acompañada de sus hijos o menores en régimen de 

guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente y sus 

familiares hasta el segundo grado por consanguinidad, afinidad o adopción. b) 

La constituida por una persona acompañada de sus hijos o menores en 

régimen de guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente y 

sus familiares hasta el segundo grado por consanguinidad, afinidad o adopción, 

que haya iniciado los trámites de separación o divorcio. c) La formada por dos 

o más personas de al menos 23 años que, sin mantener entre sí una relación 

de las consignadas en este precepto, habiten en un mismo domicilio, cuando al 

menos una de ellas tenga una discapacidad valorada en un porcentaje igual o 

superior al 65 por ciento y no sea beneficiaria de pensión de invalidez no 

contributiva o de incapacidad permanente, o tenga más de 65 años y no sea 

beneficiaria de pensión de jubilación contributiva o no contributiva o se trate de 

persona declarada en situación de exclusión por el órgano competente de la 

correspondiente comunidad autónoma o entidad local, así como aquellas otras 

situaciones determinadas reglamentariamente en las que sea necesaria la 

convivencia en el mismo domicilio. 

 3. En los casos en los que una persona comparta vivienda con una unidad de 

convivencia formada por personas con vínculos de parentesco o análogos, se 

entenderá que no forma parte de esta a efectos de la prestación, 

considerándose la existencia de una unidad de convivencia constituida por los 

miembros de la familia o relación análoga por una parte, y de una persona 

beneficiaria individual por otra si esta reúne los requisitos del artículo 4.1.b). 

Cuando varias personas sin vínculos de parentesco o análogos entre sí, 

compartan vivienda con una unidad de convivencia formada por personas con 

vínculos de parentesco o análogos, se considerará la existencia de dos 

unidades de convivencia, una formada por las personas que carecen de vínculo 
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entre sí y cumplan los requisitos indicados en el apartado anterior y otra 

constituida por los miembros de la familia o relación análoga. 

 4. Se considerará que no rompe la convivencia la separación transitoria por 

razón de estudios, trabajo, tratamiento médico, rehabilitación u otras causas 

similares. A tal efecto, es requisito para la consideración de integrante de la 

unidad de convivencia la residencia efectiva, legal y continuada en España. 

 5. En ningún caso una misma persona podrá formar parte de dos o más 

unidades de convivencia. 

 6. Cuando se acredite, mediante título jurídico o mediante certificado de los 

servicios sociales que correspondan, el uso exclusivo de una determinada zona 

del domicilio por una unidad de convivencia integrada al menos por un menor o 

persona con discapacidad, dicha zona de uso exclusivo será considerada 

domicilio a los efectos previstos en este real decreto-ley. 

 7. Si en virtud de un contrato queda acreditado el uso individualizado, por una 

persona sola o por una unidad de convivencia, de una habitación en 

establecimiento hotelero o similar, será considerado domicilio a los efectos 

previstos en esta norma. Lo establecido en el párrafo anterior no será aplicable 

a los pactos o acuerdos entre los convivientes sobre el uso del domicilio o de 

determinadas zonas del mismo, sin contraprestación económica.» 

 Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 7, que pasa a tener la siguiente 

redacción: «2. Las personas beneficiarias a las que se refiere el artículo 4.1.b), 

que sean menores de 30 años en la fecha de la solicitud del ingreso mínimo 

vital, deberán acreditar haber vivido de forma independiente en España, 

durante al menos los tres años inmediatamente anteriores a la indicada fecha. 

A los efectos del párrafo anterior, se entenderá que una persona ha vivido de 

forma independiente siempre que acredite que su domicilio ha sido distinto al 

de sus progenitores, tutores o acogedores durante los tres años 

inmediatamente anteriores a la solicitud, y en dicho periodo hubiere 

permanecido durante al menos doce meses, continuados o no, en situación de 

alta en cualquiera de los regímenes que integran el sistema de la Seguridad 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

Social, incluido el de Clases Pasivas del Estado, o en una mutualidad de 

previsión social alternativa al Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos. Las personas beneficiarias a las 

que se refiere el artículo 4.1.b), que sean mayores de 30 años en la fecha de la 

solicitud, deberán acreditar que, durante el año inmediatamente anterior a 

dicha fecha, su domicilio en España ha sido distinto al de sus progenitores, 

tutores o acogedores. Los requisitos previstos en los párrafos anteriores no se 

exigirán a las personas que por ser víctimas de violencia de género hayan 

abandonado su domicilio habitual, a las que hayan iniciado los trámites de 

separación o divorcio o a las que se encuentren en otras circunstancias que 

puedan determinarse reglamentariamente.» 

Cinco. Se modifica el apartado 3 del artículo 8, que pasa a tener la siguiente 

redacción: «3. No se apreciará que concurre este requisito cuando la persona 

beneficiaria individual sea titular de un patrimonio valorado, de acuerdo con los 

criterios que se contemplan en el artículo 18 de este real decreto-ley, en un 

importe igual o superior a tres veces la cuantía correspondiente de renta 

garantizada por el ingreso mínimo vital para una persona beneficiaria individual. 

En el caso de las unidades de convivencia, se entenderá que no concurre este 

requisito cuando sean titulares de un patrimonio valorado en un importe igual o 

superior a la cuantía resultante de aplicar la escala de incrementos que figura 

en el anexo II. Igualmente quedarán excluidos del acceso al ingreso mínimo 

vital, independientemente de la valoración del patrimonio, las personas 

beneficiarias individuales o las personas que se integren en una unidad de 

convivencia en la que cualquiera de sus miembros sea administrador de 

derecho de una sociedad mercantil que no haya cesado en su actividad.» 

 Seis. Se modifica el apartado 2 del artículo 10, que pasa a tener la siguiente 

redacción: «2. A los efectos señalados en el apartado anterior, se considera 

renta garantizada: a) En el caso de una persona beneficiaria individual, la 

cuantía mensual de renta garantizada ascenderá al 100 por ciento del importe 

anual de las pensiones no contributivas fijada anualmente en la ley de 
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presupuestos generales del estado, dividido por doce. b) En el caso de una 

unidad de convivencia la cuantía mensual de la letra a) se incrementará en un 

30 por ciento por cada miembro adicional a partir del segundo hasta un máximo 

del 220 por ciento. c) A la cuantía mensual establecida en la letra b) se sumará 

un complemento de monoparentalidad equivalente a un 22 por ciento de la 

cuantía establecida en la letra a) en el supuesto de que la unidad de 

convivencia sea monoparental. A los efectos de determinar la cuantía de la 

prestación, se entenderá por unidad de convivencia monoparental la constituida 

por un solo adulto que conviva con uno o más descendientes hasta el segundo 

grado menores de edad sobre los que tenga la guarda y custodia exclusiva, o 

que conviva con uno o más menores en régimen de acogimiento familiar 

permanente o guarda con fines de adopción cuando se trata del único 

acogedor o guardador, o cuando el otro progenitor, guardador o acogedor se 

encuentre ingresado en prisión o en un centro hospitalario por un periodo 

ininterrumpido igual o superior a un año. En el supuesto de que los 

descendientes o menores referidos en el párrafo anterior convivan 

exclusivamente con sus progenitores o, en su caso, con sus abuelos o 

guardadores o acogedores, se reconocerá el mismo complemento, cuando uno 

de estos tenga reconocido un grado 3 de dependencia, la incapacidad 

permanente absoluta o la gran invalidez. También se entenderá como unidad 

de convivencia monoparental, a efectos de la percepción del indicado 

complemento, la formada exclusivamente por una mujer que ha sufrido 

violencia de género, de acuerdo con la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 

diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género, y 

uno o más descendientes hasta el segundo grado, menores de edad, sobre los 

que tenga la guarda y custodia o, en su caso, uno o más menores en régimen 

de acogimiento familiar permanente o guarda con fines de adopción.» 

Siete. Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 13, que pasan a tener la 

siguiente redacción: «1. El cambio en las circunstancias personales de la 

persona beneficiaria del ingreso mínimo vital, o de alguno de los miembros de 
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la unidad de convivencia, podrá comportar la disminución o el aumento de la 

prestación económica mediante la revisión correspondiente por la entidad 

gestora. 2. La modificación de las circunstancias personales tendrá efectos a 

partir del día primero del mes siguiente al de la fecha en que se hubiera 

producido el hecho causante de la modificación, siendo de aplicación lo 

dispuesto en el artículo 129 del texto refundido de la Ley General de la 

Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 

octubre.» 

 Ocho. Se modifica el artículo 16, que pasa a tener la siguiente redacción: 

«Artículo 16. Incompatibilidad del ingreso mínimo vital con la asignación por 

hijo o menor a cargo. La percepción de la prestación de ingreso mínimo vital 

será incompatible con la percepción de la asignación económica por hijo o 

menor a cargo, sin discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento, 

cuando exista identidad de causantes o beneficiarios de esta. En el supuesto 

de que la cuantía de la prestación de ingreso mínimo vital sea superior a la de 

la asignación económica por hijo o menor a cargo referida en el párrafo 

anterior, se reconocerá el derecho a la prestación de ingreso mínimo vital. 

Dicho reconocimiento extinguirá el derecho a la asignación por hijo o menor a 

cargo. En el supuesto de que la cuantía de la prestación de ingreso mínimo 

vital sea inferior a la de la asignación económica por hijo o menor a cargo, y el 

interesado optara por la primera, su reconocimiento extinguirá el derecho a la 

asignación económica por hijo o menor a cargo. Si optara por la asignación 

económica por hijo o menor a cargo, se denegará por esta causa la solicitud de 

la prestación de ingreso mínimo vital.» 

 Nueve. Se modifica el apartado 3 del artículo 34, que pasa a tener la siguiente 

redacción: «3. Son infracciones graves: a) No proporcionar la documentación e 

información precisa en orden a la acreditación de los requisitos y la 

conservación de la prestación, así como para garantizar la recepción de 

notificaciones y comunicaciones, cuando de ello se hubiera derivado una 

percepción indebida, en cuantía mensual, inferior o igual al 50 por ciento de la 
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que le correspondería. b) No comunicar cualquier cambio o situación que 

pudiera dar lugar a la modificación, suspensión o extinción de la prestación, en 

el plazo de treinta días desde que estos se produzcan, cuando de ello se 

hubiera derivado una percepción indebida, en cuantía mensual, inferior o igual 

al 50 por ciento de la que le correspondería. c) La comisión de una tercera 

infracción leve, siempre que en un plazo de un año anterior hubiera sido 

sancionado por dos faltas leves del mismo tipo. d) El incumplimiento de la 

obligación de participar en las estrategias de inclusión que promueva el 

Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, en los términos que se 

establezcan. e) El incumplimiento de las condiciones asociadas a la 

compatibilidad de la prestación del ingreso mínimo vital con las rentas del 

trabajo o la actividad económica conforme con lo previsto en el artículo 8.4.» 

Diez. Se modifica el artículo 35, que pasa a tener la siguiente redacción: 

«Artículo 35. Sanciones. 

 1. Las sanciones por las infracciones tipificadas en el artículo anterior podrán 

imponerse en los grados de mínimo, medio y máximo. La imposición de 

sanciones tendrá en cuenta la graduación de estas considerando, a tal fin, la 

culpabilidad, negligencia e intencionalidad de la persona infractora, así como la 

cuantía económica de la prestación económica indebidamente percibida. 

 2. Las infracciones leves serán sancionadas con el apercibimiento de la 

persona infractora.   

3. Las infracciones graves se sancionarán con la pérdida de la prestación por 

un periodo de hasta tres meses. Las infracciones graves se sancionarán en su 

grado mínimo con la pérdida de la prestación por un periodo de un mes, en su 

grado medio de dos meses y en su grado máximo de tres meses. Cuando las 

infracciones diesen lugar a la extinción del derecho, la sanción consistirá en el 

deber de ingresar tres mensualidades de la prestación. 

 4. Las infracciones muy graves se sancionarán con la pérdida de la prestación 

por un periodo de hasta seis meses. Las infracciones muy graves se 

sancionarán en su grado mínimo con la pérdida de la prestación por un periodo 
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de cuatro meses, en su grado medio de cinco meses y en su grado máximo de 

seis meses. Cuando las infracciones diesen lugar a la extinción del derecho, la 

sanción consistirá en el deber de ingresar seis mensualidades de la prestación. 

Cuando la infracción sea la prevista en el apartado 4.c) del artículo anterior, 

además de devolver el importe de la prestación indebidamente percibida 

durante el tiempo de estancia en el extranjero, los beneficiarios no podrán 

solicitar una nueva prestación durante un periodo de seis meses, a contar 

desde la fecha de la resolución por la que se imponga la sanción. 

 5. Si dentro de las infracciones graves o muy graves, concurriese alguna de 

las siguientes actuaciones por parte de cualquier persona beneficiaria del 

ingreso mínimo vital: a) El falseamiento en la declaración de ingresos o 

patrimonio. b) La ocultación fraudulenta de cambios sustanciales que pudieran 

dar lugar a la modificación, suspensión o extinción de la prestación. c) 

Cualquier otra actuación o situación fraudulenta que dé lugar al acceso 

indebido a la prestación, mantenimiento indebido del derecho a la prestación o 

aumento indebido de su importe. Además de la correspondiente sanción y 

obligación de reintegro de las cantidades indebidamente percibidas, y sin 

perjuicio de las responsabilidades penales, civiles y administrativas a que 

hubiere lugar, el Instituto Nacional de la Seguridad Social podrá decretar la 

extinción del derecho, así como la imposibilidad de que el sujeto infractor 

pueda resultar persona beneficiaria en los términos de esta norma por un 

periodo de dos años. 

 6. Cuando el sujeto infractor haya sido sancionado por infracción muy grave, 

en virtud de resolución firme en vía administrativa, dentro de los cinco años 

anteriores a la comisión de una infracción muy grave, se extinguirá la 

prestación y acarreará la imposibilidad de que el sujeto infractor resulte 

persona beneficiaria en los términos de esta norma durante cinco años. 

 7. Las sanciones a que se refiere este artículo se entienden sin perjuicio del 

reintegro de las cantidades indebidamente percibidas.» 

Once. Se modifica la disposición transitoria tercera, que pasa a tener la 
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siguiente redacción: «Disposición transitoria tercera. Régimen excepcional 

aplicable a las solicitudes cursadas por situación de carencia de rentas. 

Excepcionalmente y cuando no sean beneficiarios de prestaciones o subsidios 

de desempleo, y a los exclusivos efectos de cómputo de rentas, se podrán 

presentar solicitudes hasta 31 de diciembre de 2021 en aquellos supuestos de 

vulnerabilidad económica que se hayan producido durante el año en curso. A 

efectos de acreditar provisionalmente el cumplimiento del requisito de rentas, 

se considerará la parte proporcional de los ingresos que haya tenido la unidad 

de convivencia durante el tiempo transcurrido en el año corriente, siempre y 

cuando no supere la mitad de los límites de patrimonio neto establecidos de 

forma general para las citadas unidades de convivencia y cuyos ingresos no 

superen en más del 50 por ciento de los límites establecidos para toda la 

unidad de convivencia, de conformidad con la información correspondiente al 

último ejercicio fiscal respecto del que las Administraciones Tributarias 

dispongan de información suficiente en los términos establecidos en el 

presente real decreto-ley. En este supuesto se podrá tomar como referencia de 

ingresos del año en curso, los datos obrantes en los ficheros y bases de datos 

de la seguridad social que permitan la verificación de dicha situación, o bien, y 

en su defecto, lo que figure en la declaración responsable. En todo caso, en el 

año siguiente se procederá a la regularización de las cuantías abonadas en 

relación con los datos de promedio mensual del conjunto de ingresos y rentas 

anuales computables de la persona beneficiaria individual o del conjunto de 

miembros de la unidad de convivencia, correspondientes al ejercicio en el que 

se reconoció la prestación, de conformidad con la información de que 

dispongan las Administraciones Tributarias, dando lugar, en su caso, a las 

actuaciones previstas en el artículo 17 del real decreto-ley.» 

 Doce. Se modifica la disposición transitoria séptima, que pasa a tener la 

siguiente redacción: «Disposición transitoria séptima. Integración de la 

asignación por hijo o menor a cargo en el ingreso mínimo vital. A partir de la 

entrada en vigor de este real decreto-ley, no podrán presentarse nuevas 
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solicitudes para la asignación económica por hijo o menor a cargo sin 

discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento del sistema de la 

Seguridad Social, que quedará a extinguir, sin perjuicio de lo previsto en el 

párrafo tercero. No obstante, los beneficiarios de la prestación económica 

transitoria de ingreso mínimo vital que a 31 de diciembre de 2020 no cumplan 

los requisitos para ser beneficiarios del ingreso mínimo vital podrán ejercer el 

derecho de opción para volver a la asignación económica por hijo o menor a 

cargo del sistema de la Seguridad Social. A la fecha de entrada en vigor de 

este real decreto-ley, los beneficiarios de la asignación económica por cada hijo 

o menor a cargo sin discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento 

continuarán percibiendo dicha prestación hasta que dejen de concurrir los 

requisitos y proceda su extinción. Las solicitudes presentadas con anterioridad 

a la entrada en vigor de esta norma se regirán por la norma vigente al tiempo 

de su presentación, excepto en relación con la actualización de los límites de 

ingresos anuales, para la cual se aplicarán las normas relativas a la prestación 

económica por nacimiento o adopción de hijo en supuestos de familias 

numerosas, monoparentales y de madres o padres con discapacidad. Las 

solicitudes presentadas dentro de los treinta días naturales siguientes a la 

entrada en vigor de este real decreto-ley, en las que se alegue la imposibilidad 

para su presentación en una fecha anterior, derivada de la suspensión de 

plazos administrativos establecida en el Real Decreto 463/2020, de 14 de 

marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación 

de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, se considerarán presentadas 

en la fecha que la persona solicitante indique que quiso ejercer su derecho y se 

produjo dicha imposibilidad.» Disposición final sexta. Título competencial. Este 

real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª, 8.ª, 

13.ª, 17.ª y 25.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado las 

competencias exclusivas en las materias de legislación laboral; de legislación 

civil y sobre ordenación de los registros e instrumentos públicos; de bases y 

coordinación de la planificación general de la actividad económica; de 
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legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social; así como de 

bases del régimen energético.  

Disposición final séptima. Entrada en vigor. Este real decreto-ley entrará en 

vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

 Dado en Madrid, el 29 de septiembre de 2020.  

FELIPE R. El Presidente del Gobierno, PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN 

 

Real Decreto 900/2020 

 

I  

La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la 

situación de emergencia de salud pública ocasionada por la COVID-19 a 

pandemia internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala 

nacional e internacional, requirió la adopción de medidas inmediatas y eficaces 

para hacer frente a esta crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud. 

En este sentido, el estado de alarma declarado mediante el Real Decreto 

463/2020, de 14 de marzo, permitió hacer frente a la situación de emergencia 

sanitaria con medidas para proteger la salud y la seguridad de los ciudadanos, 

contener la propagación de la enfermedad y reforzar el Sistema Nacional de 

Salud. El día 21 de junio finalizó el proceso de desescalada y la vigencia del 

estado de alarma, entrando el país en la etapa de nueva normalidad. En este 

escenario de control, fue preciso adoptar una serie de medidas para seguir 

haciendo frente a la pandemia y evitar un nuevo incremento de casos.  

Con este objetivo, se aprobó el Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de 

medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a 

la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, donde se establecen las 

medidas generales de prevención y control que se deben mantener durante 

esta nueva normalidad.  

Asimismo, con el fin de intensificar las medidas de prevención, seguimiento y 

control de la epidemia y ofrecer una respuesta coordinada del conjunto de 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

Administraciones, el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 

aprobó el pasado 16 de julio de 2020 el «Plan de respuesta temprana en un 

escenario de control de la pandemia por COVID-19», en el que se prevé que, al 

objeto de «reducir al máximo la transmisión del virus, minimizando su impacto 

en la salud y en la sociedad, las instituciones deben estar preparadas para 

responder a cualquier escenario de riesgo para la salud pública, asumiendo 

que es necesaria la coordinación y la toma de decisiones conjunta en función 

de los diferentes escenarios».  

Si bien es cierto que las autoridades sanitarias de las comunidades autónomas 

han hecho y continúan haciendo importantes esfuerzos en el seguimiento y 

vigilancia de la epidemia, con grandes avances en los sistemas de detección 

temprana de la enfermedad, el refuerzo de los servicios de salud pública y la 

adopción de diferentes medidas dirigidas a controlar los brotes y frenar los 

contagios, desde principios de agosto comenzó a detectarse un incremento de 

la incidencia de la enfermedad en todas las comunidades autónomas que 

incluyó un componente de transmisión comunitaria.  

Desde entonces y viendo la necesidad de tomar medidas coordinadas para el 

conjunto de las Administraciones, se adoptaron diversos acuerdos en el seno 

del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. En concreto en tres 

de ellos, con fechas de 14 de agosto, 27 de agosto y 9 de septiembre, se 

llegaron a acuerdos en torno a: i) la toma de actuaciones extraordinarias 

coordinadas en salud pública en varios sectores para responder a la situación 

de especial riesgo derivada del incremento de casos positivos por COVID-19; ii) 

actuaciones coordinadas en salud pública frente al COVID-19, tanto para 

centros educativos durante el curso 2020-2021, como en relación con la 

vacunación frente a la gripe estacional; y iii) medidas de consenso relacionadas 

con la vacuna frente a la COVID-19, la continuación del Estudio Nacional de 

Seroprevalencia ENE-COVID, la realización de cribados o la coordinación con 

las entidades locales, respectivamente.  

II  
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Dentro de la tarea de seguimiento continuo de la evolución de la epidemia, se 

viene observando en las últimas semanas una situación de transmisión 

comunitaria del SARSCoV-2 en diversos territorios y un aumento significativo 

de las tasas de hospitalización e ingresos en unidades de cuidados intensivos.  

Por este motivo, además de las medidas de prevención y protección 

individuales y colectivas ya establecidas, es necesario considerar la 

implementación de medidas más estrictas que permitan facilitar el control de la 

epidemia en aquellos territorios más afectados por la misma.  

Es recomendable que estas medidas más estrictas se dirijan específicamente a 

aquellos territorios o zonas geográficas con mayor propagación, en los que las 

medidas adoptadas en el marco del Plan de Respuesta Temprana y otros 

protocolos de actuación no han dado el resultado esperado. Todo ello con la 

finalidad de lograr el mayor beneficio para la salud pública y minimizar el 

impacto social y económico para el conjunto de la población. Medidas similares 

ya fueron implementadas en el país en fases anteriores de la epidemia y se 

observaron útiles. Estas intervenciones son acordes con las orientaciones de la 

Organización Mundial de la Salud. La incidencia acumulada de catorce días de 

COVID-19 en España en la última semana ha superado los 250 casos por 

100.000 habitantes (con un rango entre las diferentes comunidades autónomas 

que oscila desde 96 a 656 casos por 100.000, a día 7 de octubre), muy por 

encima de las tasas propuestas en la Unión Europea para países de riesgo (60 

casos por 100.000 habitantes). Esta incidencia observada además de no ser 

homogénea entre las comunidades autónomas, tampoco lo es dentro del 

territorio de cada una de ellas, viéndose esta tasa influenciada, en muchos 

casos, por municipios con incidencias muy superiores a la media de la 

comunidad autónoma.  

Si bien es cierto que la incidencia de COVID-19 en un territorio no es el único 

indicador para valorar el riesgo poblacional y que las propuestas de actuación 

deben considerar también criterios de transmisión o de capacidad de detección 

precoz y del sistema asistencial, también es cierto que la incidencia es un 
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indicador prioritario, reconocido y recomendado por organismos 

internacionales, que permite valorar la efectividad de las medidas de control 

implementadas. Una tasa de incidencia por encima de los 250 casos por 

100.000 habitantes puede considerarse un indicador de alto riesgo para la 

salud pública en el territorio afectado y, por lo tanto, se debe garantizar un alto 

nivel de capacidad de detección, control de la transmisión y refuerzo asistencial 

para evitar un gran impacto en la población y, en particular, en los grupos más 

vulnerables. La concurrencia de una tasa superior a la señalada demuestra que 

tanto las medidas de control como las de refuerzo de capacidades no han 

logrado alcanzar en los territorios afectados por esa incidencia el efecto 

deseado para hacer frente a la evolución ascendente de la curva epidémica.  

En particular, una tasa de incidencia superior a los 500 casos por 100.000 

habitantes, que duplica la considerada de alto riesgo, permite establecer un 

umbral significativamente elevado a partir del cual puede calificarse la situación 

como extrema, y da perfecta cuenta de la enorme gravedad de la propagación 

de la enfermedad en las unidades territoriales que la experimentan.  

A partir de este umbral, resulta imprescindible la adopción con urgencia de 

medidas de choque dirigidas a tratar de controlar en el menor tiempo posible la 

situación extrema generada. Todo ello, sin perjuicio de recordar la conveniencia 

de actuar en todo caso con medidas proporcionales de intensidad variable 

desde el momento mismo en que la incidencia sobrepasa las tasas 

establecidas por los organismos internacionales en sus recomendaciones.  

De esta manera, incidencias superiores a las mencionadas en el párrafo 

anterior en núcleos poblacionales grandes, con más volumen de intercambio de 

personas con otras zonas de la comunidad autónoma o del país, reducen 

substancialmente la capacidad de control de la transmisión, haciendo necesaria 

la implementación de medidas más severas. El control de la transmisión en 

estos núcleos poblacionales en situación de muy alto riesgo tendría además un 

impacto beneficioso importante en el resto del territorio.  

III  
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A fecha 7 de octubre, y estimando la incidencia acumulada de catorce días 

corregida por retrasos de notificación, en España hay once municipios de más 

de 100.000 habitantes, que incluyen 4.917.255 habitantes, con tasas de 

incidencia superiores a los 500 casos por 100.000 habitantes. La tasa promedio 

de estos municipios es de 662 casos por 100.000 en los catorce días 

valorados, más de dos veces la incidencia nacional, si bien la situación de 

estos territorios no es homogénea en términos de capacidad diagnóstica y 

asistencial. Esta incidencia representa un total de 32.530 casos notificados en 

estos once municipios en un periodo de catorce días, aproximadamente un 

25% del total de casos notificados en toda España en ese periodo.  

Esta situación conlleva un impacto importante en los sistemas asistenciales 

tanto de atención primaria como hospitalarios, que ya tienen ocupaciones de 

camas en unidades de cuidados intensivos (en adelante, UCI) del 18% a nivel 

nacional, con seis comunidades autónomas que superan ya el 25% y una por 

encima del 35% de las camas actualmente disponibles. Dado que el impacto en 

UCI se incrementa y mantiene hasta dos y tres semanas después del máximo 

pico de transmisión, el esfuerzo de control se debe mantener más allá del 

punto de inflexión de la curva epidémica para reducir suficientemente el 

impacto en el sistema sanitario.  

Otro de los indicadores que establece el Centro Europeo para la Prevención y 

Control de Enfermedades (ECDC, en sus siglas en inglés) como indicador de 

tendencia preocupante en su último informe es el porcentaje de resultados 

positivos en el total de pruebas de diagnóstico de infección activa realizados, 

señalando como riesgo que este porcentaje sea mayor o igual al 3%.  

Por este motivo, con fecha 30 de septiembre, el Consejo Interterritorial del 

Sistema Nacional de Salud acordó, después de haber dado audiencia a todas 

las comunidades y ciudades autónomas, que se declarasen como actuaciones 

coordinadas, de acuerdo con lo previsto en el artículo 65 de la Ley 16/2003, de 

28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, una serie de 

medidas relacionadas con la restricción del contacto social en municipios 
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especialmente afectados por una elevada propagación de la epidemia.  

Entre estas medidas, de aplicación para los municipios de más de 100.000 

habitantes en los que concurran una serie de circunstancias, se incluyó la 

limitación de la entrada y salida de personas de los municipios afectados y su 

participación en agrupaciones, el aforo máximo, la distancia y el horario de 

lugares de culto, velatorios, establecimientos, locales comerciales y servicios 

abiertos al público, establecimientos de hostelería y restauración, de juegos y 

apuestas, academias, autoescuelas y centros privados de enseñanza y de 

instalaciones deportivas, y asimismo se estableció el refuerzo de las 

capacidades de detección precoz y el control de las enfermedades. Todo ello 

con el objetivo de proteger al máximo a las poblaciones afectadas, preservar la 

capacidad asistencial y minimizar el riesgo de exportación de una situación 

epidemiológica grave de un territorio a otro, tratando, en definitiva, de reducir 

las tasas de transmisión por debajo de los niveles de riesgo establecidos por 

los organismos internacionales.  

En concreto, aunque es importante implementar medidas de control en todos 

los municipios con transmisión de SARS-CoV-2, sea cual sea su nivel, resulta 

especialmente urgente implementar las medidas necesarias para controlar la 

transmisión en los municipios de más de 100.000 habitantes que cumplan los 

siguientes criterios:  

a) Que el municipio presente una incidencia acumulada por fecha de 

diagnóstico en los últimos catorce días de 500 casos o más por 100.000 

habitantes (medida hasta cinco días antes de la fecha de valoración) en base a 

la información que se notifica al Sistema para la Vigilancia en España (SIVIES), 

salvo que al menos el 90% de los casos detectados en el municipio se 

correspondan con brotes no familiares perfectamente identificados y 

controlados, siempre que estos hayan sido comunicados al Centro de 

Coordinación de Alertas y Emergencias del Ministerio de Sanidad.  

b) Que el municipio presente un porcentaje de positividad en los resultados de 

las pruebas diagnósticas de infección activa por COVID-19 realizadas en las 
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dos semanas previas superior al 10%.  

c) Que la comunidad autónoma a la que pertenezca el municipio presente una 

ocupación de camas por pacientes COVID-19 en unidades de cuidados 

intensivos superior al 35% de la dotación habitual.  

A fecha de este decreto, son nueve los municipios de más de 100.000 

habitantes que cumplen con los tres criterios señalados y en los que las 

medidas de restricción en relación con la entrada y salida no se encuentran en 

vigor, todos pertenecientes a la Comunidad Autónoma de Madrid, a saber, 

Alcobendas, Alcorcón, Fuenlabrada, Getafe, Leganés, Madrid, Móstoles, Parla 

y Torrejón de Ardoz. En estos municipios, la media de la incidencia acumulada 

según el criterio establecido, es de 679,61 casos por 100.000 habitantes, 

siendo más del doble que la media nacional.  

Por otro lado, los dos criterios restantes alcanzan porcentajes más elevados, 

siendo el porcentaje de positividad en las pruebas diagnósticas de infección 

activa en dichos municipios en torno al doble del porcentaje nacional, que se 

situó en el 10,1% en la última semana.  

Del mismo modo, el porcentaje de ocupación de camas UCI por pacientes 

COVID19 es del 39,81% en la comunidad autónoma frente al 18,04% nacional. 

Dada la localización geográfica central en el territorio nacional de estos 

municipios y la gran densidad demográfica con la que cuentan, resulta preciso 

adoptar medidas concretas y urgentes para estas localidades, a fin de controlar 

la epidemia y proteger la salud de sus habitantes y del resto de la población, en 

aplicación de los criterios mencionados.  

Debe señalarse al respecto que estos municipios cuentan con una movilidad 

diaria de personas que se desplazan entre las propias localidades afectadas y 

entre estas y otras comunidades autónomas que hace necesario el 

establecimiento de restricciones a su entrada y salida para lograr los fines 

mencionados. Asimismo, esta medida es avalada por la situación de 

concentración y radialidad de sus vías de comunicación, que, además, 

constituyen un punto estratégico de desplazamiento hacia el exterior.  
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Entre las medidas contempladas en la Orden Comunicada del Ministro de 

Sanidad de 30 de septiembre, por la que se aprobó la Declaración de 

Actuaciones Coordinadas en salud pública para responder ante situaciones de 

especial riesgo por transmisión no controlada de infecciones causadas por el 

SARS-CoV-2, se incluyó como medida que las Comunidades Autónomas, al 

amparo de la Ley orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en 

Materia de Salud Pública, estaban obligadas a aplicar en los municipios de más 

de 100.000 habitantes en los que concurran las circunstancias anteriormente 

señaladas, la limitación de la entrada y salida de personas de los municipios 

afectados.  

La Comunidad de Madrid es la única comunidad autónoma que, encontrándose 

algunos de sus municipios en las circunstancias previstas en la Declaración de 

Actuaciones Coordinadas de 30 de septiembre de 2020, no ha visto ratificada 

judicialmente la medida de restricción en relación con la entrada y salida de los 

municipios afectados prevista en la Orden que aprobó en el ejercicio de las 

competencias que le son propias (Orden 1273/2020, de 1 de octubre, de la 

Consejería de Sanidad, por la que se establecen medidas preventivas en 

determinados municipios de la Comunidad de Madrid en ejecución de la Orden 

del Ministro de Sanidad, de 30 de septiembre de 2020, por la que se aprueban 

actuaciones coordinadas en salud pública).  

Teniendo en cuenta que en relación con dicha Orden de la Comunidad de 

Madrid, la autoridad judicial no ha ratificado la medida referida a la limitación de 

la entrada y salida de personas de los municipios afectados, única medida 

contemplada en Orden 1273/2020, de 1 de octubre, de la Consejería de 

Sanidad susceptible de ratificación o autorización judicial por limitar o restringir 

derechos fundamentales, resulta necesario ofrecer una cobertura jurídica 

puntual e inmediata que resulte suficiente para continuar con la aplicación de 

esta medida, ante la grave situación epidemiológica existente en los municipios 

afectados y con el fin de evitar el riesgo que se ocasionaría en caso de no ser 

posible continuar con su aplicación. Por ello, el presente real decreto regula 
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específicamente la medida referida a la restricción de entrada y salida de los 

municipios en los que concurran las circunstancias señaladas anteriormente y 

lo hace con la única y exclusiva finalidad de proteger la salud de la población.  

IV  

Debe señalarse que el artículo cuarto, apartado b), de la Ley Orgánica 4/1981, 

de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, habilita al Gobierno 

para, en el ejercicio de las facultades que le atribuye el artículo 116.2 de la 

Constitución, declarar el estado de alarma en todo o parte del territorio 

nacional, cuando se produzcan crisis sanitarias, tales como epidemias, lo cual 

concurre en la situación presente, tal y como se ha venido señalando.  

En concreto, a través de esta norma, se pretende limitar el contacto social entre 

personas que residen en diferentes municipios, con el fin de disminuir la 

probabilidad de transmisión entre zonas con distinta situación epidemiológica, 

como medida urgente, necesaria, proporcionada y estrictamente indispensable 

para evitar la cadena de transmisión del virus y su expansión.  

En este marco, las medidas previstas en la presente norma se encuadran en la 

acción decidida del Gobierno para proteger la salud y seguridad de la 

ciudadanía y contener la progresión de la enfermedad.  

Para hacer frente a esta situación, grave y excepcional, y con el fin de 

garantizar la normalidad, es indispensable proceder a la declaración del estado 

de alarma. Las medidas que se contienen en el presente real decreto son las 

imprescindibles para hacer frente a la situación, resultan proporcionadas a la 

extrema gravedad de la misma y no suponen la suspensión de ningún derecho 

fundamental, tal y como prevé el artículo 55 de la Constitución.  

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra 

de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática y del 

Ministro de Sanidad, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 

reunión del día 9 de octubre de 2020, DISPONGO:  

Artículo 1. Declaración del estado de alarma. Al amparo de lo dispuesto en el 

artículo cuarto, apartado b), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

estados de alarma, excepción y sitio, se declara el estado de alarma con el fin 

de establecer las medidas necesarias para responder ante situaciones de 

especial riesgo por transmisión no controlada de infecciones causadas por el 

SARS-CoV-2.  

Artículo 2. Ámbito territorial. El estado de alarma declarado por el presente 

real decreto resultará de aplicación en el territorio de los siguientes municipios 

de la Comunidad Autónoma de Madrid: a) Alcobendas. b) Alcorcón. c) 

Fuenlabrada. d) Getafe. e) Leganés. f) Madrid. g) Móstoles. h) Parla. i) Torrejón 

de Ardoz. 

Artículo 3. Duración. La duración del estado de alarma que se declara por el 

presente real decreto es de quince días naturales.  

Artículo 4. Autoridad competente. A los efectos del estado de alarma, la 

autoridad competente será el Gobierno.  

Artículo 5. Limitación de la libertad de circulación de las personas.  

1. Se restringe la entrada y salida de personas de los municipios recogidos en 

el artículo 2 a aquellos desplazamientos adecuadamente justificados que se 

produzcan por alguno de los siguientes motivos: a) Asistencia a centros, 

servicios y establecimientos sanitarios. b) Cumplimiento de obligaciones 

laborales, profesionales, empresariales, institucionales o legales. c) Asistencia 

a centros universitarios, docentes y educativos, incluidas las escuelas de 

educación infantil. d) Retorno al lugar de residencia habitual. e) Asistencia y 

cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con discapacidad o 

personas especialmente vulnerables. f) Desplazamiento a entidades financieras 

y de seguros que no puedan aplazarse. g) Actuaciones requeridas o urgentes 

ante los órganos públicos, judiciales o notariales. h) Renovaciones de permisos 

y documentación oficial, así como otros trámites administrativos inaplazables. i) 

Realización de exámenes o pruebas oficiales inaplazables. j) Por causa de 

fuerza mayor o situación de necesidad. k) Cualquier otra actividad de análoga 

naturaleza, debidamente acreditada.  

2. La circulación de las personas en tránsito a través de los ámbitos territoriales 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

que constituyen el ámbito de aplicación de este real decreto no estará sometida 

a las restricciones establecidas en el apartado anterior.  

Artículo 6. Gestión de los servicios. Cada Administración conservará las 

competencias que le otorga la legislación vigente, así como la gestión de sus 

servicios y de su personal, para adoptar las medidas que estime necesarias, 

sin perjuicio de lo establecido en este real decreto.  

Artículo 7. Régimen sancionador. El incumplimiento del contenido del presente 

real decreto o de las órdenes de las autoridades será sancionado con arreglo a 

las leyes.  

Disposición adicional única. Información al Congreso de los Diputados. De 

acuerdo con lo establecido en el apartado uno del artículo octavo de la Ley 

Orgánica 4/1981, de 1 de junio, el Gobierno remitirá semanalmente al 

Congreso de los Diputados información documental estructurada de la 

ejecución de las distintas medidas adoptadas y valoración de su eficacia para 

contener el virus COVID-19 y mitigar su impacto sanitario, económico y social.  

Disposición final primera. Habilitación. Durante la vigencia del estado de 

alarma declarado por este real decreto, el Gobierno podrá dictar sucesivos 

decretos que modifiquen lo establecido en este, de los cuales habrá de dar 

cuenta al Congreso de los Diputados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 

octavo dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. El presente real decreto entrará 

en vigor desde el instante mismo de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».  

 

 

Real Decreto 926/2020 

 

I  

La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la 

situación de emergencia de salud pública ocasionada por la COVID-19 a 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

pandemia internacional. Para hacer frente entonces a la crisis sanitaria en 

nuestro país, fue preciso adoptar medidas inmediatas que resultaron eficaces 

para poder controlar la propagación de la enfermedad.  

En este sentido, el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, permitió hacer 

frente a la situación de emergencia sanitaria y proteger la salud y la seguridad 

de los ciudadanos. Tras el proceso de desescalada y el fin de la vigencia del 

estado de alarma, el país entró en una etapa de nueva normalidad, durante la 

cual los poderes públicos y las autoridades sanitarias continuaron tomando 

medidas dirigidas a controlar los brotes y frenar los contagios.  

Entre ellas, el Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de 

prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria 

ocasionada por el COVID-19, el Plan de respuesta temprana en un escenario 

de control de la pandemia, las declaraciones de actuaciones coordinadas en 

salud pública acordadas en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema 

Nacional de Salud o las diferentes disposiciones y actos adoptados por las 

autoridades competentes de las comunidades autónomas y ciudades con 

Estatuto de autonomía.  

Este conjunto de medidas, dirigido a prevenir situaciones de riesgo, intensificar 

las capacidades de seguimiento y vigilancia de la epidemia y reforzar los 

servicios asistenciales y de salud pública, ha permitido hasta ahora ofrecer 

respuestas apropiadas y proporcionales en función de las distintas etapas de 

evolución de la onda epidémica en cada territorio.  

II  

No obstante, en el momento actual en España, al igual que en la mayoría de 

países europeos, se registra una tendencia ascendente en el número de casos. 

Este incremento se ha traducido en un aumento importante de la Incidencia 

Acumulada en catorce días, hasta situarse, con fecha 22 de octubre, en 349 

casos por 100.000 habitantes, muy por encima de los 60 casos por 100.000 

habitantes que marca el umbral de alto riesgo de acuerdo a los criterios del 

Centro Europeo para la Prevención y Control de Enfermedades. Las actuales 



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

incidencias sitúan a todo el territorio, salvo las islas Canarias, en un nivel de 

riesgo alto o muy alto de acuerdo a los estándares internacionales y a los 

nacionales establecidos en el documento de Actuaciones de respuesta 

coordinada para el control de la transmisión de COVID-19, aprobado en el 

pleno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud el pasado día 

22 de octubre de 2020. Este incremento de la transmisión está afectando a 

grupos poblacionales de riesgo, que presentan una mayor probabilidad de 

hospitalización y fallecimiento.  

En la actualidad, la ocupación media en España de camas de hospitalización 

por COVID-19 supera ya el 12 %, con máximos por encima del 20 % en 

algunas comunidades autónomas. La ocupación media de camas de Unidades 

de Cuidados Intensivos es del 22,48 %, superando en algún caso el 60 %. Esta 

situación vuelve a tensionar nuestro sistema sanitario, requiriendo la adopción 

urgente de medidas de control que eviten cualquier impacto negativo de esta 

situación sobre la atención sanitaria a otras patologías diferentes a COVID-19, 

previniendo desde un primer momento cualquier riesgo de potencial colapso 

del sistema asistencial.  

En este contexto, con niveles muy preocupantes de los principales indicadores 

epidemiológicos y asistenciales, se deben considerar diferentes medidas de 

control de la transmisión que permitan reducir las incidencias actuales, revertir 

la tendencia ascendente y evitar alcanzar el nivel de sobrecarga que 

experimentó el sistema sanitario durante la primera ola de la pandemia.  

En ausencia de una vacuna para el COVID-19, se deben tomar medidas de 

salud pública de carácter no farmacológico, propuestas por organismos 

internacionales, que tienen el propósito de reducir la tasa de contagio en la 

población y, por lo tanto, reducir la transmisión del virus. La efectividad de 

cualquier intervención aislada puede ser limitada, requiriendo la combinación 

de varias intervenciones para tener un impacto significativo en la transmisión. 

Entre las intervenciones no farmacológicas establecidas por los organismos 

internacionales, destacan algunas medidas dirigidas a evitar la agrupación de 
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personas sin relación de convivencia y mantener el distanciamiento entre ellas, 

así como reducir la movilidad de las poblaciones, ya que esta favorece de 

forma importante la circulación del virus SARS-CoV-2 entre los distintos 

territorios. Existe evidencia de que el contacto social, en espacios tanto 

abiertos como cerrados en los que no se guardan las debidas medidas de 

distanciamiento y prevención, conlleva un alto riesgo de transmisión del virus.  

En este sentido, la experiencia de meses anteriores confirma cómo la adopción 

de medidas restrictivas en ciertos establecimientos y actividades tiene un 

impacto directo en la reducción drástica de los brotes epidémicos y los casos 

asociados vinculados a tales contextos.  

Sin embargo, respecto a los principales focos de contagio actual, el estudio de 

los brotes notificados por las comunidades autónomas revela que son los 

encuentros familiares y sociales, bien en el ámbito privado o público el principal 

entorno en el que se producen agrupaciones de casos, suponiendo casi un 

tercio de los brotes e implicando más de una cuarta parte de los casos.  

En esta línea, la limitación del tamaño de los grupos en lugares públicos y 

privados y la reducción de contactos entre personas no convivientes forman 

parte del conjunto de medidas sociales y de salud pública de la estrategia 

integral de la Organización Mundial de la Salud para contribuir a detener las 

cadenas de transmisión de persona a persona y el control de brotes. Estas 

propuestas son también recogidas por otras agencias internacionales de Salud 

Pública de referencia, como el Centro Europeo para la Prevención y Control de 

Enfermedades (ECDC, en sus siglas en inglés).  

En este sentido, se consideran eficaces y apropiadas medidas como la 

limitación del número de personas no convivientes, la relación en burbujas 

sociales estructuradas en grupos de convivencia estable y permanecer en el 

domicilio, evitando desplazamientos que no se consideren imprescindibles. La 

limitación del número máximo de personas en un mismo espacio ha sido 

aplicada en varias comunidades autónomas y en distintos países de nuestro 

entorno con resultados positivos desde el punto de vista epidemiológico. 
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Diferentes estudios, como los llevados cabo por el ECDC han puesto de 

manifiesto que la aceptación y el cumplimiento de las medidas preventivas 

varía entre países, entre regiones de un mismo país, entre diferentes grupos de 

población de un mismo entorno e incluso entre las diferentes vivencias sociales 

de las personas, siendo una de ellas la actividad nocturna, donde se ha 

observado un relajamiento importante en el cumplimiento de las medidas 

estipuladas para evitar la transmisión del SARS-CoV-2.  

En este sentido, buena parte de los encuentros de riesgo se producen en 

horario nocturno, de acuerdo con la información facilitada por las comunidades 

autónomas, lo que reduce substancialmente la eficacia de otras medidas de 

control implementadas.  

Por ese motivo, la restricción de la movilidad nocturna se considera una medida 

proporcionada con un potencial impacto positivo en el control de la transmisión, 

al evitarse situaciones de contacto de riesgo vinculadas a encuentros sociales. 

Los indicadores epidemiológicos actuales sitúan a casi todo el territorio 

nacional en un nivel de riesgo alto o muy alto de acuerdo a los estándares 

nacionales e internacionales, salvo la Comunidad Autónoma de Canarias. 

Dicha comunidad presenta una evolución favorable de la epidemia con 

indicadores epidemiológicos que la sitúan en niveles de riesgo medio, muy por 

debajo del resto del territorio nacional.  

Por ello, las medidas dirigidas a la restricción de la movilidad nocturna no 

serían en este momento necesarias para mantener el control de la epidemia en 

dicho territorio, siempre y cuando se garantice el mantenimiento de las medidas 

de control de la transmisión vigentes actualmente, y sin perjuicio de poder 

adoptarse posteriormente en caso de evolución desfavorable, lo cual no es en 

absoluto descartable durante el periodo de vigencia de este real decreto, dada 

la inestabilidad del comportamiento de la epidemia, tanto a nivel nacional como 

internacional.  

Asimismo, se ha observado que los movimientos de personas, desde unidades 

territoriales de alta incidencia a otras de menor incidencia, suponen un riesgo 
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muy elevado de difusión geográfica de la transmisión del SARS-CoV-2. Esta 

incidencia observada, además de no ser homogénea entre las comunidades 

autónomas, tampoco lo es dentro del territorio de cada una de ellas.  

En esta línea, durante los últimos meses, se han articulado medidas de 

restricción de la movilidad en determinados ámbitos territoriales, que en su 

momento se asociaron a una mejora de los indicadores de control de la 

transmisión en su zona de aplicación. Medidas similares se observaron útiles 

en otras fases de la epidemia.  

III  

En este marco, las medidas previstas en la presente norma se encuadran en la 

acción decidida del Gobierno para proteger la salud y seguridad de los 

ciudadanos, contener la progresión de la enfermedad y reforzar los sistemas 

sanitarios y sociosanitarios.  

Las medidas temporales de carácter extraordinario que ya se han adoptado por 

todos los niveles de gobierno deben ahora intensificarse sin demora a la vista 

de la evolución de la epidemia para prevenir y contener los contagios y mitigar 

el impacto sanitario, social y económico. Resulta por ello preciso ofrecer una 

respuesta inmediata, ajustada y proporcional, en un marco de cogobernanza, 

que permita afrontar la gravedad de la situación con las máximas garantías 

constitucionales durante un periodo que necesariamente deberá ser superior al 

plazo de quince días establecido para la vigencia de este real decreto, por lo 

que resultará imprescindible prorrogar esta norma por un periodo estimado de 

seis meses.  

El real decreto establece, para estos supuestos de prórroga, que el Ministro de 

Sanidad comparecerá quincenalmente ante la Comisión de Sanidad y 

Consumo del Congreso de los Diputados para dar cuenta de la aplicación de 

las medidas; información que en sus ámbitos territoriales respectivos deberían 

proporcionar las autoridades competentes delegadas a las correspondientes 

asambleas autonómicas, en los términos y condiciones que estas tengan 

determinados.  



     

Argentina - Bolivia - Brasil - Colombia - Costa Rica - Cuba - Chile - Ecuador - El Salvador - España - Guatemala  
Guinea Ecuatorial - Honduras - México - Nicaragua - Panamá - Paraguay - Perú - Portugal - Rep. Dominica - Uruguay - Venezuela 

 
 

O R G A N I Z A C I Ó N   I B E R O A M E R I C A N A   D E   S E G U R I D A D   S O C I A L 
C E N T R O   D E   A C C I Ó N   R E G I O N A L   E N   B U E N O S   A I R E S   

    

SARMIENTO 1136 – (CP C1041AAX) – TEL /FAX: (54-11) 4381-8473  – email: conosur@oiss.org.ar 
BUENOS AIRES – ARGENTINA  

  

En todo caso, durante la vigencia del estado de alarma, las administraciones 

sanitarias competentes en salud pública, en lo no previsto en esta norma, 

deberán continuar adoptando las medidas necesarias para afrontar la situación 

de emergencia de salud pública ocasionada por la COVID-19, con arreglo a la 

legislación sanitaria, en particular, la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de 

Medidas Especiales en Materia de Salud Pública, la Ley 14/1986, de 25 de 

abril, General de Sanidad y la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud 

Pública, así como en la normativa autonómica correspondiente.  

No obstante, en una situación epidemiológica como la actual, resulta 

imprescindible combinar las medidas previstas en la legislación sanitaria con 

otras del ámbito del Derecho de excepción, tal y como recogen los artículos 

116.2 de la Constitución Española y cuarto y siguientes de la Ley Orgánica 

4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio. Debe 

señalarse que el apartado b) del artículo cuarto de la Ley Orgánica 4/1981, de 

1 de junio, habilita al Gobierno para, en el ejercicio de las facultades que le 

atribuye el artículo 116.2 de la Constitución, declarar el estado de alarma en 

todo o parte del territorio nacional, cuando se produzcan crisis sanitarias, tales 

como epidemias, lo cual concurre en la situación presente. Asimismo, el 

artículo once de Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, en su apartado a) prevé la 

posibilidad de que el decreto de declaración del estado de alarma acuerde la 

limitación de la circulación o permanencia de personas o vehículos en horas y 

lugares determinados, así como su condicionamiento al cumplimiento de 

ciertos requisitos. Además, el apartado b) prevé la posibilidad de establecer 

prestaciones personales obligatorias.  

Por ello, este real decreto contempla medidas de diversa naturaleza para hacer 

frente a la expansión del virus. Su utilidad al respecto ha quedado acreditada 

durante estos últimos meses, tal y como refleja, además, que los países de 

nuestro entorno recurran a ellas de manera sistemática, de conformidad con lo 

señalado por la Organización Mundial de la Salud y otros organismos 

internacionales.  
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En primer lugar, se establece, con excepciones, la limitación de la libre 

circulación de las personas en horario nocturno, a fin de evitar al máximo la 

expansión de la infección durante ese periodo de tiempo, dado que en esa 

franja horaria se han producido muchos de los contagios en estas últimas 

semanas, tal y como ha quedado expuesto con anterioridad.  

Asimismo, se establece la posibilidad de limitar la entrada y salida de los 

territorios de las comunidades autónomas y ciudades con Estatuto de 

autonomía, así como de ámbitos territoriales de carácter geográficamente 

inferior, con ciertas excepciones, con el propósito de reducir sustancialmente la 

movilidad del virus.  

Asimismo, se establece la posibilidad de limitar la permanencia de grupos de 

personas en espacios públicos y privados. Así, se persigue la reducción de la 

movilidad social de manera significativa y, por tanto, se pretende detener la 

expansión de la epidemia. Tanto las limitaciones a la permanencia de grupos 

de personas, como las referidas a la entrada y salida de territorios serán 

eficaces en el territorio de cada comunidad autónoma o ciudad con Estatuto de 

autonomía cuando la autoridad competente delegada respectiva lo determine, 

la cual también podrá modular, flexibilizar y suspender la aplicación de estas 

medidas.  

Finalmente, se prevé la posibilidad de que las comunidades autónomas puedan 

imponer la realización de prestaciones personales obligatorias en el ámbito de 

sus sistemas sanitarios y sociosanitarios, siempre que esto resulte 

imprescindible para responder a la situación de emergencia sanitaria.  

Para hacer frente a esta situación, grave y excepcional, es indispensable 

proceder a la declaración del estado de alarma. Las medidas que se contienen 

en el presente real decreto son las imprescindibles para hacer frente a la 

situación, resultan proporcionadas a la extrema gravedad de la misma y no 

suponen la suspensión de ningún derecho fundamental, tal y como prevé el 

artículo 55 de la Constitución.  

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra 
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de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática y del 

Ministro de Sanidad, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 

deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 25 de octubre de 

2020, DISPONGO:  

Artículo 1. Declaración del estado de alarma. Al amparo de lo dispuesto en el 

artículo cuarto, apartado b), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los 

estados de alarma, excepción y sitio, se declara el estado de alarma con el fin 

de contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2.  

Artículo 2. Autoridad competente.  

1. A los efectos del estado de alarma, la autoridad competente será el Gobierno 

de la Nación.  

2. En cada comunidad autónoma y ciudad con Estatuto de autonomía, la 

autoridad competente delegada será quien ostente la presidencia de la 

comunidad autónoma o ciudad con Estatuto de autonomía, en los términos 

establecidos en este real decreto.  

3. Las autoridades competentes delegadas quedan habilitadas para dictar, por 

delegación del Gobierno de la Nación, las órdenes, resoluciones y 

disposiciones para la aplicación de lo previsto en los artículos 5 a 11. Para ello, 

no será precisa la tramitación de procedimiento administrativo alguno ni será de 

aplicación lo previsto en el segundo párrafo del artículo 8.6 y en el artículo 10.8 

de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa.  

Artículo 3. Ámbito territorial. La declaración de estado de alarma afecta a todo 

el territorio nacional.  

Artículo 4. Duración. El estado de alarma declarado por el presente real 

decreto finalizará a las 00:00 horas del día 9 de noviembre de 2020, sin 

perjuicio de las prórrogas que puedan establecerse. 

Artículo 5. Limitación de la libertad de circulación de las personas en horario 

nocturno.  

1. Durante el periodo comprendido entre las 23:00 y las 6:00 horas, las 
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personas únicamente podrán circular por las vías o espacios de uso público 

para la realización de las siguientes actividades: a) Adquisición de 

medicamentos, productos sanitarios y otros bienes de primera necesidad. b) 

Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios. c) Asistencia a 

centros de atención veterinaria por motivos de urgencia. d) Cumplimiento de 

obligaciones laborales, profesionales, empresariales, institucionales o legales. 

e) Retorno al lugar de residencia habitual tras realizar algunas de las 

actividades previstas en este apartado. f) Asistencia y cuidado a mayores, 

menores, dependientes, personas con discapacidad o personas especialmente 

vulnerables. g) Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad. h) 

Cualquier otra actividad de análoga naturaleza, debidamente acreditada. i) 

Repostaje en gasolineras o estaciones de servicio, cuando resulte necesario 

para la realización de las actividades previstas en los párrafos anteriores.  

2. La autoridad competente delegada correspondiente podrá determinar, en su 

ámbito territorial, que la hora de comienzo de la limitación prevista en este 

artículo sea entre las 22:00 y las 00:00 horas y la hora de finalización de dicha 

limitación sea entre las 5:00 y las 7:00 horas.  

Artículo 6. Limitación de la entrada y salida en las comunidades autónomas y 

ciudades con Estatuto de autonomía.  

1. Se restringe la entrada y salida de personas del territorio de cada comunidad 

autónoma y de cada ciudad con Estatuto de autonomía salvo para aquellos 

desplazamientos, adecuadamente justificados, que se produzcan por alguno de 

los siguientes motivos: a) Asistencia a centros, servicios y establecimientos 

sanitarios. b) Cumplimiento de obligaciones laborales, profesionales, 

empresariales, institucionales o legales. c) Asistencia a centros universitarios, 

docentes y educativos, incluidas las escuelas de educación infantil. d) Retorno 

al lugar de residencia habitual o familiar. e) Asistencia y cuidado a mayores, 

menores, dependientes, personas con discapacidad o personas especialmente 

vulnerables. f) Desplazamiento a entidades financieras y de seguros o 

estaciones de repostaje en territorios limítrofes. g) Actuaciones requeridas o 
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urgentes ante los órganos públicos, judiciales o notariales. h) Renovaciones de 

permisos y documentación oficial, así como otros trámites administrativos 

inaplazables. i) Realización de exámenes o pruebas oficiales inaplazables. j) 

Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad. k) Cualquier otra 

actividad de análoga naturaleza, debidamente acreditada.  

2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, la autoridad competente 

delegada que corresponda podrá, adicionalmente, limitar la entrada y salida de 

personas en ámbitos territoriales de carácter geográficamente inferior a la 

comunidad autónoma y ciudad con Estatuto de autonomía, con las excepciones 

previstas en el apartado anterior.  

3. No estará sometida a restricción alguna la circulación en tránsito a través de 

los ámbitos territoriales en que resulten de aplicación las limitaciones previstas 

en este artículo.  

Artículo 7. Limitación de la permanencia de grupos de personas en espacios 

públicos y privados.  

1. La permanencia de grupos de personas en espacios de uso público, tanto 

cerrados como al aire libre, quedará condicionada a que no se supere el 

número máximo de seis personas, salvo que se trate de convivientes y sin 

perjuicio de las excepciones que se establezcan en relación a dependencias, 

instalaciones y establecimientos abiertos al público. La permanencia de grupos 

de personas en espacios de uso privado quedará condicionada a que no se 

supere el número máximo de seis personas, salvo que se trate de convivientes. 

En el caso de las agrupaciones en que se incluyan tanto personas convivientes 

como personas no convivientes, el número máximo a que se refiere el párrafo 

anterior será de seis personas.  

2. La autoridad competente delegada correspondiente podrá determinar, en su 

ámbito territorial, a la vista de la evolución de los indicadores sanitarios, 

epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, previa comunicación al 

Ministerio de Sanidad y de acuerdo con lo previsto en el artículo 13, que el 

número máximo a que se refiere el apartado anterior sea inferior a seis 
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personas, salvo que se trate de convivientes. Asimismo, de acuerdo con lo 

previsto en el artículo 10, las autoridades competentes delegadas podrán, en 

su ámbito territorial, establecer excepciones respecto a personas menores o 

dependientes, así como cualquier otra flexibilización de la limitación prevista en 

este artículo.  

3. Las reuniones en lugares de tránsito público y las manifestaciones realizadas 

en ejercicio del derecho fundamental regulado en el artículo 21 de la 

Constitución podrán limitarse, condicionarse o prohibirse cuando en la previa 

comunicación presentada por los promotores no quede garantizada la distancia 

personal necesaria para impedir los contagios.  

4. No estarán incluidas en la limitación prevista en este artículo las actividades 

laborales e institucionales ni aquellas para las que se establezcan medidas 

específicas en la normativa aplicable.  

Artículo 8. Limitación a la permanencia de personas en lugares de culto. Se 

limita la permanencia de personas en lugares de culto mediante la fijación, por 

parte de la autoridad competente delegada correspondiente, de aforos para las 

reuniones, celebraciones y encuentros religiosos, atendiendo al riesgo de 

transmisión que pudiera resultar de los encuentros colectivos. Dicha limitación 

no podrá afectar en ningún caso al ejercicio privado e individual de la libertad 

religiosa.  

Artículo 9. Eficacia de las limitaciones. Las medidas previstas en los artículos 

5, 6, 7 y 8 serán eficaces en el territorio de cada comunidad autónoma o ciudad 

con Estatuto de autonomía cuando la autoridad competente delegada 

respectiva así lo determine a la vista de la evolución de los indicadores 

sanitarios, epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, previa 

comunicación al Ministerio de Sanidad y de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 13. La eficacia de la medida no podrá ser inferior a siete días naturales. 

La medida prevista en el artículo 6 no afecta al régimen de fronteras. Sin 

perjuicio de lo anterior, en el caso de que dicha medida afecte a un territorio 

con frontera terrestre con un tercer Estado, la autoridad competente delegada 
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lo comunicará con carácter previo al Ministerio del Interior y al Ministerio de 

Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación.  

Artículo 10. Flexibilización y suspensión de las limitaciones. La autoridad 

competente delegada en cada comunidad autónoma o ciudad con Estatuto de 

autonomía podrá, en su ámbito territorial, a la vista de la evolución de los 

indicadores sanitarios, epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, 

previa comunicación al Ministerio de Sanidad y de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 13, modular, flexibilizar y suspender la aplicación de las medidas 

previstas en los artículos 5, 6, 7 y 8, con el alcance y ámbito territorial que 

determine. La regresión de las medidas hasta las previstas en los mencionados 

artículos se hará, en su caso, siguiendo el mismo procedimiento.  

Artículo 11. Prestaciones personales. De conformidad con lo dispuesto en el 

apartado b) del artículo once de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, las 

autoridades competentes delegadas podrán imponer en su ámbito territorial la 

realización de las prestaciones personales obligatorias que resulten 

imprescindibles en el ámbito de sus sistemas sanitarios y sociosanitarios para 

responder a la situación de emergencia sanitaria que motiva la aprobación de 

este real decreto.  

Artículo 12. Gestión ordinaria de los servicios. Cada Administración 

conservará las competencias que le otorga la legislación vigente, así como la 

gestión de sus servicios y de su personal, para adoptar las medidas que estime 

necesarias, sin perjuicio de lo establecido en este real decreto.  

Artículo 13. Coordinación a través del Consejo Interterritorial del Sistema 

Nacional de Salud. Con la finalidad de garantizar la necesaria coordinación en 

la aplicación de las medidas contempladas en este real decreto, el Consejo 

Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, bajo la presidencia del Ministro 

de Sanidad, podrá adoptar a estos efectos cuantos acuerdos procedan, 

incluidos, en su caso, el establecimiento de indicadores de referencia y criterios 

de valoración del riesgo.  

Artículo 14. Rendición de cuentas. El Presidente del Gobierno solicitará su 
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comparecencia ante el Pleno del Congreso de los Diputados, cada dos meses, 

para dar cuenta de los datos y gestiones del Gobierno de España en relación a 

la aplicación del Estado de Alarma. El Ministro de Sanidad solicitará su 

comparecencia ante la Comisión de Sanidad y Consumo del Congreso de los 

Diputados, con periodicidad mensual, para dar cuenta de los datos y gestiones 

correspondientes a su departamento en relación a la aplicación del Estado de 

Alarma. Asimismo, transcurridos cuatro meses de vigencia de esta prórroga, la 

conferencia de presidentes autonómicos podrá formular al Gobierno una 

propuesta de levantamiento del Estado de Alarma, previo acuerdo favorable del 

Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud a la vista de la evolución 

de los indicadores, sanitarios epidemiológicos, sociales y económicos.  

Artículo 15. Régimen sancionador. El incumplimiento del contenido del 

presente real decreto o la resistencia a las órdenes de las autoridades 

competentes será sancionado con arreglo a las leyes, en los términos 

establecidos en el artículo 10 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.  

Disposición adicional primera. Procesos electorales. La vigencia del estado 

de alarma no impedirá el desenvolvimiento ni la realización de las actuaciones 

electorales precisas para la celebración de elecciones convocadas a 

parlamentos de comunidades autónomas.  

Disposición adicional segunda. Tratamiento de los enclaves. Durante la 

vigencia del presente estado de alarma causado por el COVID-19, y a sus 

efectos, aquellos municipios que constituyen enclaves recibirán el tratamiento 

propio de la provincia que les circunda, sin que sea obstáculo que esta 

pertenezca a Comunidad Autónoma distinta a la de aquellos.  

Disposición final primera. Habilitación. Durante la vigencia del estado de 

alarma declarado por este real decreto, el Gobierno podrá dictar sucesivos 

decretos que modifiquen lo establecido en este, de los cuales habrá de dar 

cuenta al Congreso de los Diputados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 

octavo.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.  

Disposición final segunda. Entrada en vigor. El presente real decreto entrará 
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en vigor en el momento de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

 

 

 

Real Decreto 956/2020 

 

I. DISPOSICIONES GENERALES  

 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA, RELACIONES CON LAS CORTES Y 

MEMORIA DEMOCRÁTICA 13494  

 

Real Decreto 956/2020, de 3 de noviembre, por el que se prorroga el estado de 

alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que 

se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones 

causadas por el SARS-CoV-2. I Mediante Real Decreto 926/2020, de 25 de 

octubre, se declaró el estado de alarma para contener la propagación de 

infecciones causadas por el SARS-CoV-2, a la vista de la tendencia 

ascendente en el número de casos diagnosticados y el incremento de la 

presión asistencial vinculada a la atención de esta patología. Mediante este real 

decreto se establecieron medidas de diversa naturaleza para hacer frente a la 

expansión del virus.  

En primer lugar, se estableció, con excepciones, la limitación de la libre 

circulación de las personas en horario nocturno, a fin de evitar al máximo la 

expansión de la infección durante ese periodo de tiempo, dado que en esa 

franja horaria se han producido muchos de los contagios en estas últimas 

semanas.  

En este sentido, buena parte de los encuentros de riesgo se producen en 

horario nocturno, de acuerdo con la información facilitada por las comunidades 

autónomas, lo que reduce substancialmente la eficacia de otras medidas de 

control implementadas. Por ese motivo, la restricción de la movilidad nocturna 
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se considera una medida proporcionada con un potencial impacto positivo en el 

control de la transmisión, al evitarse situaciones de contacto de riesgo 

vinculadas a encuentros sociales. Asimismo, se previó la posibilidad de limitar 

la entrada y salida de los territorios de las comunidades autónomas y ciudades 

con estatuto de autonomía, así como de ámbitos territoriales de carácter 

geográficamente inferior, con ciertas excepciones, con el propósito de reducir 

sustancialmente la movilidad del virus. Además, se estableció la posibilidad de 

limitar la permanencia de grupos de personas en espacios públicos y privados.  

Así, se persigue la reducción de la movilidad social de manera significativa y, 

por tanto, se pretende detener la expansión de la epidemia. Finalmente, se 

previó la posibilidad de que las comunidades autónomas puedan imponer la 

realización de prestaciones personales obligatorias en el ámbito de sus 

sistemas sanitarios y sociosanitarios, siempre que esto resulte imprescindible 

para responder a la situación de emergencia sanitaria.  

II  

En el momento actual, en España las elevadas cifras de incidencia de esta 

enfermedad, muy superiores al umbral de alto riesgo establecido por los 

estándares europeos, se acompañan de una preocupante tendencia 

ascendente. A modo de ejemplo, los datos disponibles a fecha 22 de octubre 

indicaban una incidencia acumulada de 349 casos por 100.000 habitantes en 

14 días, mientras que a fecha 26 de octubre este indicador había ascendido 

hasta los 410 casos por 100.00 habitantes. Este acelerado empeoramiento se 

refleja también en los indicadores asistenciales de forma que, para el mismo 

periodo del 22 al 26 de octubre, el porcentaje de camas de hospitalización por 

COVID-19 ha ascendido del 12% al 14% y la ocupación media de camas de 

Unidades de Cuidados Intensivos por esta patología se ha incrementado del 

22,48% al 24,24%. Esta situación requiere la adopción urgente de medidas de 

control que eviten cualquier impacto negativo de esta situación sobre la 

atención sanitaria a otras patologías diferentes a COVID-19, previniendo desde 

un primer momento cualquier riesgo de potencial colapso del sistema 
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asistencial.  

En efecto, las medidas de carácter extraordinario de control de la pandemia 

deben ahora intensificarse sin demora, a la vista de la evolución de la epidemia 

para prevenir y contener los contagios, y mitigar así el impacto sanitario, social 

y económico que esta provoca. El objetivo debe ser que ese impacto sea el 

menor posible a lo largo de varios meses, por lo que las disposiciones que 

ofrecen cobertura a estas medidas han de ofrecer la estabilidad suficiente a 

corto y medio plazo para que así sea. Debe tenerse en cuenta que el descenso 

de los indicadores epidemiológicos cuando estos se encuentran en niveles 

altos o muy altos se produce tras un tiempo suficiente de implementación de 

las medidas necesarias.  

En este sentido, la Organización Mundial de la Salud manifiesta que resulta 

prudente planificar la aplicación de dichas medidas para varios meses, en base 

a la experiencia previa en distintos países. A diferencia de la primera ola, nos 

enfrentamos a un periodo estacional que favorece la transmisión del virus 

SARS-CoV-2. Tradicionalmente, los meses de otoño e invierno se caracterizan 

por la alta frecuentación de los servicios asistenciales, en parte, por patologías 

causadas por otros virus respiratorios, como la gripe.  

Según datos del Ministerio de Sanidad, se dan en España en torno a 13 

millones de infecciones respiratorias cada año, con una importante 

concentración entre los meses de diciembre y marzo. De este modo, los casos 

diarios de infecciones respiratorias agudas del tracto superior, así como las 

bronquitis, bronquiolitis agudas, gripes y las neumonías que llegan a los 

servicios de atención primaria, una parte de los cuales requieren 

posteriormente ingreso hospitalario, crecen de manera muy importante en el 

primer trimestre del año.  

En este periodo llegan a alcanzarse cifras superiores a los 63.000 casos diarios 

de infección respiratoria aguda del tracto superior, 18.000 de bronquitis o 

bronquiolitis aguda, otros tantos de gripe y casi 2.000 de neumonía, en estos 

últimos casos además con una importante afectación a personas mayores. 
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Esta presión asistencial concentrada en un periodo de tiempo muy concreto se 

verá previsiblemente incrementada por la circulación del nuevo coronavirus, 

pudiendo generarse, en ausencia de medidas estrictas como las planteadas en 

el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, situaciones de sobrecarga de la 

capacidad asistencial y de tensionamiento de los servicios de atención primaria 

y hospitalaria, que podrían impactar muy negativamente sobre la atención 

sanitaria a otras patologías diferentes a la COVID-19. A este respecto conviene 

insistir en que los indicadores asistenciales relacionados con la atención a 

COVID-19 han alcanzado ya un nivel preocupante en la mayoría del territorio 

nacional.  

En definitiva, dada la tendencia ascendente en el número de casos, la 

evolución esperada en los próximos meses, con una climatología adversa que 

reduce la posibilidad de desempeñar actividades en espacios abiertos, y la 

situación de posible sobrecarga del sistema asistencial, que podría llegar hasta 

bien entrada la primavera si no se actúa con instrumentos apropiados para 

frenar la propagación de la enfermedad, se considera necesario y 

proporcionado extender la aplicación de medidas que han demostrado ser 

eficaces para reducir situaciones de riesgo de transmisión y frenar los 

contagios, como las contenidas en el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, 

durante un periodo de seis meses, al estimar que este plazo de tiempo ofrece 

la mayor seguridad posible para poder proteger adecuadamente la salud de la 

población con la información disponible en estos momentos.  

Por otro lado, hay que tener en cuenta que nos hallamos en una situación 

inédita, en la cual las autoridades sanitarias nacionales y de la Unión Europea 

están liderando los esfuerzos para lograr con éxito un tratamiento y una vacuna 

eficaz y segura, que permita hacer frente a la pandemia. El proceso hasta 

llegar a vacunas eficaces resulta de gran complejidad, lo cual hace difícil que 

se puedan alcanzar altas coberturas que garantizaran la inmunización 

suficiente para controlar la transmisión comunitaria del virus en los próximos 

seis meses. 
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III  

El artículo 4 del Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, prevé la finalización 

del estado de alarma a las 00:00 del día 9 de noviembre de 2020, tiempo que 

es insuficiente, según se ha explicado, para lograr los objetivos pretendidos. El 

mantenimiento del estado de alarma durante ese periodo no supondrá 

automáticamente la aplicación de todas las medidas en todo el territorio 

nacional, sino que, en función de la evolución de los indicadores sanitarios, 

epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, cada autoridad 

competente delegada determinará la modulación, flexibilización o suspensión 

de las medidas en su ámbito territorial. El artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 

4/1981, de 1 de junio, prevé que la declaración de estado de alarma se puede 

prorrogar exclusivamente con autorización expresa del Congreso de los 

Diputados, que podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes durante 

la prórroga. Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, de 27 de octubre de 

2020, el Gobierno solicitó del Congreso de los Diputados autorización para 

prorrogar el estado de alarma declarado mediante Real Decreto 926/2020, de 

25 de octubre, con el fin de garantizar la eficaz gestión de la emergencia 

sanitaria y contener la propagación de la enfermedad, por el que se declara el 

estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el 

SARS-CoV-2. El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 29 

de octubre de 2020, acordó conceder la autorización requerida en los términos 

recogidos en la Resolución del mismo día, por la que se ordena la publicación 

del Acuerdo de autorización de la prórroga del estado de alarma declarado por 

el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de 

alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-

CoV-2.  

En su virtud, al amparo de lo previsto por el artículo 116.2 de la Constitución 

Española, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo sexto.dos de la Ley 

Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, a 

propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la 
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Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática y del Ministro 

de Sanidad, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 

día 3 de noviembre 2020, DISPONGO:  

Artículo 1. Prórroga del estado de alarma. Queda prorrogado el estado de 

alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que 

se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones 

causadas por el SARS-CoV-2.  

Artículo 2. Duración de la prórroga. La prórroga establecida en este real 

decreto se extenderá desde las 00:00 horas del día 9 de noviembre de 2020 

hasta las 00:00 horas del día 9 de mayo de 2021, y se someterá a las 

condiciones establecidas en el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el 

que se declara el estado de alarma para contener la propagación de 

infecciones causadas por el SARS-CoV-2, y en los decretos que, en su caso, 

se adopten en uso de la habilitación conferida por la disposición final primera 

del citado Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, sin perjuicio de lo que se 

establece en las disposiciones siguientes.  

Disposición transitoria única. Eficacia de la limitación de la libertad de 

circulación de las personas en horario nocturno. La medida prevista en el 

artículo 5 del Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, conservará su eficacia, 

en los términos previstos con anterioridad al comienzo de la prórroga 

autorizada, en tanto que la autoridad competente delegada que corresponda no 

determine, de acuerdo con el artículo 10 del Real Decreto 926/2020, de 25 de 

octubre, su modulación, flexibilización o suspensión.  

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto 926/2020, de 25 de 

octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la 

propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2. Se modifica el Real 

Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma 

para contener la propagación de infecciones causadas por el SARSCoV-2, en 

los términos que se recogen en los apartados siguientes:  

Uno. El artículo 9 queda redactado como figura a continuación: «Artículo 9. 
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Eficacia de las limitaciones. Las medidas previstas en los artículos 5, 6, 7 y 8 

serán eficaces en el territorio de cada comunidad autónoma o ciudad con 

Estatuto de autonomía cuando la autoridad competente delegada respectiva 

así lo determine a la vista de la evolución de los indicadores sanitarios, 

epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, previa comunicación al 

Ministerio de Sanidad y de acuerdo con lo previsto en el artículo 13. La eficacia 

de la medida no podrá ser inferior a siete días naturales. La medida prevista en 

el artículo 6 no afecta al régimen de fronteras. Sin perjuicio de lo anterior, en el 

caso de que dicha medida afecte a un territorio con frontera terrestre con un 

tercer Estado, la autoridad competente delegada lo comunicará con carácter 

previo al Ministerio del Interior y al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 

Europea y Cooperación.»  

Dos. El artículo 10 queda redactado como figura a continuación: «Artículo 10. 

Flexibilización y suspensión de las limitaciones. La autoridad competente 

delegada en cada comunidad autónoma o ciudad con Estatuto de autonomía 

podrá, en su ámbito territorial, a la vista de la evolución de los indicadores 

sanitarios, epidemiológicos, sociales, económicos y de movilidad, previa 

comunicación al Ministerio de Sanidad y de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 13, modular, flexibilizar y suspender la aplicación de las medidas 

previstas en los artículos 5, 6, 7 y 8, con el alcance y ámbito territorial que 

determine. La regresión de las medidas hasta las previstas en los mencionados 

artículos se hará, en su caso, siguiendo el mismo procedimiento.»  

Tres. El artículo 14 queda redactado como figura a continuación: «Artículo 14. 

Rendición de cuentas. El Presidente del Gobierno solicitará su comparecencia 

ante el Pleno del Congreso de los Diputados, cada dos meses, para dar cuenta 

de los datos y gestiones del Gobierno de España en relación a la aplicación del 

Estado de Alarma. El Ministro de Sanidad solicitará su comparecencia ante la 

Comisión de Sanidad y Consumo del Congreso de los Diputados, con 

periodicidad mensual, para dar cuenta de los datos y gestiones 

correspondientes a su departamento en relación a la aplicación del Estado de 
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Alarma. Asimismo, transcurridos cuatro meses de vigencia de esta prórroga, la 

conferencia de presidentes autonómicos podrá formular al Gobierno una 

propuesta de levantamiento del Estado de Alarma, previo acuerdo favorable del 

Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud a la vista de la evolución 

de los indicadores, sanitarios epidemiológicos, sociales y económicos.» 

Cuatro. La disposición adicional única pasa a ser «Disposición adicional 

primera». Cinco. Se añade una nueva disposición adicional segunda, redactada 

como figura a continuación: «Disposición adicional segunda. Tratamiento de los 

enclaves. Durante la vigencia del presente estado de alarma causado por el 

COVID-19, y a sus efectos, aquellos municipios que constituyen enclaves 

recibirán el tratamiento propio de la provincia que les circunda, sin que sea 

obstáculo que esta pertenezca a Comunidad Autónoma distinta a la de 

aquellos.»  

Disposición final segunda. Entrada en vigor. El presente real decreto entrará 

en vigor el día 9 de noviembre de 2020. Dado en Madrid, el 3 de noviembre de 

2020. FELIPE R. 

 

 

 


